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Presentación

Luis F. Aguilar

GOBERNAR UNA sociedad implica un conjunto de actividades normativas,
políticas y técnicas, cuyo propósito consiste en establecer los objetivos
sociales de beneficio general, seleccionar y prescribir las acciones que se
consideran idóneas para producir los objetivos deseados, asignar los recur­
sos requeridos para que las acciones prescritas puedan llevarse a cabo,
crear sistemas de información que permitan dar seguimiento a las accio­
nes que el personal público y las organizaciones sociales realizan a fin de
producir los objetivos, definir un sistema de medición que haga posible
conocer con precisión la brecha que pudiera existir entre las acciones prac­
ticadas y las prescritas, entre la calidad de los servicios públicos prestados
y los deseados o exigidos, entre los resultados sociales esperados y los
concretamente alcanzados.

En este conjunto de múltiples operaciones directivas que integran el acto
de gobernar o administrar destaca la evaluación porque ofrece información
clave acerca del grado de desempeño real del gobierno (actividades, produc­
tos y resultados) y nos ayuda de esta manera a conocer si la actividad de un
gobierno es de calidaq, eficaz, eficiente y responsable, si produce resultados
de valor para la sociedad y, a la postre, si por ello el gobierno ha sostenido o
perdido su legitimidad social. Gobiernos ineficientes y de baja calidad en la
provisión de los bienes y servicios públicos, aun si elegidos, representativos
y legales, terminan por frustrar expectativas sociales y hacen perder la con­
fianza ciudadana.

En la disciplina de política pública y en la misma práctica guberna­
mental la evaluación ha sido tradicionalmente una operación informativa y
analítica que tiene lugar al final del llamado "ciclo de la política pública" o
cada vez que el gobierno practica cortes en la gestión de sus programas. Al
colocarse al cierre del ciclo de la política o del programa operativo (anual o
multianual) y al señalar en cuánto los resultados producidos por la acción
pública se corresponden con los objetivos sociales esperados o exigidos, la
evaluación ha sido el mecanismo gubernamental y ciudadano apropiado
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para conocer la idoneidad y eficacia de las acciones que el gobierno o el
gobierno en unión con la sociedad han emprendido para resolver los proble­
mas presentes de la vida asociada y realizar los futuros deseados de conviven­
cia. Por consiguiente, la evaluación de la acción del gobierno ha representado
en algunas condiciones políticas y administrativas un genuino proceso de
aprendizaje público que ha ayudado a que gobierno y sociedad identifiquen
y corrijan errores y fallos en las políticas (en los objetivos, en los instrumen­
tos, en los tiempos) ya que se decidan a cancelar organismos y programas
que han mostrado por años ser ineficientes y hasta contraproducentes en sus
resultados. Pero en otras condiciones la evaluación ha sido simplemente un
ritual burocrático, que se exige como requisito para armar el nuevo presu­
puesto gubernamental, o un ejercicio tras bambalinas de los altos ejecutivos
del gobierno que les hace conocer sus decisiones equivocadas y sus defectos
operativos, pero resultados que no hacen públicos para salvar la cara y tratar
de mostrarse como líderes inteligentes y eficientes, a pesar de los magros
logros de sus políticas y la mala calidad de los servicios públicos.

Debido a que la evaluación arroja información sobre el grado y alcance
del desempeño gubernamental en determinados campos públicos (seguri­
dad pública, salud, educación, infraestructura, empleo, pobreza ... ), no ha
gozado de la simpatía de los gobiernos, que frecuentemente han preferido
no practicarla, o la han realizado con métodos de medición laxos o incom­
pletos, o han ocultado al público ciudadano los resultados adversos de las
evaluaciones institucionales, financieras, operativas, de calidad del servicio,
de impacto social ... A pesar de esas eventuales distorsiones y resistencias
gubernamentales, la evaluación es el acto directivo por excelencia por cuanto
su información empírica objetiva ofrece elementos para conocer la eficacia de
-las acciones gubernamentales y, en consecuencia, identificar equivocaciones,
corregir el rumbo y ajustar metas, instrumentos, tiempos, recursos. Permi­
te asimismo determinar la eficiencia de las acciones de gobierno y ayuda
entonces a conocer la relación entre costos y beneficios de su acción y de
esta manera está en aptitud de prevenir desperdicios, incentivar ahorros y
cancelar operaciones innecesarias.

La novedad actual de la evaluación consiste en que ha dejado de ser un
acto directivo más, aun sí muy importante, y se ha convertido en el eje de
la dirección de una organización pública. Si en el pasado se gobernaba a
una sociedad o se dirigía a una agencia administrativa de gobierno mediante
dispositivos de mando y control, hoy los gobiernos actúan en condiciones
menos discrecionales y más restringidas, en las que su autoridad está más
dispersa, descentralizada, existe mayor profesionalización de los funcionarios
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públicos y crece la exigencia ciudadana por la eficacia, la transparencia y la
rendición de cuentas. En estas condiciones en las que la autonomía decisoria
del mando gubernamental se ha visto reducida y en las que es prácticamente
imposible un control cerrado de los mandos y operadores de la administra­
ción, la actividad de gobernar o dirigir no puede llevarse a cabo más que
mediante información y evaluación de las acciones que realizan las unidades
y personas encargadas de prestar determinados servicios públicos o de
realizar determinados objetivos públicos. El gobierno puede dirigir sólo
a condición de que esté oportunamente informado acerca de las acciones
y los resultados que han conseguido los agentes públicos o los sociales en
el desarrollo de específicos programas y, además, a condición de que haya
evaluado su rendimiento, midiendo la conformidad o disconformidad de
los resultados producidos respecto de los resultados socialmente exigidos,
su cercanía o lejanía. Sólo con datos confiables de éxito o fracaso operati­
vo, de costos y beneficios, de satisfacción de usuarios, de disminución o
aumento de situaciones sociales calamitosas ... el gobierno está en condi­
ciones de gobernar, mostrando persuasivamente a unidades descentrali­
zadas y a profesionales políticamente independientes lo bien o lo mal que
están haciendo su trabajo público, lo barato o costoso de sus operaciones,
la baja o alta correspondencia de sus productos (bienes y servicios) con las
expectativas de la sociedad civil, económica o política. Y al hacerlo dispone
de las evidencias y los argumentos para defender sus decisiones, así como
para asesorar y ayudar, corregir y exigir modificaciones, y también para
despedir, cancelar, suspender ...

No debe resultar extraño entonces que los gobiernos llamados autorita­
rios, que se caracterizan por no estar sometidos al escrutinio de una sociedad
política y civil independiente, no hayan practicado sistemáticamente la eva­
luación o hayan tenido que hacerla sólo en momentos de urgencia política,
cuando estaban al borde de críticas y movilizaciones sociales severas, o bajo
la exigencia estricta de los organismos internacionales financieros a los que
recurrían por préstamos con el fin de evitar (posponer) la crisis fiscal del
Estado o para superarla después de la caída. Sobran también los ejemplos
de gobiernos públicamente responsables o políticamente oportunistas que,
deseosos de mejorar su rendimiento frente a la demanda social, procedieron
a evaluar de manera permanente o periódicamente sus acciones y resultados.
Asimismo, no debe resultar extraño que los gobiernos planificadores rectores
de la economía, los que buscaban o pretendían gobernar mediante planes,
planes nacionales, estatales o municipales de desarrollo, nunca hayan liga­
do la planeación con la evaluación para medir su pertinencia por lo menos.
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Hemos vivido la experiencia de gobiernos que frecuentemente se han mos­
trado mejores planificadores que realizadores, expertos en elaborar hermosos
planes integrales más que en lograr resultados.

Siempre será posible senalar un antecedente de la evaluación aquí y allá
en la historia gubernamental de los países. La verdad es que sólo muy recien­
temente, en los anos ochenta y noventa, después de las crisis financieras de
nuestros estados desarrolladores, que desplomaron la economía pública y la
economía nacional, apareció la evaluación de la acción del gobierno, un poco
a la manera de tratar de cerrar el pozo después del nino ahogado. A pesar de
resistencias y simulaciones, la evaluación del desempeno gubernamental, la
averiguación de cuánto logran las unidades administrativas y los servidores
públicos con los recursos públicos que reciben, se fue abriendo paso en los
países como una exigencia directiva inaplazable. La crisis como fecha de
su nacimiento determinó también que la evaluación se realizara desde un
enfoque predominantemente financiero, interesado en valorar la eficiencia
económica de los programas y del personal a fin de empezar a disminuir el gasto
público desproporcionado e innecesario y comenzar a restablecer el equili­
brio financiero desfondado. El resultado ha sido que la evaluación funcionó
como el mecanismo administrativo de las políticas de ajuste y ha sido clave
para sanear las finanzas públicas. Otro efecto adicional fue haber afianza­
do la orientación a resultados (observables, mensurables) como principio de
la administración pública.

En este ambiente de reordenamiento de las finanzas públicas fue lógico
que la evaluación surgiera en el ámbito de la política social (y especialmente
en educación y salud pública), que consume ingentes recursos públicos, y
que con frecuencia ha sido utilizada políticamente para ganarse el apoyo
popular, sin que el gran gasto público haya podido acreditar haber transfor­
mado favorablemente las condiciones sociales de sus destinatarios y haber
modificado las situaciones sociales generales más nocivas e inaceptables.
Por ello ha sido también lógico que las políticas y los programas sociales
sean hoy los que se han visto sometidos obligatoriamente por ley a evalua­
ciones permanentes que son realizadas por organizaciones civiles y acadé­
micas independientes.

El hecho es que en los gobiernos democráticos recientes ya no se gobier­
na sin que el gobierno evalúe de manera sistemática su desempeno a fin de
transparentar el gasto público y rendir cuentas acerca de la legalidad, calidad
y efectividad de sus acciones, y sin que utilice los resultados de la evaluación
como un proceso de aprendizaje continuo que hace posible corregir errores,
defectos, y restablecer la dirección.
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De este nuevo proceso directivo, en el que la evaluación ocupa un lugar
central, nos habla Myriam Cardozo, apreciada colega que en su trayectoria
académica y profesional se ha distinguido porque desde años atrás se ha dedi­
cado a la evaluación de programas, particularmente en el campo de la política
social, en un momento donde hablar de la evaluación era más una asigna­
tura académica que una práctica de gobierno. En su libro nos lleva a mirar
lo que ha sido y se ha vuelto ahora la evaluación en América Latina y México,
que es mirada también a contraluz de las experiencias y prácticas evaluativas
de los organismos internacionales y de algunos países desarrollados. Más a
fondo, nos lleva a conocer y ponderar los conceptos teóricos fundamentales
de la evaluación, sus diversos tipos y usos, sus métodos básicos y técnicas,
sus prácticas principales. Aborda cuestiones que están aún a la espera de una
respuesta más satisfactoria, como la relación entre los métodos cuantitativos
(que suelen ser los más socorridos) y los métodos cualitativos al evaluar, par­
ticularmente cuando se trata de política social o de servicios públicos.

Una de las contribuciones más relevantes y pioneras del libro de Myriam
Cardozo es su reflexión o escrutinio analítico de la manera como es entendida
y practicada la evaluación, por qué y cómo se seleccionan ciertas materias
de evaluación y se descartan otras, se seleccionan determinados objetivos
en lugar de otros acaso más pertinentes, se emplean ciertos instrumentos y
procedimientos de medición y valoración, se derivan determinadas conclu­
siones. Esta evaluación de la llamada "metaevaluación", tiene como propósi­
to analizar el proceso de evaluación que practica un gobierno, sus insumos,
procedimientos, métodos, resultados e impactos. No tanto o no sólo para
hacer la previsible crítica y celebrar que nada funciona en el gobierno, sino
para tener una mejor comprensión del trabajo evaluativo, perfeccionar sus
operaciones analíticas y procedimientos técnicos, proponer alternativas de
mejora. Toda esta serie de metas intermedias persigue un objetivo final que
es el consolidar la práctica de la evaluación en las democracias, establecerla
como una condición indispensable del gobernar de un gobierno democrático,
a fin de evitar que en el futuro se proceda a atenuar o revertir la evaluación,
que suele ser el mensajero que trae malas noticias al poder y está condenado
por ello a morir.

La primera parte del libro de Cardozo, sustancialmente conceptual, se
complementa y expande con la segunda parte, que describe, por un lado, la
evaluación de las políticas y programas sociales de desarrollo social en México
y, por el otro, lleva a cabo su metaevaluación, revisando los componentes que
integran la evaluación social, su enfoque, sus métodos practicados, su organi­
zación, sus recursos, sus impactos. Particular atención se presta a los procedi-
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mientos que siguen los organismos evaluadores externos de la política social,
cuya valoración sólo por el hecho de ser externa o independiente suele con­
siderarse correcta. La mirada se concentra en los antecedentes, las prácticas
y el marco regulatorio de la evaluación de los programas de desarrollo social
relativamente exitosos en México. Myriam Cardozo construye por sí misma
su instrumental metaevaluatorio y al hacerlo nos ofrece un método de valía
que puede ser utilizado por nosotros. Su método metaevaluatorio toma su
forma más precisa en una lista de comprobación que examina "las decisiones y
procesos previos y posteriores a la evaluación de los programas sociales" y que
examina además "la metodología y procesos internos de la evaluación", ofre­
ciéndonos un conjunto de materias e indicadores. La mirada final de Myriam
Cardozo es diagnóstica, practica un análisis FüDA del sistema de evaluación, y
nos señala las perspectivas de la evaluación de políticas (sociales).

Al cerrar el libro de la profesora Myriam Cardozo, puedo decir que he
puesto en mi mente orden conceptual, articulando mejor el conjunto de com­
ponentes que implica toda evaluación y definiéndolos con mayor precisión.
Asimismo, he descubierto la importancia crucial de la metaevaluación. Si la eva­
luación es el corazón de la actividad de los gobiernos, representa una bienvenida
llamada de atención la afirmación de que la evaluación va también evaluada.
Sin reflexionar con una mirada acuciosa crítica sobre los supuestos, métodos,
formas organizativas, instrumentos y recursos de las prácticas que gobierno y
sociedad siguen al evaluar sus programas y servicios públicos, evaluatorias,
es probable que los gobiernos caigan en la autocomplacencia gubernamental,
erijan dogmas técnicos sobre la evaluación correcta o disfracen con un arsenal
cuantitativo y conceptual valoraciones de sus programas hechas a modo.

Como en tantos otros casos, la disciplina de política pública o la de
administración pública contribuyen profesionalmente a que los gobiernos y
la sociedad desarrollen prácticas razonablemente confiables en términos de
método. Pero las dos disciplinas se culminan como disciplinas en sentido
estricto cuando retoman su dimensión teórica y reflexiva sobre las prácticas
profesionales, las revisan, renuevan y modifican a raíz de los resultados que
se desprendieron de un análisis crítico riguroso de las mismas y no de un pre­
juicio o autoengaño. El trabajo de Myriam Cardozo se mueve en este doble
plano, contribuye a la práctica profesional de la evaluación (de la política
social) y contribuye a la profundización y enderezamiento de las prácticas
profesionales mediante revisión crítica.



Introducción general

Sr BIEN en algunos países industrializados la evaluación de servicios públicos
cuenta con un siglo o más de experiencia (Reino Unido, Estados Unidos de
América), en la mayoría de los países occidentales la evaluación en el campo
de las políticas y los programas públicos ha cobrado importancia en las últi­
mas décadas.

América Latina se ha incorporado recientemente a este proceso con
algunos pocos casos nacionales que muestran avances importantes, aunque
aún insuficientes. En México, las preocupaciones en torno a la evaluación
datan de 1917 y se intensifican a finales de los sesenta; sin embargo, el proce­
so de evaluación de programas gubernamentales comenzó a instrumentarse
de manera sistemática a partir de 1997 con la creación del Programa de Edu­
cación, Salud y Alimentación y se generalizó en forma obligatoria para todos
los programas gubernamentales sujetos a reglas de operación, con base en la
decisión incluida en el Presupuesto de Egresos de la Federación, aprobado
por la Cámara de Diputados en el año 2000.

Dicho proceso de evaluación consiste en la realización de una investi­
gación aplicada, de tendencia interdisciplinaria, cuyo objetivo es conocer,
explicar y valorar el nivel de logros alcanzado (resultados e impactos) por
las políticas y programas públicos, así como aportar elementos al proceso de
toma de decisiones para mejorar los efectos de la actividad evaluada.

La necesidad de los gobiernos de aumentar su eficacia en la solución de
problemas públicos, hacer un uso más eficiente y transparente de los recursos
disponibles y contribuir a la democratización de su gestión, son algunas de
las principales razones que explican la relevancia práctica que ha adquirido
el tema.

Así, el contar con una evaluación integral permite a los gobiernos direc­
cionar y ajustar estratégicamente sus políticas y programas hacia el logro de

*Segunda revisión de la tesis "La evaluación de políticas y programas sociales en México: 1998-2004",
doctorado en ciencias políticas y sociales con orientación en administración pública, Facultad de Ciencias Polí­
ticas y Sociales, UNAM, 2005.
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sus objetivos y metas, a partir de la comprensión de sus resultados o outputs
(productos o servicios) e impactos o outcomes (efectos provocados por los pro­
ductos o servicios en el problema que se trata de resolver). Para ello resulta
necesario conocer las características de los recursos empleados (cantidad,
calidad, oportunidad, etcétera) y de los procesos que han permitido su trans­
formación en resultados (productividad, eficiencia, etcétera), así como sus
principales condicionantes contextuales (económicas, sociales y políticas).

Múltiples autores han señalado la importancia acrecentada que el pro­
ceso de evaluación adquiere en el contexto de los países que, en el marco
de su disciplina fiscal, disponen de presupuestos particularmente restringi­
dos de recursos para la atención de los problemas vinculados a la pobreza y
el desarrollo social. Esto debido al riesgo de no emplearlos en forma totalmente
satisfactoria por falta de información que retroalimente el proceso de gestión.

Otro factor que aumenta su importancia lo constituyen los procesos de
reforma del Estado recientemente vividos, que incluyen la descentralización
de funciones para garantizar la eficiencia y efectividad de su gestión y mos­
trar una equitativa distribución de los esfuerzos.

La evaluación también resulta útil en procesos de democratización caracte­
rizados por el arribo a los cargos de gobierno de políticos provenientes de diver­
sos partidos, con orientaciones y propuestas diferentes, que necesitan asegurar
la congruencia de sus acciones. Dicha congruencia puede resultar aún más
difícil de lograr cuando se aspira a desarrollar una gestión incluyente de otros
actores sociales (organizaciones de la sociedad civil y ciudadanía en general)
como la manifestada en los planes y programas gubernamentales de México.

Finalmente, en países de gran tamaño, la evaluación resulta particular­
mente relevante para conocer la forma en que se aplican los programas nacio­
nales en los lugares más distantes y de difícil acceso, aun los que cuentan sólo
con cierto nivel de desconcentración administrativa, como es el caso de los
que se encuentran a cargo de la Secretaría de Desarrollo Social en México.

A pesar de las diversas justificaciones prácticas mencionadas y de la
importancia teórica que la evaluación asume en el marco del estudio de las
políticas públicas y del New Public Management; en la práctica, a menudo
se prescinde de realizarla por múltiples razones (falta de recursos, de tiempo,
de consenso sobre sus métodos, su utilidad, etcétera), sus resultados no se
difunden o son poco utilizados en la toma de decisiones.

En particular, México cuenta con poca información publicada hasta el pre­
sente sobre los procesos de evaluación emprendidos, especialmente los métodos
y técnicas aplicados, la relación costos/calidad de los resultados alcanzados, y el
nivel de difusión y utilización de dichos resultados en los procesos decisorios.
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Ante esta situación, el libro que se presenta ha pretendido, primera­
mente, poner a disposición de los lectores una síntesis de los conocimientos
teóricos y empíricos disponibles en la materia (conceptos, enfoques, métodos
y experiencias), y en segundo lugar, aplicar los anteriores para realizar un
diagnóstico de la situación que guarda la evaluación de las políticas y progra­
mas de desarrollo social en México (metaevaluación) que permita proponer
alternativas que coadyuven a su consolidación.

Diversos estudiosos de este tipo particular de evaluación, denominada
metaevaluación, plantean que su objetivo es enjuiciar la calidad y el mérito de
lo que hacen los evaluadores profesionales, que persigue el perfeccionamien­
to de sus trabajos y promueve una mejor comprensión de los mismos. Esto
implica que la metaevaluación toma como objeto de análisis al proceso de
evaluación aplicado a los programas sociales: sus insumos, procedimientos,
métodos, resultados e impactos.

En el trabajo que se expone, el cumplimiento del objetivo anterior exi­
gió también incluir y valorar el sistema en que se organizan y desarrollan
las actividades realizadas por los evaluadores, incluyendo el papel jugado
por otros actores o instancias que también inciden en la calidad del proceso
de evaluación desarrollado y del informe final logrado. Se trata de factores de
su contexto como: condiciones políticas, legales, culturales, y sobre todo, la
organización y operación de las instancias de la Cámara de Diputados y de
la administración pública que participan en el proceso.

De esta forma, definimos el trabajo realizado como una metaevaluación
que analiza y valora la corrección de los métodos de evaluación, sus técnicas
operativas y la calidad de los resultados alcanzados, pero también un con­
junto de factores contextuales que afectan a los anteriores, con énfasis en la
organización y funcionamiento práctico del sistema que conforma el contex­
to inmediato de la evaluación.

Como puede verse, la realización de una metaevaluación implica un trabajo
complejo debido al alto número de variables implicadas y de relaciones entre
ellas, por lo que requiere de diseños metodológicos ad hac en cada caso; sin
embargo, su utilidad radica en la comprensión del conjunto, por lo que no tiene
sentido profundizar en el estudio especializado de un solo aspecto o un solo
programa, ya que esto reduciría sus posibilidades de contribución teórica.

Puesto que al iniciar el trabajo no se contaba con ninguna experiencia
de metaevaluación previa que explicitara los métodos utilizados en el tra­
tamiento de la información recogida, fue necesario construir una propuesta
metodológica-técnica. La misma combina los métodos disponibles en cien­
cias sociales, así como las técnicas cuantitativas y cualitativas.
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Las técnicas de recolección y análisis de datos utilizadas incluyeron: la
revisión documental para reconstruir el estado del arte, los antecedentes y
el marco legal en materia de evaluación de políticas y programas públicos;
y el análisis de informes de evaluación complementado con la aplicación en
campo de 25 entrevistas a informantes-clave para la realización de la metae­
valuación. El trabajo de campo realizado permitió ahondar en las percepcio­
nes, opiniones, perspectivas y propuestas de los diversos actores relacionados
a la evaluación y contribuyó a la búsqueda de explicaciones de los problemas
detectados.

Las entrevistas cubrieron un amplio conjunto de actores vinculados a la
realización de evaluaciones: autoridades de Sedesol, funcionarios de las instan­
cias operadoras de los programas, funcionarios de otras secretarías e institutos
vinculados a la evaluación y rendición de cuentas, evaluadores externos, con­
gresistas e integrantes de organizaciones de la sociedad civil.

Las anteriores permitieron profundizar y complementar la información
contenida en los informes, fundamentalmente en relación con los procedi­
mientos administrativos relacionados al proceso de evaluación; y conocer
las opiniones de los actores entrevistados sobre los principales problemas
enfrentados, los factores que los explican y sus posibles soluciones.

Para el análisis de los informes se construyó una lista de comprobación y
criterios de valoración propios a partir de la revisión de diversas propuestas
elaboradas por autores e instituciones reconocidas en materia de metaeva­
luación.

Dicha lista quedó integrada por:

• Decisiones y procesos del contexto inmediato:
Previos a la evaluación de programas:
-planeación de procesos de evaluación,
-origen de la decisión de evaluar,
-instancias intervinientes y su papel formal,
-funcionamiento real del sistema:

relaciones entre las instancias,
licitaciones y términos de referencia,
mercado de la evaluación,
cumplimiento de obligaciones legales,
equipos evaluadores y sus móviles,
principales problemas administrativos,

-recursos para evaluar.
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Posteriores a la evaluación de programas:
-difusión de los resultados de las evaluaciones, y
-utilización de resultados en la toma de decisiones.

• Metodología y procesos internos a la evaluación de programas:
-fuentes de información y análisis de datos,
-pertinencia y diseño del programa evaluado,
-recursos utilizados por el mismo,
-análisis de sus procesos,
-medición de cobertura,
-resultados alcanzados,
-impactos provocados,
-participación y satisfacción social,
-utilización de resultados y de recomendaciones previas,
-valoración global del programa y nuevas recomendaciones,
-escenarios prospectivos,
-informes finales, y
-relación calidad/costo de la evaluación.

Todos estos indicadores fueron valorados con base en criterios genera­
les de investigación (validez, confiabilidad, representatividad, consistencia,
objetividad, etcétera) y específicos de la metaevaluación (pertinencia de la
evaluación, autonomía del evaluador, legitimidad y credibilidad del proceso,
calidad y utilidad de los resultados).

La lista y criterios anteriores se utilizaron en el análisis de cada una
de las evaluaciones externas, lo que permitió un posterior estudio del con-
junto. .

La calidad de las evaluaciones fue medida a través de la elaboración de
un indicador compuesto de los tres elementos considerados más importantes
para nuestro entorno actual: rigurosidad en el diseño, recolección y trata­
miento de datos; cumplimiento de los requerimientos incluidos en los térmi­
nos de referencia; y explicitación de un juicio valorativo bien fundamentado
a la gestión del programa.

El documento que se presenta está organizado en dos partes: a) el estado
del arte en materia de evaluación de políticas y programas públicos, y, b) la
metaevaluación de las evaluaciones realizadas a los programas de desarrollo
social.

El contenido sintético de los capítulos incluidos en la primera parte es
el siguiente:
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El primero ubica el papel jugado por la evaluación en el devenir de la
administración pública y los enfoques que la han permeado: burocracia tra­
dicional, estudio de las políticas públicas, New Public Management, aportes
sociológicos y debates recientes.

El capítulo siguiente sintetiza los principales desarrollos teóricos en
materia de evaluación: conceptos, clasificaciones, enfoques e importancia del
contexto político-organizativo.

El tercero es un capítulo de carácter metodológico; discute la pertinencia
que para la evaluación tienen los diferentes métodos desarrollados en ciencias
sociales, sus técnicas y criterios específicos. Analiza la utilidad de los métodos
experimentales, cuasiexperimentales y no experimentales, así como los de
carácter cuantitativo y cualitativo.

A continuación se dedican dos capítulos a relevar algunas experiencias
nacionales e internacionales en la materia: uno de ellos recoge la situación
en organismos multilaterales y países desarrollados, y el otro, se refiere a
América Latina y México en particular.

Finalmente, los limitados desarrollos teóricos y empíricos disponibles
sobre metaevaluación, así como una propuesta para aplicarla en el contexto
mexicano, constituyen el objeto del capítulo 6.

La segunda parte corresponde a la realización de la metaevaluación de
las evaluaciones aplicadas a los programas de desarrollo social en México, y
contiene:

El séptimo capítulo, en que se realiza una indispensable descripción de
diversos aspectos que coadyuvarán a la mejor comprensión de la metaeva­
luación incluida en los siguientes: la evolución de la política social mexicana,
el actual Plan Nacional de Desarrollo y Programa Nacional de Desarrollo
Social y las estrategias de política de desarrollo social y los programas que
la componen.

Los primeros esfuerzos sistemáticos de evaluación en el sector son
encarados en el capítulo siguiente. El mismo se refiere fundamentalmen­
te a las experiencias de los programas Pronasol y Progresa en los años
1993-200l.

Las referencias constitucionales, legales y reglamentarias que componen
el marco jurídico aplicable a la evaluación externa de programas públicos a
partir de 2001, así como las bases y términos de referencia en el caso de los
programas de desarrollo social, son tratados en el capítulo 9.

El capítulo siguiente da cuenta de la forma en que se organiz;a y gestiona
el sistema de evaluación externa, resaltando su importancia en tanto contexto
en el que se desarrolla el trabajo específico de los evaluadores.
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El onceavo es el capítulo central de esta segunda parte, ya que en él se
procede a metaevaluar las evaluaciones realizadas a los programas de Sedesol
en su gestión 2002, para lo cual se revisan sus métodos, procesos y resultados,
con base en los indicadores incluidos en la lista de comprobación propuesta
en el capítulo 6. Lo anterior se complementa con una aproximación al estudio
de la evolución de algunas de ellas en 1998-2003.

Se sintetizan las conclusiones, identificando los impactos y perspectivas
de la evaluación de programas de desarrollo social en el capítulo 12. Para
ello se ordenan y analizan las relaciones entre los principales problemas, se
proponen soluciones a los mismos y se diseñan escenarios prospectivos bajo
distintos supuestos.

Entre las conclusiones destacan:

• El importante desarrollo alcanzado en los últimos años en materia de
evaluación de políticas y programas públicos en México, mismo que
aún presenta problemas relacionados con la organización y operación
del sistema de evaluación, con la selección y aplicación de métodos
de evaluación, y la implementación de mecanismos de participación
social.

• Una multiplicidad de factores que contribuyen a explicar esta situa­
ción, entre los que figuran:
-El gobierno destina presupuestos muy desiguales para la realización

de evaluaciones, que no siempre se correlacionan con los alcances de
los programas respectivos.

-La organización actual del sistema de evaluación no garantiza la inde­
pendencia de los evaluadores externos, la plena transparencia de los
procesos y la rendición de cuentas a la ciudadanía.

-Muchos de los evaluadores externos, funcionarios de programas y
congresistas cuentan con una formación profesional y una experiencia
poco desarrollada en el campo, lo que también limita la calidad de sus
trabajos de evaluación realizados y la utilización de sus resultados.

-Los principales documentos emitidos por los poderes Ejecutivo y
Legislativo en la materia enfatizan la importancia de la participación
social y ciudadana en los procesos de gestión y evaluación de progra­
mas, pero los mecanismos diseñados son insuficientes para garantizar
su operacionalización.

Las propuestas para coadyuvar a la resolución de los problemas que se
presentan han sido planteadas con la intención de que México aproveche la
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enorme oportunidad que tiene actualmente de mejorar la calidad de los tra­
bajos de evaluación e integrar sus resultados a la gestión pública, como forma
de incidir más efectivamente en el alivio del más urgente problema nacional:
la pobreza en que vive la mitad de sus ciudadanos.

En la medida en que las metaevaluaciones se encuentran aún muy poco
difundidas y no cuentan con métodos específicos desarrollados, se espera
haber contribuido a demostrar su utilidad en tanto proceso social de aprendi­
zaje y a proponer un primer método de trabajo para nuestro entorno, mismo
que otros esfuerzos irán perfeccionando con el tiempo.



Pri mera parte

EVALUACIÓN DE pOLíTICAS

Y PROGRAMAS PÚBLICOS



Capítulo 1

Papel de la evaluación en el contexto
de la administración pública

Introducción

DURANTE el siglo xx la evaluación fue teóricamente reconocida como una de
las funciones fundamentales que integran los procesos de la administración
pública; sin embargo, fue recién en los ochenta cuando su necesidad práctica
parece haberse impuesto en la mayoría de los países.

Para comprender su evolución será necesario revisar los distintos enfoques
que han caracterizado a la administración pública, partiendo de la burocracia
tradicional, resaltando la importancia que adquirió en el contexto de las polí­
ticas públicas y con el advenimiento del New Public Management, así como
las aportaciones realizadas por la escuela sociológica y los debates actuales.

Este capítulo pondrá especial atención a la evaluación de resultados de la
aplicación de políticas y programas públicos.

La administración pública tradicional

La administración pública, como práctica, puede ser identificada desde
el desarrollo de las primeras civilizaciones y se desarrolla con los grandes
imperios. Ya en la época moderna, Woodrow Wilson (1887) la definió como
el gobierno en acción, o sea, en términos de R. Uvalle,l el conjunto de deci­
siones y acciones complejas, orientadas a la obtención de resultados, que con­
cretan la capacidad de gobernar para la persecución manifiesta del bienestar
social y la implícita de protección al gobierno mismo.

Esta cara visible del gobierno, asumió rasgos de tipo burocrático duran­
te la mayor parte del siglo xx, a menudo sensiblemente diferentes del tipo
ideal weberiano (especialmente en América Latina). La administración
pública burocrática se caracterizó por una clara distinción entre medios de

I Notas de la conferencia "Institucionalidad y Administración Pública", presentada por el doctor Ricardo
Uvalle Berrones, dentro del seminario obligatorio de doctorantes de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales,
el 27 de mayo de 2003.

23
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administración públicos y privados, los primeros de los cuales se dirigían
a la satisfacción de las necesidades colectivas, vía servicios públicos. Se la
describe como basada en: formación profesional, criterios objetivos, división
del trabajo, estructuras jerárquicas, apego a leyes y reglamentos detallados,
especificación minuciosa de funciones y actividades, autoridad y lealtad,
carrera administrativa, desempeño neutral, impersonal, autorización deta­
llada de gastos, orientado al servicio público, con control central y directo y
promoción como único incentivo.

En la segunda mitad del siglo pasado, la burocracia fue generalmente iden­
tificada con sus rasgos más negativos. De esta forma, la administración pública
tradicional fue acusada de: excesivo crecimiento, centralismo, subutilización de
su estructura formal, poca coordinación, incapacidad para atender las deman­
das, ingobernabilidad, lentitud, ritualismo y rigidez en los procedimientos, apego
irrestricto a la norma, la rutina y el formalismo, exceso de control, insuficiente
motivación de servicio público, inutilidad y duplicación de trámites, desinfor­
mación y pérdida de expedientes, poca racionalidad, autoritarismo, falta de
sensibilidad ante los temas empresariales, corrupción, etcétera.

A principios de los setenta dicha percepción negativa se incrementó,
influenciada por las ideas de diversos economistas y revistas del campo
gerencial, que responsabilizaron a la burocracia de una presupuestación tra­
dicional y una administración financieras ineficientes para garantizar el logro
de las metas macroeconómicas y detener el crecimiento del sector público
(Barzelay, 2001; Crozier, 1974).

En los ochenta, caracterizados por profundas crisis (fiscal, de endeu­
damiento, de bienestar, etcétera) y cambios acelerados (de tecnología,
condiciones de trabajo, etcétera), la administración pública tuvo que
comenzar a cambiar su imagen y hasta su nombre. Así, el término de
gestión pública (retomado de la tradición franco-canadiense gestion publi­
que)2 ha venido sustituyendo al desgastado vocablo de "administración
pública", que carga con contenidos poco deseables para el discurso de
la modernización o reforma del Estado. A menudo este concepto apare­
ce confundido con el de gerencia pública (traducción habitual de public
management), que se refiere sólo a la función directiva de este proceso,!

'Consultar al respeL'fO publicaciones periódicas de la OCDE como "Optique. Le bulletin de la gestion publique",
en www.oecd.org/puma/index-fr.htm. También documentos del gobierno de Québec, Canadá, publicados en
"Modernisation de la gestion publique", en www.tresor.gouv.qc.ca

'Paramés (1978: 79) la define como: una función de alto nivel de todas las organizaciones, un proce­
so de utilización sabia de personas y cosas, y un grupo de personas responsables del gobierno de grupos sociales
de muy diversa condición. Guerrero (1998: 20) define a la gerencia pública como el nexo entre las polieie.' y la
administración.
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con énfasis en la persecución de la eficiencia y preocupada por asuntos
ligados a liderazgo y capacidad de mando.

La administración tradicional descrita no dio lugar a desarrollos
importantes en materia de evaluación, puesto que su interés estuvo centrado
en el control concomitante, directo y detallado de las actividades, en el marco
del derecho administrativo y los reglamentos específicos. Sin embargo, en
paralelo al proceso reseñado, se había ido gestando un enfoque innovador,
que revisaremos a continuación, en el que la evaluación ocupa un papel
importante. .

El estudio de las políticas públicas

En la segunda mitad del siglo xx comenzó a destacar el estudio de las polí­
ticas (policies) públicas. Estas persiguen la resolución de problemas públicos,
tomando en cuenta aspectos políticos y también de orden técnico. Se trata de
un proceso en el que se entremezclan" .. .las iniciativas de las organizaciones
sociales y las de las instancias gubernamentales" (Aguilar, 2000a: 8) y que
intenta responder a una exigencia de racionalidad, legalidad y eficiencia de
los gobiernos, sin necesidad de "...comprometerse unilateralmente con algu­
na específica preferencia conceptual y valorativa sobre el Estado y la acción
gubernamental" (p. 9). Para Quade (1975) "...no es sino un complemento,
muy poderoso, del buen juicio, la intuición y la experiencia de los «decision
makers»" (p. 71).

Una extensa descripción de lo que el concepto puede implicar se
encuentra en Subirats (1989, citado en Aguilar, 2000c: 22-23): un campo
de actividad gubernamental, un propósito general a realizar, una situación
deseada, una propuesta de acción específica, las normas relativas a cada
problemática, el conjunto de objetivos y programas de acción del gobierno
en un campo de cuestiones; o bien, el producto y resultado de una específica
actividad gubernamental, el comportamiento gubernamental de hecho, el
impacto real de la actividad gubernamental, el modelo teórico o las técnicas
aplicables que sustentan una iniciativa gubernamental, etcétera. La lista
demuestra la enorme ambigüedad del concepto y la ausencia de un consenso
entre la comunidad de estudiosos que garantice su rigor científico.

En el presente trabajo se define a las políticas públicas como un
fenómeno social, administrativo y político específico, resultado de un proceso
de sucesivas tomas de !Josición, que se concretan en un conjunto de
decisiones, acciones u omisiones, asumidas fundamenta:Imente por los
gobiernos, mismas que traducen, en un lugar y periodo determinado,
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la respuesta preponderante del mismo frente a los problemas públicos
vividos por la sociedad civi1. 4

Es así que los gobiernos continúan siendo considerados como los principales
actores, únicos que disponen de recursos suficientes para ofrecer bienes y
servicios que satisfagan las amplias necesidades sociales. Esto no significa que
se niegue importancia a la participación de las organizaciones civiles y sociales
o los ciudadanos en general, sino que ésta, si bien se estima deseable, no se
considera un elemento imprescindible para definir una política como pública.

En relación a la definición propuesta es necesario aclarar que se habla
de un proceso de sucesivas tomas de posición, donde se concatenan planes,
programas, proyectos, acciones u omisiones, por lo que se descarta que una
decisión aislada, específica, constituya una política; que se hace referencia a
problemas públicos como aquellos que, por su relevancia para importantes
sectores de la sociedad, no son factibles de resolverse en el ámbito privado;
y se considera que los gobiernos no actúan de manera absolutamente coor­
dinada, racional y consistente, por lo que es posible encontrar posiciones
diferentes entre las organizaciones que lo componen, y en consecuencia, sólo
se pueden identificar tendencias predominantes.

Corresponde señalar que este enfoque de análisis también se ha aplicado
a un nivel más desagregado de estudios, el que corresponde a los programas
públicos, que permiten una mayor concreción de las políticas en relación a sec­
tores y/o temas transversales específicos. Si bien en el pensamiento anglosajón
los términos de políticas y programas pueden aparecer casi como sinónimos
(Muller, 1994), en el presente trabajo, se entiende que un programa define
con precisión sus objetivos operativos, los medios para alcanzarlos, así como
las acciones a realizar en un cierto tiempo; mientras que la política constituye
"un conjunto complejo de programas, procedimientos y regulaciones que
concurren a un mismo objetivo general" (Kessler et al., 1998: 1, traducción
libre), un sistema concatenado y sinergético de los mismos, que requiere del
desarrollo de importantes procesos de coordinación y articulación para lograr
el cumplimiento de su misión.

El proceso de políticas puede desagregarse en fases o etapas, enfoque que,
aunque no goza de pleno consenso (Dunn, 1981 o Lindblom, 1980; citados
en Aguilar, 2000c), resulta dominante entre los estudios de políticas públicas.
Esta desagregación ha sido útil para el análisis del proceso, siempre que ha
quedado claro que no debe entenderse como una secuencia temporal estricta,
sino como una aproximación meramente analítica.

• La síntesis presentada, incluida en Cardozo (2001) retoma ampliamente elementos desarrollados en los
trabajos de O'Donnell y Oszlak (1976) y Oszlak (1980).
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El número de fases del denominado ciclo de las políticas varía con los
autores (Laswell, 1971; May y Wildawsky, 1977, citado en Aguilar, 2000b;
Brewer y DeLeon, 1983; Anderson, 2000, etcétera), pero todos coinciden en
incluir las etapas de aplicación o implementación, evaluación y terminación.
El esquema más comúnmente empleado en nuestro medio se conforma de:

-La formulación, que incluye un diagnóstico y definición del problema
por parte del organismo estatal, mismo que condicionará el conjunto de
alternativas estratégicas de solución que comenzará a generar y evaluar a
priori para seleccionar la que considere más apropiada. Cabe aclarar que
el diseño de políticas, como ya se mencionó, suele estructurarse bajo la
forma de programas más concretos, y aún de proyectos específicos, para
operacionalizar su ejecución en la siguiente etapa.

-La implementación, que traduce en decisiones operativas y acciones
concretas la política antes decidida, de forma de impactar el problema
social que le dio origen, procediendo al controlo seguimiento de lo
formulado.

-Transcurrido el tiempo necesario para poder medir los resultados e
impactos alcanzados, podrá procederse a realizar una evaluación a
posteriori de la política para describir el proceso que se llevó a cabo,
explicar sus determinantes y condicionantes y calificar su grado de
efectividad. La evaluación permitirá decidir si la política continúa
aplicándose y si lo hará con o sin modificaciones, pudiendo dar lugar a
la repetición de todas o algunas de las fases señaladas.

En diferentes contextos y periodos históricos, el peso relativo del estudio
de políticas se inclinó hacia alguna de las etapas señaladas. En el caso de los
Estados Unidos de América (EVA), en los sesenta, el énfasis estuvo en su ini­
ciación; posteriormente, la evaluación resaltó las ineficiencias de las políticas
en curso y se volvió predominante. Su análisis identificó serios problemas de
implementación, con lo que esta etapa cobró importancia en la segunda mitad
de los años setenta, acompañada en los casos de mayor fracaso, por la conside­
ración de la etapa de terminación. En los ochenta, se produjo el redimensiona­
miento del Estado y se regresó al interés por el diseño de políticas, capaces de
aumentar la eficiencia de la gestión pública (Aguilar, 2000b). Hoy asistimos
a una renovación del interés por la etapa de evaluación en el contexto de las
reformas que revisaremos en el punto siguiente.

Por otra parte, las diferentes ciencias que participan del enfoque inter
y multidisciplinario de las políticas públicas, también han concentrado su
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interés en el análisis de algunas fases en detrimento de las restantes: "Es
así que los politólogos han preferido estudiar la formación de la agenda de
gobierno, los administradores públicos la implementación y los economistas
se han dedicado enteramente a la construcción y selección de las opciones de
política" (Aguilar, 2000c: 19). Podríamos agregar también que los sociólogos
se interesan por la gestación de los problemas en la sociedad, aunque en los
últimos años, en Francia, han sustituido a los economistas en la realización de
evaluaciones. Estas especializaciones han logrado importantes aportaciones
al conocimiento, pero también han tenido resultados no deseados como un
economicismo que poco recupera los análisis de impacto social y político
en los procesos de formulación de políticas o un fuerte abandono de la
evaluación, objeto principal de preocupación en el presente trabajo.

Laswell (195]), iniciador de este campo de estudios, definió a las
ciencias de las políticas como las" ...disciplinas que se ocupan de explicar los
procesos de elaboración y ejecución de las políticas ... " (citado en Aguilar,
2000a :47), con base científica, interdisciplinaria y al servicio de gobiernos
democráticos. En un trabajo posterior (197]) agregaría que era posible
diferenciar "el conocimiento «del» proceso de decisión y «en» el proceso de
decisión" de políticas, refiriéndose a las habilidades profesionales necesarias
para participar en la toma de decisiones públicas y las habilidades científicas
requeridas para contribuir a la invención de una teoría y práctica confiables
(p. 117).

La diferenciación anterior daría lugar a dos corrientes: por un lado,
quienes se autoidentificaron fundamentalmente bajo el rótulo de Poliey
Analysis, interesados exclusivamente en el momento normativo-técnico de
análisis y diseño de la política, desde un enfoque unidisciplinario; y, por
otro, los partidarios de la:s Poliey Seienees, preocupados sólo por entender los
procesos decisorios, como suceden en los hechos, desde una perspectiva
multi o interdisciplinaria.

En este trabajo se ubica a la evaluación de políticas y programas públicos
como parte del conocimiento "del" proceso, en la medida en que busca anali­
zar científicamente los resultados de los procesos de decisión e implementa­
ción. La misma puede ser desarrollada por el propio gobierno o el Congreso,
pero también por organizaciones civiles que representen los intereses de la
sociedad.

El tratamiento de las políticas públicas aparece también surcado por
diferentes enfoques que podríamos esquematizar de la siguiente manera:

Un enfoque de racionalidad total, que supone un decisor individual
o diversos decisores organizacionales que actúan como bloque unificado,
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disponen de información completa y una capacidad ilimitada de cálculo
que les permite revisar exhaustivamente todas las alternativas disponibles y
encontrar siempre la mejor solución a los problemas públicos (optimización).
Este enfoque se caracteriza por ser normativo y fuertemente cuantitativo.;

U n segundo acercamiento desde el análisis del proceso organizacional
que pone el énfasis en la explicación de la decisión tomada con base en las
rutinas y procedimientos estándares vigentes en las organizaciones, parte
de la idea de una racionalidad limitada que lleva a alcanzar decisiones
satisfactorias, en lugar de óptimas.6

Existe otro enfoque fundamentado en el proceso político incrementalista
en que cada actor se mueve por sus propios intereses y negocia con los demás
sin compartir sus fines, por lo que se considera que la optimización no es
posible (no se cuenta con información completa ni existe capacidad ilimitada
de cálculo) ni deseable (no existen objetivos compartidos).?

U n cuarto enfoque aporta el conjunto de elementos no racionales del
proceso decisorio, en que se recuperan elementos como intuición y experiencia
desde perspectivas psicosociológicas, antropológicas y filosóficas. H

Finalmente podemos encontrar mezclas de los distintos enfoques, como
el planteado por A. Etzioni, quien critica al modelo racional por las razones
ya planteadas, pero también al incremental por su tendencia conservadora,
que descarta los cambios radicales. Propone una recuperación selectiva de
elementos de los distintos enfoques anteriores.

En el presente trabajo de evaluación a posteriori optamos por esta última
posición al considerar que las políticas y programas públicos atraviesan y
provocan diversos procesos, con distintos tipos de racionalidad no exhaustiva:

1. políticos, en hi definición de los valores y objetivos a perseguir para
alcanzar algún nivel de satisfacción de la ciudadanía que permita el
mantenimiento o incremento de la legitimidad de los actores sociales
(incluido el gobierno);

2. técnicos, de ajuste de medios a fines en la identificación y selección de
políticas y programas a aplicar para el logro de los anteriores (racio­
nalidad administrativa instrumental, de tipo limitada); y

i sus orígenes los podemos encontrar desde la propuesta cartesiana, desarrollada en Teoría deJuegos por Van
Neumann y Morgenstein y en Teoría de la E,trategia por Van Clausewitz.

"El enfoque es iniciado con los trabajos conductistas de Herbert Simon. El comportamiento administrativo
(1947) YModels ofMan, social and rational (1957), Y continuado por Cyert, March, Olsen, Cohen. etcétera,

7 Charles Lindblom retoma la idea de incrementalismo planteada por el enfoque anterior, atribuyéndole
una valoración diferente en su famoso artículo "The science of muddling trough", aparecido en 1959.

"Citado a pie de página por Allison (197 I) y desarrollado en Steinbruner (1974).
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3. sociales, vinculados a la posible participación de la ciudadanía y
las organizaciones de la sociedad civil en los procesos previos y al
imprescindible análisis de los impactos provocados en la población
por las estrategias aplicadas.

También se ha cuestionado si el estudio de las políticas públicas consti­
tuye una disciplina o un campo de acción multidisciplinario (muy vinculada
con la misma discusión que enfrenta la administración pública como disci­
plina), científico o no científico. Dada la trascendencia de esta discusión, en
la que no es posible profundizar en este trabajo, se le considerará un campo
profesional en el que concurren múltiples disciplinas, como sucede con la
medicina. Se pueden hacer evaluaciones que apliquen el método científico
para describir y explicar las políticas implementadas y sus efectos. También
es posible que la formulación se base en diagnósticos científicos de la situa­
ción, pero el análisis de toma de decisiones está fundado en la previsión de
posibles consecuencias futuras, marcadas por la incertidumbre, donde las
categorías de "verdadero" y "falso" pierden sentido y se sustituyen por otras
como "probable" o "factible", en cuyo trabajo de prospectiva influyen tam­
bién aspectos como experiencia, sensibilidad, intuición, etcétera, además del
conocimiento científico, lo que dificulta la definición de su estatus.

Actualmente, Majone (1996) identifica tres rasgos relativamente nuevos
que caracterizan las preocupaciones de las políticas públicas: el redescubri­
miento de la necesidad de eficiencia, el reconocimiento de la importancia
estratégica de la credibilidad política, y el aumento en la delegación de
poderes a unidades independientes para la hechura de políticas; todos ellos
estrechamente vinculados al tema de la evaluación.

El New Public Management

En las dos últimas décadas, y con la intención de resolver múltiples proble­
mas burocráticos, dio inicio un esfuerzo de reforma del Estado y moderni­
zación de la administración pública, impulsado por el enfoque denominado
New Public Management (NPM), que ha dado un nuevo y fuerte impulso a
los procesos de evaluación.

Este enfoque, traducido con dificultades en nuestro medio como Nueva
Gestión o Nueva Gerencia Pública, se apoya en el Neoinstitucionalismo
Económico y el Public Choice, así como en experiencias prácticas calificadas
como exitosas en varios países sajones, particularmente en Nueva Zelanda,
Reino Unido y Australia, que introdujeron reformas presupuestales dirigi-
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das al control del gasto y el logro de resultados, acompañadas de impor­
tantes modificaciones legales y cambios institucionales, así como de un
fuerte proceso de privatización y de rendición de cuentas. 9 Se trata de
un movimiento que ha recibido un decidido apoyo de la Organización para
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (oeDE), el Fondo Monetario
Internacional (FMI) y el Banco Mundial (8M).

Resulta importante subrayar la idea de que gestión y gerencia pública
son campos preexistentes al nacimiento del NPM y que, a su interior, exis­
ten enfoques distintos y hasta opuestos a éste en algunos aspectos, como el
defendido por Bernardo Kliksberg (1989 y 1994) que no admite la crítica
generalizada a la ineficiencia del sector público y lejos de tender a equiparar
la administración pública con la privada, enfatiza sus diferencias, incluso las
de la gerencia social frente a la gerencia económica, con su particular papel de
lo político, la preocupación por la articulación (no subordinación) de las polí­
ticas económicas y sociales, los procesos de negociación, la priorización de
los intereses de las grandes mayorías empobrecidas, la aplicación del enfoque
de políticas públicas, el mayor énfasis en la participación como mecanismos de
control social y el desarrollo de programas sociales masivos.

El NPM no constituye un nuevo paradigma, ya que al respecto no existe
consenso entre los científicos del campo (Kuhn, 1971), ni un programa
sistemático de investigación sobre el mismo (Lakatos, 1989), ya que no contiene
un conocimiento ordenado y sistematizado en la materia, sino una combinación
de estudios relacionados, con una orientación común: el incremento de la
eficacia, economía, eficiencia (lema de la triple E utilizado por Margaret
Tatcher) y calidad del servicio. El mismo ha sido definido como un campo
de discusión sobre las intervenciones del gobierno en materia de políticas,
tanto en términos de análisis sistemático como de gerencia práctica, enfocada
a los procesos políticos y organizacionales así como también a sus contenidos
sustantivos (Barzelay, 2001); como un movimiento genérico que cruza diferentes
sectores de las políticas y fronteras nacionales (Hood y Jakson, 1997); o se ha
reconocido a su interior un conjunto de modelos diferenciados como el manejo
de la eficiencia, la reducción y descentralización del Estado, la búsqueda de la
excelencia, o la orientación al servicio público (Ferlie et al., 1996).

'Guerrero (1999: 129) plantea que Michel Messenet, director general de la Función Pública en Francia,
empleaba ya, en 1975, terminología e ideas del NPM como orientación al mercado, privatización, descentralización,
preocupación por los costos y la eficiencia admiI;listrativa, consideración del ciudadano como cliente, etcétera,
en su libro Úl Nouve//e Ces/ion Publique: pour un Etat sans burocratie, París, Editions Hommes et Techniques. A
su vez Messenet reconoce haberse inspirado en los trabajos de un administrativista pri.vado, Octave Gelinier.
quien hizo el prólogo de su lihro y sería, a su vez, autor de Le sécre! des structures compétitives, publicado en 1967.
En el contexto del Reino Unido, Guerrero señala que fue recién en 1993 que apareció una obra similar, Public
Sector Management, de N. Flyn.
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Entre las diversas estrategias que el NPM propone para lograr los
objetivos de su agenda internacional encontramos: reducción del tamaño
de la burocracia y selección de lo que el gobierno debe hacer, descen­
tralización, separación entre la formulación y la implementación de la
política, jerarquías aplanadas, facultación y responsabilización, coor­
dinación de las interdependencias, competencia entre organizaciones
públicas, generación de valor para el cliente, cooperación público-priva­
do, enfoque de gobernanza participativa (de consumidores, empresarios
y empleados públicos), distinción entre el financiamiento y la prestación
de servicios públicos, apertura a la competencia, privatización, utilización de
técnicas de gerencia privada, flexibilización, simplificación de trámites,
desregulación, democratización, enfoque proactivo de problemas, énfasis
en costos, calidad, libertad de elección, \O satisfacción y empoderamiento del
cliente, cultura orientada a resultados, focalización de programas, evaluación
del desempeño, utilización de incentivos de mercado, transparencia contable,
rendición de cuentas, etcétera.

Para Abate (2000) su aplicación requiere de una evolución general de
la sociedad que garantice: 1. una amplia base profesional suficiente para
gerenciar en forma autónoma la gestión pública (competencias y capacidades
de iniciativa de los agentes); 2. disposición de redes informáticas y de
tratamiento de datos; y 3. capacidad de los sistemas de información de medir
los costos y los productos de las acciones de la gestión para evaluar su calidad
y su impacto en la sociedad.

En el contexto latinoamericano, el consejo científico del CLAD, aprobó en
octubre de 1998 el documento "Una nueva gestión pública para América Lati­
na", que explicita su posición oficial sobre la reforma gerencial. Asume que este
tipo de reformas ofrece las mejores posibilidades en términos de democracia
y progreso para la región, pero también plantea el desafío de compatibilizar
las tendencias mundiales con sus especificidades (necesidad de consolidar la
democracia, de recuperar el crecimiento económico y de reducir la desigual­
dad social). Este documento propone: profesionalización de la alta burocracia,
transparencia de la administración pública, descentralización de la ejecución de
servicios, desconcentración de las actividades del gobierno central, orientación
a resultados, mayor autonomía compensada con nuevas formas de control,
distinción entre actividades exclusivas del Estado y otras del espacio público
no estatal, orientación de los servicios hacia el ciudadano-usuario, democratiza­
ción del poder público y mayor responsabilización de políticas y funcionarios.

,,, Basada en la noción de "soberanía del consumidor" de Ludwig Von Misses.
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Para su puesta en práctica el CLAD señalaba como prerrequisito completar
la reforma burocrática weberiana y redefinir las relaciones entre el Estado
y la sociedad, construyendo una esfera pública que involucre a esta última
en la gestión de las políticas públicas.

Uvalle (1998, 2001, 2002 Y 2003) coincide con el CLAD en que las refor­
mas deben tener dos objetivos: gestión democrática y gobierno eficiente. El
último, que caracteriza como un "gobierno facilitador", se define por una ges­
tión conjunta con los ciudadanos para la atención de los problemas comunes
y por el control democrático del rendimiento institucional. Considera que la
recuperación del espacio público por la sociedad reduce las posibilidades de
volver a contar con "Estados magnificados".

En relación con los resultados alcanzados por las reformas, un informe
producido por el comité de gerencia pública de la OCDE (1995) señalaba que
era muy pronto para juzgar el impacto de los cambios realizados, pero también
se reconocía una lamentable escasez de evaluaciones rigurosas de los mismos
que permitiría construir mayor confianza y promover una cultura basada en
el enfoque gerencial. Se aseguraba que las experiencias "sugerían" éxito en el
control del gasto público y que se disponía de "evidencia considerable" en
el caso de agencias individuales para "hacer más con menos", incrementar
su eficiencia y la calidad de sus servicios. En cambio, se reconocía la dificul­
tad y complejidad de medir la efectividad de las reformas introducidas,
por lo que muchas conclusiones se calificaban de "tentativas" y exigían
continuar manteniendo como supuestos del enfoque los referidos a que
la utilización de incentivos permitirá mejorar los resultados o que la des­
centralización mejorará el nivel de logros al reducir los costos asociados
con los controles centrales.

Nueva Zelanda, el caso emblemático del NPM, tampoco cuenta con
evaluaciones consistentes sobre el éxito de sus reformas: si bien logró
éxitos financieros y macroeconómicos de gran magnitud, estos aparecen
acompañados de algunos resultados no deseados como un fuerte incre­
mento en el desempleo. 11

En el caso de América Latina (AL), Cohen (2001) plantea que, a pesar
de la importancia de los mecanismos de descentralización, externalización

11 Aumento del crecimiento del PIB del 77 por ciento, del PIS per cápita de 160 por ciento, de la
productividad del trabajo del 400 por ciento, disminución de la inflación del 57 por ciento, del déficit en cuenta
corriente del 24 por ciento etcétera, en el periodo de I9RJ-1997, comparado con el de 1973-1983, aunque estos
no han permitido recuperar los niveles de los mismos indicadores que el país gozó en el periodo 1%3-1973.
Los anteriores se acompañaron de un aumento de la tasa de desempleo del 267 por ciento (pasó de 1.8 a 6.6 por
ciento), en la comparación de los mismos periodos y una disminución del 17 por ciento del total de empleos, en
el sector público. en 1989-1997.
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y focalización implementados en los programas sociales como parte de las
reformas en curso, no existe claridad sobre los beneficios de su aplicación.
Trabajos como el de Spink (2001) o el de Langa y Echebarría (2001) argu­
mentan a favor, en términos de posibilidades, pero también en contra, reco­
giendo las limitaciones del enfoque.

Esta falta de pruebas contundentes ha llevado a que los estudiosos del
NPM se dividan en un grupo que defiende teóricamente las bondades de la
propuesta (Barzelay, 1992 y 2001; Osborne y Gabler, 1994; Uvalle, varios
años; Osborne y Plastrik, 1998; Hood, 1994; OCDE, 1995) y otro que la cues­
tiona por su ideología, inconsistencias o pretensión de aplicación universal
(Pollit, 1993; Christensen y Laegreid, 2001; Guerrero, 2004; Brugué, 2004).
Thoenig (2002) señala que la marcha triunfal del NPM ha comenzado a fre­
narse en el contexto del BM, el FMI, la OCDE, Reino Unido, Nueva Zelanda,
etcétera.

En el presente trabajo, más que involucrarnos en la polémica anterior, nos
interesa resaltar el nuevo impulso que el NPM ha dado a la evaluación como
herramienta de buena gestión. La OCDE (1995) señalaba cinco características
fundamentales a desarrollar por los gobiernos en la siguiente década; dos de
ellas se referían a la evaluación continua de la efectividad de las políticas y
reformas y al impulso de un enfoque de gobernanza, más participativo.

Es que más allá de la necesidad que históricamente ha tenido la adminis­
tración pública centralizada de contar con retroalimentación sobre sus logros
para corregir y rediseñar sus acciones, los cambios introducidos en materia
de descentralización, la delegación de mayores facultades, flexibilidad y
libertad (disminución del control jerárquico) a los gerentes para el logro
de los objetivos comprometidos, la participación de agencias no guberna­
mentales, etcétera, increrrientan el requerimiento de una cultura orientada a
resultados 12 que necesita ser evaluada, tanto para la aplicación de incentivos
positivos y negativos, como para la transparencia contable y la rendición de
cuentas, insumas básicos de la gobernancia participativa. Así, la traducción
de los objetivos estratégicos del gobierno en metas operativas y la verifica­
ción de su cumplimiento constituyen la verdadera esencia de la gerencia
pública (ocm~, 1995). También la Unión Europea (UE) o la Organización
de las Naciones Unidas (ONU, 1994), menos permeables al enfoque del NPM,

han insistido en la necesidad de la evaluación de los programas y el desem­
peño de los funcionarios.

I! Esta orientación hacia el logro de resultados fue retomada de antecedentes como el Planning-Program­
ming-Budgeting System (PPlJs) de los EVA, la Rationalisation des Choix Budgetaires (RCIJ) francés o el enfoque
de administración por ohjetivos.
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Por las razones anteriores, el NPM refuerza los sistemas de información
y evaluación de los resultados de la gestión pública (políticas, programas,
organizaciones, funcionarios), focal izándolos hacia la medición de la eficien­
cia y economía de operación, la calidad de los servicios y las relaciones costol
efectividad. En algunos países como Australia los resultados se miden en
conjunto, pero en otros como Nueva Zelanda o el Reino Unido se hace una
clara diferenciación entre resultados en tanto productos o servicios brindados
(outputs) y sus impactos (outcomes) , siendo los primeros, responsabilidad de
los gerentes, y los segundos, de los ministros. Bélgica, Francia o España han
enfatizado el análisis de la calidad de los servicios.

Los sistemas de evaluación requieren de dos actividades complementarias:
l. el diseño de indicadores apropiados de seguimiento continuo del desempeño
y sus correspondientes estándares (con base en logros previos, logros de otras
organizaciones similares, etcétera); y 2. la realización de evaluaciones periódicas
en profundidad. La primera ofrece señales sobre la posible existencia de pro­
blemas y la segunda se aplica para su verificación, explicación y valoración, o
sea, intenta establecer relaciones causa-efecto entre los factores explicativos y el
nivel de logro alcanzado por el programa, mismos que permitan tomar decisio­
nes sobre su continuación, conclusión o modificación en aspectos de financia­
miento, delegación de facultades y/o rediseño de sus contenidos. De esta forma
las actividades de evaluación se integran con las de planeación-presupuestación,
dando lugar a una gerencia por resultados.

Dicha evaluación "no es una ciencia exacta" ... "este punto no siempre ha
sido entendido por los legisladores e incluso por los ministros" ... "quienes
pueden hacer un uso acrítico de la información sobre resultados en la creen­
cia de que todo logro puede ser plena y precisamente cuantificado" (ocm:,
1995: 104, traducción libre). Dicha información debe ser considerada en el
marco de su definición conceptual, metodológica y empírica y puede haber··
enfrentado dificultades de distintos tipos: la definición poco operativa de los
objetivos planeados, la multiplicidad y conflicto entre objetivos, la compleji­
dad de la información analizada, la difícil verificación de relaciones de causa­
lidad, la incompatibilidad de tiempos para su realización y su utilización en
el ciclo presupuestal, la insuficiencia de recursos debida a las reducciones del
gásto público, la falta de independencia de los evaluadores, etcétera.

En el mismo sentido, Abate (2000) señala la dificultad de gerenciar los
servicios no comerciales del Estado, en pos de la eficacia en la producción
de servicios colectivos para beneficio de la sociedad, en comparación con la
simple búsqueda de rentabilidad en una empresa privada. En cuanto a la eva­
luación de la gestión por resultados la considera una disciplina a crear, pues
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se requiere de nuevas formas de pilotaje capaces de manejar la multiplicidad
de factores que determinan un cierto nivel de logro, muchos de ellos relati­
vos a la sociedad y no sólo provocados por las acciones de la gestión pública.
Duran y Thoenig (1996) agregan otro nuevo factor a esta complejidad: las
características multiorganizacionales de los programas públicos, que obligan
a la evaluación a superar los límites de las organizaciones individuales como
unidad de análisis.

A pesar de las dificultades anteriores, la información sobre logros debe
ser usada en los procesos decisorios; para ello debe ser reportada a las per­
sonas que la requieren y en forma diferente según sus responsabilidades
(ministros, jefes ejecutivos, legisladores, etcétera). " .. .la obtención de ganan­
cias de logro reposa sobre la comprensión por los actores de los procesos en
curso y sobre las laxitudes que les son dadas para actuar" (Abate, 2000: 53,
traducción libre). Además, el autor señala que la orientación a resultados no
se logrará plenamente si la evaluación se limita a alimentar el interior de la
gestión pública; considera fundamental el diálogo con los ciudadanos y el
parlamento como un medio poderoso para estimular su logro.

Por otra parte, la calidad de la evaluación de resultados puede ser
mejorada mediante la realización de metaevaluaciones, o sea, "evaluacio­
nes de las evaluaciones".

Aportes sociológicos

En los estudios clásicos de ciencias políticas, el Estado y el gobierno se definen
por la dominación y el poder que ejercen sobre la sociedad y la economía
en un cierto territorio; en cambio, en la sociología de la acción pública se definen
como un proceso de coordinación de actores, grupos sociales e instituciones para
alcanzar los fines propios, discutidos y definidos colectivamente en contextos
fragmentados e inciertos (Mayntz, citada en Commailles y Jobert, 1998). Este
proceso resulta más cercano al concepto de governance (traducido en español
como gobernanza o gobernancia), o capacidad para gobernar, vista a través de
la producción de redes de actores gubernamentales y cívicos en el desarrollo
de políticas públicas. En su estudio se retoman las ideas planteadas por el
Neoinstitucionalismo Sociológico y la Teoría de la Contingencia, en tomo a
la importancia de la cultura y el marco institucional de las organizaciones para
explicar las dificultades que enfrentan los procesos de cambio, especialmente
los inducidos.

La sociología política maneja el concepto de regulación social para
referirse al modo de coordinación de las diferentes actividades o relaciones
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entre actores, la asignación de recursos relacionada con estas actividades y
actores y la estructuración de los conflictos, su prevención y resolución;
así como los procesos de creación y aplicación de reglas para asegurar la
coexistencia, en un mismo territorio, de individuos con intereses divergentes,
incluso contradictorios y potencialmente conflictivos. Se vincula al tema de
la integración social y trata de la acción colectiva organizada, bajo formas
multipolares, poco o no formalizadas, y no necesariamente coercitivas. La
diversidad de la última provoca que su coherencia sea problemática, sus
formas variadas y cambiantes y su efectividad incierta; lo que obliga a pensar
en formas renovadas de intervención social.

Para esta disciplina, la regulación social se efectúa mediante tres
mecanismos complementarios:

• regulación por el Estado, en que éste estructura los conflictos, distri­
buye recursos y coordina actividades y grupos, para lo que requiere
capacidad de control y sanción;

• regulación por el mercado, que permite la organización de intercam­
bios en el capitalismo; y

• regulación por la cooperación o reciprocidad, basado en valores, nor­
mas, identidades, intercambios movidos por la confianza, solidaridad
entre miembros de la familia, comunidad, etcétera (Commailles y
Jobert, 1998).

La sociología de las organizaciones, por su parte, ha superado el énfa­
sis casi exclusivo en la organización formal, para recuperar el análisis de la
informalidad, ya planteado por Simon (1972). La organización se ha vuelto
un sistema social en funcionamiento concreto, producto de un trabajo,~~ _
construcción de todos sus miembros, en que lo formal y lo informal se han
podido conciliar mediante el estudio del concepto de poder. Se trata de
analizar a la organización para identificar "... sus actores, intereses, recur-
sos, restricciones, comportamientos, en el contexto específico de los juegos
relacionales que estructuran la organización" (1998: 39-40, traducción
libre), relativizando sus posiciones y poderes específicos, al mismo tiempo
que descubriendo las reglas implícitas (de segundo orden o no escritas) que
compatibilizan intereses heterogéneos y son respetadas por los actores. La
racionalidad de las decisiones individuales se descubre después de describir
y explicar el juego colectivo.

Este enfoque de las organizaciones se ha extendido a la comprensión de
los sistemas de acción, o sea, las relaciones de interdependencia e intercambio
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entre individuos y grupos que intervienen alrededor de un problema, lo que
nos permite aplicarlo al análisis de las políticas y programas públicos, susti­
tuyendo el enfoque top down de la sociología del Estado todopoderoso por un
acercamiento bottom up.

También aporta el concepto y funcionamiento de las estructuras cogni­
tivas de Bourdieu, que permiten describir representaciones, percepciones y
visiones del mundo que tienen los individuos, así como las estructuras que
determinan su formación y transformación (Chauviré y Fontaine, 2003). Las
estructuras cognitivas, a veces denominadas estructuras mentales, hacen que
los individuos acepten el mundo como algo natural, provocando una especie
de "sumisión" cognitiva en lugar de una verdadera actividad cognitiva. Cons­
tituyen la prolongación, a nivel individual, de las estructuras objetivas de los
diferentes "campos" sociales.

La aplicación de las aportaciones de la sociología de las organizaciones ha
sido muy productiva en el contexto francés, en que el Estado ha dejado de
disponer de importantes recursos financieros y jurídicos, ya no controla los
programas que, si bien son decididos por el poder central, son aplicados por
las administraciones locales. Ahora ya no se trata de producir infraestructura
o de brindar servicios públicos, sino de resolver problemas difusos, poco
estructurados, a los que no se adaptan los mecanismos burocráticos. En este
contexto, la coordinación y la negociación se consideran fundamentales para
la articulación de fines colectivos a partir de intereses de múltiples actores
diferenciados y se impone la cooperación y comunicación en el marco de
redes de solución de problemas.

Un ejemplo importante de esta aportación sociológica lo constituye
el "modelo de las regulaciones cruzadas", desarrollado para comprender el
cambio de los asuntos públicos franceses en los sesenta-ochenta, centrándose
en el análisis empírico de las estrategias de los actores, interpretando los jue­
gos colectivos a los que responden las anteriores y los modos de regulación
que gobiernan estos juegos y constituyen la características más pertinentes
de los sistemas, que conforman redes más o menos organizadas de relaciones
humanas (Crozier y Thoenig, 1975).

Más recientemente, la sociología de las organizaciones ha orientado el estu­
dio de la gestión pública territorial a través del modelo de institucionalización
de la acción colectiva (Duran y Thoenig, 1996 y Duran, 1999), en el marco de
las transformaciones sufridas por el Estado francés (debilitamiento de su poder,
descentralización, aparición de actores locales y grupos de interés, multiplica­
ción de las externalidades, etcétera). Su aplicación a nivel territorial permite
descubrir esquemas de cooperación informal que explican la solidaridad entre
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actores que ocupan puestos, niveles jerárquicos e inserciones institucionales
diferentes (Thoenig, 1994).

En materia de evaluación este enfoque sugiere analizar: 1. la forma en
que diversos actores con intereses divergentes logran volverlos compatibles
en la organización, a pesar de todas sus contradicciones y conflictos; 2. las
normas implícitas que regulan sus relaciones recíprocas; 3. las consecuencias
que estos arreglos inducen; y 4. el grado en que dichas consecuencias son
"pagadas" por grupos internos a la organización social o externalizadas sobre
terceros. Esta última manifestación permite superar el corte de los estudios
exclusivamente volcados hacia el interior de las organizaciones, al analizar
la forma en que los actores externos afectan o son afectados por éstas. Tam­
bién recomienda tomar en cuenta las diferencias culturales l ! en los procesos
de adaptación de tecnología administrativa desarrollada fuera del país (en
materia de evaluación, por ejemplo, los estudios experimentales producidos
en los EVA).

Enfoques emergentes

Además de las críticas ya mencionadas que se han venido formulando al NPM

durante las dos décadas de su aplicación, en la actualidad parece percibirse
una mayor tendencia a proponer modelos alternativos o, al menos, ajustes
importantes en su aplicación.

Brugué (junio de 2004), después de criticar como debilidad principal del
NPM su sesgo hacia la competencia y el mercado, mismo que considera que
lejos de transformar a la administración pública tradicional, ha reproducido
sus rasgos eficientistas, propone una alternativa que denomina ''Adminis­
tración Pública Deliberativa", que se percibe muy cercana al gobierno por
discusión sugerido por Guerrero (1999). ", . _

Dicho modelo, sin abandonar la eficiencia como objetivo instrumental,
se enfocaría al objetivo sustantivo de la modernización administrativa en una
forma cercana a la propuesta sociológica: resolver los conflictos y responder
a las demandas del entorno social. Esto exige desarrollar una administración
basada en la confianza y el diálogo, para lo cual se requieren nuevas formas
y estilos de liderazgo.

13 Una caracterización de la diversidad de las culturas nacionales ha sido reali7.ada,por Geert Hofstede, en
Cultures and organizations. Software on the mind, McGraw Hilllnternacional, 1991, con base en cuatro dimensiones:
desigualdad social o índice de distancia al poder, grado de individualismo-colectivismo, rechazo-aceptación de la
incertidumbre, y diferenciación y valores asociados al género.
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En el caso de AL y en los dos últimos años, se percibe un viraje
importante en la posición del CLAD respecto de las reformas inspiradas
en el NPM. SU consejo directivo convocó, en 2003, a la V Conferencia
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma
del Estado para debatir el tema de los consensos políticos y sociales
necesarios, por considerar que muchas decisiones de reforma "han sido
impuestas por urgencias" que han impedido su construcción, lo que dio
lugar al consenso de Santa Cruz.

En 2004, el documento "Democracia en América Latina: hacia una
democracia de ciudadanos y ciudadanas" del Proyecto de Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD) confirmó algunos datos anticipados en 2003 por
Latinbarómetro en el sentido del limitado avance de la democracia en la
región y el debilitamiento de la gobernabilidad.

En el mismo tenor, el documento introductorio a la VI Conferencia
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del
Estado convocada por el CLAD, señala que: "... gran parte de las condiciones
negativas para la gobernabilidad democrática provienen de que las reformas
estructurales que hasta ahora se diseñaron y ejecutaron... han sido orientadas
por las necesidades de un determinado enfoque económico, cuyo resultado
ha sido la disminución del apoyo a la democracia" (Fernández Toro, junio
de 2004: 1).

Frente a esta situación, el CLAD propone redefinir las jerarquías entre
economía y política para dar prioridad a la democracia frente al mercado:
vigencia del estado de derecho, efectividad de los derechos políticos, civiles
y sociales y participación efectiva de la ciudadanía en las decisiones sobre
las cuestiones sustantivas de la sociedad. Esto se refuerza en Bresser Pereira
et al (2004), quienes enfatizan la necesidad de que la ciudadanía participe
como Uº".3:ctor político clave y se produzca un mayor control social sobre los._- .-

procesos de reforma.
En lo que respecta a la evaluación, Zaltsman (junio de 2004) concluye,

con base en el análisis del trabajo desarrollado por Cunill y Ospina (2003),
que en AL hay casos nacionales en que la evaluación de resultados de la
gestión resultó muy afectada por los valores y principios del NPM, pero tam­
bién otros en que la participación de la ciudadanía y la profundización de la
democracia representativa jugó un rol igualmente importante. Además, no
identifica indicios de incompatibilidad o conflicto que impidan a la evalua­
ción diseñada la consideración de valores diferentes como la democracia y la
equidad social.
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Comentario final

Después de 50 años de relativo desinterés de la burocracia tradicional por la
evaluación, ésta fue ganando terreno con el desarrollo de los estudios de polí­
ticas públicas e incrementando su importancia en el marco de las estrategias
promovidas por el NPM. Los enfoques sociológicos y emergentes tampoco
han cuestionado a la evaluación misma, sólo han tratado de infundirle valores
y objetivos diferentes a los impulsados por el NPM.

El siguiente capítulo profundizará en el abanico de aproximaciones
teóricas y conceptuales presentes en el desarrollo actual de la evaluación de
políticas y programas públicos.



Capítulo 2

La evaluación desde el
pu nto de vista teórico

Introducción

DESPUÉS de esbozar la evolución del papel jugado por la evaluación en la
administración pública, el presente capítulo tiene por objetivo sintetizar las
diversas contribuciones teóricas que a la fecha se han realizado en materia de
evaluación de políticas y programas públicos, especialmente en su enfoque a
posteriori, ofreciendo un panorama general de los conceptos, objetivos, enfo­
ques, actitudes y destinatarios de la misma, y resaltando la importancia del
contexto político-organizativo en que se desarrolla.

Concepto de evaluación

Como tantos otros conceptos de las ciencias sociales, podemos encontrar
casi tantas definiciones de evaluación como autores han escrito sobre ella.
Sus diferencias suelen girar alrededor de énfasis distintos atribuidos a los
elementos que componen el concepto en estudio, por lo que podemos hablar
fundamentalmente de un conjunto de definiciones que se complementan,
más que de concepciones opuestas. M. Weber habría sido uno de los prime­
ros en definir a la evaluación como "... la apreciación (bewertung) práctica de
un fenómeno sobre el cual nuestra actividad puede ejercer una influencia
al adoptar respecto del mismo una actitud de aprobación o desaprobación"
(citado en Duran y Monnier, 1992, traducción libre).

Sintetizando las aportaciones de múltiples autores (Guba y Lincoln,
1981; Nioche, 1982; Stufflebeam y Shinkfield, 1987; Guba, 1987; Rossi y
Freeman, 1993; Mény y Thoenig, 1995; Dye, 1995, citado en IDR, 2000;
Weiss, 1998; Duran, 1999; Banco Mundial, 2004a), es posible considerar a la
evaluación como una investigación aplicada, de tendencia interdisciplinaria,
realizada mediante la aplicación de un método sistemático, cuyo objetivo es
conocer, explicar y valorar una realidad, así como aportar elementos al pro­
ceso de toma de decisiones, que permitan mejorar los efectos de la actividad

43
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evaluada. Se resalta la importancia atribuida a la emisión de un juicio valora­
tivo sobre dicha actividad, lo que también es compartido por Scriven (1967)
y Aguilar y Ander-Egg (1992).

Algunos autores consideran (Monnier, 1995; Solarte, 2002; Díaz y Rosa­
les, 2003) que definiciones como la presentada enfatizan su carácter instru­
mental, por lo que ensayan definiciones de corte más sociológico y político,
referidas a la evaluación como un proceso social e histórico de construcción
de consensos y acuerdos, transformación de las ideas y los conocimientos,
basado en el diálogo, con enfoque metodológicos múltiples y distintos del
discurso racional de la teoría de las decisiones, que contribuye a modificar
los programas públicos en forma lenta y marginal. Resaltan la importancia
de que la evaluación coadyuve al logro de una democracia efectiva, a través de
la rendición de cuentas del gobierno a los ciudadanos y de su posible parti­
cipación en el proceso.

Resulta importante diferenciar a la evaluación del mero controlo fiscali­
zación de la gestión, que se enfoca a la utilización de los recursos presupues­
tales, y de la auditoría tradicional, centrada en verificar la adecuación de los
procedimientos legales y administrativos.

La realización de una evaluación implica un conjunto de actividades,
cuya secuencia varía según el tipo de evaluación a realizar:

a) identificar los efectos provocados por la acción, programa, política o
evaluación a evaluar y los costos incurridos;

b) aplicar una escala de medición a los efectos identificados (nominal,
ordinal, de intervalo o razón);

e) comparar la medida lograda con otra que sirva de parámetro para la eva­
luación (ejemplo: la medida de efectos logrados en periodos previos por
la misma organización, política o programa; en el periodo actual por orga­
nizaciones, políticas o programas similares; la determinada en los planes
organizacionales como meta esperada, etcétera), fundamentalmente, en el
caso de los programas sociales, para constatar si hubo mejoramiento de
las condiciones de bienestar de la población;

d) explicar los resultados comparativos encontrados, en función del dise­
ño y las condiciones de aplicación del programa;

e) emitir un juicio de valor que califique, en conjunto, las actividades
realizadas, los servicios brindados, sus efectos y su impacto global, y

j) efectuar las recomendaciones necesarias para enfrentar los problemas
detectados y aprovechar las fortalezas del programa, de manera de
contribuir a un mayor logro de sus objetivos.
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Las acciones evaluadas pueden vincularse a diversos objetos de evalua­
ción: personas, organizaciones, políticas, planes, programas, proyectos o
evaluaciones. En el presente trabajo el objeto de la evaluación lo constituirán
las evaluaciones aplicadas a las políticas y programas públicos, especialmente
los que persiguen objetivos sociales.

Los anteriores pueden ser muy diversos (combate a la pobreza, educa­
ción, vivienda, salud, medioambiente, empleo, servicios básicos, etcétera), e
implicar conocimientos específicos de campos variados.

Justificación de la evaluación

Tal cual puede verse en el diagrama 1, cualquier problema social es afectado
por múltiples causas contextuales y por el o los programas que se hayan
diseñado para tratar de solucionarlo.

DIAGRAMA 1

JUSTIFICACIÓN DE LA EVALUACIÓN

1

1

Va~iablesJ
exogenas

um:[!roblema soc¡;J]r 1Brecha de pertinencia

I Objetivos del progra~1

+ 1Brecha de congruencia
-----'-----l Metas de resultados e l

impactos I

-r ) Brecha de gestión o
, implementación

Resultados e impactos I

logrados J

Diseño

Fuente: Elaboración propia.

El diseño anterior define fundamentalmente objetivos, metas de resulta­
dos y de impactos esperados, estrategias e instancias responsables. Pero suce­
de que en este proceso pueden generarse al menos tres brechas o diferencias
importantes: 1) la brecha de pertinencia del programa y sus .objetivos a las
necesidades insatisfechas identificadas como problema; 2) la brecha de con­
gruencia entre dichos objetivos, las metas correspondientes y las políticas,
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programas y estrategias definidos para alcanzarlos; y 3) la brecha de gestión
o implementación del programa que introduce aspectos como la estructura,
los procesos y la cultura organizacional de las instancias participantes, así
como su sistema de interrelaciones.

Como consecuencia del proceso descrito se obtiene un cierto nivel de
resultados e impactos sobre el problema original, que normalmente difiere
del planeado debido a la presencia de las tres brechas señaladas, a las que se
suma la posible incidencia de variables exógenas tanto en el problema inicial
como en el programa.

En consecuencia, puede haber razones endógenas y exógenas que expli­
quen que un programa no logre sus objetivos en la forma esperada, o que
a pesar de lograrlos no contribuya a resolver el problema social que le dio
orIgen.

Para identificarlas se realiza la evaluación de programas. Puede proceder­
se con base en tres modelos diferentes de análisis:

• Evaluar únicamente algún elemento del proceso: sólo los procedimien­
tos empleados en la gestión o evaluación en estudio, o bien, sólo los
resultados alcanzados;

• evaluar todo el proceso: diseño e implementación en sus diferentes
componentes (insumos, procesos de transformación, resultados e
impactos); o

• comenzar por la medición de impactos y, sólo si éstos no son satis­
factorios, retroceder a analizar las brechas previas para encontrar las
causas del fracaso y diseñar las correcciones posibles.

Debido a que una evaluación de impacto es difícil, costosa y sus resulta­
dos no suelen ser contundentes, a menudo se opta por el primer modelo de
evaluación, en el que el impacto no se mide rigurosamente, pero se identifi­
can las brechas que, dentro de la lógica del programa, se supone que deben
estar disminuyendo la efectividad del mismo, y se procede a su corrección.

Si hubiera buenas razones para pensar que la medición de impacto se pue­
de hacer con suficiente precisión, y motivos para creer que muchos de los pro­
gramas aplicados son exitosos para la solución de problemas, se podría aplicar
a todos el tercer modelo, procediendo a analizar todo el proceso sólo cuando
se presenten resultados insatisfactorios, lo cual ahorraría bastante tiempo y
dinero. En el desarrollo de este trabajo iremos viendo qué tan realista es pensar
que podemos medir rigurosamente los impactos de un programa.
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En términos generales, prácticamente todos los autores revisados
esperan que la evaluación contribuya a la toma de decisiones y rendi­
ción de cuentas a la ciudadanía, coadyuvando a un empleo eficiente de
los recursos y a una alta efectividad de su impacto. Algunos autores
la consideran un componente crítico de la reforma del sector público
(Ospina, 2001). Diversas perspectivas la asocian con el interés público, el
mejoramiento de la sociedad y su contribución a la democracia (Scriven,
1967; Weiss, 1982). En la práctica, es necesario analizar en qué condi­
ciones ayuda a realizar juicios y procesos de decisión más razonados y
rigurosos (Thoenig, 2002).

Tipos de evaluación

Existen muchas formas de clasificar a las evaluaciones (y metaevaluaciones),
por lo que revisaremos sólo las que nos parecen de mayor utilidad para el
presente trabajo. Se aclara que se consideran exclusivamente las evaluacio­
nes realizadas en forma sistemática, objeto de nuestro trabajo, que implican
una rigurosa recopilación de datos, basada en un buen conocimiento de
epistemología, reglas empíricas, ciencias informativas, proyectos de inves­
tigación, valoraciones, estadísticas, comunicación, etcétera, descartando las
evaluaciones efectuadas en forma intuitiva, según la clasificación de Stuffle­
bean y Shinkfield (1987).

a) Ya hemos hecho referencia a una primera clasificación en: evaluación
ex ante o a priori y evaluación ex post o aposteriori, vinculadas respectivamente
al "conocimiento en" y al "conocimiento de", de Laswell. Adicionalmente,
hay autores que se refieren al monitoreo o evaluación ex tempore o concomi­
tante con el proceso de implementación; se trata en este caso de la utiliza­
ción de herramientas propias del control y seguimiento de lo planeado. La
evaluación exante se refiere a la comparación de los efectos esperados de las
distintas alternativas que pueden permitir la resolución de un problema y
constituye una de las etapas de un proceso decisorio que trabaja con base
en datos estimados. En el presente trabajo, nos centraremos en la evaluación
ex post, de aquellas acciones ya ejecutadas, que componen la gestión de los
programas públicos seleccionados, por lo que sus efectos constituyen datos
históricos.

A pesar de que este tipo de evaluación identifique, mida, compare y
califique los resultados o impactos obtenidos, eso no significa que se la deba
considerar como la evaluación final propia de una actividad acabada, sino
que puede constituirse en un proceso de seguimiento continuo de reflexión
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y análisis sobre los avances y limitaciones que se generan en el desarrollo
de una actividad, lo que constituye una oportunidad para adoptar medidas
correctivas oportunas y permitir un proceso de aprendizaje y crecimiento de
las personas involucradas.

b) La evaluación puede ser de carácter externo, en el caso en que es
desarrollada por personas u organizaciones ajenas a quienes desarrollan la
actividad evaluada. Puede tratarse de una evaluación intergubernamental
(Rieper y Toulemonde, 1996), basada en modelos del tipo top-down, o inde­
pendiente, desarrollada por una organización totalmente ajena al gobierno
(centros de investigación, organizaciones no gubernamentales, periodistas,
partidos políticos, sindicatos, etcétera).

En el caso opuesto al anterior, se habla de una evaluación interna, como
la que puede desarrollar el propio organismo responsable de un programa
público. Si quienes hacen la evaluación son los mismos funcionarios que
aplican el programa, o la población participante en el mismo, se trata de
una autoevaluación.

Una evaluación interna garantiza un mayor conocimiento de la acti­
vidad revisada y disposición de información, mientras que una evalua­
ción externa asegura mayor objetividad. Sin embargo, conviene resaltar
que la evaluación no constituye un proceso libre de intereses, sino que
por el contrario, existen personas y grupos preocupados porque los
resultados que se obtengan demuestren el éxito de la gestión, mientras
los opositores se obstinan en lograr lo contrario. Por esa razón, pueden
existir incluso presiones sobre los evaluadores que provocan sesgos en los
resultados, disminuyendo la "objetividad" que sería deseable en dicho
proceso.

c) Los destinatarios de la evaluación, pueden ser muy diversos. En la
evaluación de programas públicos la mayoría de los destinatarios perte­
necen a la administración pública, que las realiza para retroalimentar su
proceso decisorio; al Congreso, para servir de contrapeso del Ejecutivo; y a
la ciudadanía, para fomentar el debate público y la participación ciudadana.
Algunos de ellos pueden involucrarse en la realización de la evaluación, que
adquiere entonces, el carácter de participativa, misma que, cuando incluye a
los ciudadanos interesados en el programa, contribuye a afianzar los pro­
cesos de democratización (Blanet et al., 2000).

Esta evaluación, que Guba y Caracelli (1989) denominan "evaluación de
cuarta generación" se organiza en torno a las peticiones, demandas, asuntos
y cuestiones planteadas por los propios implicados, mismas que constituyen
la base para determinar la información necesaria. Su metodología enfatiza
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el desarrollo de procesos de aprendizaje de los participantes (Isaac, 1999 y
DeBono, 1999).\4

d) Otra clasificación posible apareció insinuada al tratar el tema del
momento en que se evalúa. Se trata de la que identifica los dos tipos siguientes:
a) sumatoria, de balance, recapitulativa o conclusiva, y b) formativa, endofor­
mativa o correctora (Scriven, 1967). La primera evalúa los resultados finales
de una actividad, plan, política o programa aplicado, en comparación con los
objetivos planeados o los resultados obtenidos en empresas similares. Cons­
tituye generalmente un instrumento de gestión, dirigido a personas ajenas al
desarrollo de la actividad, que sirve para decidir si la misma debe proseguir,
con o sin ajustes. La segunda realiza un seguimiento continuo de la actividad
desarrollada para detectar a tiempo si se están presentando dificultades y tra­
tar de resolverlas. Cuando se realiza en forma participativa, funciona como un
instrumento de aprendizaje colectivo que permite a los mismos protagonistas
de la actividad modificar conductas y mejorar acciones, contribuyendo así a
los procesos de participación y democratización; en caso contrario, se limita
al aprendizaje organizacional del gobierno (Leeuw el al., 2000). -

e) El primer tipo de evaluación identificado por Scriven, enfatiza la cuan­
tificación de los resultados hallados, mientras que el segundo hace su análisis
en forma fundamentalmente cualitativa, se orienta hacia un conocimiento
comprehensivo de lo que está sucediendo. Esto nos genera una nueva clasifi­
cación, que nos marca diferencias entre una evaluación cuantitativa y cualita­
tiva. Según Hofstede (1980), la evaluación cuantitativa sólo es posible cuando
los objetivos perseguidos son claros y los resultados medibles y da lugar a
controles de rutina, por expertos, por medio de pruebas e intuitivos. Cuando
los objetivos son claros pero los resultados no son medibles, corresponde un
control "a criterio" y, en los casos en que incluso la definición de objetivos es
ambigua, el control sugerido es de tipo político. Estos últimos dos casos impli­
can la realización de evaluaciones cualitativas, basadas en criterios personales
y, por lo tanto, subjetivos.

1> También suele diferenciarse entre evaluación sectorial, enfocada a las
instituciones, planes o programas dirigidos a un área sustantiva de política,
y evaluación global, que involucra diferentes sectores relacionados con una
política.

"La participación social tiene un fuerte arraigo en los paises europeos, especialmente los nórdicos, pero
también se ha desarrollado en contextos muy diferentes. En Japón se le conoce a través del concepto "ba", 'lue
describe un lugar de aprendizaje, de carácter físico, virtual o mental, con el objeto de relacionar individuos u
organizaciones, para facilitar el aprendizaje y desarrollo creativo, a través de procesos de socialización, externali­
zación, combinación e internalización (Nonaka y Nishiguchi, 2001). Se trata de una forma de colaboración que,
en occidente, podría considerarse como formación de "capital humano" y "capital social",
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g) Stufflebean y Shinkfield (1987) hacen una diferenciación importante
entre pseudoevaluación, cuasievaluación y evaluación verdadera.

La primera intenta presentar conclusiones erróneas como fruto de un
"evaluación". Incluye las evaluaciones políticamente orientadas (partidis­
tas, por ejemplo) o "investigaciones encubiertas", que buscan un resultado
positivo o negativo, independientemente de cualquier valoración objetiva.
Lo mismo sucede con los estudios basados en las relaciones públicas, cuya
intención es ayudar al cliente a lograr una imagen positiva de algo.

La siguiente, da respuesta a algunos asuntos de interés, en lugar de deter­
minar el valor y el mérito de algo, objeto de la evaluación verdadera. Incluye
los estudios basados en objetivos (Tyler) y en la experimentación que busca
relaciones causales pero no emite juicios de valor.

Las verdaderas evaluaciones se componen de estudios orientados a la
toma de decisiones (Cronbach), los centrados en el cliente para valorar sus
contribuciones, los estudios que miden los méritos relativos de diversas polí­
ticas y programas (Rice) y los que ayudan al consumidor a elegir los bienes
y servicios más convenientes. .

h) :Finalmente, denominamos evaluación integral a la que cubre, utili­
zando el enfoque de sistemas, los insumos, el proceso, los resultados y los
impactos. Dicha integralidad se complementa con el estudio pluridisciplina­
rio de los elementos anteriores. Pero también existe un conjunto de trabajos
(Nioche, 1982; Stufflebean y Shinkfield, 1987; Monnier, 1991 y 1995; Mény
y Thoenig, 1992) que aportan la identificación de diversos tipos de evalua­
ciones parcialeJ':

-De objetivos: analiza si éstos han sido definidos con precisión.
-Depertinencia: vincula los objetivos del programa con los problemas que

los originan.
-De coherencia: relaciona los objetivos con los medios para alcanzarlos.
-De contexto: revisa las condiciones en que se ha producido la aplicación

de la política o programa así como los procesos de interacción del pro­
grama y su entorno.

-De insumos o de medios: analiza la cantidad y calidad de los recursos
empleados y verifica si los mismos han estado disponibles en el lugar y
tiempo preestablecidos.

-De proceso: revisa los mecanismos que permitieron la transformación de
insumos en resultados.

-De realizaciones, resultados o productos: intenta apreciar los productos o
servicios generados por la actividad evaluada.
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-De eficacia: verifica si los resultados han permitido lograr los objetivos.
-De metas: analiza lo logrado en comparación con lo planeado.
-De eficiencia: relaciona los resultados con los esfuerzos realizados para

lograrlos (costo-beneficio, costo-eficacia).
-De efectos: mide las consecuencias provocadas por los resultados

alcanzados en el entorno socio-económico, sin juzgar los objetivos
del decisor, incluyendo las externalidades provocadas, en tanto efec­
tos no previstos, positivos o negativos; busca apreciar las modificaciones
de la situación o de los comportamientos de los individuos, empresas
o comunidades afectadas por la política. Los efectos inesperados se
producen debido a cambios del entorno, errores en la estructuración
causal de la acción o grandes consecuencias colectivas provocadas por
pequeños efectos, y demuestran la ausencia de linealidad causa-efecto
de la acción colectiva.

-De impacto: se refiere al impacto global, provocado por la combinación
de efectos atribuibles al programa, sobre la problemática que justifica la
existencia de la actividad (Nioche conjunta en la evaluación de impacto
también la incluida aquí como evaluación de efectos).

-De satisfacción: determina el grado en que la población considera satisfe­
cha su necesidad o resuelto su problema.

En materia de medición de impacto, si bien el aparato administrativo público
está fuertemente diferenciado y cuenta con una débil capacidad de integra­
ción, es necesario señalar que la transversalidad de las políticas obliga a rea­
lizar evaluaciones que no respetan los cortes institucionales, requiriendo un
mínimo de acuerdo y cooperación entre los actores y los niveles de acción y
responsabilidad (Duran, 1999).

Actitudes y enfoques

a) U na actitud que comúnmente se espera de un evaluador es que rea­
lice su trabajo en forma tan objetiva como sea posible. Este es un aspecto
muy importante dentro de ciertos enfoques metodológicos (positivismo,
conductismo), muy cuestionable y poco realista para otros (relativismo) y
una falsa dicotomía en el caso de Pierre Bourdieu. En el caso concreto de
la evaluación, aun suponiendo que pueda mantenerse un alto nivel de obje­
tividad en la consecución de los cuatro primeros pasos que la conforman
(identificación, medición, comparación de efectos y explicación), el quinto
implica un juicio de valor que, por mucho que se fundamente en criterios
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preestablecidos, no dejará de tener elementos de carácter subjetivo. Lo
mismo sucede con el sexto paso, aunque probablemente en menor grado.
Adicionalmente, pueden existir durante el proceso de evaluación diversos
tipos de compromisos que disminuyan aún más dicha objetividad: afec­
tivos, de asociación, factuales, fiscales, filosóficos y políticos, que deben
tratar de evitarse.

En ese sentido, Duran expresa: "Si hasta aquí se ha tratado de consagrar
la autonomía de las esferas de los valores y los hechos, la evaluación viene a
recordar su interdependencia ... La política sigue siendo asunto de juicio y
compromiso" (Duran, 1999: 188, traducción libre).

Esta combinación objetiva-subjetiva de la evaluación hace que su credibi­
lidad dependa no sólo de la expertise del evaluador, sino también de la confian­
za que éste genera con base en sus características morales, que le permitan
un manejo honesto de la información y una emisión no comprometida de
su juicio valorativo; mismo que resulta más garantizado cuando la evalua­
ción queda a cargo de una instancia colectiva y plural, como veremos más
adelante. La deontología, basada en los principios de autonomía financiera e
institucional del evaluador para garantizar su objetividad, y, de replicabilidad
posible de los resultados por otro evaluador que utilice la misma metodolo­
gía, aparece como un tema central de la evaluación desde el trabajo de Deleau
et al., (1986), que la coloca al mismo nivel que los problemas vinculados a su
método y forma de organización.

García (en Diccionario Crítico de Ciencias Sociales, www.ucm.es) plantea
seis razones para destacar el carácter político, no objetivo, de toda evaluación:
1. las políticas y los programas públicos sometidos a la evaluación son apro­
bados y financiados dentro de un proceso político; 2. la evaluación reproduce
los rasgos del contexto político en que surge y sus estructuras, actores y pro­
cedimientos influyen fuertemente en su realización; 3. los gobiernos ven en
ella una oportunidad de control y un elemento de legitimación, razón por la
que la impulsan y financian; 4. en la evaluación misma se expresan intereses
políticos contrapuestos, que buscan aumentar sus cuotas de poder e influen­
cia; 5. el diseño de la evaluación y sus criterios son de naturaleza política en
la medida en que implican tomar posición sobre la participación de grupos
en la misma o la apropiación de la información generada; y 6. se realizan para
influir en el proceso de toma de decisiones política, para ganar legitimidad,
fundamentar argumentos, etcétera.

De esta forma, García señala que varios estudios han servido para mos­
trar el mal estado en que se encuentra la evaluación financiada con presu­
puesto público en términos de credibilidad ante la injerencia creciente del



LA EVALUACIÓN DESDE EL PUNTO DE VISTA TEÓRICO 53

gobierno en la elaboración de la propuesta y la imposición de restricciones al
uso y difusión de resultados, establecidas en el contrato.

b) Mény y Thoenig (1995) identifican cuatro posibles actitudes en un
evaluador: descriptiva, clínica, normativa y experimental.

La actitud descriptiva es la que adopta un evaluador que pretende
hacer un listado exhaustivo y neutral de los efectos de una intervención,
sin emitir ninguna valoración. Más que un evaluador, se trataría de un
informante.

En cambio, un evaluador con actitud clínica, complementará la descrip­
ción anterior con una explicación relativa al nivel de logro de los objetivos
perseguidos por la gestión, basada en el análisis de las condiciones de la eje­
cución de la misma.

A diferencia del anterior, un evaluador con actitud normativa analiza los
resultados encontrados a la luz de sus propios valores, que pueden diferir de
los que el programa pretendió alcanzar, entra al debate político y normati­
vo, al tener que tomar partido por alguno de los valores, datos y plazos que
existen en la sociedad.

Finalmente, la actitud experimental es la más ambiciosa desde el punto
de vista científico ya que pretende establecer rigurosas relaciones de causali­
dad entre la gestión en estudio y los efectos que se le imputan.

Mény y Thoenig se refieren también a la existencia de evaluaciones
como actividad política, donde la información es intencionalmente descar­
tada o tergiversada a los efectos de que se ajuste a los prejuicios culturales,
intereses y marcos cognitivos de cada persona; por lo que, en estos casos,
la información no constituye la variable esencial para la formulación de los
juicios de valor.

e) En materia de enfoques, la evaluación sufre la influencia del debate
epistemológico entre corrientes positivistas y constructivistas. Los enfoques
positivistas se caracterizan por poner distancia respecto del objeto, preocu­
parse de la validez interna y externa de su diseño metodológico, la confiabili­
dad, el poder de generalización, la objetividad, el énfasis en la cuantificación
y la utilización privilegiada de la experimentación.

Los construccionistas (R. Mayntz y la Escuela de Colonia, Duran y
Thoenig) creen en la existencia de tantas realidades como individuos (en
lugar de visiones objetivas), se interesan en fenómenos que articulan lo micro
y lo macro, lo formal y lo informal, la organización en red, rechazan la sepa­
ración tajante de las etapas del proceso de políticas públicas y la realización
de estudios de caso sectoriales, y enfatizan la investigación cualitativa, a veces
apoyada en la estadística.
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Monnier (1989 Y 1995) considera que es posible clasificar los enfoques
de evaluacíón en: tradicionales (jurídico y técnico-económico), basados en el
positivismo, y nuevos métodos (endoformativos, pluralistas y efectuados por
los administrados), fundamentados en el constructivismo.

El modelo jurídico comenzó aplicando el control jerárquico de las
prácticas administrativas, al que luego se agregaron los aspectos técnicos y
financieros, manteniendo la intención de comprobar, por parte de alguna
instancia de la élite administrativa, si la acción realizada se ajustó a los medios
y procedimientos definidos por las reglas preestablecidas. No intenta medir
la eficacia de la acción, mucho menos su impacto social.

El segundo modelo equipara la gestión pública y la privada. En materia
de evaluación, supone la existencia de objetivos explícitos y contextos esta­
bles, enfatiza lo cuantificable y excluye todo elemento ajeno a lo técnico­
económico. Se desentiende de la dinámica real de los procesos, por lo que
genera efectos perversos en entornos de alta incertidumbre. Mejía (2003) le
identifica dos limitaciones principales: la irrelevancia de una evaluación que
no responde a las necesidades de los actores-clave (gerenciales o sociales) y
su limitada institucionalidad, debido a que goza de un débil apoyo guberna­
mental y no gubernamental.

En cambio, Monnier propone enfocar la evaluación hacia el sistema de
actores sociales involucrados, con una actitud pluralista, cuyo antecedente lo
constituyen las evaluaciones participativas, denominadas de Cuarta Genera­
ción por Guba y Caracelli (1989). Dicha actitud se fundamenta en el recono­
cimiento de la diversidad de sistemas de valores qm, coexisten en el seno de la
sociedad y se construye a partir de los conflictos socialc<; emergentes; lo que
lleva al evaluador a actuar como conciliador entre las par.-F;S en desacuerdo,
en búsqueda de una solución satisfactoria, no óptima.

Monnier (1991) plantea, además, que la utilidad social de una evaluación
depende, no sólo de la metodología empleada, sino de dimensirloes políticas
como el acceso a la información, la existencia de condiciones ql"; favorezcan
la utilización de sus conclusiones y la credibilidad de la misma para los dis­
tintos actores, determinada por la legitimidad del proceso segl,ido, ya que
ninguna evaluación puede considerarse neutral.

Bajo el enfoque pluralista, Monnier afirma que: "...un evaluador e Jeri­
mentado reúne aptitudes, a nuestro juicio, para llevar a cabo una evaluación
en un sector que no le resulte familiar. Su desconocimiento le permite sal­
vaguardar la disponibilidad mental indispensable" (Monnier, 1995: 271); en
cambio, Mény y Thoenig (1992) consideran que el evaluador debe ser un
experto en el tema objeto de su evaluación.
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e) En el mismo sentido, Duran (1999) señala que la mayoría de quienes
solicitan una evaluación pretenden conocer todos los efectos de una política o
programa y poner en evidencia los esquemas de causalidad que los producen.
En función de ello el rigor metodológico se ha confundido con un enfoque
tecnicista, descuidando la construcción del objeto del estudio y la elaboración
de un consecuente protocolo de investigación. Se olvida que las ciencias se
limitan a la aplicación de métodos y técnicas y que, aunque la verdad sea
única, existen múltiples puntos de vista en un trabajo interdisciplinario y
participativo, por lo que los primeros no garantizan totalmente la pertinencia
científica de las conclusiones. Debido a que la ciencia no cuenta más que con
procedimientos de verificación limitada, es que proliferan más las evaluacio­
nes de proceso que de resultados.

j) Hace ya más de 20 años, Nioche planteaba la conveniencia de avanzar
del enfoque de evaluación-sanción al análisis-aprendizaje. Duran y Mon­
nier (1992) también se han declarado a favor del aprendizaje a partir de la
experiencia de enfrentar problemas mediante la aplicación de soluciones
nuevas, en lugar de intentar exhaustivos ejercicios de programación de
objetivos, metas, estrategias, etcétera. Se requiere de una cierta indetermi­
nación, por tanto de libertad, para que se pueda actuar en forma estratégica
(Duran, 1999).

Engel y Carlsson (2002), por su parte, plantean que existen tres diferentes
perspectivas para impulsar el aprendizaje desde las evaluaciones, a diferentes
niveles de la complejidad y participación social: l. el enfoque tradicional de
tomadores de decisiones con participación simbólica para legitimar lo realizado;
2. el aprendizaje organizacional de funcionarios, financiadores y demás actores
relevantes; y 3. el impulso al aprendizaje de la sociedad, considerado por el
Banco Mundial como un bien público global. En estos casos, el evaluador debe
recoger y juzgar evidencias, pero también actuar como facilitador de un proce­
so de aprendizaje, por lo que, implica un cambio de rol y de las características
requeridas para cumplirlo (interdisciplinariedad, habilidades de negociación,
didácticas, etcétera.)

Obviamente que la participación y el aprendizaje social no están exentos
de riesgos, como algunos casos en que han provocado resultados no deseados,
lo que lleva a la existencia de autores que se oponen terminantemente a ella
(Cooke y Kothary, 2001).

g) Sulbrandt (1993) clasifica los enfoques de la evaluación en: 1) tradi­
cionales y 2) evaluación global. Considera que, salvo excepciones, la evalua­
ción tradicional no ha satisfecho las expectativas en el caso de los programas
sociales, de características muy diferentes a los dirigidos a la inversión econó-
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mica, y suele ocultar aspectos desfavorables al programa, a la gerencia o a la
institución encargada de implementarlo; en consecuencia, no ha conducido
a provocar ningún cambio en el manejo de los programas ni en el aprendi­
zaje de los ciudadanos. Además, sus resultados sólo están disponibles para
quienes encargan la evaluación, a parte de los múltiples problemas técnicos
que se le critican (imposibilidad de atribuir causalmente los resultados al
programa, falta de oportunidad, poca relevancia y utilidad, perspectiva de
"arriba a "abajo", etcétera).

En contraposición a la evaluación antes analizada, Sulbrandt propone
una evaluación global, que buscaría constituirse en una instancia de aprendi­
zaje que permitiera rediseñar y mejorar los programas, a través de un trabajo
cooperativo, a partir de los errores, omisiones y dificultades encontradas en
su gestión.

La propuesta consiste en llenar los huecos dejados por el enfoque tra­
dicional, particularmente: l. contar con una elaboración participativa de
criterios de los diferentes actores sociales involucrados; 2. tomar en cuenta
lo sucedido durante la etapa de implementación; 3. identificar el grupo-obje­
tivo, funcionarios encargados y demás actores con sus respectivos intereses
en el programa; frente a su total omisión; y 4. comprender la lógica interna
del programa y sus bases teóricas (cadenas causales).

El nuevo enfoque utiliza datos objetivos y subjetivos, cuantitativos y cua­
litativos, mezclando una variedad de métodos de recolección de datos, con
objeto de aumentar la comprensión del programa, así como la legitimidad de
sus resultados.

Para lograr lo anterior se necesita prestar mucha atención a la capacita­
ción de evaluadores competentes e institucionalizar a la evaluación dentro de
la administración pública.

Recientemente, el Banco Mundial (13M, 2001) ha incluido el trabajo
denominado "Voices of the poor" en uno de sus reportes, que recupera la
participación, en discusiones en pequeños grupos y entrevistas grupales e
individuales, de 60,000 personas pobres en 60 países. También el Banco
Interamericano de Desarrollo (BID, 2000), la OCDE (2001) y otras agencias de
desarrollo impulsan el aprendizaje participativo a través del análisis de los
éxitos y fracasos de acciones y programas.

En México, la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) también aplicó
en 2003 una encuesta denominada "Lo que dicen los pobres", dirigida a
captar las percepciories y expectativas de la población que vive en diferen­
tes niveles de pobreza sobre bienestar, vida digna, satisfactores mínimos,
etcétera (Székely, 2003).
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Como puede verse, los temas de la participación y el aprendizaje social
aparecen en la caracterización de diversas actitudes que se oponen a los
enfoques tradicionales, constituidos por evaluaciones gubernamentales con
el objetivo de retroalimentar la toma de decisiones, sin tomar en cuenta el
punto de vista de los actores sociales ni informarles de los resultados hallados.
Dan lugar a tres posibles niveles de participación de la sociedad civil en la
evaluación:

-evaluaciones similares a las tradicionales, pero que incluyen la aplica­
ción de encuestas con preguntas preestablecidas para conocer algunos
datos y opiniones de los actores sociales;

-evaluaciones realizadas en la forma anterior, que agregan el empleo de
procedimientos de rendición de cuentas a la ciudadanía de los resulta­
dos encontrados (Nioche); y

-evaluaciones realizadas con la participación de los actores sociales
(Monnier).

h) Actualmente, en Europa (EES, 2002), se habla de tres enfoques alter­
nativos (a pesar de que no siempre se ven tan independientes) dentro de la
evaluación actual: aprendizaje, teorías y pruebas. Se trata de una discusión
que no está presente en el contexto latinoamericano. El primero se refiere
a los procesos ya comentados de aprendizaje a partir de las evaluaciones
pasadas, a nivel gubernamental y de la sociedad civil. El segundo recupera
las evaluaciones basadas en la teoría (theory-based approach) , más allá de la
mera aplicación de buenas técnicas y métodos, que no siempre ofrecen
resultados claros (Huey Chen, Carol Weiss, etcétera); esta corriente se ha
fortalecido con el reciente surgimiento de escuelas "realistas". Finalmente,
el tercero retoma viejas corrientes que buscaron darle un enfoque cien­
tífico al proceso político, trabajando con base en evidencias logradas en
pruebas experimentales rigurosas y normas estrictas (Cochrane, Campbell,
etcétera).

Muy brevemente diremos también que no hay un enfoque territorial,
sino local, de la evaluación de la acción pública. Se trata de evaluar una mez­
cla de políticas y/o programas aplicados a un mismo territorio. Su ventaja
sería que evita el problema de aislar los efectos de cada política, manteniendo
sólo las fronteras de los espacios geográficos en que se aplican. La complica­
ción es que todos los programas pueden adjudicarse los resultados positivos y
desviar hacia los otros los negativos, o sea no hay una clara responsabilización
de los impactos.
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Finalmente, a cada actitud o enfoque corresponden diferentes tipos y
métodos de evaluación a emplear, que se revisarán en el siguiente capítulo.

Contexto político-organizativo de la evaluación

Si bien el problema del método es un asunto clave en materia de evaluación, hay
otro aspecto muy importante que enmarca la forma en que se desarrollan sus
trabajos: las dimensiones contextuales. Se trata de comprender que las adminis­
traciones públicas, en cuyo marco se realizan los procesos de gestión y evalua­
ción, se componen de redes de organizaciones en que los factores políticos, cultu­
rales, de estructuración y de funcionamiento constituyen factores relevantes que
afectan el desempeño evaluativo. El estudio de dichas condiciones, uno de los
tres resaltadosl 5 en Francia por el Informe Deleau en 1986, constituye el enfoque
aportado por la sociología de las organizaciones y la sociología política.

Duran y Monnier (1992) plantean que, efectivamente, la comple­
jización de la acción pública y las dificultades del aparato estatal para
justificare son dos de las principales razones que explican el desarrollo
de la evaluación, junto con el avance del análisis de políticas públicas. Se
refieren a una crisis del sistema de representación en que la política ha
entrado en la "era de la sospecha", signo del deterioro de la democracia
representativa como expresión de preferencias, por lo que los gobiernos
tratan de resolver problemas concretos al mismo tiempo que de recuperar
el mayor consenso posible.

Pero, legitimidad y eficiencia son difíciles de conciliar. Antes el Estado
francés y el interés general concentraban místicamente toda legitimidad,
actualmente ésta resulta aleatoria y contingente, y debe ganarse a través de
la acción eficaz, de la visibilidad de las consecuencias de las elecciones realiza­
das. Así la evaluación produce al mismo tiempo conocimiento y justificación
(Duran, 1999).

Chanut (2002), quien fuera miembro del Consejo Nacional de Eva­
luación en Francia, resalta la importancia de la dimensión organizacional
en los procesos de evaluación y considera que el énfasis puesto en los temas
de metodología la ha mantenido oculta y también ha impedido la capacidad de
innovación en la materia. Su trabajo plantea:

l. Las organizaciones se mueven en un mundo de restricciones que afec­
tan a la evaluación: diferencias entre la lógica del conocimiento social

"Los otros dos temas eran metodología y deontología (reglas del arte).
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y la burocrática dirigida a la acción, incompatibilidad de los tiempos de
ambas, falta de acceso a la información, ambigüedad por desaparición
de fronteras público-privado, participación de nuevos actores, expertise de
la oferta de evaluadores, procedimientos impuestos, presupuestos asig­
nados, etcétera.

2. La evaluación no ha conseguido aclarar los problemas y confusiones
que disminuyen la eficacia organizacional: pérdida de legitimidad,
obsolescencia de los dispositivos e institucionalización de prácticas
estereotipadas. La credibilidad de las evaluaciones se funda en la auto­
ridad de los evaluadores y se legitima en el marco de estructuras muy
dependientes de la turbulencia política, por lo que la obsolescencia
acelerada de los programas provoca una débil capitalización de expe­
riencias. Las formas organizacionales determinan el tipo de evaluación
realizada y la naturaleza de los resultados: multiplicación de sus obje­
tivos en función del pluralismo; tendencia a la medición de resultados
útiles a la gestión administrativa pero descuidando la evaluación de
impacto; énfasis en la implementación de políticas y sus disfunciona­
mientos, que descuidan la concepción misma de la política; muy pocas
experiencias de metaevaluación para la capitalización y apropiación de
sus resultados; etcétera.

3. Una mayor atención a los problemas organizacionales aumenta la
credibilidad y la eficacia de la evaluación. Propone organizar la eva­
luación de manera heurística, en lugar de procedimientos y métodos
excesivamente formalizados; y pragmática, pasando de constituir una
amenaza para los evaluados a transformarse en una fuente de infor­
mación y aprendizaje útil para la acción, mediante una verdadera
restitución y discusión de los resultados por los actores, en lugar de
la mera entrega burocrática. Considera que de su adaptación depende la
legitimidad y sobrevivencia de la evaluación.

En el mismo sentido Hespel, integrante del Comisariado General del Plan,
reconoce que "la consolidación de la evaluación dependerá estrechamente de
los medios y competencias concretamente aplicados y de la manera como los
actores se apropien de sus enseñanzas" (Hespel, 2002: 51, traducción libre).

Lo anterior no es sencillo puesto que los decisores no actúan con una
lógica de consecuencias exógenas, sino de acuerdo a una cultura comparti­
da, compuesta de reglas internas y modos de razonamiento implícitos. Esto
provoca que los errores de cálculo y las consecuencias no deseadas sean los
elementos constitutivos de la acción pública, no aberraciones marginales. Por
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lo que se propone redefinir la evaluación como un proceso de aprendizaje
institucional, de transformación de lo que conviene hacer, de las reglas y las
identidades. Para institucionalizar realmente esa evaluación, se señala que es
necesario algo muy diferente a establecer procedimientos administrativos:
crear las condiciones que se enfoquen a cambiar la teoría en actos de los
decisores, a modificar los modelos cognitivos y normativos que estructuran
su visión del mundo, su representación de los problemas y su apreciación de
los instrumentos movilizados para actuar (Thoenig, 2002).

Comentario final

Más allá de la gran diversidad de definiciones, tipos y enfoques de evaluación
revisados es posible identificar dos tendencias fundamentales:

-Una, basada en un enfoque positivista, preocupada por la objetividad
del trabajo, que se compone de definiciones de tipo instrumental, inte­
resada fundamentalmente en evaluación de tipo sumatoria y desarro­
lladas desde un enfoque no participativo.

-Otra, fundamentada en el constructivismo, motivada por la credibili­
dad y legitimidad del proceso y sus resultados, que aporta definiciones
de corte sociológico, y prioriza las aplicaciones de evaluaciones forma­
tivas con enfoque participativo e interés en el aprendizaje social.

Cada una de ellas se acompaña también de énfasis diferentes en cuanto
a la preocupación y selección de los métodos y técnicas de evaluación, que
serán objeto de exposición en el próximo capítulo.



Capítulo 3

Métodos y técnicas de evaluación

Introducción

Es EL MOMENTO de referirnos a los métodos y técnicas empleados en la
evaluación a posteriori, así como a sus respectivos criterios de decisión. Sin
embargo, no se realizará una presentación exhaustiva de todos los métodos,
lo que excedería las posibilidades de este trabajo, sino que se mencionarán
las principales características aportes y limitaciones de cada uno de ellos y se
ofrecerán referencias bibliográficas donde los interesados podrán profundi­
zar en su conocimiento.

Debate sobre el método

El tema del método de evaluación es un reflejo de toda la discusión episte­
mológica generada en torno a las posibilidades y formas de acceder al conoci­
miento que, en nuestro caso, opone fundamentalmente enfoques positivistas
y construccionistas (relativistas), pasando por una perspectiva contingente,
que utiliza a cualquiera de los anteriores o incluso una mezcla de ambos,
dependiendo del contexto de la evaluación.

Beltrán (1991) plantea que, tanto teórica como prácticamente, no existe
unanimidad en lo que se entiende por método científico, en tanto método
único, detallado, riguroso y universalmente aceptado; sólo una aceptación
general de sus principios: contrastación como evidencia empírica, juego
entre teoría y realidad, exclusión de la manipulación y el engaño, recurso a
la comunidad científica como árbitro y reconocedor de la verdad, y renuncia
a la justificación absoluta de la verdad encontrada. Agrega la inconvenien­
cia de que las ciencias sociales tomen como modelo a las ciencias naturales
debido a las peculiaridades de su objeto.

Al hablar de métodos nos referimos a procedimientos de investigación
que se desprenden de una postura epistemológica y un marco teórico, en que
el evaluador, basado en esta perspectiva y bajo un conjunto de principios y

61



62 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

normas, realiza una serie de operaciones que le permiten seleccionar y coor­
dinar ciertas técnicas para alcanzar sus objetivos. Estas últimas constituyen
instrumentos concretos de recolección, análisis, tratamiento, síntesis e inter­
pretación de datos,16 que aparecen mejor desarrolladas que los primeros, los
que requieren de una mayor discusión crítica, poco recogida en la literatura
sobre evaluación. Esto sucede incluso entre constructivistas (Cook y Campbell,
Cronbach), que ponen el acento en los efectos de contexto, resaltando la
pluridimensionalidad de los problemas objeto de análisis y la diversidad de
enfoques de los actores implicados en la evaluación.

Desde una actitud pluralista, se insiste en que la metodología no se redu­
ce a la selección de instrumentos, " ... implica una reflexión sobre el conjunto
de procesos que permiten, en una sucesión de interacciones y decisiones más
o menos conflictivas, la producción de la evaluación por los actores sociales,
institucionales, políticos, administrativos, etcétera" (Lascoumes y Setbon,
1996: 6, traducción libre), por lo que proponen pasar del método como herra­
mienta al método considerado como proceso de construcción, que puede ser
analizado sociológicamente.

También resulta preocupante la tendencia a aplicar las mismas recetas
metodológicas en diferentes contextos, obteniendo conclusiones a partir del
mero tratamiento de los datos, sin tomar en cuenta una teoría explicativa que
permita su interpretación (Thoenig, 2002). Identificar la teoría del cambio
social implícita en toda política pública es esencial para el evaluador, para
comprender la relación de causalidad que se pretende accionar (Mény y
Thoenig, 1992).

La evaluación de políticas públicas consiste en poner a prueba, como si
se tratara de una hipótesis, explícita o implícita, si una política o programa
de acción determinados han sido o no capaces de provocar los efectos espe­
rados. Esto implica asegurarse de que dichos efectos se han producido, y
que la política ha sido su única causa, descartando impactos de otras posibles
variables intervinientes.

Corresponde aclarar que los métodos y técnicas de evaluación que
revisaremos son utilizados tanto en la evaluación de políticas como en la de
programas públicos, en parte por la dificultad práctica de diferenciarlos en
muchos casos concretos, y en parte, como señala Weiss (1998), porque han
resultado bastante adaptables a cualquiera de ellos.

La forma en que la evaluación se lleva a cabo, depende de las múltiples
combinaciones de respuestas a las preguntas formuladas en el capítulo ante-

"Adaptado de las notas suministradas por el profesor Gilberto Jiménez, durante sus conferencias sobre
Epistemología de las Ciencias Sociales, FCPyS, eNAM, 20 y 23 de enero de 2003.
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rior, razón por la que hay un gran número de posibilidades para responder
a necesidades diferentes. En particular, la discusión sobre la utilización de
métodos cuantitativos o cualitativos nace con los orígenes mismos de las
ciencias sociales y las propuestas alternativas de la corriente positivista
(Durkheim) e interpretacionista (Weber); sin embargo, hay que resaltar que
ambos autores emplearon los dos tipos de métodos según lo requiriera su
objeto de estudio, por lo que no debe confundirse el uso de un método con la
adhesión a una escuela teórica. "Los debates entre comunidades que se iden­
tifican con ciertos métodos expresan aspectos más profundos, no siempre
explícitos, porque indirectamente se vinculan con el compromiso con ciertos
supuestos subyacentes en los paradigmas o con alguna concepción teórica"
(Tarrés, 2001: 40).

A pesar de los esfuerzos de la última década por reconciliar estas postu­
ras, la controversia todavía muestra la presencia de comunidades científicas
empeñadas en una especie de dogmatismo metodológico.

A continuación se exponen brevemente los principales métodos que la
evaluación de políticas públicas ha tomado de la investigación en ciencias
sociales.

Experimentación y métodos cuantitativos

Como se recordará, entre las posibles actitudes del evaluador se incluyó la
denominada experimental, que se concreta en el método que lleva el mismo
nombre. Dicho método experimental busca establecer relaciones de causa­
lidad entre el programa y su impacto y toma como referencia el paradigma
metodológico desarrollado para las ciencias naturales, y aplicado desde hace
50 años por la epidemiología. l7 El mismo ha tratado de adaptarse al contexto
de las ciencias sociales debido al alto nivel de rigurosidad que le permite
detentar la exclusividad de verificar relaciones de causa-efecto estables entre
ciertas acciones y sus supuestas consecuencias (verificación no aceptada como
posible por corrientes epistemológicas como el relativismo). Se ha aplicado
más a la evaluación de programas que a la vinculada a políticas globales.

Para poner en práctica un experimento social, se requiere construir un
estado contrafactual que estime lo que habría ocurrido de no haberse reali­
zado la intervención en cuestión (Banco Mundial, 2004a: 237). Para ello se
necesita diseñar la investigación evaluativa desde antes de dar inicio a las

"Consultar Schwartz, "Les Téchniques de l'évaluation en épidémiologie", en Nioche y Poinsard (1985)
sobre el desarrollo de ensayos terapéuticos y de intervención, mediante la realización de una observación simple,
una experimentación sistemática y una con elección al azar.
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acciones o programas en consideración. Dicho diseño, implica conformar al
azar dos grupos entre los destinatarios de las actividades evaluadas, lo que
garantiza estadísticamente su equivalencia. En estos dos grupos, supuesta­
mente similares en sus características, se introduce una sola diferencia: la
acción, plan o programa a evaluar que se aplica en uno (grupo-caso o trata­
miento) y no en el otro (grupo-controlo testigo). Lo anterior permite hacer
mediciones iniciales y finales (e intermedias si se desea mayor control) del
asunto de interés, en ambos grupos, e identificar como causa de las diferen­
tes evoluciones seguidas por los mismos a la actividad desarrollada sólo en
el grupo-caso. 1H

Este plan experimental debe cumplir dos criterios (Mény y Thoenig,
1992): una validez interna, lograda a través de la disminución de la posible
influencia de factores extraños en la evaluación registrada; y una validez
externa, que permita la generalización de resultados a otras políticas o pobla­
ciones supuestamente homogéneas.

La conformación de grupos equivalentes en ciencias sociales, se ha
dificultado notoriamente tanto por problemas técnicos como éticos, razón
por la cual se ha pensado en diseñar una metodología más flexible, menos
rigurosa pero más realista. Surgen así los cuasiexperimentos en que se
mantienen las características generales del diseño anterior pero se acepta
que los grupos se constituyan en la forma más parecida posible (por apa­
reamiento, por ejemplo), renunciando a la equivalencia fundada en la selec­
ción aleatoria. Obviamente, aparece el riesgo de que variables extrañas,
no controladas en el cuasiexperimento, afecten los resultados, induciendo
errores. Por esto se recomienda hacer un esfuerzo por analizar y descartar
esas posibles influencias antes de concluir la probable existencia de una
relación de causalidad entre la acción y el supuesto efecto (Campbell y
Stanley, 1966).

A menudo, tampoco el método anterior es factible de ser aplicado, ya
sea porque no contamos ni siquiera con grupo-testigo no-equivalente, por
lo que no es posible comparar resultados; o porque carecemos de informa­
ción previa al inicio de la acción a evaluar, por lo que no es posible analizar
evoluciones "antes-después". Se habla entonces de la aplicación de métodos
no experimentales del tipo "antes-después sin grupo-control", "después sola­
mente con grupo-control" o "después solamente sin grupo-control", en que
cada uno resulta menos riguroso que el anterior y sus conclusiones menos
precisas (Weiss, 1992).

"Un ejemplo de este método lo constituyó el conocido estudio dirigido por Elton Mayo en Hawthorne,
EUA, en la década de los años veinte.
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Los análisis "antes-después" de un mismo grupo (corte longitudinal) o
las comparaciones entre grupos (mediante cortes transversales), se realizan a
partir de la generación de indicadores para las variables impactadas, siguien­
do la lógica de la investigación aplicada. (Cohen y Franco, 1993) o el Marco
Lógico aplicado por los organismos internacionales.

Ante la imposibilidad de medir todos los aspectos deseados con una mis­
ma unidad de medida (tipo valor monetario), es necesario realizar un análisis
segmentado de las distintas actividades y aspecto del logro. Para ello se utiliza
un diseño analítico de indicadores parciales, mismo que se trata de comple­
mentar con un indicador integrado, que ofrezca una comprensión sintética
del logro, para lo cual se necesita tener claridad respecto de la jerarquía de
objetivos que permita la adecuada ponderación de su valor (Abate, 2000).

Los indicadores se definen como la expresión de medida de un atributo
(Sanín, 1999), medidas cuantitativas de aspectos del logro, a menudo expre­
sadas como radios o ratias, que permiten contar con señales sobre su desem­
peño (ocm:, 1995), mediante su comparación con los referentes internos o
externos (AF:CA, 2000). Constituyen instrumentos para comprobar si hayo no
un acercamiento progresivo a las metas propuestas y permiten operativizar
la medición de las variables, señalando sus grados y variaciones en la forma
más objetiva y verificable posible.

Su diseño debe cumplir al menos tres requisitos:

1. "permitir comparaciones sincrónicas, en el espacio";
2. "permitir comparaciones diacrónicas, en el tiempo, y la elaboración de

pronósticos"; y
3. "representar valores sobre los que existe un grado de consenso (o

posibilidad de lograrlo) entre las partes implicadas o interesadas en la
evaluación" (Aguilar y Ander-Egg, 1998: 64).

También se le exigen varias condiciones generales: independencia, veri­
ficabilidad, validez y accesibilidad. A estas se agregan la posibilidad de ser
medidos (cuantitativa o cualitativamente), contar con información disponi­
ble, ser determinantes, o sea, los que expresen mejor la naturaleza del objeto.
medido (Sanín, 1999) y contar con relevancia, falta de ambigüedad, pertinen­
cia, objetividad, sensibilidad y precisión (Guinan i Solá, 2003).

Como puede verse, el conjunto de requisitos y condiciones es tan
amplio que dificulta el adecuado diseño de los indicadores. Incluso, a los
anteriores podríamos agregar dos restricciones opuestas que es necesario
conciliar:
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1. la integralidad o suficiencia, es decir, la necesidad de que el conjunto
de indicadores diseñados dé una cobertura razonable a todas las varia­
bles identificadas como claves; y

2. su número limitado para no caer en una construcción que se vuelva
inmanejable.

Su combinación dependerá de la calidad y cantidad de datos disponi­
bles, de los recursos asignados a la evaluación y del monitoreo previsto en
el diseño del programa.

La construcción de indicadores requiere el conocimiento de los obje­
tivos y actividades de la organización, política o programa evaluado, las
fuentes de información disponibles, la periodicidad de la información, sus
usuarios potenciales, los estándares que servirán de comparación; entre
otros. Dichos estándares pueden establecerse con base en valores históri­
cos previos, metas planeadas o resultados de unidades de análisis similares
a las evaluadas (a nivel nacional o internacional).

Los indicadores que miden costos, volumen de productos e incluso
impacto son sencillos de diseñar en comparación con los indicadores de
calidad, cuyo concepto es difícil de operativizar y más aún de establecer sus
estándares. En este sentido se han utilizado cuatro formas de construirlos:

1. selección y seguimiento cuantitativo de algunos parámetros significa­
tivos;

2. aplicación de encuestas de satisfacción;
3. normalización de aspectos del nivel de calidad deseado (demoras, pro­

cedimientos, etcétera); y
4. compromisos o metas a alcanzar en términos de calidad (internos a la

administración o difundidos públicamente) (Abate, 2000).

Además, los indicadores directos no siempre son posibles, por lo que a
menudo hay que recurrir a sustitutos, con el riesgo de que la medición resulte
afectada por factores extraños, sobre los cuales el programa puede no tener
control alguno. También pueden presentar efectos no deseables como inducir
sesgos que pennitan gestiones que cumplen con los indicadores descuidando los
aspectos no medidos (calidad muy a menudo) o el logro global de los objetivos.

En el caso de los países en vías de desarrollo, la OCDE (1995) considera
que el trabajo debe focalizarse hacia la selección de indicadores-clave en lugar
de intentar una excesiva cobertura de los aspectos del programa, sin tener
claridad sobre sus interrelaciones y posibilidades de uso.



MÉTODOS Y TÉCNICAS DE EVALUACiÓN 67

Los organismos multilaterales suelen solicitar que los indicadores se apli­
quen siguiendo la orientación de su marco lógico: objetivo general, objetivos
específicos, metas, indicadores, fuentes de información y resultados. eEPAL

(Sanín, 1999) y el BID (1997) proponen usar una matriz de cuatro filas (obje­
tivo superior, objetivo específico, productos o componentes y actividades) y
cuatro columnas (resumen narrativo de objetivos, indicadores para medirlos,
medios de verificación de los anteriores y supuestos de desarrollo). En el caso
del BM (2004a), se está promoviendo un esquema gubernamental mediante
Administración Basada en Resultados (ABR) para la asignación de recursos
presupuestales, que incorpora un sistema integrado de monitoreo y evalua­
ción (M&E). SU marco lógico se compone de indicadores para: 1. monitoreo
de desempeño continuo: de entrada, actividades y salida (resultados de corto
plazo); y 2. evaluación de impacto (de largo plazo).

Los sistemas ABR han sido adoptados por diversos países de la oeDE
(Nueva Zelanda, Reino Unido en los ochenta, Canadá a principios de los
noventa, EUA a finales de esa década) y existen algunos esfuerzos por
implementarlos en AL (Costa Rica, Uruguay, Colombia, Chile, Honduras,
Bolivia). Insisten en que la información contenida en los indicadores debe
ser entregada, no sólo a los distintos niveles de gobierno, sino a la sociedad
civil en su conjunto.

La información cuantitativa generada en los diseños anteriores, puede
analizarse con técnicas estadísticas: análisis de datos (tipologías), análisis de
series temporales, análisis multivariado (varianza y covarianza) y estimación
econométrica sobre datos longitudinales agregados. Éstas también permiten
dar tratamiento cuantitativo a la aplicación de encuestas de opinión, otro de
los instrumentos de evaluación de resultados más empleado.

Finalmente, también existen técnicas cuantitativas diseñadas para hacer
evaluación a priori que a menudo se adaptan para evaluar resultados, sus­
tituyendo lo que antes eran previsiones por los datos históricos realmente
obtenidos. Lógicamente, en los casos en que utilizan un criterio optimizador,
éste se pierde porque generalmente las posibles alternativas de un proyecto
no se ponen en práctica y por lo tanto, se carece de posibilidades aceptables
de comparación. En su versión original a priori dichos métodos asumen las
siguientes características (Cardozo, 1993).

El Análisis Costo-Eficacia permite comparar programas y proyectos
alternativos que persiguen un mismo objetivo, seleccionando el que presenta
menor costo por unidad de logro (e/E). La eficacia suele ser difícil de cuanti­
ficar en forma directa, por lo que se tiende a sustituir su medición por indi­
cadores indirectos, supuestamente correlacionados con los objetivos finales.
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La mayor limitación del método es no permitir la comparación de programas
con objetivos diferentes o múltiples.

El Análisis Costo-Beneficio pretende resolver el problema anterior homo­
geneizando los costos y los beneficios de toda índole (financieros, económicos,
sociales, distributivos, etcétera) por medio de una unidad de medida común
(generalmente las unidades monetarias), actualizando los flujos que se presen­
tan en distintos momentos del tiempo, y comparando posteriormente ya sea las
relaciones C/B de cada proyecto para seleccionar la menor, o bien, los valores
actuales netos (VAN) para seleccionar el mayor de los positivos.

Este método ha sido criticado por: 1. las dificultades y arbitrariedades
en que incurre para la cuantificación de efectos que no tienen un valor de
mercado, lo que se realiza mediante la atribución de "precios sombra"; 2. la
falta de criterios claros para determinar la tasa de actualización social y, en
su caso, los factores de ponderación para los diferentes grupos de ingresos;
3. su tendencia a incluir sólo las variables de cuantificación más sencillas
(económicas y financieras) a pesar de su objetivo manifiesto; y 4. su excesiva
confianza en que un sofisticado análisis, inaccesible para la mayoría de los
interesados y basado en cuantificaciones discutibles, puede conducir a una
selección óptima.

Los análisis multicriterios, especialmente el Electra19 diseñado por los
franceses, han reaccionado frente a las críticas presentadas a la técnica ante­
rior. También toman en cuenta objetivos múltiples y aplican valoraciones
subjetivas y cualitativas en una escala preestablecida, mediante la participa­
ción de los grupos implicados en el problema. Proceden ordenando los pro­
gramas en función de cada objetivo y negociando los pesos relativos de estos
con los interesados o sus representantes. Son de carácter no optimizador,
limitándose a buscar la solución más satisfactoria a través de una simulación
cuantitativa del regateo social que permite identificar el subconjunto de
programas que presentan las mejores calificaciones y que al mismo tiempo
carecen de fuertes oposiciones.

Finalmente, los criterios utilizados en las mediciones cuantitativas giran
fundamentalmente alrededor de la eficacia (logro de objetivos), la eficiencia
(logro de resultados al menor costo posible), la efectividad (impacto, inclu­
yendo externalidades positivas y negativas) y la equidad (distribución de los
objetivos logrados en relación directa con las necesidades existentes). Recien­
temente se han agregado otros como sustentabilidad y sostenibilidad de los
programas. Algunos autores comienzan a mezclarlos para hablar de efecti-

1') Electra es la traducción de la sigla francesa Electre, que corresponde a Elimination et Choix Traduisanr
la Réalité, que traducido al español significa Eliminación y Elección que Traduce la Realidad.
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vidad sostenible, eficacia viable, eficacia eficiente, etcétera (Hintze, 2003).
Cabe aclarar que cuando se habla de logro de objetivos, y principalmente de
costos, no se hace referencia sólo a los de carácter económico, sino también
a los sociales y ambientales que permiten una conceptualización adecuada
de los criterios anteriores, comúnmente reducidos a la productividad o la
rentabilidad financiera.

Es importante señalar que han sido muy pocas las evaluaciones que efec­
tivamente han utilizado el criterio de equidad. Esto puede explicarse, en par­
te, por problemas metodológicos, y por la tendencia preponderante dentro
de la teoría económica de no incluir en su análisis los problemas vinculados
a la distribución del ingreso, cuyas consideraciones valorativas quedarían
fuera del alcance de la ciencia positiva (Weisbrod, en Layard, 1978). Por
otra parte, como señala Rosenbaum (2002), el problema de la desigualdad
nunca ha sido preocupación central de los gobiernos; sin embargo, en años
recientes, a nivel mundial,'u y tanto en EUA,2' como en los países de AU2 y
México,2J en particular, se incrementaron los niveles de desigualdad en forma
considerable, por lo que este criterio debería ser considerado explícitamente
en la evaluación, lo que resulta de particular importancia a la investigación en
curso. Nos referimos tanto a la medición de la equidad a nivel regional, por
grupos sociales, etáreos, de género, etcétera.

A manera de cierre de este apartado, puede decirse que la exposición pre­
via muestra que la medición cuantitativa de resultados e impactos no cons­
tituye una forma óptima de identificar la efectividad de las políticas y tomar
decisiones sobre su finalización o continuación, con o sin modificaciones.
Para Nioche (1982), limitarse al paradigma experimental implica renunciar
al aprendizaje de efectos no previstos, objetivos ocultos, teorías implícitas,
etcétera, y querer imponerlo como criterio fundamental de cientificidad

'''Según Naciones Unidas (2001). cerca de tres billones de personas viven con menos de dos dólares
diarios, mientras que el ZO por ciento más rico de la población global recibe más del SO por ciento del ingreso
respectivo.

21 Según datos retomados por Rosenbaum, entre 1979 y 1999, el quintil más bajo de ingreso mantuvo su
participación en el ingreso total: el segundo, tercero y cuarto, lo disminuyó sensiblemente, de manera que el
quintil más alto incrementó su participación del 38.8 al 50.4 por ciento. En un análisis comparativo entre paí­
ses, el quintil más bajo en EUA tiene ingresos netos por debajo de los que obtiene el similar en Canadá, Reino
Unido, Alemania, Noruega y Suecia; en cambio, el quintil más alto de EUA supera al de los países nombrados,
salvo Alemania.

22 América Latina es la región más desigual del globo: el 5 por ciento más rico recibe el 25 por ciento del
ingreso (África 24 por .ciento, Asia Central 19 por ciento, Asia del Este 16 por ciento) y el 30 por ciento más
pobre, el8 por ciento (Africa 10.5 por ciento, Asia Central 12.5 por ciento y Asia del Este 12.5 por ciento), según
datos delllID para 1998-1999 (2000).

2l México presenta uno de los índices de Gini más alto de AL (55.0), sólo menor al de Brasil (59.6), Guate­
mala (59.1) y Chile (57.9) para 1990.
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conduce a pseudoexperimentaciones sin sentido o al empobrecimiento del
campo del análisis.

El Centre d'Études sur les Réseaux de Transport et I'Vrbanisme (Certu,
2002) comparte la idea de que las evaluaciones exclusivamente cuantitativas
resultan reduccionistas, debido a la eliminación de los aspectos no cuantifi­
cables y sus interrelaciones, pero reconocen su fecunda contribución para
fundamentar juicios de valor, elaborar estudios sintéticos y una batería de
indicadores bien definidos, con plena conciencia de sus límites.

Por otra parte, en el análisis de las políticas públicas, los métodos
cuantitativos no son siempre usados con la neutralidad que aquí han sido
expuestos, sino que a menudo son manipulados para justificar y legitimar
decisiones adoptadas con base en otros intereses (pseudoevalauciones), en
cuyo caso el modelo incrementalista de Lindblom (1959) explica mejor estos
procesos.

Métodos cualitativos

Es necesario mencionar que algunos métodos mezclan elementos cuantitati­
vos y cualitativos. Para Lascoumes y Setbon (1996) las soluciones aplicadas
para alejarse de las críticas sufridas por el enfoque experimentalista, han
tendido a esta combinación, como forma de equilibrar los resultados: infor­
maciones cuantitativas recogidas por mediciones comparativas en muestras
contrastadas, con datos cualitativos obtenidos por la observación etnográfica
(es el caso del modelo de M.Q. Patton retomado por la General Accounting
Office de los EVA).

Vn método menos cuantitativo de hacer evaluación que los planteados en
el apartado anterior (puesto que también reciben tratamiento estadístico), lo
constituye la aplicación de encuestas que recogen información, percepciones
y opiniones subjetivas de una muestra representativa de destinatarios de las
acciones.

. Algo similar sucede en cuanto al grado limitado de cuantificación del
---- método Delphi, que se caracteriza por recoger información de expertos, des­

conocidos entre sí, que envían sus opiniones por correspondencia, mismas
cuya media y desviación estándar se analiza y reenvía, para ver si los expertos
desean hacer correcciones a sus propuestas, volviendo a repetirse el procedi­
miento hasta lograr el nivel de consenso requerido. Monnier (1995) considera
que la utilización de este método sólo consigue crear consensos artificiales
entre los actores, que no sobreviven a la hora de discutir los resultados de la
evaluación.
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Otro ejemplo podría constituirlo el benchmarking, retomado de la admi­
nistración privada por la cultura de la gestión y la medición del rendimiento del
sector público, que compara los procesos desempeñados en una organización
con el líder en materia de "buenas prácticas" de su ramo. Hace uso de indi­
cadores cualitativos en los casos en que no es posible cuantificar las variables
a comparar. Pitarelli y Monnier (2000) consideran que se trata de una nueva
herramienta, aplicable a la evaluación operativa y la de impacto, que permite
juzgar el éxito de un programa por comparación con otro que sirve de modelo,
pero advirtiendo que también puede conducir a decepciones, dependiendo de
la importancia que se le atribuya en el proceso de evaluación.

Un último enfoque que resulta fructífero es el diseño de escenarios pros­
pectivos en los que se combinan análisis cuantitativos de tendencias con la
consideración de los posibles eventos cualitativos que pudieran introducir
cambios en las mismas. Esto permite mostrar a los tomadores de decisiones
con más claridad, lo que probablemente sucederá en el futuro si la tendencia se
mantiene sin modificaciones y cómo podría afectarse si se produjeran even­
tos que escapan a nuestro controlo si realizamos algún tipo de intervención
intencional.

Los métodos estrictamente cualitativos han surgido, en su mayoría, de la
crítica a un enfoque cuantitativo, de extracción generalmente positivista, que
supone la existencia de rasgos universales y regularidades. Así, las ciencias
sociales han pasado del estudio de grandes procesos estructurales (macro),
con metodologías cuantitativas, a la construcción social de significados en
las comunidades locales, con enfoque cualitativo. Los últimos enfatizan el
análisis de las diferencias, el estudio de lo individual (micro), de sus motivos,
significados y emociones, de las dimensiones sociales, culturales y políticas
en que se desarrollan, así como de la vida de los grupos en sociedad, de sus
acciones e interrelaciones.

Sin embargo, las críticas al cuantitativismo y las nuevas propuestas no
han bastado para que se constituya en un enfoque alternativo, por lo que
aún es necesario seguir trabajando en la fundamentación de su confiabilidad
y validez, y en la búsqueda de nuevos paradigmas. Además, dichas críticas
exigen un conocimiento profundo de los métodos cuantitativos, y lo más
frecuente es la adhesión de ciertos investigadores al enfoque cualitativo por
críticas mal fundadas hacia lo cuantitativo, o de plano, un rechazo ideológico
o traumático a los "números".

Un análisis serio y crítico de la potencialidad de los métodos cualitativos
y de su utilización en la investigación empírica, sin descartar a los de índole
cuantitativa, los define como "... la conjunción de ciertas técnicas de recolec-
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ción, modelos analíticos, normalmente inductivos y teorías que privilegian el
significado que los actores otorgan a la experiencia" (Tarrés, 2001: 16).

Dichas técnicas de recolección de datos se caracterizan por:

-La relación de involucramiento y empatía del investigador con el instru­
mento utilizado y con el objeto a estudiar (reflexionando, interviniendo
y controlando activamente el proceso), tratando de "observar, escuchar
y comprender" al otro.

-Su orientación a la búsqueda de significados, ideas y sentimientos sub­
yacentes o latentes en las descripciones obtenidas de las palabras o de
las conductas observadas.

-Su prioridad a la narración y valoración de esa subjetividad, tratando
de contextualizar las experiencias estudiadas y de interpretarlas teóri­
camente. No se preocupan por la representatividad de los casos anali­
zados frente al universo total, por lo que no generalizan sus resultados,
salvo con el carácter de hipótesis heurísticas.

-Su entusiasta preocupación por adaptar las concepciones y procedi­
mientos sobre validez y confiabilidad para que el conocimiento genera­
do cualitativamente sea aceptado y útil.

Entre los métodos cualitativos, los más recurridos son: la elaboración
de estudios descriptivos de caso, biografías, historias de vida, la observa­
ción tradicional y participante, la investigación-acción, las dinámicas de
grupo, los grupos de discusión, los paneles de opinión, los debates dirigi­
dos, el análisis de textos, las entrevistas, etcétera.

Aplicados a la evaluación estos métodos permiten introducir el análisis
de la motivación, intereses, significados, sentimientos, valores, actitudes,
comunicación, conductas e interferencias culturales de los implementadores
y beneficiarios de un programa. Intentan arribar a conclusiones sin medir los
efectos de las intervenciones o bien complementan una medición previa con
un análisis explicativo que reconstruye el proceso de su implementación para
comprender los resultados alcanzados. Los tipos más utilizados en evaluación
son la entrevista, el análisis de textos y los estudios de caso.

La entrevista o " ...encuentro hablado entre dos individuos que comporta
interacciones tanto verbales como no verbales. No es un encuentro entre dos
personas iguales puesto que está basado en una diferenciación de roles entre
los dos participantes" (Pope, 1979, citado en Rubio y Varas, 1997). Se la ha
definido como una situación construida con el fin específico de que un indi­
viduo pueda expresar, al menos en una conversación, sus referencias pasadas
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y/o presentes, así como sus anticipaciones o intenciones futuras (Kanh y
Cannell, citado en Tarrés, 2001). A diferencia de la encuesta estadística, la
entrevista utiliza un muestreo de tipo teórico o intencional y se repite hasta
alcanzar un "punto de saturación", en la que el investigador considera que su
continuación no agregaría información relevante. Cuando se dirige a infor­
mantes-clave intenta recoger información de aquellos que la poseen en forma
privilegiada debido al papel que juegan en el proceso en estudio (directivos
de programas, líderes de grupos, etcétera).

La entrevista también puede asumir diversos tipos, de los cuales los más
empleados en evaluación son: l. semiestructurada, combinación útil para
entrevistar personas que disponen de poco tiempo (directivos, burócratas,
líderes, etcétera); 2. enfocada, en la que el investigador conoce de antemano
la participación que ha tenido el entrevistado en algún evento de su inte­
rés y asume una posición directiva de la entrevista, conduciéndola hacia
el asunto que constituye su foco de atención, pero dejando en libertad al
entrevistado en la exposición del mismo; y 3. grupal, dirigida a un grupo
focal sobre un tema compartido por todos, donde el investigador actúa
como moderador.

El análisis de textos o del discurso es un método hermenéutico de aná­
lisis estructural, comprensión e interpretación de textos que estudia el
contenido de los mismos (hermenéutica interna) y el entorno en que se
producen (hermenéutica externa), de manera de "leer" incluso lo que no
está escrito expresamente en programas, informes, etcétera. Busca reducir
una cantidad importante de datos a una unidad de medida, mediante el
empleo de la intuición del investigador. Entre sus tácticas figuran: contar,
relevar patrones o temas recurrentes, buscar la verosimilitud o sentido
de las palabras, agrupar, construir y utilizar metáforas, separar variables,
relevar relaciones entre variables, etcétera (Miles y Hubermanm, citado
en Díaz y Rosales, 2003).

Los estudios de caso pueden apoyarse tanto en la tradición cuantitativa
como en la cualitativa y complementarse con métodos comparativos y expe­
rimentales. El caso se refiere al análisis de algo específico: entidad empírica
o construcción teórica que es objeto de la investigación. Analiza el objeto
individual a ser estudiado, manteniendo un enfoque holístico, que permite
preservar la unidad del todo. Puede ser una forma de comprender mejor el
caso particular o de ejemplificar un tema, pero también puede permitir mejo­
rar la comprensión de un fenómeno general. En la elaboración de estudios
de caso no se parte de un marco teórico o hipótesis, sino que se privilegia
la descripción sobre la estandarización generalizadora, por lo que sólo es
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posible pensar en algún tipo de generalización de estos casos a partir de la
acumulación de los mismos y la consideración de casos contrastantes, hasta
lograr la depuración del modelo. Cuando este estudio recae en una persona,
puede tratarse de: una autobiografía, un relato de vida, una historia de vida,
o un relato testimonial.

Los criterios empleados en estos estudios cualitativos, al aplicarse a la eva­
luación de programas, enfatizan aspectos vinculados a la calidad, satisfacción
del usuario, congruencia, oportunidad y pertinencia, entre otros.

En relación al análisis de la información cualitativa, el investigador traba­
ja con mucha libertad para dar sentido a los datos en estudio, sin expectati­
vas o teorías preexistentes. Recientemente se han desarrollado programas de
computación (ATLAS, NUD*IST) para el manejo de información proveniente
de entrevistas o de apoyo al análisis de textos, que permiten realizar conteos
y clasificaciones complejas en poco tiempo.

Lógicamente los planteamientos cualitativos han desembocado también
en una redefinición de los criterios de confiabilidad y validez, heredados del
positivismo. Mientras los métodos cuantitativos gozan de amplia aceptación
en estos términos, entre los cualitativos la preocupación ha aumentado,
especialmente en años recientes, pero con un desarrollo lento, insuficiente y
diversificado. No resulta fácil lograr un mínimo de rigor científico y concor­
dancia aceptable de la estructura narrativa proporcionada por los informan­
tes a partir de los hechos, tal y como se les presentan de manera cotidiana
en su realidad. (Tarrés, 2001). Sherrard y Barrera (1995, en Tarrés, 2001: 89)
plantean que la validez y confiabilidad de las entrevistas dependen de tres
criterios:

-legitimidad del investigador en el medio académico y ante su infor­
mante;

-empleo apropiado de la técnica basado en su experiencia y entrena­
miento; y

-calidad del "rapport" (aceptación o entendimiento mutuo) establecido
con el entrevistado.

El problema que nos deja este tipo de planteamientos es que resulta muy
difícil valorar estos criterios para quienes no participaron en el proceso, y por
lo tanto, limitan la confianza para utilizar sus resultados como información
secundaria. Sin embargo, hay que reconocer que, tampoco en materia de
métodos cuantitativos podemos estar seguros en temas como la composición
aleatoria de la muestra para garantizar su representatividad, o la forma en que
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se aplicó un cuestionario; por lo que parece que el único criterio que podemos
tomar en cuenta, en ambos casos, se refiere a la legitimidad y prestigio del
equipo de investigadores y la institución que realizaron el trabajo.

En la evaluación de programas, los métodos cualitativos han sido espe­
cialmente utilizados por el enfoque pluralista. Monnier (1995) propone el
modelo del modus vivendi o de negociación de acción. Es el que considera más
adaptable a entornos cambiantes, ya que "La acción será juzgada positiva o
negativamente, por una u otra parte, en virtud de que se hayan satisfecho sus
intereses específicos en el marco de la acción realizada después de la negocia­
ción" (Monnier, 1995: 106).

La legitimidad de este modelo se basa en el compromiso de las partes
(gobierno, legisladores, administración pública, asociaciones profesionales,
agentes económicos, expertos, investigadores universitarios y público en
general), lo que, según el autor, reportaría mayores éxitos en programas
públicos innovadores.

Los diversos actores mencionados pueden ubicarse en uno o más de los
siguientes contextos: el de legitimación, compuesto por los responsables
(jurídicos, científico-técnicos, operativos, etcétera) de la decisión; el de la
acción programada, integrado por quienes han recibido un mandato de los
miembros del grupo anterior para la ejecución del programa, que disfrutan
de cierta autonomía relativa; y el de reacción, conformado por todos los
actores sociales que emiten un juicio sobre el valor del programa (evalua­
ción). Esto explica la necesidad de muchas mediaciones para alcanzar un
compromiso, siquiera inestable, entre partes tan heterogéneas. Por lo que el
autor concluye que: "...cualquier evaluación da lugar a conclusiones relati­
vas; estas conclusiones dependen del punto de vista del actor considerado"
(Monnier, 1995: 127-128).

Para Lascoumes y Setbon (1996), mientras que en los estudios experi­
mentales es "el evaluador" quien carga el peso de entregar resultados riguro­
sos y creíbles (dimensión cognitiva); en la evaluación pluralista, ésta depende
de una instancia con amplia participación de actores que representan visio­
nes, valores e intereses diversos, creada específicamente para lograr, además
de la dimensión anterior, la producción colectiva que garantice su aceptación
como referencia (dimensión política). Se cuidan los aspectos metodológicos
y se persigue una doble legitimidad: científica y política.

De esta forma, la evaluación pluralista renuncia a alcanzar conclusiones
científicamente verificadas para negociar un compromiso aceptable con los
actores. Se trata de un intento colectivo de información y un proceso interac­
tivo e iterativo para la elección de los criterios de la evaluación.
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En el contexto francés este enfoque ha generado cierta polémica: Nioche
(1992) considera que la propuesta anterior no constituye una evaluación, ya
que el objetivo de ésta es informar al mundo exterior (no a los protagonistas,
como señala Monnier), por lo que no puede basarse en criterios negociados,
no sirve para responder si la política ha sido eficaz o no, si debe continuar o
cambiarse. Nioche es partidario de una evaluación externa, que pueda com­
plementarse con la interna, tratando de encontrar su racionalidad aposteriori,
por una vía no optimizadora.

Comentario fi nal

Es importante resaltar que en la evaluación no hay métodos, cuantitativos ni
cualitativos, que resulten siempre mejores que los demás; el o los métodos
adecuados dependerán siempre de la situación a evaluar. Monnier (1995)
plantea que estos dependen de la perspectiva de quien la encarga (jurídica,
técnico-económica o política), las características del programa (innovador
o rutinario), del tipo de evaluación a realizar (de objetivos, de impactos,
de proceso o pluralista), de la intención (endoformativa o recapitulativa),
etcétera.

A pesar de lo anterior, se perciben énfasis diferentes y muy marcados de
las dos tendencias identificadas al finalizar el capítulo anterior: los enfoques
positivistas utilizan prioritariamente la experimentación y los métodos cuan­
titativos, mientras los construccionistas prefieren los estudios no experimen­
tales de tipo cualitativo.

En una revisión hemerográfica realizada hace unos años (Cardozo, 1999),
se comparó el papel jugado por los métodos cuantitativos en estas evaluacio­
nes, en las dos fases del proceso de políticas públicas en que éstas resultan
más útiles, con los estudios de carácter cualitativo que se publican sobre el
tema, concluyendo que esta última perspectiva está siendo más productiva y
probablemente, por diferentes razones, más aceptada por los lectores. La ten­
dencia muestra más interés en el desarrollo de los segundos, que se supone
predominarán en los próximos años, salvo que se logre mayor realismo en el
desarrollo de modelos matemáticos aplicados.

En este trabajo se considera que los métodos cuantitativos constituyen
una aportación valiosa al estudio de las políticas y programas públicos, siem­
pre y cuando se tenga presente el conjunto de supuestos en que se fundamen­
tan, y por lo tanto, las limitaciones que presentan, y que se les complemente
con el estudio de los aspectos cualitativos, importantes en este campo, como
son los problemas de negociación, consenso, legitimidad, satisfacción, cali-
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dad, etcétera. De esta manera se obtiene la adecuada integración de las racio­
nalidades técnica y política, necesarias en el campo de las políticas públicas.

En particular, los métodos cuantitativos proveen los instrumentos que
hacen posible contar con un panorama global y representativo de los logros
y limitaciones de los programas que se evalúan; mismos que resultan nece­
sarios pero no suficientes para la realización de una evaluación integral que
pretenda explicar los resultados alcanzados.

Por su parte, los métodos cualitativos se consideran un necesario com­
plemento de los cuantitativos para profundizar en el estudio de situaciones
concretas y comprender aspectos subjetivos en mayor profundidad.

Una combinación de ambos tipos de métodos también es recomendada
por el Banco Mundial (2üü4a) para la realización de evaluaciones.



Capítulo 4

Experiencias de evaluación en organismos
internacionales y países desarrollados

Introducción

SI BIEN se mencionan antecedentes de evaluación en la antigüedad (China en
el siglo xx a.c. o Grecia en el siglo V a.c.), en la época moderna ésta reapare­
ce en el siglo XIX en Inglaterra para la evaluación de servicios públicos y en
EUA en el xx en la evaluación del aprendizaje educativo.

A partir de 1980, la mayoría de los países del mundo han intentado apli­
carla. En los noventa, con la segunda generación de reformas del Estado, esto
ha empezado a incrementarse debido a la necesidad de enfrentar la pérdida
de legitimidad del aparato público, a los logros alcanzados por los países de
la OCDE en la materia, al auge del NPM, y a la presión de actores sociales,
entre otros.

En consecuencia, en el presente capítulo se procede a analizar el papel
que han jugado en el tema los organismos multilaterales que actúan en el
ámbito internacional y las experiencias de algunos de los países desarrollados
con mayor avance en la materia, particularmente el caso francés debido a
las similitudes que en su devenir guarda con el caso mexicano (centralismo,
resistencia a la evaluación, falta de participación del Poder Legislativo, pro­
blemas administrativos, políticos, culturales y metodológicos, entre otros).

Ámbito internacional:
¿controlo evaluación participativa?

Al inicio de los setenta, la evaluación pasó directamente de la burocracia fede­
ral de los EUA a algunos organismos de las Naciones Unidas (NU) ya los
bancos de fomento multilaterales con sede en Washington (Brown, 2001).

A mediados de los ochenta, la evaluación logra su madurez y deja de tener
un enfoque relativamente simple de monitoreo y control, para transformarse
en un análisis más sistemático de procesos, orientado al aprendizaje; modelo
asumido por la mayoría de las agencias de NU a inicios de los noventa.

79
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Por esas fechas destaca el fomento a la creación de capacidad de evalua­
ción por parte del departamento de evaluación de operaciones del BM, quien
intentó aplicar su Sistema de Evaluación de Resultados de la Gestión, brin­
dando asistencia a un banco regional de desarrollo y a seis países, entre los
que figura Brasil, Colombia y Chile.

Las agencias de cooperación se habían preocupado por identificar clara­
mente ante la opinión pública los resultados de su asistencia y satisfacer sus
propias necesidades de responsabilidad fiscal, excluyendo a los beneficiarios
del proceso de evaluación, quienes la habían sufrido como un control impues­
to, no como oportunidad de aprendizaje.

Esta situación insatisfactoria fue percibida por parte de los organismos,
algunos de los cuales (BID, por ejemplo) modificaron su actitud, abandonando
el criterio de "inculpación" que los caracterizó, y sustituyéndolo por el aspec­
to didáctico de la rendición de cuentas, basada en una cultura de la evaluación
que reduciría las posibilidades de corrupción y reforzaría la responsabilidad
de los funcionarios públicos.

Hacia finales de los noventa, Spitz (2002) identifica un nuevo énfasis en
la evaluación, la medición de logros de corto plazo para la administración
basada en resultados, que responde a los imperativos del value for maney (ori­
ginado en Reino Unido en el periodo de Margaret Tatcher), con el corres­
pondiente debilitamiento de la orientación hacia el aprendizaje. A pesar de
que, en teoría, estos enfoques podrían compatibilizarse, la tendencia entre
los administradores de nivel medio ha sido regresar a los mecanismos de
monitoreo y control, en el marco de un enfoque de "caja negra" de meras
relaciones entre insumos y productos. Spitz considera que las unidades de
evaluación (salvo unas 20 dedicadas a desarrollo rural) de las agencias de NU,

que desde 1984 han formado parte de la UN Inter-Agency Working Group
on Evaluation (IAWG), enfrentan crecientes conflictos de prioridad entre el
enfoque cognitivo/de aprendizaje/de construcción de conocimiento y el de
medición de logros de corto plazo, en materia de evaluación.

En septiembre de 1999, el BM Y el Fondo Monetario Internacional (FMI)

anunciaron un nuevo instrumento de política para enfrentar la pobreza en
países de bajo nivel de ingresos, como precondición para lograr la cancela­
ción de deudas de los mismos con los organismos mencionados: the Poverty
Reduction Strategy Paper (PRSP). Manifestaron mucho énfasis en monito­
rear el impacto de los PRSP, recuperando el enfoque participativo, tanto de la
población como de los distintos ámbitos de gobierno.

Sin embargo, Foresti et al. (2002), miembros de prestigiadas organiza­
ciones no gubernamentales (Oxfam, Save the Children), consideran que no
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pasó de ser una consulta superficial, ya que un genuino enfoque participativo
implicaría abrir espacios para que puedan expresarse las voces que tradicio­
nalmente no se han escuchado. En cambio, los sistemas de monitoreo de los
países involucrados en los PRSP suelen estar a cargo de los servicios de estadís­
ticas nacionales, que se concretan a hacer el seguimiento de un núcleo están­
dar de indicadores de pobreza (inscripción escolar, mortalidad infantil, nivel
de ingreso, etcétera), a veces inadecuados para algunos contextos. Proponen
su complementación con datos cualitativos que recojan las percepciones de
la población en condiciones de pobreza y su evolución, sobre aspectos claves
de la misma.

En la actualidad, a pesar de los esfuerzos realizados por medir impac­
tos macroeconómicos y sociales (crecimiento, inversión en capital humano,
redes de apoyo, etcétera) de los programas dirigidos a reducir la pobreza, y
de los miles de millones de dólares que se destinan anualmente a ayuda para
el desarrollo, Baker (2000) plantea que, en organismos como el BM en el que
labora, aún se sabe muy poco de cada programa o proyecto específico en
términos de eficiencia en el uso de los recursos, impactos en la población y
ventajas y desventajas de diseños alternativos.

Las razones señaladas para la resistencia a evaluar, por parte de los
gobiernos, instituciones y administradores de proyectos, incluyen altos cos­
tos, prolongadas duraciones, complejidad técnica, resultados políticamente
delicados, resultados no disponibles en el momento necesario, que no res­
ponden las preguntas adecuadas, basados en datos limitados en cantidad y
calidad o realizadas con insuficiente rigor científico.

En su opinión la evaluación es especialmente necesaria en los países en
desarrollo, donde los recursos son más escasos, y los problemas antes plan­
teados pueden revertirse si se cuenta con el apoyo de las autoridades respon­
sables del programa, una planeación adecuada y oportuna y un presupuesto
relativamente pequeño en comparación al costo total del programa o
proyecto. Adicionalmente, resalta la importancia de contar con la par­
ticipación de las partes interesadas desde el diseño de los objetivos y el
enfoque de la evaluación, una buena comunicación entre los miembros
del equipo durante el proceso y una combinación apropiada de métodos
cuantitativos y cualitativos para lograr resultados de alta calidad, creíbles
y generalizables. Implícitamente, parece también reconocer problemas
en la formación de los evaluadores profesionales, ya que el trabajo que
publica es un manual dirigido a ellos, para hacer más accesible la informa­
ción sobre la evaluación de impacto, en especial la dirigida al desarrollo
social.
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El BM manifiesta haber "reforzado sus esfuerzos para medir el impacto
que tienen las intervenciones sobre los pobres" y estar dedicando varias de
sus unidades a su realización, como el Grupo Económico de Investigación
para el Desarrollo, departamentos regionales, etcétera (www.worldbank.org/
poverty). En su trabajo dedicado a la pobreza en México expresa: "Un reto
decisivo para una administración pública eficaz es el establecimiento de un
sistema de monitoreo y de evaluación (M&E) confiable y eficaz" (Banco Mun­
dial, 2004a: 237).

Esta medición de impacto, que privilegia el largo plazo, también tiene
sus opositores (Booth y Lucas, 2002, citado por Foresti), quienes sienten que
se descuida la evaluación de los procesos y resultados iniciales e intermedios
y la explicitación de los supuestos de los distintos actores, por lo que abogan
por un enfoque que integre ambos aspectos, incluyendo la participación de
los beneficiarios.

La enorme importancia que los organismos internacionales atribuyen a
los procesos de evaluación puede percibirse realizando una rápida incursión
en las páginas web de los algunos de ellos. También es de destacar la pro­
moción de la evaluación en el marco de la Unión Europea (UE): en 1988 se
estableció la obligación de evaluar el empleo de los fondos comunitarios y en
1993 se expidió el reglamento que establece que cada acción comunitaria será
objeto de una evaluación apriori, concomitante y aposteriori. Actualmente la
UE solicita evaluaciones externas sobre la cooperación al desarrollo comuni­
tario a través de la Unidad de Evaluaciones de EuropeAid, oficina ejecutora
de la programación realizada por la Dirección General de Desarrollo de la
Comisión Europea.

Ante el limitado papel real jugado por la población no organizada y los
beneficiarios en los procesos de evaluación inducidos por los organismos
anteriores, surge la necesidad de hacer referencia a la participación de orga­
nizaciones de la sociedad civil, comúnmente conocidas como Organizaciones
no Gubernamentales (ONG), y directamente vinculadas a los flujos financie­
ros internacionales de fundaciones y otros organismos donantes.

En la última década, estas organizaciones han reforzado su papel como
actores en materia de políticas de desarrollo social y comenzado a valorar la
realización de evaluaciones para contar con un mayor conocimiento de las
consecuencias de sus intervenciones. También han contribuido a defender
el derecho a la información y a operacionalizar la rendición de cuentas en
la práctica, al evaluar programas gubernamentales y estrategias de organis­
mos internacionales, como el PR5P, para los que han demostrado contar con
algunas ventajas importantes como la disposición de información indepen-
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diente de la proporcionada por gobiernos y otros actores de las políticas o
su cercanía y sensibilidad para recoger el punto de vista de quienes viven en
condiciones de pobreza.

Su participación en estos procesos, aunque numéricamente limitada a la
fecha, les ofrece la oportunidad de lograr una mejor comprensión del fenó­
meno en estudio y de incidir en la toma de decisiones y el cambio en las polí­
ticas. Algunos de los factores que afectan la calidad de su participación serían:
el grado de desarrollo democrático alcanzado; la relación entre sociedad civil y
Estado; las diferentes y a menudo incompatibles expectativas de participación
de gobiernos y sociedad civil; y el nivel de representación de las comunidades
locales más marginadas.

Obviamente, sus evaluaciones también tienen algunas desventajas, como
la desconfianza provocada por consideraciones de falta de capacidad técnica
y habilidades específicas, representatividad y legitimidad.

En el marco de la evaluación de los PRSP, en AL, se destaca el papel
crítico jugado, en el caso de Bolivia, por el Centro de Estudios de Desarrollo
Rural y Agrícola, que monitorea los niveles de pobreza y desarrolla investi­
gación para estudiar su conexión con los PRSP, a efectos de brindar informa­
ción alternativa a la mostrada a través de los indicadores de estos, y generar
un debate en las organizaciones sindicales y sociales, menos involucradas
que las ONG (Foresti et al., 2002).

A los limitados avances percibidos en materia de participación de las
ONG en la evaluación externa de programas, éstas agregan la creencia de que
muchas evidencias son ignoradas y manipuladas, por lo que discuten si la
sociedad debe o no continuar dedicándole tiempo y recursos a esta actividad.
Otra es la situación en cuanto a la valorización del aprendizaje a partir de
evaluaciones realizadas a sus propios programas y proyectos.

Países desarrollados

Monnier y Barbier (citados en la bibliografía de Políticas Públicas Urbanas,
www.urbanisme.equipement.gouv.fr) realizaron, a principios de los ochen­
ta, un análisis del estado de la evaluación en los 15 estados miembros de
la Comunidad Europea. Encontraron que los mayores avances en materia
de publicación de informes de evaluación y en su utilización en el marco de
negociaciones políticas entre los poderes Ejecutivo y Legislativo y entre actores
nacionales y regionales ocurrían en los países nórdicos, Irlanda, Países Bajos
y Reino Unido. En el resto, la ciudadanía y sus representantes aún no saca­
ban provecho de los trabajos realizados.
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Guerrero (1995) presenta un estudio del estado de la evaluación en nueve
países desarrollados. Sobresalen por sus condiciones favorables y su nivel de
institucionalización EUA, Canadá y Alemania; los Países Bajos muestran
condiciones también favorables, pero con un menor desarrollo; Reino Unido,
Francia, Noruega y Dinamarca presentan condiciones poco favorables y un
desarrollo modesto; finalmente, Suiza cuenta con una institucionalización
muy modesta de la evaluación, pero ésta es demandada por la sociedad civil,
que además participa en sus procesos. Los resultados de las evaluacionés
están totalmente accesibles al público en EUA, Canadá, Francia, Países Bajos
y Suiza.

Por su parte, Thoenig (2002) refiere algunos resultados del estudio que
hiciera en 1999 en unos 20 países de la OCDE. Considera que hay buenas
posibilidades de que se adopten prácticas evaluativas si se respeta su natu­
raleza pragmática, orientada a la acción, a la generación de conocimiento
aplicable y oportuno. Además, plantea que las experiencias más fructíferas
serían las relacionadas con evaluaciones concomitantes y participativas, que
constituirían un acompañamiento de los cambios en el comportamiento
organizacional. Por otra parte, a la ya tradicional presión por la eficiencia, se
agregaría actualmente, una menor capacidad del sector público para tratar
políticamente los problemas públicos, lo que abriría nuevas oportunidades a
la evaluación de la acción pública, que ya no aparece centrada en el Estado,
como sucedía con las políticas públicas. El futuro de la evaluación dependerá
de su capacidad para adecuarse a los nuevos retos sociopolíticos y coadyuvar
a la gobernanza.

La OCDE (2001) y la UE han impulsado reformas presupuestarias en
los países miembros en el sentido de abandonar los controles centrali­
zados, manejar su gestión con flexibilidad y privilegiar la obtención de
resultados, por los que serán evaluados. Sin embargo, eso no ha hecho
que la evaluación sea una realidad generalizada, por lo que en países como
Italia la situación es la siguiente:

... la obligación de evaluar los programas financiados por la Unión
Europea se traduce en un desarrollo reciente de la evaluación en dife­
rentes dominios de la acción pública. Pero el progreso en la calidad de
las evaluaciones y su utilización para fines de aprendizaje organizacio­
nal se enfrentan a fuertes resistencias en el seno de la administración
y a la falta de competencias metodológicas. Este retraso en materia de
evaluación tiene un origen a la vez cultural y organizacional (Stame,
1998: 66).
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En este apartado se trata de recuperar algunas experiencias, más avanzadas
que las latinoamericanas, ya sea por el énfasis en sus instrumentos metodoló­
gicos (EUA) o por las dificultades que han debido superar para el desarrollo
de una cultura de evaluación y la implantación de estos procesos en sus países,
a menudo muy similares a las que se viven en México hoy. En el contexto
europeo, revisaremos el caso del Reino Unido en que su implantación fue
más sencilla, y el francés, en que se han enfrentado dificultades importantes.
Agregamos el caso canadiense, debido a su paradójico desarrollo.

Hay que resaltar que la institucionalización de la evaluación en estos paí­
ses ha asumido formas muy diversas. Pollit (1998) nos plantea que mientras
en EUA ha seguido enfáticamente el modelo del mercado (es un negocio), en
Francia se procedió a su institucionalización jerárquica y en el Reino U nido
funciona como un conjunto de redes sectoriales.

EUA: 105 dilemas de la experimentación

Stufflebeam y Shinkfield (1987) realizan una útil periodización de la evolu­
ción de la evaluación en los EUA:

-1904 a 1930: se le conoce como el periodo pretylerino, en que se extien­
de el experimentalismo, iniciado con base en la psicología por Alfred
Binet para la evaluación del sector de instrucción pública. En 1912,
Starch y Elliot desarrollaron las primeras evaluaciones de los servicios
públicos educativos, en materia de enseñanza de las matemáticas, con­
tando con un grupo que había recibido un entrenamiento especial y
otro que funcionó como control.

-1930 a 1945: la época tylerina, en que los análisis de programas de edu­
cación y salud pública fueron los más desarrollados, resaltando el dise­
ño realizado por Tyler de un método de evalua~ióneducativa, centrado
en el nivel de logro de los objetivos.

-1946 a 1957: la época de la "inocencia" o la irresponsabilidad social, pos­
terior a la Segunda Guerra Mundial, en que la aplicación de técnicas de
investigación social creció fuertemente. A finales de los años cincuenta
se había consolidado en EUA y comenzaba a aplicarse en los países más
desarrollados de Europa. Así, en EUA, la evaluación se desarrolla en
el periodo llamado "sociedad de las reformas" yen Europa durante el
"Estado de bienestar". Los gobiernos fueron los principales demandan­
tes de los procesos de evaluación y la sociedad fue el objeto de estudio
que debía ser modificado.
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-1958 a 1972: la época del realismo. EVA utilizó la evaluación para
impulsar sus programas de gobierno y controlarlos. Se diseñaron nue­
vos tests estandarizados a nivel nacional (en contraste con el método de
Tyler que enfatizaba la diferencia en la aplicación de objetivos de un
lugar a otro) y se utilizó el criterio profesional para valorar las respues­
tas y verificar periódicamente los resultados. Sin embargo, se empezó
a comprender que la evaluación no estaba dando los frutos esperados,
lo que se consignó en un histórico artículo de Cronbach (1963), que
critica la falta de relevancia y utilidad de las evaluaciones realizadas y
recomienda modificar las conceptualizaciones y métodos empleados.
En 1965, con el lanzamiento de la Guerra Contra la Pobreza, la eva­
luación pasó a ser exigida por el Congreso en otros programas sociales,
además de los educativos. Posteriormente, se creó el National Study
Commíttee on Evaluation.

-1973 a la fecha en que escribieron los autores seguidos (1987): la época
del profesionalismo, en que el rol de la evaluación se redefinió como
herramienta de rendición de cuentas, a través el proceso presupuestal,
para medir el desempeño gubernamental en la consecución de objeti­
vos y metas (Boyle y Lemaire, 1998). En este periodo la evaluación fue
ganando reconocimiento en los organismos gubernamentales, institu­
cionalizándose en las universidades y formando profesionales especia­
lizados (Ziccardi y Saltalamachia, 1997).

A partir de 1968, EVA comenzó a innovar con mucho rigor en el
diseño de experimentos sociales que, en opinión de Monnier, fueron
desilusionando a políticos y universitarios, por lo que en la actualidad el
balance es bastante mediocre. Monnier (1995) identifica otra periodiza­
ción en su desarrollo:

-De 1968 a 1975: es el periodo de grandes ambiciones innovadoras en
manos de universitarios. A inicios de los setenta, el gobierno federal
encargaba unas 200 evaluaciones anuales con un costo promedio de
100,000 dólares. Durante el mismo se desarrolló el famoso experimen­
to del "Negative income tax", con 4,800 familias y un costo de 132.7
millones de dólares de 1983. Posteriormente se llevó a cabo el "Great
housing experiment" con 30,000 hogares y un presupuesto de 205.7
millones de dólares de 1983. En el último se hizo un especial esfuerzo
por controlar los sesgos que terminaban por aparecer en todos los expe­
rimentos y que relativizaban sus resultados. El costo promedio de las
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evaluaciones de este periodo fue de 70 millones de dólares y la duración
de los experimentos de ocho a 10 años.

- De 1975 a 1983: es la etapa de los avances modestos. Disminuyen los
objetivos perseguidos por la evaluación y los medios aplicados, el tiem­
po se limita a unos tres años y los costos aproximadamente a la mitad.
El tamaño de las muestras disminuye poco, pero su selección deja de
ser guiada por principios científicos. El trabajo ya no se confía a los uni­
versitarios, se contratan agencias públicas y se cuestionan los resultados
de las experimentaciones. La competencia entre el gobierno federal y
el Congreso por contar con mayor número de evaluaciones llevó a que
en 1977 se realizaran 1,315 evaluaciones.

- De 1983 en adelante: se trata de la etapa del reformismo prudente, con
mayor retroceso del modelo experimental debido a la poca utilidad
de sus resultados. El tamaño de las muestras vuelve a aumentar, pero
disminuyendo sensiblemente los costos promedio (ocho millones de
dólares). El auge de la evaluación acabó durante el gobierno de Reagan,
quien recortó los programas sociales de origen federal.

Actualmente este tipo de estudios es muy poco utilizado en los EVA
debido a los problemas presupuestales generados durante las crisis económi­
cas, al regreso de los conservadores que no se motivan con grandes innova­
ciones y a la desconfianza de políticos, universitarios y opinión pública frente
a los costosos experimentos.

Monnier agrega que otra de las causas del fracaso de este enfoque de la
evaluación se encuentra en sus postulados erróneos: a) racionalidad única y
objetivos permanentes; b) relaciones lineales y unívocas entre el programa a
prueba y sus efectos; e) representación utópica de una administración públi­
ca imparcial en la aplicación de la ley; y d) existencia de una solución única
y uniforme, lo que provoca que la experimentación se justifique solamente
cuando se pretende la generalización del programa a todo el país, si se com­
prueba que provoca los resultados deseados.

La Office of Management and Budget (OME), responsable de la prepara­
ción del presupuesto federal, es quien ha coordinado en los últimos años la
evaluación de programas gubernamentales. Por su parte, el Poder Legislativo
cuenta con el apoyo de cuatro agencias independientes del gobierno, que le
permiten actuar como contrapeso: General Accounting Office (GAO), Con­
gressional Budget Office, Office of Technology Assessmenty Congressional
Research Service. La GAO es, desde 1967, la responsable, a nivel federal, de
evaluar políticas y programas públicos. La mayor parte de las solicitudes
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de evaluación la realizan los comités del Congreso o sus miembros indi­
vidualmente; aunque también pueden efectuarse por solicitud del órgano
responsable del programa o por obligación legal de la Sunset Legislation,
que establece las instituciones, políticas y programas que deben evaluarse
periódicamente.

En 1998 se aprobó la Federal Sunset Act que exige la revisión periódica
de la eficacia y eficiencia de las agencias federales. Dichas evaluaciones son
realizadas por una comisión ad hoc, compuesta de ocho congresistas y cuatro
particulares, que permanecen seis y tres años, respectivamente, en sus cargos.
Trabajan en contacto con la GAO, la OMB, el Comptroller General y los comi­
tés del Congreso. Su producto es una recomendación dirigida al último sobre
la conveniencia de continuidad o finalización de las agencias evaluadas.

Las condiciones sociales para el desarrollo de la evaluación son óptimas,
en la medida en que la oposición cuestiona al gobierno desde el Congreso y
ambas partes requieren evaluaciones para fundamentar sus posiciones. Ade­
más, existe un número importante de expertos en evaluación y recursos para
desarrollarlas.

Reino Unido:
un efectivo trabajo de convencimiento y capacitación

Si bien desde el siglo XIX existen antecedentes de evaluación de servicios
públicos, Saint-Clair (1993),24 describe los primeros pasos que el Reino Uni­
do dio para implantar la evaluación de políticas. Comenzó por crear un grupo
mínimo (dos personas), con recursos suficientes para contratar consultores
externos de corta duración; luego, definió los objetivos de la evaluación que
se llevaría a cabo (mejorar la gestión, la toma de decisiones, la asignación de
recursos, etcétera). Cubiertos estos dos aspectos, comenzó la tarea que cubrió
varias etapas:

a) Se hizo un diagnóstico del estado de la evaluación ya que, al igual
que en México, todos los ministerios afirmaban hacerla, pero no
pasaban de medir la eficacia de los servicios. Encontraron que los
sectores más avanzados en la materia eran los vinculados al merca­
do: comercio, industria, empleo, etcétera. En materia social iban a la
vanguardia salud y educación, pero sólo con evaluaciones de aspec­
tos parciales.

"Director adjunto de [aJoint Management Unit.
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b) Se propuso cambiar la concepción de la evaluación: de la auditoría y
la inspección, a un elemento constitutivo de la gestión administrativa.
A diferencia de otros gobiernos que ubicaron a la evaluación en los
Ministerios de Finanzas o las efectuaron por medio de despachos de
auditores externos, se resolvió la aplicación de evaluaciones internas a
los departamentos.

e) Se diseñó un plan estratégico, enfocando el trabajo a los 300 funcio­
narios con rangos de subsecretarios y responsables de los grupos de
evaluación de políticas para convencerlos de la posibilidad y la utilidad
de la evaluación. Éste se desarrolló también en diversas fases:
-Durante tres años, la evaluación se introdujo en el programa de

formación de altos funcionarios (jóvenes de 30-40 años), con una
duración de seis semanas, a tiempo completo, y organizó en cada
ministerio una serie de 5Oseminarios de media jornada para todos
los altos responsables de la función pública. La misma incluía una
exposición de una hora y luego un trabajo en equipo para intentar
evaluar una política de su propio ministerio. Finalmente, se hacía
un balance para analizar lo que podría mejorarse en materia de
organización de la evaluación, diseño de indicadores-clave, etcétera.
Contrario a lo que se temía, las respuestas a este proceso fueron
muy positivas.

-Posteriormente, se invitó a los departamentos a proponer uno o
dos estudios de caso en áreas que no habían sido sistemáticamente
evaluadas, con el objetivo de aplicar los métodos y técnicas apren­
didos. Se prepararon documentos de aproximadamente 10 páginas,
mostrando los beneficios de la evaluación y las posibilidades de
su aplicación en otros departamentos. En paralelo, el Ministerio
de Finanzas comenzó a exigir la evaluación como requisito para la
aprobación de programas con gasto público.

-Se dejó a los ministerios la decisión de la importancia que le atribui­
rían a la evaluación: los más avanzados crearon servicios especializa­
dos; los menos, la dejaron en manos de los mismos jefes del servicio,
con el apoyo de una célula de expertos en metodología.

-En 1988 se publicó un manual, "Policy Evaluation. A guide for
managers", que se envió a los altos funcionarios, para el desarrollo de
evaluaciones de políticas públicas. Sus principios eran presentados
en forma muy simple, acompañados de un glosario con los princi­
pales términos especializados, a fin de desmitificar la evaluación y
evitar los temores que la acompañan.
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d) En 1991, se hizo una nueva revisión de avances: algunos sectores
habían integrado la evaluación a sus procesos; otros presentaban
avances mínimos.

e) En 1992, el Ministerio de Finanzas reforzó su importancia, al vincu­
larla más al sistema de asignación de recursos. En paralelo, trabajó con
la Comisión Parlamentaria de Control de las Cuentas Públicas para
mejorar la presentación de la información al Legislativo.

En resumen, el gobierno británico logró avances importantes en el campo
en 1980-1990, en que Margaret Tatcher impuso la evaluación de la eficiencia
por medio del concepto de value for money, que incluye auditorías de desem­
peño, exámenes especiales y evaluación de programas a nivel microeconó­
mico. En este enfoque el máximo evaluador es el mercado, compuesto por
oferentes y demandantes; de ahí la tendencia a simularlo cuando no existe.
Sus dificultades no fueron de orden metodológico, sino vinculadas a la resis­
tencia de los responsables de programas para dedicar tiempo a esta actividad,
en detrimento de otras consideradas más urgentes.

La Audit Comision, organismo independiente que evalúa en forma
externa la eficiencia de los servicios que brindan las comunidades locales,
implantó desde 1994 la aplicación de indicadores no financieros, los que
deben publicarse anualmente y han provocado un importante interés entre
los ciudadanos. Permiten realizar el benchmarking entre entidades similares y
analizar la evolución histórica de los mismos.

En 1997, el gobierno británico adoptó un programa nacional piloto, Best
Value, que combina el enfoque racional-objetivo de la evaluación de resul­
tados e impactos con otro de tipo argumentativo-subjetivo, que enfatiza el
aprendizaje organizacional. Esto debido a que la evaluación racional produce
bancos de datos pero no genera información útil o cognición, no provoca
cambios de comportamiento en la acción (Thoenig, 2002).

El Tesoro, encargado de la política presupuestaria y financiera, es quien
incita a las administraciones a evaluar sus programas y difunde normas meto­
dológicas para su desarrollo.

En el parlamento, el Public Accounts Committee cuenta con el apoyo de
la National Audit Office (NAO) y tiene atribuciones para pedir cuentas a los
responsables de programas, pero dispone de pocos recursos para cumplir esa
función. La NAO está facultada para examinar la actividad de los departamen­
tos ministeriales y de los órganos públicos desde el punto de vista económico,
de eficiencia y eficacia. Cada año presenta alrededor de 50 informes del tipo
value for money al Parlamento (Goldsworthy, 1998).
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No existe ninguna autoridad dominante que controle el conjunto de
actividades de evaluación, si bien, la influencia de las instituciones centrales
de gobierno es importante. Tampoco hay un grupo de grandes firmas que
concentre los recursos de evaluación, como en los EVA (Pollit, 1998). Cuenta
con una reducida disponibilidad de especialistas en evaluación y poca apli­
cación de las ciencias sociales a este campo, donde el componente político
queda casi excluido. Sin embargo, se ha desarrollado una evaluación crítica
en los centros de investigación que luchan por conservar su independencia,
que pone en evidencia el carácter discriminativo de los dispositivos oficia­
les, la reproducción y profundización de las diferencias entre los jóvenes,
los efectos perversos de sus criterios en la asignación de recursos, etcétera
(Freyssinet, 1998).

En un seminario realizado en 1997 en :Francia se describía a la evaluación
en Gran Bretaña como más desarrollada que en el país anfitrión en todos
los niveles de la administración pública, disponiendo de recursos financie­
ros y humanos más importantes y haciendo un uso más sistemático de sus
resultados en la gestión. La misma es realizada mediante la conformación de
redes de expertos sectoriales, que incluyen universitarios, profesionistas y
miembros de la administración pública, y no se limita a los estudios de value
for money, utilizando una pluralidad de métodos cuantitativos y cualitativos,
incluyendo el empleo de protocolos experimentales, aunque en forma menos
frecuente que en los EVA.

Canadá:
¿evaluación real o mero ritual?

La evaluación de programas ha sido siempre monopolio del Poder Ejecutivo.
Dio inicio en 1978 a cargo de la Oficina del Contralor General del Canadá,
aunque existían antecedentes desde los sesenta. Éste definía los estándares
metodológicos, formaba parte del equipo que seleccionaba a quienes harían
las evaluaciones, dirigía la formación de evaluadores, elaboraba guías y
demás documentos de apoyo, etcétera. Su reinado en la materia duró hasta
su desaparición en 1995.

En 1987, Canadá era el país más avanzado en materia de evaluación
(Saint-Clair, 1993). Cada ministerio contaba con una unidad de evalua­
ción, responsable ante el ministro del ramo, que aplicaba evaluaciones a
todo el conjunto, a intervalos regulares, de forma que todos fueran evalua­
dos en ciclos de cinco años. Para ello se realizaban entre 300 y 400 evaluaciones
anuales.
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Sin embargo, Lacasse (1993) tenía la hipótesis de que muy pocas de ellas
se enfocaban a analizar sus aspectos más trascendentes: la pertinencia de la
política, la necesidad de su permanencia o las propuestas de cambios, etcétera.
Un examen de los informes demostró que se dedicaban sólo unas pocas frases
rituales al tema central y la propuesta de algunas "pistas a explorar". En teoría,
los evaluadores sabían que debían revisar la razón de ser de los programas, pero
todos consideraban que en la práctica era imposible realizarlo con rigor, inútil
intentar convencer a los decisores de su importancia, o incluso ilegítimo, debi­
do a las restricciones que pesaban sobre la actuación del ministerio. También
afirmaban que al evaluador no correspondía realizar las propuestas, sino a los
consejeros en gestión; además de que nadie se las solicitaba.

Se encontró que las "verdaderas" evaluaciones solicitadas por el contra­
lor no se llevaban a cabo, siendo sustituidas por evaluaciones "realistas", más
débiles, demandadas por los propios ministerios. Además, el evaluador debía
cuidar que su trabajo no excediera los límites del propio ministerio y evitar
la formulación de propuestas de cambios estructurales que implicaran altos
costos potenciales a su cliente.

Se llegó así a una ritualización de la evaluación que no podía cuestionar
la existencia misma del programa a cargo del ministerio que solicitaba su
evaluación, sólo podía proponer mejoras marginales. Se trataba, entonces,
de una paradoja: el país contaba con una amplia institucionalización de la
evaluación, pero la forma en que realmente se aplicaba, defendía los intereses
ministeriales y del evaluador, quien optaba por colaborar en lugar de cumplir
su papel de agente de cambio. Complementariamente, había muy pocos tra­
bajos sobre la utilización de los resultados de la evaluación.

Lacasse concluyó que, a pesar de todo lo escrito en materia de metodo­
logía de la evaluación, ésta seguía siendo un instrumento manipulable, por lo
que se requería de una instancia capaz de funcionar como contrapeso de los
intereses sectoriales y organizacionales. Por otro lado, consideraba imposible
intentar evaluar sistemáticamente todas las políticas y hacerlo en profundi­
dad (dilema entre cantidad y calidad), tanto por falta de recursos como por
imposibilidad de que el sistema político-burocrático digiriera sus resultados,
por lo que propuso contar con algunas evaluaciones efectuadas a fondo, con
fuertes dosis de análisis político, aprovechamiento de oportunidades, etcéte­
ra, sólo en los casos en que se requiriera de cambios sustantivos y se estuviera
dispuesto a realizarlos; mientras el resto continuaba con el mero ritual.

En julio de 1994 comenzaron a aplicarse tres nuevas políticas, entre
las que sobresale el examen de los programas, tendiente a una gestión
por resultados que pretende saber: l. si la política o el programa está de
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acuerdo con las prioridades del ministerio y responde a las necesidades del
momento; 2. si logra sus objetivos de acuerdo a su presupuesto y sin impo­
ner repercusiones no deseadas; y 3. si utiliza los medios más apropiados y
eficientes para alcanzar sus objetivos. En el marco de esta política principal
se aplican también las políticas de evaluación y de verificación interna.
Dentro de la primera se prevé el nombramiento en cada ministerio de un
gestor superior, responsable de realizar las evaluaciones, independiente de
las actividades evaluadas.

A este examen de programas se atribuye la disminución del gasto en
un 12 por ciento entre 1993-1994 y 1998-1999, Y su concentración en gasto
social. Sin embargo, su éxito para modificar la tendencia previa es sólo par­
cial, persistiendo múltiples problemas, entre los que sobresalen un 60 por
ciento de las evaluaciones sin medición de impactos, debido al énfasis exclu­
sivo en la satisfacción del cliente, o, la ausencia de análisis de su pertinencia,
por concentrarse sólo en su proceso de implementación (Turgeon, 1998).

Este autor mencionaba que la evaluación adquiría tanto la forma prét a
porter (positivista) en el caso de programas limitados, de un solo objetivo y
experimentales, como su confección "hecha a la medida" (constructivista) en
el caso de las políticas interministeriales; sin que ninguna intentara imponer­
se sobre la otra forma. Desde 1994 se ha tratado de involucrar a los grupos
de interés.

El caso del programa de acción comunitaria para los niños tuvo la par­
ticularidad de conjuntar los dos enfoques anteriores para dar una respuesta
más amplia a sus requerimientos: responder con seguridad a la generalización
estadística de sus posibles impactos y adaptar las evaluaciones a las preocu­
paciones cualitativas de quienes gestionan los proyectos, sobre todo a nivel
regional.

Turgeon planteaba que la tendencia era que la evaluación continuara en
manos del Ejecutivo (ante un Legislativo absolutamente ausente) y que, si no
se introducían cambios, se continuaría sin conocer realmente el impacto de
los programas, como había sucedido en los últimos 20 años.

Actualmente, Canadá orienta su gestión por resultados, reemplazando
controles a priori por la evaluación a posteriori, con base en la Ley sobre la
Administración Pública del año 2000. Este enfoque se acompaña de una
amplia participación de los funcionarios centrada en el aprendizaje, de la
utilización de los resultados en la toma de decisiones, de la elaboración de un
balance de la utilidad de la evaluación realizada, de una rendición de cuen­
tas obligatoria a la ciudadanía y de un reforzamiento del rol de la asamblea
general en la evaluación de la gestión.
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Los aspectos considerados en la evaluación son: pertinencia de las políti­
cas y programas al momento de su evaluación; coherencia entre actividades,
resultados y misión; nivel de logro de los objetivos; impactos positivos y
negativos; y, si corresponde, los medios cómo podrían alcanzarse los obje­
tivos en forma más eficaz, mediante ajustes al programa actual o con la
introducción de otro nuevo. Los criterios empleados en su evaluación son,
entonces, la pertinencia, la eficacia, la eficiencia y el impacto. Las cualidades
que deben integrarse en la evaluación incluyen: la validez, la fidelidad a la
situación, la credibilidad y la utilidad.

Cada ministerio u organismo decide qué programas serán evaluados
y mediante qué procesos, salvo que se haga por iniciativa del Consejo del
Tesoro. También pueden realizarse a nivel interministerial y gubernamental
en su conjunto.

Las organizaciones que fomentan la evaluación de programas y la rendi­
ción de cuentas son el Parlamento, el Ministerio de Finanzas y el Consejo del
Tesoro. Existen muchos especialistas dedicados a la evaluación, provenientes
de las ciencias sociales.

Francia:
en búsqueda de un modelo adaptado a su idiosincrasia

La evaluación aparece en Francia, en los años ochenta, con la expectativa de
mejorar la gestión pública y aumentar la democratización de la toma de deci­
siones. El antecedente inmediato de la evaluación en este país se encuentra en
los setenta, en que el Ministerio de Finanzas promovió la evaluación apriori,
mediante la RCB, similar al PPBS de los EVA.

El periodo 1980-1985 se identifica como de reflexión sobre el tema.
Nioche (1982) identificaba problemas sociopolíticos, administrativos y
metodológicos que dificultaban su avance. Este autor señalaba, en 1983, al
hacer un balance de la situación, que Francia realizaba muchas evaluaciones
por demanda institucional, pero estaba muy atrasado en cuanto a la demanda
social y ciudadana, tal cual se presentaba en Suecia, Dinamarca o Canadá. En
1983, se llevó a cabo un importante Coloquio Internacional sobre la Evalua­
ción de las Políticas Públicas, que sirvió para revisar los avances realizados y
dejó planteadas muchas inquietudes.

En cambio, en el siguiente decenio, se incrementa notablemente el
desarrollo de la evaluación. En 1986, se produce el Informe Deleau, rea­
lizado con Nioche, Pens y Poinsard, a solicitud del gobierno socialista
(Deleau et al., 1986). En él se define a la evaluación de políticas públicas
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como "identificar y medir sus efectos propios", con dos características prin­
cipales: a) el énfasis en los efectos de la acción pública hacia el exterior, a
diferencia del control tradicional enfocado en los procesos internos; y b) su
voluntad de medición cuantitativa, sumaria, que evitara que su desarrollo
tardara periodos muy extensos. Ésta se basa en dos principios deontológi­
cos: la autonomía financiera e institucional del evaluador que garantiza su
objetividad, y la replicabilidad posible de los resultados por otro evaluador
que utilice la misma metodología. Se propone un proceso a cargo de alguna
instancia habilitada al efecto (gobierno, parlamento, jueces, etcétera), sin
participación ciudadana. Monnier (1995) define esta evaluación como de
carácter "gerencial", preocupada por la eficiencia y la optimización de los
recursos presupuestales y olvidada de la dimensión política.

En 1988 se discuten dos alternativas: crear un consejo nacional de eva­
luación, de carácter independiente, o bien un consejo interministerial de
evaluación, de tipo gubernamental.

En 1989, se presenta el Informe Viveret al gobierno de Francois Mitterrand,
que enfatiza el control democrático. En él, la evaluación de una acción públi­
ca se transforma en "emitir un juicio sobre el valor de esta acción", que sólo
los tribunales y los representantes electos tienen legitimidad para realizar, con
excepción de los casos de autoevaluaciones. Dicho juicio debía fundamentar­
se en cuatro garantías para que la evaluación cumpliera con su responsabi­
lidad democrática de movilización de la capacidad crítica de la ciudadanía:
independencia de criterio (salvo en las autoevaluaciones), competencia y
rigor, transparencia en el enunciado de los métodos y criterios aplicados, así
como en los resultados obtenidos, y pluralismo de opiniones en lugar de la
persecución de una verdad única. A esto se agrega, salvo casos excepcionales,
la regla de publicidad de los resultados. Se trata de una evaluación destinada
a enfrentar "la debilidad del Poder Legislativo", "el monopolio de la pericia
en manos de la Administración Central" y "el déficit de las formas de organi­
zación democráticas" (Viveret, 1989; citado por Monnier, 1995).

La intención de esta evaluación era también que el decisor actuara con
conocimiento de las consecuencias de sus actos, o sea que, buscara combinar
su aportación al reforzamiento de la democracia y a la eficacia administrativa.
Monnier (1995) la define como una evaluación "democrática", por contraste
con la sostenida en el Informe Deleau y con la evaluación "pluralista", impul­
sada por él mismo durante el debate gubernamental previo a la presentación
del Informe Viveret. Como consecuencia de este informe, se optó por la crea­
ción del Comité Interministerial de Evaluación (Cime), acompañado de la
integración del Fondo Nacional para el Desarrollo de la Evaluación (FNDE).
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El Cime está compuesto de cinco miembros permanentes y de los minis­
tros implicados en el tópico evaluado. Los primeros son propuestos por el
Consejo de Estado, la Corte de Cuentas, el Mediador Nacional, o el Consejo
Económico y Social. Este último es un cuerpo consultivo que representa a
las organizaciones nacionales socioprofesionales, que puede sugerir el límite
de ciertos financiamientos (OCDE, 1995). El Cime decide sobre el inicio de la
evaluación, aprueba su metodología, acuerda su financiamiento y recibe el
informe. El FNDE cubre el 50 por ciento de los costos de evaluación, mientras
el resto lo pagan los ministerios.

En menos de dos años se crearon unas siete instancias permanentes, lo
que hace a Duran y Monnier (1992) considerar que Francia entró al tema
de la evaluación con mucho formalismo y una cierta precipitación. En la
práctica, sólo el gobierno aplicó evaluaciones, bajo la presión de los acuerdos
comunitarios de Bruselas y en el contexto de las reformas de centro-izquierda
en la administración pública.

En 1990, el gobierno de Michel Roccard emitió el decreto núm. 90-82
que creó formalmente el sistema nacional de evaluación de políticas públicas,
basado en principios de transparencia, pluralismo, independencia y rigor,
cuya definición fue: "Investigar si los medios jurídicos, administrativos y
financieros puestos en práctica permiten producir los efectos esperados por
esta política y alcanzar los objetivos que se han señalado" (traducción libre).
Como puede verse, se retrocedió a poner énfasis en la evaluación a priori,
olvidándose del pluralismo y la participación del Parlamento. La evaluación
quedó a cargo del Cime, el FNDE Y de un Consejo Científico de Evaluación
(CCE) que garantizaría el pluralismo metodológico, la independencia de las
evaluaciones y jugaría un rol pedagógico importante. Sus miembros, 11
personalidades independientes, con distintas experiencias profesionales y
supuestamente especialistas, serían designados por seis años por el Presiden­
te de la República y presididos por el primer ministro.

Una vez que el Cime, organismo con mayor poder que el CCE, decidía
las políticas que habrían de evaluarse, se integraba una instancia específica,
compuesta de lOa 12 personas, entre funcionarios, especialistas, investigado­
res universitarios y responsables de programas, que diseñaban la evaluación
(sus métodos, técnicas, fuentes de información, etcétera). El CCE debía emitir
un comentario inicial sobre la calidad de la propuesta y finalmente sobre la
evaluación realizada, misma que se publicaba junto con ella. También debía
hacer un reporte anual sobre las actividades de evaluación desarrolladas y
los avances en materia de formación de evaluadores. En realidad, ninguna de
estas actividades se cumplió en los primeros años de su creación.
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En este periodo proliferaron las instancias de evaluación o "comités de
sabios", según Monnier (1995), cuya independencia y neutralidad garantiza­
rían la legitimidad de la acción del Estado. Además de las ya nombradas a
nivel intersectorial nacional (Cime, CCE y FNDE), se crearon otras de carácter
permanente: una instancia de política sectorial (Comité Nacional de Evalua­
ción de la Política de la Ciudad), otra vinculada a la aplicación de una ley
(Comisión Nacional de Evaluación del Salario Mínimo Interprofesional), y
dos relacionadas con programas públicos (Comité Nacional de Evaluación de
la Investigación y Comité de Evaluación y Prospectiva de Nuevas Califica­
ciones Profesionales). En la práctica, estas estructuras no se componían sólo
de expertos, sino que integraban miembros del Consejo de Estado y el Tri­
bunal de Cuentas, lo que las mantenía fuertemente vinculadas al tradicional
control administrativo y con riesgo de ser absorbidas por el sistema que se
proponían modificar, sobre todo porque el parlamento quedaba totalmente
al margen y no había desarrollado su especialidad en materia de evaluación
(Muller, 1994).

También fue publicada una Guía de evaluación, que sistematizaba la
experiencia de la Misión de Evaluación y Prospectiva, del Ministerio de
Equipamiento. Además, entre 1988 y 1993, se llevaron a cabo cinco semi­
narios para discutir temas como la relación de la evaluación con la admi­
nistración, la investigación, la decisión y el juicio valorativo, así como, el
rol del evaluador. Por su parte, el CCE definió los cinco criterios que guían
la evaluación de políticas en Francia: pertinencia de los objetivos a los pro­
blemas que el programa intenta resolver, coherencia entre su concepción
y su implementación, eficacia en el logro de sus objetivos, eficiencia en la
relación costo-beneficio, efectividad o impacto de las consecuencias globales
de la política. Para Crozier (1989), siguió siendo una evaluación tecnocrática,
sin participación de los más competentes, los usuarios y administrados, cuyo
grado de satisfacción se ignora.

Alrededor de 1995 se produce la etapa de maduración de la evaluación,
de balance de lo realizado y también de cierto desinterés por ella. En la prác­
tica se habían presentado sólo 27 proyectos de evaluación,21 de los cuales
sólo lOse finalizaron, tardando para ello entre dos años y medio y cuatro
años. Ninguna de dichas evaluaciones fue examinada en su fase terminal y se
reconoció oficialmente que no fueron utilizadas para retroalimentar la toma
de decisiones gubernamentales. Las razones de lo anterior fueron: técnicas,
porque se encontraron problemas vinculados a la definición de los objetivos

"Fueron 10 evaluaciones en 1991, siete en 1992, seis en 1993, cuatro en 1994 y ninguna en 1995.
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de la evaluación, su carácter meramente descriptivo, dispersión, heterogenei­
dad y pérdida de datos, entre otros; y políticas, ya que se enfrentaron proble­
mas de credibilidad en la dinámica del trabajo colectivo y las negociaciones
realizadas.

Los sectores que más avanzaron en la evaluación de sus políticas fueron:
desarrollo regional y urbano, equipamiento, salud y educación. Monnier
(1995) critica el tipo de evaluación gerencial y "apolítica" que se ha aplica­
do en la educación universitaria, la investigación y la salud, donde más que
entre expertos en evaluación, la discusión se produce entre "antiguos pares"
universitarios, investigadores o médicos, enfoque que también subyace en
los proyectos aprobados por el Cime. En los primeros dos casos se formó un
Consejo de Evaluación Universitaria y de Investigación que, en opinión de
Thoenig (1996), obligó a la realización de discusiones argumentadas y a una
evaluación con énfasis en los procesos, más que en los impactos.

Por otro lado, se percibía una tendencia a no querer perjudicar a nadie
con los resultados de las evaluaciones, lo que se tradujo en información poco
útil y una permanente tentación por autoevaluarse. Además, el parlamento
francés no se había mostrado motivado por capacitarse en materia de evalua­
ción para asumir una misión de control del Poder Ejecutivo. Sólo contaban
con un Servicio de Evaluación de las Elecciones Científicas y Técnicas, con
mínimas atribuciones y pocos recursos.

Nioche (1993) resumía los problemas enfrentados por la evaluación a par­
tir del decreto de 1990 en los siguientes: concepción limitada de tipo geren­
cial, estructura administrativa compuesta por tres organismos controlados
por el Ejecutivo y ausencia de una institución independiente especializada en
evaluación, falta de participación del parlamento, procedimientos complejos
en que los roles y las responsabilidades no estaban claramente delimitados,
falta de desarrollos metodológicos propios para enfrentar el rechazo relativo
de los extranjeros, trabajo disperso y de poco rigor, limitada utilización de
sus resultados en el debate público y la toma de decisiones administrativa,
entre otros. Consideraba que la institucionalización de la evaluación de la
acción pública requería de una reforma del Estado, que modificara el funcio­
namiento del parlamento y los cuerpos de control. lrosa (1993) agregaba la
existencia de un incremento de procedimientos y un déficit de aprendizajes,
así como resaltaba la falta de conexión entre la evaluación y la administración
interna.

Por su parte, Lascoumes y Setbon (1996) describían las evaluaciones
realizadas como: cuidadosas en la selección plural de actores, con fuerte
presencia de la administración y los cuerpos de inspección, una cultura
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dominante de inspección y auditoría, un déficit generalizado de profesio­
nalización, una amplia autonomía de las instancias de evaluación, y general­
mente, la presencia de un actor administrativo que demandó la evaluación,
forma parte de dicha instancia, y trata de jugar un rol central. Setbon (1998)
agrega una débil implicación de los actores políticos que impide que las
evaluaciones se traduzcan en un reposicionamiento del tema en la agenda
y en su transformación, mientras que se manifiesta un amplio interés de los
administradores que operan programas, un avance en materia de esclareci­
miento de problemas y de aprendizaje social bajo el concepto de evaluación
formativa.

En 1996 se crearon dos oficinas parlamentarias. La primera, referida a
la evaluación de políticas públicas, para enfrentar la necesidad de evaluar,
retrospectiva y prospectivamente, la acción gubernamental y también la del
propio Parlamento; todo esto, nuevamente, el! el marco de las directivas
adoptadas por la Comunidad Europea. La segunda, dedicada a la evaluación
de la legislación, de composición estrictamente política, con menos poder
que la anterior, ya que si bien puede recurrir a expertos, carece de un orde­
namiento administrativo y financiero que facilite su misión. Esta decisión_
permitió restablecer un cierto equilibrio en los contrapesos entre poderes
del sistema francés, con cuatro riesgos importantes: una evaluación mera­
mente política (no objetiva, que defienda intereses partidarios), sin suficiente
garantía científica, que dispusiera de medios limitados, y apoyada por una
voluntad política incierta. Ese año se publicó también una Pequeiía guía para
la evaluación de políticas públicas.

Hacia finales de los noventa, Francia vivió una cierta consolidación y
madurez institucional de la evaluación, acompañada de un relanzamiento de
la misma a nivel gubernamental y parlamentario. En noviembre de 1998, se
produjo un nuevo decreto del Presidente de la República (núm. 98-1048),
que creó el Consejo Nacional de Evaluación de Políticas Públicas (eNE) y
manifiesta que "La evaluación de una política pública, en el sentido del pre­
sente decreto, tiene por objeto apreciar, en un cuadro interministerial, la efi­
cacia de esta política, comparando sus resultados a los objetivos asignados y
los medios empleados" (traducción libre). Se trata del regreso al concepto de
evaluación ex post para el mejoramiento de la eficacia de las administraciones
públicas, basado en la aplicación de procedimientos más rápidos de evalua­
ción (máximo de 18 meses, salvo casos excepcionales). El decreto busca un
equilibrio entre la participación plural de los interesados (stakeholders) al estilo
americano y el control, bien francés, del proceso por la administración. Se
insiste en la transparencia y publicidad de los resultados, así como en una
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nueva apertura del CNE a los representantes parlamentarios y miembros del
Consejo Económico y Social.

El CNE, compuesto de 14 personas de tiempo parcial, nombradas por
el gobierno por periodos de tres a seis años, está encargado de definir el
programa anual de evaluaciones a proponer al Primer Ministro, registrar los
reportes de evaluación de los comités y ofrecer el servicio de consulta meto­
dológica por solicitud. El comisariado del plan actúa como apoyo secretarial
del CNE y publica los informes de evaluación, junto con los comentarios de
este comité y de los ministros.

El procedimiento en marcha implica una toma de decisión respecto de
lo que será evaluado (leyes, políticas, programas), seguida del nombramiento
por el gobierno del presidente del dispositivo o comité de conducción de la
evaluación, una instancia independiente compuesta en cada caso por 12 a 30
miembros designados por el Primer Ministro a título personal (profesionales,
diputados locales, expertos, servidores públicos, representantes de la sociedad
civil y grupos de interés, entre otros) con objeto de monitorear la evaluación
(definir metas, realizar la planeación de la investigación, efectuar audiencias,
visitas de trabajo, etcétera), interpretar e integrar el conocimiento validado y
escribir el informe final. Para el cumplimiento de su objetivo, el dispositivo
de evaluación es responsable de escuchar a los diversos actores implicados,
previo a la discusión de los problemas específicos que serán analizados en el
trabajo y de la coordinación del estudio preliminar que permitirá la elabora­
ción de los términos de referencia. Posteriormente elige a los encargados de
realizar la evaluación, que pueden ser órganos de la administración pública,
consultorías privadas, equipos universitarios o de investigación. 26

De esa forma puede decirse que en la evaluación participan cuatro tipos
de actores (autoridades públicas, instancias de evaluación interna, comités de
evaluación ad boc y expertos profesionales), que cumplen tres roles bien dife-

"Como ejemplo de la composición del dispositivo de evaluación, el correspondiente a la evaluación de la
Ley Quinquenal del Trabajo, el Empleo y la Formación Profesional contó con seis miembros de la Administra­
ción Pública (ministerio correspondiente y Ministerios de Educación Nacional, Asuntos Sociales y Presupuesto,
delegado interministerial y comisariado general del Plan), y nueve personalidades calificadas (un experto, dos
investigadores universitarios, dos diputados locales, un operador, un empresario y dos representantes de asocia­
ciones). Esta instancia fue asistida por un redactor general y varios redactores auxiliares puestos a disposición
por los ministerios involucrados (Cime-primer ministro-comisariado general del Plan. 1997).

Otro ejemplo relevante lo constituyó la evaluación de la política de lucha contra el Síndrome de Inmuno
Deficiencia Adquirida (SIDA) 1994-2000. En este caso se buscó que la instancia no estuviera conformada por
especialistas en la epidemia sino por investigadores o representantes de asociaciones. Se integró con partici­
pación de diferentes disciplinas de las ciencias sociales intervinientes en el campo: epidemiología, sociología,
economía, derecho, medicina general, psiquiatría, medicina social y preventiva, además de Jos representantes
de los administradores, miembros de salud, justicia y educación y el jefe de la dirección de SIDA. SU primer
presidente renunció a los ocho meses por no poder garantizar la calidad científica del informe en el tiempo
disponible (cNE-comisariado general del Plan, 2002).
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renciados (una instancia que solicita la evaluación, otra que la coordina y un
órgano científico o experto que la realiza), con mecanismos de coordinación
entre ellos. De esta organización depende en buena parte el éxito del trabajo,
mismo que está, a su vez, marcado por las características de quien preside la
instancia de evaluación ad hoc.

En 1999 se consideraba que la evaluación se había vuelto una realidad en
el país, aunque Francia seguía presentando un retraso en materia de rendición
de cuentas de la gestión pública a la sociedad. Thoenig (1998) había caracteri­
zado el dispositivo de evaluación francés como extremadamente centralizado
y dependiente de los decisores gubernamentales, confrontado a dudas sobre
su legitimidad y utilidad al no poder garantizar la eficiencia y la eficacia de
los actos públicos; razón por la que se debía desmitificarla al mismo tiempo
que difundirla.

Freyssinet (1998) señalaba que, a pesar de que la evaluación es estruc­
turada y financiada por el Estado, la paradoja es que sus resultados son
muy críticos, al poner el acento en las desigualdades, disfuncionamientos
e ineficacias. Piensa que esto se explica por la tradición de independencia y
deontología de quienes componen las instancias de evaluación, entre cuyos
'b f d" .~mlem ros aparecen uertes contra lCClOnes. .- .-..----.- --

También en 1999 hay que resaltar la pUéstá~n marcha por el parlamento
de una Misión de Evaluación y Control del Gasto Público (MeE) y la crea­
ción de la Sociedad Francesa de Evaluación (SFE), con la integración de 250
universitarios, consultores y miembros de la administración pública, que ya
llegaban a 300 en 2002.

Al cierre del siglo, nadie discutía la importancia de la evaluación, pero
su arraigo era meramente institucional; por otro lado, la experimentación
había sido totalmente desechada y sustituida por el "pluralismo a la france­
sa", también el papel que originalmente cumplieron los economistas como
evaluadores, quienes fueron reemplazados poco a poco por los sociólogos. El
fuerte peso relativo del Ejecutivo sobre el Legislativo, así como su centrali­
zación histórica, había dificultado un desarrollo que tampoco había contado
con una importante demanda ciudadana.

En agosto 2000 se produjo una circular del primer ministro sobre la
evaluación de los contratos de Plan Estado-región que relanza los proce­
dimientos impulsados por el comisariado general del Plan. El número de
evaluaciones realizadas en Francia desde 1980 alcanzaba en 2002 la cifra
aproximada de 1,500, con un amplio espectro de métodos y en la mayoría
de los campos, incluyendo políticas locales (42 en total), ministeriales e
interministeriales.
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Hespel sintetiza el desarrollo metodológico e institucional que la eva­
luación ha logrado en el último decenio, pero advierte que las aportaciones
logradas" ... indican la necesidad de atemperar con pragmatismo algunas
ambiciones iniciales" (Hespel, 2002: 51, traducción libre). Y es que se han
difundido métodos y criterios de evaluación, se han formalizado los proce­
sos en todos los ministerios, se ha desarrollado una expertise universitaria y
administrativa, la Sociedad Francesa de la Evaluación ha realizado exitosos
coloquios, se incrementó sustantivamente el número de evaluaciones inter­
ministeriales (15 en tres años), se ha fortalecido el papel del Parlamento en
relación con las finanzas públicas a partir de la reforma de su ordenamien­
to orgánico en 2001, etcétera; pero, la cultura de gestión pública asociada
a la evaluación está desigualmente desarrollada. Se trata de un déficit de
prácticas (no de procedimientos formales), lo que no impide que tanto la
izquierda como la derecha promuevan su fortalecimiento. Ha servido al
menos para romper las barreras entre las instituciones que necesitan com­
partir la evaluación.

Como contraparte, los recursos que el CNE y el comisariado destinan a
la evaluación siguen siendo muy limitados (unas 20 y 15 personas respecti­
vamente en 2002, a las que se suman aproximadamente 150 miembros de
las instancias de evaluaciones en curso, sin remuneración), la expertise se ha
desarrollado pero alcanza apenas unas decenas o una centena de personas,
los recursos financieros son insuficientes, y el CNE no cuenta con suficiente
independencia del Ejecutivo, ya que depende del comisariado y necesita del
acuerdo del primer ministro para solicitar una evaluación.

Thoenig (2002) percibe un desencanto de quienes esperaban un pilotaje
más científico de los asuntos públicos, tanto a nivel gubernamental como del
debate político. Algunos de los problemas que observa en el estancamiento
de la evaluación se relacionan con su institucionalización formal exagerada
(procedimientos), los obstáculos interpuestos para impedirla por los juegos
de poder, la existencia de funcionarios y consultores que denominan eva­
luación a estudios que no lo son, su déficit de profesionalismo, la falta de
recursos para su desarrollo y la reducida utilización de sus resultados. Se
han multiplicado los excesos como la experimentación de los años sesenta en
los EUA, la insistencia tatcheriana del value for money en Reino Unido y su
institucionalización por decreto en Francia.

Sin embargo, esto no significa para el autor que, en determinadas condi­
ciones, las evaluaciones no contribuyan a aportar "un poco de qmocimiento
razonado y riguroso" a los juicios que orientan la acción pública, tanto en
la perspectiva de la gestión como en la dirección política del gobierno. En
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particular, "el uso de la evaluación se aceleraría si existiera una comunidad
profesional digna de ese nombre" y "uno o dos órganos instrumentalmente
competentes instalados en el corazón de la maquinaria gubernamental y que
gozaran de una especie de magistratura moral" (Thoenig, 2002: 458, traduc­
ción libre).

Thoenig identifica dos razones básicas para promover una mayor dosis
de evaluación: nuevamente, el aprendizaje organizacional y de sus actores;
y una mejor fundamentación de la autoridad política. La productividad y la
eficiencia no entusiasman al ciudadano, tampoco éste valora de inmediato
las ganancias en transparencia ni aprueba sus costos, lo que, en ausencia de
sus referencias clásicas, ha restado fundamentación a la evaluación. Pero el
Estado no sólo es cuestionado en términos de eficiencia, sino también en su
capacidad para tratar los problemas públicos, lo que, para el autor, abre la
segunda posibilidad para la evaluación: participar en la construcción de una
nueva autoridad política basada en un gobierno compartido con la sociedad,
facilitar la identificación de las partes que se deben involucrar, desarrollar
mesas de debate sobre los problemas, etcétera.

Los cambios mencionados requieren transformaciones profundas en los
servicios de expertise interna de los servicios centrales del Estado, cuya ten­
dencia a la regulación tecnocrática y corporativista persiste desde la época de
los cincuenta-sesenta en que se impuso la planificación y la racionalización
de las elecciones presupuestales. Este enfoque es aún liderado por pequeños
grupos elitistas (Ecole Polythecnique), cuyo monopolio del saber se les esca­
pa cada vez más.

Thoenig subraya también que los contratos no garantizan el éxito y cali­
dad de las evaluaciones, que los ministerios centrales enfatizan la medición de
resultados más que de impactos y tienden a considerar que la información
más sofisticada es mejor, que la toma de decisiones sigue siendo política por
lo que la evaluación es sólo una fuente adicional de insumos que debe ayudar
a los procesos de aprendizaje para pensar bien y ser oportunos. La paradoja
es que, a pesar de estar tan ampliamente difundida, la evaluación sigue siendo
poco usada como herramienta gubernamental.

Comentarios finales

El capítulo nos muestra la promoción que los organismos internacionales
hacen del tema de la evaluación, a pesar de la variabilidad de sus enfoques.
Por su parte, los países desarrollados revisados nos aportan aprendizajes de
gran utilidad:
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EUA nos ofrece información sobre los costos y peligros de una excesiva
experimentación. Reino Unido destaca la utilidad de un trabajo de prepara­
ción de materiales y capacitación de funcionarios a todos los niveles, antes y
durante la institucionalización de procesos de evaluación.

Canadá, país en que ésta se desarrollaba como monopolio del Ejecutivo,
nos advierte sobre el riesgo de transformar a la evaluación en un nuevo ritual
que evite hacer críticas a los programas, no mida lo importante (la pertinen­
cia de los programas y su impacto), no sugiera cambios sustantivos y no sea
utilizada en los procesos decisorios. También sobre la importancia de realizar
evaluaciones de políticas a nivel interministerial y de impulsar amplios pro­
cesos de participación social.

Francia nos enseña sobre los peligros del centralismo y la falta de involu­
cramiento del Poder Legislativo, el exceso de preocupación por los métodos
de evaluación en detrimento de los problemas de organización y funciona­
miento del contexto organizacional, la necesidad de contar con organismos,
evaluadores y un fondo de financiamiento autónomos y de realizar evalua­
ciones selectivas de programas, entre otros.

En el siguiente capítulo se analizará la situación que en materia de expe­
riencias de evaluación de políticas y programas públicos prevalece en AL y
México en particular.



Capítulo 5

Desarrollos empíricos de la
evaluación en América Latina

Introducción

COMO ya se mencionó, la mayoría de los países del mundo ha intentado
aplicar la evaluación a partir de las dos últimas décadas del siglo pasado.
AL, región en que persisten resistentes problemas de pobreza, desempleo,
bajos salarios, salud, educación, vivienda, etcétera que sus gobiernos
deben enfrentar con recursos muy limitados debido a los procesos de
ajuste aplicados, cuenta con pocas experiencias de evaluación y de impac­
to aun limitado.

México presenta múltiples intentos de evaluación, más o menos dis­
persos a lo largo del siglo xx, y un importante esfuerzo de sistematización
de los procesos, mediante la modalidad de evaluación externa, a partir del
año 2001.

América Latina:
ejemplos escasos y parciales

En AL, durante los años cincuenta y sesenta en que se produjeron refor­
mas sociales populistas (con Perón en Argentina, Batlle en Uruguay,
etcétera), la evaluación se aplicó en forma mínima. En los setenta, su
uso se incrementó en algunos programas de desarrollo, promovido por
organismos multilaterales y fundaciones internacionales que financiaban
programas de apoyo.

En épocas más recientes, múltiples trabajos señalan el limitado avance
de la evaluación en los países de la región. Como ya se mencionó, Sul­
brandt (I993) consideraba que la mayoría de las políticas y los programas
públicos de AL no se evaluaban, especialmente los programas sociales,
y que, salvo excepciones, la evaluación no había conducido a provocar
ningún cambio en el manejo de los programas ni en el aprendizaje de los
ciudadanos.

105
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Por su parte, Wiesner (2000) afirma que la evaluación por resultados
no ha logrado despegar debido a intereses particulares que conducen
a la realización de evaluaciones espúreas, "precisas pero falsas" (pseu­
doevaluaciones) y débilmente vinculadas a los procesos de asignación
de recursos, que impiden se convierta en un instrumento de reforma y
modernización.

También Cohen (2001) manifiesta que no existe claridad sobre los bene­
ficios provocados por la aplicación de programas para la reducción de la
pobreza; lo que implica una crítica a la forma en que estos se han diseñado,
pero también a la insuficiencia de las evaluaciones realizadas, especialmente
en la medición de su impacto social.

Brown (2001) señala que en los países en desarrollo, AL y el Caribe
en particular, los organismos ejecutores raras veces evalúan los resulta­
dos de su gestión, siendo ésta promovida casi siempre por los organismos
financieros (BM, BID, etcétera) para satisfacer sus propios requisitos de
responsabilidad fiscal. Plantea que la falta de evaluación de políticas y
programas impide una mayor utilidad de los presupuestos por programas
y por resultados y provoca importantes costos por falta de aprendizaje y
repetición de errores.

De igual manera, Ospina (2001) considera que son pocos los casos en
AL (cita como ejemplos a Chile, Colombia y Costa Rica) en los que se pue­
de hablar de una relativa evaluación sistemática en la administración pública
y de la utilización de sus resultados, en sus cuatro niveles: políticas públicas,
programas públicos, organizaciones públicas y desempeño de los emplea­
dos públicos. Piensa que la evaluación de la gestión pública está dejando de
ser un ejercicio técnico para transformarse en una herramienta política
para resolver problemas de gobernabilidad y legitimidad, vinculada al
enfoque de NPM. Así una mejor gestión del gasto público, afirma, mejora
la imagen del Estado y aumenta su legitimidad, libera recursos que pue­
den ser aplicados a satisfacer necesidades de grupos sociales de menores
ingresos, aumenta la equidad, etcétera. Sin embargo, no se reporta ningún
caso de AL en que estos resultados deseables se presenten empíricamen­
te. A pesar de la fortaleza de los esfuerzos chileno y colombiano, Ospina
duda aún de que se logre promover la gestión orientada a resultados y el
consecuente mejoramiento de la administración pública que constituye
su objetivo.

Los factores que habrían desalentado a la evaluación son: el proceso
presupuestal, el alto costo de las evaluaciones, la toma de decisiones centra­
lizada, la falta de un interés continuado de parte de políticos y funcionarios
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públicos, la ausencia de un método eficaz para determinar el éxito o fracaso
de los programas, las dificultades para utilizar indicadores directos, la insu­
ficiencia de equipos técnicos, el interés exclusivo en el control de insumos
y la observación de las normas, el privilegio del volumen sobre la calidad y
de la cobertura sobre los resultados y la satisfacción, entre otros (Brown,
2001; Cohen, 2001).

Para Ospina el desafío es generar una dinámica que motive a los líderes
de una organización pública a demandar y usar información de manera
explícita y sistemática para tomar decisiones gerenciales y políticas, y un
diseño institucional que produzca los incentivos necesarios para que los
usuarios vean la importancia de acceder a la información, ya que, según
Repetto (2003), tampoco la ciudadanía muestra siempre el interés o las
habilidades necesarias para utilizar plenamente la información generada
en la evaluación.

En un reciente trabajo (Cunil1 y Ospina, 2003), las autoras consideran
que su estudio es el primero, hecho en profundidad, en la región, ya que
insisten en que en AL se le ha prestado muy poca atención a la evaluación
de la gestión pública, en comparación con la existente en EUA y los países
integrantes de la OC DE.

En su estudio analizan los casos de los países identificados por Ospina
en el trabajo anterior y agregan el de Uruguay, en un intento por medir los
actuales esfuerzos de evaluación de la gestión pública en los procesos de
modernización y democratización del Estado y la administración pública
en la región, en los cuatro casos en que existen algunas iniciativas sólidas
y herramientas de evaluación en operaciónY Identifican las diferencias y
semejanzas de los diferentes sistemas diseñados y su impacto en el mejo­
ramiento de dicha gestión, con la finalidad de difundir estas experiencias
que pueden servir como oportunidad de aprendizaje para otros países. En el
nivel meso, de evaluación de organizaciones y programas gubernamentales,
destacan los avances del caso chileno.

De su trabajo extraemos los principales antecedentes de la evaluación
de la gestión pública (que incluye a la evaluación de políticas y programas,
pero también a la evaluación institucional y del desempeño individual) en los
cuatro países citados (Colombia, Costa Rica, Chile y Uruguay), mismos que
se resumen en el siguiente esquema:

"También reconocen avances menores en México, Brasil y Argentina, pero no los incluyen en el trabajo.
Recientemente el CLAD ha agregado el estudio de nuevos casos nacionales (Argentina, Brasil y Honduras) que
pueden consultarse en www.clad.org.ve
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ESQUEMA 1

EVOLUCIÓN DE LA EVALUACIÓN EN AMÉRICA LATINA

Fecha

1967-1968

1974

Década de
los ochenta

1987

1991

1992

1994

1994

País

Uruguay

Costa Rica

Colombia

Uruguay

Colombia

Colombia

Colombia

Costa Rica

Actividad

Introduce el presupuesto por programas y la evaluación mCI­

sos del Presupuesto Nacional.

Encomienda al Ministerio de Planificación Nacional y Política
Económica (Mideplan) la evaluación sistemática de los resulta­
dos de los planes, políticas y programas de desarrollo.

Se crea el Sistema de Evaluación y Seguimiento de Proyectos
(Sisep), enfocado a los proyectos financiados por el BM Yel BID,

donde también participa el Banco de Proyectos de Inversión
Nacional, encargado de las iniciativas del gobierno nacional y
dirigido a la evaluación ex ante.

Retoma su proceso al aprobar la Ley de Rendición de Cuentas,
que incluye información económico-financiera sobre el cum­
plimiento de metas y objetivos.

La creación de un sistema de evaluación de la gestión y resulta­
dos de la administración pública, es encargada al Departamen­
to Nacional de Planeación, como consecuencia de una reforma
constitucional.

Se crea la División Especial de Evaluación y Gestión dentro
del Departamento antes citado, institucionalizando las evalua­
ciones ex post.

Primera propuesta de Sistema Nacional de Evaluación de
Resultados de la Gestión Pública (Sinergia), como herramien­
ta para generar un cambio en la cultura de administración
pública, abriendo la gestión a los ciudadanos, al ofrecerles
amplia información (accountability). Este sistema careció del
apoyo político necesario como consecuencia de la crisis de
legitimidad que vivía el gobierno, pero fue validado por el BM

y promovido como modelo ejemplar.

Su Plan Nacional de Desarrollo 1994-1998 crea un sistema de
evaluación de la gestión y un área específica de Evaluación
y Seguimiento, que se acompaña de un decreto del ejecutivo
que da origen al Sistema Nacional de Evaluación (Sine). Este
sistema surgió con un fuerte respaldo de la Presidencia de la
República, mismo que ha mantenido a pesar de los cambios
de administración.
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1994

País

Chile
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A.ctividad

El gobierno inicia el impulso a la modernización de la gestión.
El Banco Mundial (2004a) informa que se habría creado un sis­
tema de Control de Gestión y Presupuest¿s por Resultados.

1995 Chile

1995-2000 Uruguay

1997 Uruguay

1998 Uruguay

1999 Uruguay

1997-1999 Chile

Se impulsa la utilización voluntaria de indicadores de desem­
peño.

La evaluación recibió su mayor impulso a partir de la Ley de
Presupuesto 1995-1999.

Se crea el Sistema Informático de Evaluación de Gestión
Pública (sr·:v).

Se aprueba la Ley de Rendición de Cuentas.

El SEV comienza sus operaciones; pero, a partir de estas fechas
el sistema ha tendido a declinar.

Se produce el primer intento por articular sus instrumentos
de evaluación (de metas ministeriales, desempeño de funcio­
narios, etcétera) en un sistema integrado, con la creación del
Sistema de Evaluación de Programas Gubernamentales y la
implantación de los Balances de Gestión Integral. Los indica­
dores de desempeño se vuelven obligatorios, pero su uso es
interrumpido dos años después.

2000

2000

2000

Colombia

Costa Rica

Chile

Sinergia logra el apoyo político suficiente para pasar a ser
orgánicamente una Dirección de Evaluación de Gestión y
Resultados.

La nueva Constitución incorpora la evaluación por resultados
y la rendición de cuentas como principios inspiradores de la
institucionalidad democrática.

El uso de los indicadores de desempeño se vuelve a adoptar en
forma obligatoria para todas las entidades públicas, después
de ajustarlos metodológicamente. Conjuntamente se adoptan
los mecanismos de evaluación restantes. Sin embargo, todos
estos mecanismos no integran un sistema único y articulado,
distribuyéndose su responsabilidad entre varias entidades del
gobierno central (División de Control de Gestión, Secretaría
General de la Presidencia, Ministerio de Planificación, etcéte­
ra). Su apoyo legal está basado en leyes, decretos y acuerdos
entre los poderes Ejecutivo y Legislativo.·

Fuente: Elaboración propia con base en Cunill y Ospina (2003).
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La situación actual en estos países es la siguiente:
El sistema colombiano abarca los niveles macro (políticas) y meso

(unidades ejecutoras) de la gestión pública, aunque fue concebido para
el primero, en el que no ha logrado incidir para reorientar las políticas
públicas. En su funcionamiento existen superposiciones de atribuciones,
particularmente entre la Contraloría, el Ministerio de Hacienda y el equipo
de Sinergia, quienes, en 2001, firmaron un convenio para resolver estos
problemas. El sistema mantiene escasa vinculación con los poderes Legisla­
tivo y Judicial y se tienen planes para su descentralización a mediano plazo.
Goza de un alto nivel de legitimidad porque se reconoce la necesidad de
evaluar los resultados, aunque es poco conocido entre políticos, académicos
y población en general.

En Costa Rica el diseño pretende evaluar la gestión pública en sus tres
niveles (macro, meso y micro) para ofrecer información a la población que
garantice la transparencia y legitimidad del sistema, así como el fortaleci­
miento democrático; pero hasta ahora sólo se ha evaluado parcialmente el
nivel meso. Por otra parte, no existen mecanismos de coordinación formal
entre los diversos organismos de evaluación y control.

Mientras tanto, en Chile, la evaluación se hace efectiva en los tres nive­
les de la gestión y cuenta con amplia legitimidad, pero tampoco existe una
articulación formal entre los distintos mecanismos, los que se ha intentado
complementar con la modernización de los servidores públicos, con un
avance gradual de su descentralización y desconcentración a nivel regional
y local, y la intención de incorporar a la ciudadanía al diseño y evaluación
de las políticas y programas públicos. Recientemente se ha impulsado la
adopción de un Sistema de Información para la Gestión Financiera del
Estado (SIGFE).

Finalmente, Uruguay concentra su evaluación en el nivel meso (aunque
algunas entidades quedan fuera del sistema), sin pretender evaluar las polí­
ticas públicas. El objetivo del Sistema de Evaluación de la Gestión Pública
por Resultados (SEGPR) es proporcionar una herramienta para la toma de
decisiones, que permita mejorar la asignación del gasto público y focal izar
la acción en el ciudadano. Si bien existen cuatro organismos designados
para participar en procesos de evaluación, no ha habido problemas de
superposición debido a que, en 2001, dos de ellos aún no funcionaban y
además sus atribuciones están claramente delimitadas por la ley. También
se ha intentado, aunque sin resultados positivos, incorporar al sistema a las
ONG que reciben subsidios públicos y cuentan con sus propios mecanismos
de evaluación.
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La comparación de los cuatro casos nacionales muestra que sus reformas
han estado fuertemente influidas por el NPM; sin embargo, no son uniformes
en diversos aspectos:

• Salvo el caso de Colombia que resolvió diseñar su sistema en forma
independiente de toda experiencia previa, los demás países tomaron
éstas en cuenta, particularmente la de Gran Bretaña en los casos de
Costa Rica y Chile. El último, además, intercambió profesionales con
Australia y Nueva Zelanda; en Uruguay también se sintió la influencia
del NPM. Para Costa Rica fue relevante la experiencia de Colombia, y
para Uruguay, la de Chile.

• Hay un grupo de países que tomó al proceso presupuestario como
eje básico de la misma (modelo Presupuesto, en términos de Cunill
y Ospina), modificando su énfasis en el control de los gastos por una
mayor preocupación de la evaluación de los resultados medibles (Uru­
guay y Chile); mientras los dos restantes buscaron la creación de meca­
nismos que aumenten la capacidad institucional del Estado mediante
la modernización de las organizaciones públicas, que refuercen sus
decisiones políticas, más que las presupuestarias (modelo Plan, en la
misma fuente mencionada).

• En Uruguay, Colombia y Costa Rica se crea un sistema nacional de
evaluación, centralizado y dirigido desde un nivel estratégico del apa­
rato estatal sobre el conjunto de la administración pública del país; en
Chile se trata de un conjunto de continuas iniciativas relativamente
independientes, sin la pretensión anterior.

• Los sistemas presentados fueron introducidos en forma gradual,
mediante pruebas piloto, salvo en el caso uruguayo que se implantó
simultáneamente, en un tiempo muy reducido, en todas las unidades
Ejecutoras del Presupuesto Nacional, lo que dificultó la acumulación
de aprendizajes.

• Su incorporación fue acompañada en todos los casos de procesos de
capacitación, realización de seminarios, talleres, difusión de otras expe­
riencias, distribución de manuales, instructivos, guías metodológicas,
libros, videos, etcétera.

• Costa Rica y Uruguay recibieron apoyo técnico del BID, Colombia del
BM Y Chile de ambos.

• En los países analizados, el sistema cubre sólo el nivel central de
gobierno, salvo Chile, que muestra algunos avances adicionales a nivel
regional y Costa Rica que incluye algunas instituciones descentraliza-
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das. Se evalúan organizaciones y programas seleccionados, mediante
consultoría externa y algunos monitoreos a cargo de los ministerios
respectivos.

• Mientras Uruguay ha definido un gran número de indicadores que se
consideran poco efectivos, Chile y Colombia han aprendido a limitar
su número y mejorar su diseño, aumentar la calidad de la información
y facilitar su utilización.

• La legitimidad en el diseño de los anteriores depende de la participa­
ción ciudadana en esta etapa, asunto que Costa Rica comienza a consi­
derar. Su debate requeriría de una evaluación de tipo pluralista como
la propuesta por Monnier.

• El mecanismo empleado para informar resultados es principalmente
la presentación de informes al Congreso. En el caso colombiano se
realiza anualmente e incluye un resumen de todas las evaluaciones rea­
lizadas, el análisis del grado de cumplimiento del plan y propuestas
de ajustes. En Chile, los presenta cada institución, utilizando como
instrumento el Balance de Gestión Integral, que sintetiza los resul­
tados de las evaluaciones. Uruguay presenta similar información en
el Documento de Rendición de Cuentas. Finalmente, Colombia pre­
senta, cada cuatro meses, al Consejo Nacional de Política Económica
y Social, información del seguimiento realizado, y anualmente, de la
evaluación efectuada.

• Como incentivo a las buenas prácticas, los cuatro países utilizan la
difusión pública de los resultados de las evaluaciones de desempe­
ño institucional. Las vías de divulgación generalizada son las pági­
nas web institucionales; Costa Rica utiliza también conferencias
de prensa sobre el tema. En Uruguay, la principal forma de acceso
a esta información es la prensa, pero ésta le ha prestado muy poca
atención al tema. Esta limitación se agudiza debido al lenguaje
excesivamente técnico en que se redactan los documentos de
difusión. En el esquema chileno se vinculan los logros alcanzados
con incentivos de diversos tipos, como los Programas de Mejora­
miento de Gestión (PMG), que relacionan el nivel de desempeño
con las decisiones sobre incrementos salariales y los resultados
de las evaluaciones de programas gubernamentales, que se utili­
zan para definir su marco presupuestario, a través de un sistema
de "premios" y "castigos". Su utilización puede convertirla en
una actividad amenazante para la gerencia, que genera respuesta
defensivas, en lugar de coadyuvar a mejorar el rendimiento, por
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lo que parece más efectivo el uso de incentivos simbólicos de los
otros países.

• Si no se hace uso de la información con algún tipo de consecuencias
directas, como ha sucedido en los casos de Colombia y Uruguay cuan­
do el resultado no es el esperado, y no se realiza un aprendizaje ciu­
dadano de los instrumentos de evaluación, el sistema no se toma con
seriedad. En los dos países citados y Chile, aunque la información se
publique en Internet, no hay evidencia de que los ciudadanos accedan
a ella, lo que Costa Rica ha resuelto, en parte, con sus publicaciones en
la prensa.

• En los últimos cinco años se han fortalecido las organizaciones de la
sociedad civil especializadas en la evaluación de la gestión pública, lo
que no sucede en el caso de los legisladores. Ellos parecen ser actores
privilegiados sólo bajo el modelo Presupuesto, sin embargo, enfrentan
fuertes limitaciones tanto en Chile como en Uruguay para afectar la
asignación de recursos; mientras que en el modelo Plan ese lugar lo
ocupa la Presidencia.

• En cuanto a los logros reales de los sistemas de evaluación descriptos,
aún queda mucho por hacer para que se acerquen a lo esperado, sin
embargo, recién están en proceso de implementación:
-Colombia ha avanzado en la generación de una cultura orientada

a resultados y la rendición de cuentas y logró que los valores en
que se sustenta la evaluación cambiaran de la eficiencia del gas­
to a los resultados e impactos. También presenta un desarrollo
importante de los instrumentos, una rápida consolidación del
sistema y una definición más clara de responsabilidades; pero, las
conclusiones de las evaluaciones rara vez son incorporadas en los
procesos decisorios.

-En Costa Rica el sistema ha contribuido a promover la conducción
estratégica del gobierno y la rendición de cuentas, pero no a desarro­
llar capacidades en materia de programación presupuestaria, otro de
sus objetivos.

-El incremento de la eficiencia de la gestión pública, la medición de
sus resultados y el aumento de la transparencia, constituyen los prin­
cipales logros chilenos, a pesar de su falta de integración. Durante
el año 2002, se habrían evaluado 12 de sus programas, ocho de los
cuales persiguen objetivos sociales.

-En el caso uruguayo, está funcionando un sistema de indicadores de
desempeño, pero no se ha alcanzado el nivel de una verdadera gestión
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del desempeño, donde la evaluación se transforme en aprendizaje y
se utilice en la toma de decisiones, principalmente a nivel estratégico.
No existe ningún mecanismo destinado a incentivar su uso. Tampo­
co su Parlamento cuenta con información suficiente para analizar el
cumplimiento de metas.

Contrario a lo esperado por las autoras, el sistema nacional y coherente
de Uruguay parece haber sido menos efectivo que las diversas iniciativas
inconexas de Chile. En realidad, reconocen que no cuentan aún con evidencia
suficiente en ninguno de los países que instalaron sistemas de evaluación para
asegurar que hayan sido afectadas positivamente la calidad de los servicios o
la productividad del sector público.

Entre los desafíos comunes a estos países figuran el mejoramiento de
los sistemas de información, así como su calidad y confiabilidad, las estra­
tegias de difusión de resultados y el desarrollo o consolidación de incen­
tivos vinculados al uso de la información generada sobre los resultados
alcanzados.

A pesar de ello, Cunill y Ospina concluyen que existen motivos para
ser optimistas, ya que hay suficiente consenso entre los funcionarios y
gerentes públicos sobre la importancia de orientar su gestión a resulta­
dos, lo que constituye el primer paso hacia una cultura de nueva gestión
pública y se percibe una notoria diferencia respecto de la situación preva­
leciente hace cinco años.

Complementariamente, el BM (2004a) señala que en Chile, al igual que
en los EUA, se ha implementado un esquema gubernamental integral de
M&E con base en la Administración Basada en Resultados y se han capaci­
tado 180 profesionales de diferentes instituciones y ministerios en materia
de evaluación de programas. A mediados de 2004, dicho país puso también
en marcha, con asistencia del BID, un sistema que incluye la selección de
los gerentes públicos por un Consejo de Alta Dirección Pública, cuyos
integrantes son nombrados por el Senado, y que, en materia de evaluación,
prevé su realización por una entidad independiente de los poderes Ejecu­
tivo y Legislativo, similar al Rekenkamer en Holanda. Waissbluth (2004)
consideró que se trata de la reforma más profunda realizada en AL en las
últimas décadas.

Agrega que Bolivia intentó un sistema de evaluación de desempeño,
Sistema de Seguimierlto y Evaluación de la Gestión Pública por Resultados
(Siser), pero que éste tuvo que dejar de funcionar. En cambio, en Brasil,
la mayor parte de los programas de su Plan Plurianual se evalúan anual-
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mente y su informe es entregado al Congreso para considerarlo en el ciclo
presupuestal; sin embargo, habría pocas evidencias de que sean tomados
en cuenta.

México: una sistematización largamente postergada

Desde el siglo pasado muchos programas públicos, y especialmente socia­
les, han sido desarrollados por diversas secretarías de estado (Salud, Edu­
cación Pública, Desarrollo Social, etcétera), organismos descentralizados
(Instituto Mexicano del Seguro Social, Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, Instituto Nacional Indigenis­
ta, etcétera) y empresas de participación estatal mayoritaria (Comisión
Nacional de Subsistencias Populares, Conasupo; Leche Industrializada
Conasupo, Liconsa; Distribuidora Conasupo, Diconsa, etcétera), en
México.

A partir de 1917 se realizaron intentos por crear un organismo que midie­
ra, siquiera parcialmente, los resultados de la gestión gubernamental, ponien­
do énfasis en el manejo de los recursos. Sin embargo, la lógica sexenal hizo
que cada administración llegara con su nuevo personal público y reorientara
los programas gubernamentales para ponerles su sello propio, provocando el
desinterés por evaluar lo hecho por la anterior, situación que prevaleció hasta
iniciado el siglo XXI.

De esta forma, lo realizado en materia de evaluación fue poco, parcial
y estuvo a cargo de diversas instancias como la Secretaría del Patrimo­
nio Nacional, la Secretaría de la Presidencia o la de Hacienda y Crédito
Público; desconociéndose realmente los niveles de eficiencia y de impac­
to de los programas gubernamentales en los problemas que pretendían
resolver.

Los intentos de reformas, especialmente dirigidos a los procesos de pia­
neación de los que la evaluación formó parte, comienzan en la administración
de López Portillo, y su origen podría ubicarse en los trabajos realizados, desde
1965, por la Comisión de Administración Pública (CAP), a la que pertenecie­
ron tanto él como varios colaboradores suyos.

En el siguiente esquema se resumen los principales antecedentes vincu­
lados al tema de la evaluación de la gestión gubernamental en general y de
los programas de desarrollo social en particular: 2H

2H Por razones de espacio no se explicitan avances específicos en los sectores de salud y educación.
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ESQUEMA 2

ANTECEDENTES DE LA EVALUACIÓN EN MÉXICO

Fecha Actividad

Hacia finales
de los sesenta

1974, 1977

1976-1982

1978

• Evaluaciones independientes:
Las primeras evaluaciones fueron desarrolladas en forma independiente por
universidades y centros de investigación y continuaron realizándose hasta la
última década del siglo xx, en pocas ocasiones y respondiendo a iniciativas de
los propios investigadores, Así encontramos el primer antecedente, en que la
Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) realizó los esfuerzos dirigi­
dos a la implantación de un Presupuesto por programas,

• Cungreso de la Unión:
Debido a las modificaciones introducidas en los años señalados, el Congreso de
la Unión adquirió algunas facultades respecto a los organismos paraestatales,
además del control general de sus ingresos y egresos, pudiendo citar a los direc­
tores y administradores de los mismos para que informaran cuando se discutiera
una ley o se estudiara un negocio concerniente a su ramo y también para que,
cuando lo pidiera una cuarta parte de los miembros de la Cámara de Diputados
y la mitad de la de Senadores, se integraran comisiones para investigar el fun­
cionamiento de dichas entidades, y para poner en conocimiento del Ejecutivo el
resultado de sus investigaciones.

• Administración pública:
El trabajo efectuado en la UNAM fue continuado, durante el sexenio del licenciado
López Portillo, quien creó la Secretaría de Programación y Presupuesto (SPP),

encargada de la planeación, programación, presupuestación, control y evalua­
ción del gasto público. La SPP contó con una Subsecretaría de Evaluación de los
réultados de los programas gubernamentales, integrada sólo por una Dirección
General, que sin mucha claridad por la falta de antecedentes, pretendió ir más
allá de la vigilancia del gasto, identificando y corrigiendo errores, replanteando
estrategias, etcétera, para lo que debía diseñar e implantar un sistema nacional de
evaluación; sin embargo, sus funciones se duplicaron con las de la Coordinación
de Evaluación, dependiente de la Secretaría de Presidencia, creada en 1977, Ysus
esfuerzos se diluyeron. La Subsf'cretaría de Evaluación acabó realizando estudios
parciales y de poco impacto en el proceso.

• Congreso de la Unión:
Se fortaleció al Poder Legislativo en su control de las acciones del Ejecutivo, al
aprobarse la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda (CMH), órgano
cuyos antecedentes pueden rastrearse hasta la administración colonial del siglo
xv. La CMH fue el órgano técnico de la Cámara de Diputados (estuvo vigente
hasta 1999), para el cumplimiento de sus facultades exclusivas como revisor del
manejo de fondos de la Cuenta Pública del gobierno federal.

Debía rendir un informe previo a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara dentro de los 10 primeros días de noviembre,
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1980

1980

1982

1983

1984
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Actividad

siguientes a la presentación de la Cuenta Pública y un informe definitivo a
la misma Cámara sobre el resultado de la revisión, en los 10 primeros días
de junio del año siguiente a su recepción (art. 74 constitucional). En caso de
presentarse problemas se determinaban y fincaban las responsabilidades
correspondientes.

• Participación ciudadana:
El gabinete instituye el mecanismo de participación y consulta a la ciudadanía,
que tibiamente había empezado a impulsar en la llamada "reforma de ventani­
llas", cuyo único logro fue la simplificación de algunos trámites. Sin embargo,
no se avanzó más allá de la definición de sus objetivos.

• Administración pública:
Se publica el primer Plan Global de Desarrollo y Miguel de la Madrid, al
frente de la SPP, transforma las funciones de la Subsecretaría de Evaluación,
responsabilizándola de preparar la información para la elaboración de la Cuenta
Pública.

• Administración pública:
El énfasis en la planeación del sexenio anterior no se abandona pero, la evaluación
adquiere una centralidad que no había gozado nunca, para responder a la reno­
vación moral ciudadana, cuando el presidente Miguel de la Madrid (1982-1988)
crea la Secretaría General de la Federación (Secogef), con carácter de globaliza­
dora y atribuciones normativas para el resto de los organismos gubernamentales,
encargada de ejercer la fiscalización, el control interno global y la evaluación
sobre la administración pública, a través de las contralorías internas de las depen­
dencias y entidades. Dicha secretaría debía cumplir sus funciones al interior de
la administración pública sin entrar en conflicto con la CMH, que lo hacía desde
otro poder, el Legislativo. También para evitar estos, se disolvió la Coordinación
de Evaluación en la Presidencia.

• Administración pública:
Frente a la severa crisis económica prevaleciente, la SPP pierde su énfasis en la
planeación para pasar a encargarse de los programas de estabilización, sanea­
miento de las finanzas públicas, contención del gasto, etcétera. En este nuevo
encuadre las funciones de evaluación se trasladaron completamente a la Secogef;
sólo permaneció en la SPP la contabilidad gubernamental y el control sobre las
adquisiciones, para cumplir con la elaboración de la Cuenta Pública. En la propia
Secogef también se vivió el desvío de funciones de sus comisarios y delegados,
que acabaron trabajando en la liquidación o fusión de empresas o en los recortes
de personal, muy lejos de combatir la corrupción.

• Administración pública y consulta ciudadana:
Mediante la modificación del artículo 26 constitucional, fue puesto en marcha el
Sistema Nacional de Planeación Democrática, a partir de las orientaciones de la
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ESQUEMA 2 (Continuación)

1985

1985

1986

1988

1988

1989

Fecha Actividad

Ley de Planeación y e! Plan Nacional de Desarrollo, de 1983. Trataba de incor­
porar e! carácter público y consensual del mismo, así como la participación de las
entidades federativas en la planeación de! desarrollo. Indicaba e! mecanismo de
consulta popular para recoger la participación social en las etapas de formulación,
control y evaluación, e! régimen de obligatoriedad de la planeación dentro de!
Sector Público Federal, e! de concertación con otros niveles de gobierno y el
inductivo para el ámbito no gubernamental.

• Administración pública:
Se realizó la primera y única reunión de evaluación del programa de simplifica­
ción administrativa de trámites, mismo que buscaba elevar la productividad y
eficiencia de! aparato estatal. Se trató de una mera descripción de avances.

• Auditorías externas:
Se amplía la utilización de! mecanismo de contratación de despachos privados,
que ya se había empleado en e! sexenio previo, para la realización de auditorías
sobre aspectos específicos de la gestión pública.

• Asesoría mbre evaluación:
Diconsa solicitó al Departamento de Administración Pública del Centro de
Investigación y Docencia Económicas (emE) A.e. una propuesta para evaluar
su impacto socioeconómico y político. La misma fue presentada pero se desco­
noce si llegó a aplicarse.

• Administración pública:
Al finalizar el sexenio, la Secogef había dedicado mucho tiempo a la coordina­
ción; su trabajo se había centrado más en la sanción de irregularidades que en su
prevención; muchas áreas de evaluación habían desaparecido con la crisis eco­
nómica; y, sólo en los últimos meses. se realizaron reuniones de autoevaluación
de las entidades y dependencias gubernamentales, en que éstas se limitaron a
presentar sus acciones en forma positiva y sin la menor autocrítica.

• Administración pública:
El nuevo presidente Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) pone en marcha e!
Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol), manejado desde la SPP, a pesar de
que ya no se trataba de una estrategia administrativa, sino de la forma en que se
busca resolver el mayor problema social: la pobreza.

• Administración pública:
Se creó e! Programa General de Simplificación de la Administración Pública
Federal, que recogía algunos planteamientos de! NPM e incluía entre sus objetivos:
consolidar una cultura administrativa que propiciara la eficiencia y' la productivi­
dad en la gestión de las instituciones gubernamentales, promover la evaluación de
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1990

1990

1991

1992

1993
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la calidad y la transparencia en la prestación de los servicios públicos y prevenir y
combatir la corrupción. La responsable de aplicarlo era la entonces Secogef.

• Administración pública:
Se crea la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), como órgano des­
concentrado de la Secretaría de Gobernación, tomando como modelo el ombuds­
man escandinavo o el "defensor del pueblo" español, "...como instrumento de la
sociedad para vigilar y auxiliar a las autoridades en la observancia de la ley y en
la protección de las garantías individuales" (Aguilar, 2000d: 170-171).

• Tesis sobre medición de la pobreza:
El doctor Miguel Székely Pardo (actual subsecretario de Planeación, Prospectiva y
Evaluación de la Sedesol), presenta su tesis "Identificación de la pobreza global
y rural: un primer paso para incrementar el grado de acierto de los programas
públicos" para obtener el grado de maestro en políticas públicas por el Instituto
Tecnológico Autónomo de México (ITAM). El mismo contiene como estudio de
caso un acercamiento hacia la evaluación de los programas a cargo de Liconsa.
Concluye en la necesidad de focalizar los apoyos hacia la población rural pobre.

• Contraloría social:
En ese mismo sexenio afloran los primeros atisbos de una contraloría social en
México, mismos que inician al interior del Pronasol, asumiendo el principio de
corresponsabilidad, como vocales de control y vigilancia, elegidos por los miem­
bros de los comités de solidaridad, a su vez, elegidos por las comunidades benefi­
ciarias del programa. Se trata de órganos transitorios, limitados al control expost de
los programas sociales, sin respaldo legal, personalidad jurídica ni especificación
taxativa de atribuciones, por lo que obviamente no podían aplicar sanciones en
forma directa, sino sólo informar a la Secogef de las irregularidades que identifi­
caran. También había la confusión de que fungían como delegados del Sistema
Integral de Control y Evaluación de la Gestión Pública y del Sistema Nacional de
Quejas y Atención a la Ciudadanía, a cargo de la Secogef (Cunil1, 2(00).

• Administración pública:
Se disuelve SPP y sus funciones son transferidas a la SHCP; también se crea la
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol). Después de modificarse el artículo
102 de la Constitución, se otorga el carácter de organismo descentralizado con
personalidad jurídica y patrimonio propio a la CNOH. Este último constituye uno
de los organismos que ayudan al equilibrio de poderes y sus contrapesos, creado
para la evaluación de un aspecto concreto.

• Evaluación externa:
La Organización Internacional del Trabajo (OlT) encarga al doctor Miguel
Székely Pardo la realización de una evaluación al Pronasol. El autor publica un
documento de trabajo "El Programa Nacional de Solidaridad en México" que
incluye un capítulo titulado "Hacia una evaluación del Programa Nacional dc
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ESQUEMA 2 (Continuación)

s/f

1994

1995

Fecha Actividad

Solidaridad", en que reconoce la inexistencia de elementos en la literatura dispo­
nible para responder a las preguntas que exceden a la información sobre el gasto
ejercido y realiza un ensayo sobre los diferentes componentes del programa, con
énfasis en la descripción de experiencias con el componente productivo en el
estado de Oaxaca.

• Evaluación externa:
El Colegio de México propone una primera metodología general para la evalua­
ción de Pronasol, coordinada por José Luis Reyna y Alberto García Rocha.

• Administración pública:
La Secogef adquiere responsabilidades en materia de desarrollo administrati­
vo y se convierte en Secretaría de la Contraloría y el Desarrollo Administra­
tivo (Secodam).

• Administración pública:
El gobierno del licenciado Zedillo publicó el Programa para la Modernización
de la Administración Pública Federal 1995-2000 (Promap), con la intención de
desarrollar una nueva cultura del servicio público, guiada por criterios de eficacia,
eficiencia y combate a la corrupción, y fundamentada en el NPM. Dicho progra­
ma identificaba entre los principales problemas a resolver: las deficiencias en los
mecanismos de medición y evaluación del desempeño de la gestión pública, para
los que se proponía el diseño de un sistema basado en objetivos claros y metas
cuantificables, indicadores de desempeño, la revisión y adaptación del Sistema
Integral de Información por parte de las Secretaría de Hacienda y Crédito Púbico
(SHCP) y Secodam y el fortalecimiento y mayor independencia de los órganos
internos de control preventivo y correctivo.

1995-2000

1995-2000

• Administración pública:
La SHCP fue encargada de estudiar la posibilidad de reformar el sistema pre­
supuestal, enfocándolo a la evaluación de resultados de la gestión pública, a
través de la aplicación de un sistema de indicadores. Complementariamente,
la Secodam se encargaría de los aspectos vinculados al control de la calidad, la
atención al cliente y la lucha contra la corrupción. De esta forma, al igual que
en los casos de Uruguay y Chile, el presupuesto se volvía el instrumento de la
reforma del Estado.

• AdminiItracióll pública:
La SlICP construyó la denominada Reforma al Sistema Presupuestario, que
proponía la integración de una Nueva Estructura Programática (NFP) y de un
Sistema de Evaluación del Desempeño (SED) basado en resultados, con el fin de
otorgar un amplio margen de libertad a los gerentes públicos. Pero, 'la propuesta
anterior se instrumentó muy parcialmente, logrando sólo incorporar el discurso
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1995-2000

1995-2000

1997

1999

2000
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gerencialista sobre la reforma de la administración pública e introducir un poco
más de claridad y transparencia en las cuestiones presupuestales (Arellano,
2003).

• Administración pública:
Las aportaciones del Promap, en otros ámbitos, incluyeron la creación del Siste­
ma Nacional de Quejas, Denuncias y Atención a la Ciudadanía, que promueve la
participación de la última; y la reforma de un conjunto de leyes que permitieron
modificar el funcionamiento de los órganos de Control Interno de la Adminis­
tración Pública I<ederal. Efectivamente, estos órganos dependían directamente
de los titulares de cada institución, formando parte de las oficialías mayores o
áreas similares, y se encargaban de realizar funciones de control y vigilancia de
tipo correctivo, así como evaluaciones enfocadas a la gestión de los procesos. A
partir de las modificaciones introducidas, los mismos pasaron a ser designados
y removidos por la Secodam, de la cual dependen funcional y jerárquicamente,
logrando autonomía respecto de las entidades en las que desarrollan su labor, y
redireccionando sus evaluaciones hacia los resultados de la gestión.

• Evaluaciones institucionales:
Hacia la segunda mitad de los noventa se realizaron las primeras evaluaciones
institucionales, de tipo interno, a programas de Liconsa y Diconsa.

• Evaluaciones externas:
Se inició el proyecto de evaluación externa más ambicioso solicitado por el
gobierno mexicano, el del Programa de Educación, Salud y Alimentación (Pro­
gresa, hoy Oportunidades).

• Congreso de la Unión:
La CMH, luego de la modificación de los artículos 73, 74, 78 Y 79 de la Constitu­
ción, fue sustituida en sus funciones por el órgano técnico, Auditoría Superior
de la Federación (ASF), de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
que continúa vigente a la fecha. Dicha modificación se realizó con la intención
manifiesta de crear una instancia superior de revisión y auditoría, de carácter
imparcial y que permitiera superar las limitaciones de su antecesora. Entre las
últimas se planteaban las limitaciones impuestas a sus facultades para la revisión
de cuentas públicas, la extemporaneidad de la emisión de resultados de sus
revisiones, la ausencia de una garantía legal plena de su autonomía de gestión
frente al Ejecutivo, la confusión generada por su propia denominación, el poco
conocimiento por la ciudadanía de sus atribuciones y trabajos, etcétera.

• Evaluaciones externas:
Se difundieron los Términos de Referencia para la Evaluación Externa del Fon­
do de Coinversión Social 1999-2000, a cargo del entonces Instituto Nacional de
Solidaridad (lnsol).
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ESQUEMA 2 (Continuación)

Fecha

Diciembre de
2000

2000

2000

Inicios del
2001

Junio de 2001

2002

2003

Actividad

• Congreso de la Unión:
Se aprueba la Ley de Fiscalización Superior de la Federación que respalda
jurídicamente a la ASF, la que cuenta con autonomía técnica, de gestión,
material y financiera, para decidir respecto de su organización interna, fun­
cionamiento y resoluciones. A diferencia de la CMH, su titular y funcionarios
tienen la obligación de guardar secreto de su trabajo hasta tanto rindan los
informes correspondientes (www.asf.gob.mx).

• Administración pública:
La Sedesol creó una subsecretaría encargada de la evaluación de los programas
que se encuentran bajo su responsabilidad.

• ~valuación externas solicitadas por el Congreso de la Unión:
El Congreso comenzó a exigir a partir de 2001 la evaluación externa anual de los
programas financiados con recursos fiscales, sujetos a reglas de operación.

• Administración pública:
Se instaló la Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la
Corrupción, que además de su obvio objetivo, busca elevar los niveles de efi­
ciencia, eficacia y calidad en el servicio público. En el mes de abril de ese mismo
año se aprobó el Programa Nacional para la Transparencia y el Combate a la
Corrupción, que entre sus líneas estratégicas incluye: mecanismos de rendición
de cuentas, de supervisión y control, y de participación ciudadana.

• Administración pública:
Se implementó el Programa de Corto Plazo para el Fortalecimiento del Control
Interno dentro de las dependencias y entidades de la administración pública
federal, con el objetivo de promover la autonomía de gestión de las instituciones
y reducir la discrecionalidad en el manejo de los recursos, así como permitir una
mayor transparencia en el ejercicio del presupuesto.

• Información para la evaluación por la sociedad civil:
Se aprueba en el mes de junio la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental y la Comisión Federal de Mejora Regulato­
ria (Cofemer) se convierte en el primer órgano público federal que rinde cuentas
a la ciudadanía sobre su gestión.

• Administración pública:
La Secodam se transforma en Secretaría de la Función Pública (SFP), conti­
nuando con su responsabilidad de fortalecer los sistemas de gestión y control,
combatir la corrupción y fomentar la transparencia de la administración pública
Federal, entre otros (www.sfp.gob.mx).
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Actividad

• Administración pública:
Se aprueba la Ley General de Desarrollo Social (LGDS) que prevé la creación de
un Consejo Nacional de Evaluación integrado por ocho personas, seis de las cuajes
deben ser investigadores académicos que cumplan determinados requisitos que
garanticen su calidad, y reconoce a la Contraloría Social como el mecanismo en
que los beneficiarios verifican la aplicación de recursos y el cumplimiento de metas.

• Organizaciones de la sociedad civil:
Se publica la Ley Federal de Fomento a la Actividades Realizadas por Orga­
nizaciones de la Sociedad Civil, que en su art.6, inc. XI, promueve su mayor
participación en los procesos de políticas públicas, en particular en relación al
seguimiento de las acciones públicas realizadas.

Fuente: Elaboración propia.

De esta forma, durante la mayor parte del siglo pasado, a nivel guber­
namental, más que evaluaciones del impacto de las políticas y programas
implementados, encontramos mecanismos de control jurídico y financiero del
gasto (actividades de contraloría) y seguimientos de avance de metas. Cuando
existían recortes presupuestales, las primeras actividades que se reducían eran
las de evaluación, consideradas menos útiles que las sustantivas.

En resumen, puede decirse que, hasta el año 1999, las actividades de
control y evaluación de la administración pública eran ejercidas por la SHCP,

la entonces Secodam y la CMH de la Cámara de Diputados. Se trataba fun­
damentalmente del control del gasto público, la legalidad de los procesos,
el combate a la corrupción, etcétera, pero no se tiene conocimiento de que
estas instancias evaluaran algún programa gubernamental, menos social, en
términos de sus resultados o impactos.

La SHCP era, y continúa siendo, el órgano financiero del Estado federal y
se encarga de los asuntos relativos a los ingresos de la Federación y entidades
paraestatales; proyecto y cálculo de egresos del gobierno federal y de la admi­
nistración pública paraestatal; planeación, presupuestación, contabilidad y
evaluación; entre otras.

La Secodam era la encargada de planear, organizar y coordinar el sistema
de control y evaluación gubernamental, la inspección del gasto público fede­
ral en congruencia con su presupuesto de egresos, el establecimiento de bases
para regular las auditorías a dependencias y entidades de la administración
pública y efectuarlas, el control de que el enriquecimiento de los funcionarios
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estuviera debidamente justificado, que las obras del gobierno avanzaran al
ritmo acordado y tuvieran la calidad convenida, etcétera. Como ya se men­
cionó, en el sexenio del licenciado Zedilla se le agregó la responsabilidad del
desarrollo administrativo de la administración pública.

La CMH ejercía el control Legislativo sobre el manejo que la adminis­
tración pública realizaba de los ingresos y egresos que autorizan las leyes y
presupuestos y, en general, sobre la actividad financiera y patrimonial.

En la actualidad, las actividades internas de control y evaluación de la
administración pública, están a cargo de: la SHCP, que continúa con su res­
ponsabilidad en materia financiera; la SFP, que persigue el fortalecimiento de
los sistemas de gestión y control, el combate a la corrupción y el fomento
de la transparencia de la administración pública federal; y la ASF de la Cáma­
ra de Diputados, que fiscaliza la cuenta pública. Sin embargo, la decisión
del Congreso para que se realicen evaluaciones externas a los programas
que reciben recursos fiscales, iniciada en el año 2001,29 está provocando un
enorme aumento en la cantidad de estos trabajos, realizados mediante la
contratación de consultorías privadas de evaluación externa, que enfrentan
nuevas restricciones técnicas y financieras, mismas que serán analizadas en
la segunda parte de este libro. El Banco Mundial reconoce los esfuerzos reali­
zados por el gobierno para mejorar especialmente el monitoreo y la evaluación
de los programas sociales (Banco Mundial, 2004a).

Compartimos la idea de que "La evaluación gubernamental sólo es posi­
ble en un sistema político donde el debate parlamentario está enriquecido
por posiciones partidistas distintas del partido que tiene el poder, pero sobre
todo, por una opinión pública concientizada, cuyo papel en los intercambios
gobierno-sociedad sea tomado seriamente en cuenta ... " (Pardo, 2000: 250).
Contamos con la primera condición, pero aún falta bastante para la segunda.
Por otra parte, la evaluación realizada por el Poder Legislativo sólo resulta
garantía de objetividad si se crean o fortalecen los apoyos técnicos que le
permitan realmente analizar la información que reciben.

Obviamente, falta desarrollar un mecanismo efectivo de participación
ciudadana en estos procesos, que demuestre que la evaluación no sólo
responde a la escasez de recursos y racionalización del gasto, sino que el
gobierno se preocupa también por impulsar la transparencia y el desarrollo
de la democracia. Incluso las organizaciones sociales y civiles mexicanas han
estado impulsadas por su voluntad de contribuir a la resolución de problemas
y han considerado durante mucho tiempo a la evaluación como una forma de

29 El BM (2004b) señala que la decisión se tomó en 1999 para aplicarse al siguiente, pero en nuestra revisión
del PFF 2000 no encontramos esa referencia. que en cambio aparece en el PEF 200 l.
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distraer sus recursos financieros y humanos en actividades no sustantivas.
A esto se agrega el rechazo que tradicionalmente generan las evaluaciones
provenientes de las fundaciones y organismos que aportan su financia­
miento, lo que provocó 'que se las concibiera más como un control externo
no deseado, que como un proceso propio que puede ayudar al aprendizaje
de los participantes y la comunidad en su conjunto. Dichas razones han
contribuido para que hasta fechas muy recientes se preocuparan muy poco
de capacitarse en esta materia y, en todo caso, prefirieran las evaluaciones
cualitativas, que si bien permiten profundizar en casos concretos no nos
ofrecen una visión agregada de conjunto.

Merece un último comentario la poca preocupación universitaria y de
otras instituciones educativas y de investigación por el tema. Si bien fueron
éstas las que iniciaron la realización de evaluaciones independientes, a la
fecha no existen programas especialmente enfocados al desarrollo de esta
incipiente profesiónJO y puede constatarse el reducido número de tesis (29)
vinculadas al tema que se ha podido localizar. JI Además, existe una enorme
carencia de material didáctico propio: la inmensa mayoría de los libros y
revistas que exponen métodos de evaluación y presentan experiencias de
aplicación, provienen especialmente de los EVA y, en mucho menor medi­
da, de Europa o Canadá; respondiendo a contextos muy diferentes de los
nuestros. Pocas fueron las evaluaciones hechas desde la academia antes del
año 2000 y, a nivel institucional, el seguimiento fue mínimo, no difundido y
a menudo incluso se limitó su acceso al investigador.

Comentarios finales

El capítulo nos permite comprender las dificultades técnicas y políticas
encontradas por AL para impulsar procesos de evaluación, que como se vio
en el capítulo previo, no son exclusivas de esta región ni producto, al menos
único, del nivel de desarrollo; así como la contribución de los organismos
internacionales al desarrollo de la misma.

Colombia y Costa Rica se adelantan, a inicios de los noventa, en la
implantación de un modelo de evaluación de programas, con la intención

ll, El ITAM es e! único que cuenta con un centro especializado en materia de evaluación, pero se trata de un
enfoque ex ante, especialmente dirigido a proyecto de desarrollo regional.

"En una revisión de títulos efectuada en 2003 a través de las páginas web de instituciones como e!ITAM, la
Universidad Iberoamericana (UIA), e! Instituto Tecnológico de Monterrey, la Universidad Nacional Autónoma
de México (UNAM), la Universidad Autónoma Metropolitana (VAM) y la Universidad Panamericana, se encon­
traron: dos tesis de finales de los setenta en la VI y VNAM; ninguna en los ochenta; cuatro en la UI, cuatro en la
UNAM y seis en la VAM en los noventa; y seis de! [TAM Y siete de la UAM posteriores al año 2000.



126 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

de reforzar las decisiones de políticas ligadas al Poder Ejecutivo; mientras
Chile y Uruguay buscan resultados medibles para orientar las decisiones
presupuestales de sus poderes legislativos.

El caso de México aparece como particularment~ lejano de EUA y Reino
Unido debido a la importancia que en ellos adquiere el Poder Legislativo en
la contratación de evaluaciones tendientes a vigilar el desempeño del Eje­
cutivo y en la amplia disponibilidad de recursos financieros y profesionales
para su realización. De los EUA lo separan además, unas cinco décadas en la
institucionalización del sistema de evaluación de programas.

En cambio, México se muestra más cercano a la situación descrita en
Francia antes del año 2000, caracterizada por la tradición de centralismo y la
resistencia a la evaluación, el Poder Legislativo al margen del proceso, retraso
en los procesos de rendición de cuentas, falta de desarrollos metodológicos pro­
pios, medición de resultados más que de impactos, y limitada utilización de los
resultados. N o obstante, el caso francés se distancia de la evaluación basada en
la experimentación para buscar un modelo propio, que responda al incremento
de la democratización y el pluralismo de actores, lo que no sucede en el caso
meXIcano.

En el contexto latinoamericano, México avanza en la generalización de la
evaluación de sus programas sociales (el resto lo hace en forma selectiva) yen
el esfuerzo aplicado en el caso particular del programa de Desarrollo Humano
Oportunidades. Como veremos en la segunda parte del libro, comparte con
los demás países de la región los problemas de sus sistemas de información,
medición de impactos, capacitación, aprendizaje social y utilización de los
resultados, así como el apoyo recibido de organismos internacionales como
el BM o el BID. En cambio, no cuenta aún con una cultura de la evaluación
orientada a resultados como la mencionada en Colombia, una difusión de los
informes que mantenga informada a la ciudadanía como estaría sucediendo
en el caso de Costa Rica y procesos de capacitación apoyados con la prepa­
ración de guías de evaluación como se hizo en Reino Unido, Francia y los
cuatro países de AL mencionados.

La observación realizada en México muestra que la evaluación actual de
políticas y programas públicos cuenta con poca información publicada hasta
el presente sobre los procesos de evaluación emprendidos, en particular: 1.
los métodos y técnicas aplicados; 2. la calidad de los resultados alcanzados;
y 3. el nivel de utilización de dichos resultados en los procesos decisorios. Se
trata entonces de responder a preguntas como: ¿por qué, qué y cómo se eva­
lúa?, ¿quien lo hace?, ¿cuánto cuesta?, ¿qué problemas enfrenta?, ¿para qué
sirve? Resulta urgente modificar este panorama para promover la participa-



DESARROLLOS EMPíRICOS DE LA EVALUACiÓN EN AMÉRICA LATINA 127

ción ciudadana en los procesos de políticas públicas, contribuir a un proceso
de aprendizaje, lograr más transparencia en las decisiones sobre el uso de
recursos, eficacia en su aplicación a los objetivos perseguidos y pluralidad
para contribuir a la democratización del país.

Para responder a las preguntas previas, en el siguiente capítulo se anali­
zarán los aportes que puede realizar la aplicación de metaevaluaciones a las
evaluaciones realizadas.



Capítulo 6

Metaevaluación de las evaluaciones

Introducción

ESTE CAPÍTULO pretende revisar: 1. las razones que limitan el desarrollo de la
evaluación; 2. los avances teóricos que se han producido en materia de metae­
valuación, entendida como la "evaluación de las evaluaciones", con objeto
de comprender y mejorar la calidad del trabajo de evaluación realizado; 3.
algunas de las limitadas experiencias de metaevaluación actualmente disponi­
bles; 4. formular una propuesta aplicable al contexto mexicano en el área de
desarrollo social, misma que se desarrollará en la segunda parte de este libro.

Dificultades para implantar procesos de evaluación

Si bien en los países escandinavos, y otros como Estados Unidos o Canadá,
la idiosincrasia, el nivel de desarrollo y/o el sistema político, han permitido
mayores o más rápidos avances, como hemos podido ver también existen
naciones que, aun gozando de altos grados de desarrollo como Alemania,
Reino U nido, Canadá o Francia, han enfrentado importantes resistencias
para su aplicación.

Generalmente, las dificultades aumentan en países menos desarrollados
como los latinoamericanos y se agudizan en casos como el mexicano, en que
su historia política ha estado signada por un agudo presidencialismo y, hasta
hace poco tiempo, por la existencia de un partido dominante, mismos que
estuvieron lejos de desarrollar la rendición de cuentas a la ciudadanía y la
cultura de la evaluación.

Como ya mencionamos, Nioche (1982) identificaba, en Francia, tres tipos
fundamentales de problemas ligados al atraso relativo de una cultura de la
evaluación en su país, que aparecen como muy pertinentes para el contexto
mexicano: sociopolíticos, administrativos y metodológicos.

Los primeros son considerados los más importantes y, al mismo tiempo,
los más difíciles de cambiar porque están enraizados en las culturas y tradi-
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ciones de los pueblos y sus gobiernos. La evaluación se vuelve amenazante en
este contexto porque introduce la duda y la posibilidad de cuestionamiento
entre los altos funcionarios, acostumbrados a comportamientos informales.
ASÍ, la demanda de evaluación no ha sido muy fuerte hasta fechas muy
recientes, pero tampoco la oferta de trabajos. Otros factores que contribu­
yen a la explicación son: el débil rol del Poder Legislativo como evaluador
de la acción gubernamental, el fuerte control de los medios de comunicación
masivos por el Ejecutivo, el cuasimonopolio de la información económica y
social por la administración pública y la ausencia de factores facilitadores, los
que, por el contrario, han estado presentes en la experiencia de EVA, como
su federalismo y tradición liberal (no intervencionista).

Los obstáculos administrativos incluyen:

l. la debilidad de la gestión por programas, que resulta el más evidente;
2. la organización del trabajo: el diseño de planes, programas y presu­

puestos con objetivos muy vagos y ausencia de metas cuantificadas
que faciliten su evaluación; y una organización que no define con
claridad una entidad administrativa encargada de la realización de
una evaluación integral de los programas públicos;

3. los frenos de naturaleza financiera: la falta de recursos destinados a
esta actividad, poco legitimada por su discutida aportación al bienestar
social; y

4. el rechazo de algunos funcionarios a una evaluación que consideran
inútil o excesivamente restrictiva, dados los controles ya existentes.

Los problemas metodológicos tampoco pueden soslayarse. Como ya
hemos visto, todas las técnicas empleadas en evaluación enfrentan serios
cuestionamientos que disminuyen su credibilidad.

Para Nioche, las evaluaciones comienzan a desarrollarse en ámbitos
caracterizados por un fuerte grado de incertidumbre o un elevado potencial
de conflicto. Por otra parte, la evaluación sólo tiene sentido en una sociedad
abierta a la libre expresión de los ciudadanos sobre la acción gubernamental,
permitiendo una pluralidad de análisis, limitada por dos problemas relevan­
tes: el acceso a la información y la desigualdad de los actores sociales en
materia de recursos para realizar sus análisis.

Sin embargo, el análisis de políticas puede evitar dos grandes errores, gene­
ralmente presentes en hl gestión pública, si se desarrolla en un contexto estructu­
ral y político que asegure la libertad de información y el pluralismo de los traba­
jos: considerar que todo es político y no utilizar las herramientas disponibles para
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comprender y mejorar la acción pública; o bien, querer utilizar herramientas
técnicas para resolver problemas que son realmente de índole política.

Cuatro años después de realizado el artículo anterior, Deleau et al. (1986)
percibían ya una atención creciente al tema y ofrecían cinco propuestas para
lograr el desarrollo de la evaluación de políticas públicas en Francia: trans­
formar a las políticas públicas en algo evaluable, organizar las competencias,
reforzar la evaluación de las políticas públicas en el seno de la administración,
aumentar la capacidad de evaluación externa de la administración, facilitar su
difusión en la sociedad, e identificar los temas prioritarios.

Para Monnier (1995), las condiciones que facilitan el desarrollo de la
evaluación son:

-una relativa independencia de los organismos de evaluación, que permi-
ta una crítica responsable y un comportamiento profesional ético;

-una capacidad multidisciplinaria de los evaluadores;
-un acceso suficiente a las fuentes de información administrativa; y
-una pluralidad de órganos de evaluación que permita la emulación

entre expertos y su empleo por los decisores como fundamento de sus
negociaciones.

Muchas veces el resultado de una evaluación se "archiva" sin ser tomado
en cuenta, a pesar de todos los cuidados que se hayan puesto en su prepara­
ción. Las razones pueden ser muchas: poca motivación de quienes solicitaron
la evaluación, afectación de intereses, lenguaje poco accesible empleado por
el evaluador, informe entregado en fecha poco oportuna, etcétera. A menudo,
la evaluación entrega complejos informes donde los solicitantes buscaban
respuestas sencillas, lo que crea registros distintos que obstaculizan la capi­
talización de las evaluaciones. En particular, se resalta la faceta política y
psicológica de la evaluación que, al emitir un juicio sobre las finalidades, la
eficacia y la ética de una acción pública, puede "hacer potencialmente vul­
nerables a los responsables de las políticas y las organizaciones públicas que
son quienes contratan la evaluación" (Bañón, 2003: xxv).

Al respecto existe un interesante estudio sobre las representaciones,
discursos y experiencias de quienes contratan una evaluación, resaltando
su ambivalencia: por un lado manifiestan la importancia de su realización
y por otro se perciben temores y aprehensión durante su aplicación (Martin y
Ruffiot, 2001). La retórica del discurso y la institucionaliz.ación formal de
la evaluación no garantizan el cambio de actitudes y conductas. En el mis­
mo sentido se señala que: "La primera exigencia para que la evaluación sea
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posible y eficaz es que sea querida ... Hay una evidente contradicción entre
un sentimiento generalizado que define a la evaluación como indispensable
y las reticencias a su concretización" (Duran, 1999: 188, traducción libre).
La explicación del empantanamiento de la evaluación está tanto en " .. .las
expectativas que genera como los temores que despierta, y al mismo tiempo,
las dificultades que implica su operacionalización" (Duran y Monnier, 1992,
traducción libre). Un análisis psicológico en profundidad (exposición de los
evaluados a diversas películas y análisis de sus reacciones) habría dado resul­
tados tan negativos en cuanto a lo que la evaluación simboliza, también en el
contexto francés, que nunca fue publicado.

Duran afirma que el conocimiento generado por la evaluación debe ser
pertinente para quienes lo necesitan y susceptible de ser asimilado por ellos.
El lenguaje habitual de los administradores es el de la gestión, no el de sus
consecuencias lejanas. Además la evaluación cuestiona su acción y pone en
peligro la existencia misma de la organización o programa evaluado. "Las
ideas no deben su eficacia sólo a su fuerza lógica, necesitan relacionarse con
el interés práctico de los actores y no deben ser demasiado extrañas a su expe­
riencia" (Duran, 2002: IV, traducción libre). Finalmente, no hay que olvidar
que la evaluación puede servir para redistribuir las relaciones de poder en la
administración pública. Mientras no interese a sus usuarios potenciales, no
tendrá impacto; evaluación y gestión necesitan relacionarse.

Conceptos e instrumentos de metaevaluación

Definimos provisoriamente a la metaevaluaciónJ2 como un tipo particular de
evaluación que enjuicia la calidad y el mérito de lo que hacen los evaluadores
profesionales, persigue el perfeccionamiento de sus trabajos y promueve una
mayor comprensión de los mismos.

A diferencia de las evaluaciones cuyo objeto de trabajo está constituido
por las políticas o los programas aplicados, en el caso de la metaevaluación se
toma como objeto de estudio a las evaluaciones realizadas, particularmente
sus informes finales. En consecuencia, la metaevaluación se caracteriza por
una mayor complejidad, determinada por el número y la naturaleza de las
variables a considerar, y también profundidad, definida por sus propósitos y
su objeto de trabajo (Díaz, 2002).

"Es posible encontrar otro empleo de la palabra metaevaluación: en el caso de Cunill y Ospina (2003: 444)
es empleada para referirse a la evaluación a nivel "macro", de las políticas públicas, por oposición de las efectua­
das en los niveles "meso" referido a organizaciones y programas públicos, y del "micro" de desempeño de los
funcionarios. También se encuentra este sentido en el trabajo de Sanín (1999) en la CF.PAL.
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No ha sido frecuente que los principales autores que exponen la teoría de
la evaluación la mencionen, tampoco se dispone de modelos desarrollados ex
profeso ni de una epistemología y metodología para su construcción (Díaz y
Rosales, 2003). Sus mayores desarrollos se localizan en el campo educativo
y las primeras referencias que todos los estudiosos de la metaevaluación reco­
nocen son los trabajos realizados por Michael Scriven (1967, 1969 Y 1976),
a quien se atribuye también la paternidad del nombre. En una presentación
posterior del tema, Scriven se refirió a la misma en los términos siguientes:
".. .la evaluación de las evaluaciones -indirectamente la evaluación de los
evaluadores- representa una obligación ética y científica, cuando se trata del
bienestar de los demás" (Scriven, 1991: 228).

El autor subraya así que esta fase, usualmente tenninal, del trabajo de eva­
luación responde a la responsabilidad exigible a todas las actividades humanas,
misma que adquiere especial importancia en el caso de la evaluación, por lo
que la metaevaluación representa el imperativo profesional de la disciplina,
imprescindible para controlar el sesgo del evaluador (Scriven, 1976).

House (1980, citado en Díaz, 2002) dedica al tema una sección de su libro
titulado Evaluación, ética y poder. Fundamenta el trabajo del metaevaluador en
la percepción selectiva "de las disonancias que se presentan en la evaluación
yen su informe", misma que podría analizarse a través de dos enfoques: las
opciones "duras" basadas en la cuantificación de variables, relaciones de cau­
salidad, criterios de eficacia y eficiencia, etcétera; y las opciones "suaves" con
gran cantidad de variables cualitativas interactivas implicadas en un trabajo
hermenéutico de descripción, comprensión e interpretación de textos. Las
primeras opciones podemos vincularlas a definiciones de metaevaluación de
contenido práctico y operativo; mientras que las segundas se asocian a la bús­
queda más profunda de sentido y explicación de los procesos evaluativos.

House se inclina tanto a la utilización de ejercicios sistemáticos de
hermenéutica aplicados al texto (búsqueda de relaciones de identidad, con­
tradicción, reciprocidad, transitividad, etcétera) como al empleo de técnicas
cualitativas de manejo de datos (análisis, síntesis, comparación, causalidad,
etcétera).

Schwandt y Halpern (I 988) proponen dos modelos de metaevaluación. El
primero se trata de la revisión por el metaevaluador, solo o conjuntamente con
el evaluador del programa, de las etapas desarrolladas en el proceso, entre las
que resaltan las de preparación del trabajo: análisis de su factibilidad, nego­
ciación del contrato, planeación actividades, etcétera. El segundo, se refiere al
proceso mismo de investigación y consta de una lista de comprobación para
garantizar las condiciones de confiabilidad y validez de los resultados.
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La posición de estos autores nos parece de particular interés por dos
asuntos que plantean, a diferencia de los demás, y que se relacionan con la
metaevaluación realizada en la presente tesis:

l. la posibilidad de que el metaevaluador no se encierre solo a realizar
su trabajo, sino que pueda interactuar con los evaluadores; y

2. la necesidad de analizar, no únicamente el proceso y los métodos de
evaluación aplicados, sino también algunos aspectos previos y poste­
riores, vinculados al funcionamiento del sistema o contexto en que el
trabajo se inscribe.

Scriven (1991) propone la aplicación de su Key Evaluation Checklist,
compuesta de las siguientes 13 dimensiones o aspectos a revisar, como instru­
mento de evaluación que también puede ser usado en la metaevalución:

l. Descripción: diseño, equipo evaluador, calendario del estudio, fuen­
tes de información, etcétera.

2. Antecedentes y contexto: responsable de la solicitud de evaluación,
razones, evaluaciones previas, etcétera.

3. Consumidor: clientes y destinatarios efectivos y potenciales.
4. Recursos: insumos que pueden limitar el diseño y ejecución de la

evaluación.
5. Valores: criterios de mérito en función de las necesidades del cliente

y las normas profesionales.
6. Proceso: desarrollo de la evaluación y problemas encontrados.
7. Resultados: informes y sus efectos previsibles por el evaluador así

como impactos del proceso de evaluación.
8. Costos: monetarios y no monetarios, así como sus costos alternativos.
9. Comparaciones: utilización de juicios validados, el azar, etcétera.

10. Posibilidades de generalización: posibles usos en diseños futuros,
otros programas, otros lugares, etcétera.

11. Relevancia: síntesis de todo lo anterior que permite valorar el mérito
de la evaluación realizada.

12. Recomendaciones: se pueden o no hacer en torno a la continuidad del
programa y sus posibles ajustes.

13. Informe del evaluador.

Stufflebeam y Shinkfield (1987) se acercan al concepto de metaevalua­
ción definido por Schwandt y Halpern (1988) para incluir la valoración" ...de
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todo lo que representa y hace la profesión", con objeto de garantizar que la
evaluación cumpla con estándares de adecuación técnica, costo-efectividad
y utilidad, incluyendo la planeación de la evaluación, la investigación eva­
luativa, el desarrollo organizativo, los servicios de evaluación y la utilización
de sus resultados. Retoman la lista de Scriven y otra similar preparada por
Stufflebeam en 1974 en la Western Michigan University y elaboran una ver­
sión depurada que diferencia entre el cliente que encarga la evaluación y sus
consumidores, y que agrega nuevos elementos como la función que cumple
el evaluado, el sistema que utiliza para distribuir sus servicios, el significado
o síntesis de todo lo analizado y la metaevaluación que puede incorporarse al
propio informe de evaluación.

La metaevaluación también ha sido reconocida por especialistas más
recientes como Monnier (1995), Patton (1997), Weiss (1998), Bañón (2003),
etcétera, y por organizaciones como el Joint Commitee on Standards for
Educational Evaluation (1994).

Díaz (2002) cita algunos trabajos adicionalesB entre quienes resalta San­
tos Guerra (1999), quien además de elaborar un inventario sistemático de
los elementos a comprobar (necesarios pero no suficientes para evaluar el
trabajo realizado), elaboró preguntas relevantes para los grandes momentos
de la evaluación:

-constitución: origen de la evaluación, negociación de sus términos,
etcétera;

-justificación: rigor metodológico, validez, tratamiento de la informa­
ción, etcétera;

-presentación: estructura lógica del informe, extensión, coherencia, cla­
ridad, etcétera;

-negociación: rapidez, intermediación, jerarquización en la entrega del
informe;

-valoración: motivaciones, intenciones, presiones, actitudes de los par­
ticipantes; y

"Entre ellos incluye cuatro artículos relevantes y una bibliografía sobre el tema. Los primeros son: Cook
y Gruder (febrero de 1978), "Meta-evaluation Research", en Evaluatioll quarterly 2(1); Reineke y Wech (1986),
"Client-ccntered meta-evaluation", en t'valuatioll practice; Santos Guerra (1999), "Metaevaluación: rigor. mejora,
ética y aprendizaje", en Bon!facio Jiménez Jiménez, Evaluacióll de programas, celltros y profesores, Madrid, Síntesis
citado en Díaz, 2(02), y J.E Angulo (1993), "Metaeva]uación del programa de educación de diabéticos", en Sori­
guer et al., citado por Bonifacio Jiménez, Evaluación de programas, celltrosy profesores, Madrid, Síntesis.

La bibliografía corresponde a:
-Patricia Rogers, (1997, comp.), Metaevaluatioll bibliography, Program for Public Sector Evaluation, Royal

Melbourne Institute of Technology.
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-difusión: distribución de la información y resultados, demoras, adulte­
raciones, etcétera.

Compartimos con Díaz la idea de que la metaevaluación puede enfocarse
en forma restringida a los datos y hechos que constituyen el contenido téc­
nico de la evaluación (procesos y resultados), que la mayoría de los autores
señalan como su contenido, y operacionalizarse mediante listas de compro­
bación. Pero también puede trascenderlos para tomar en cuenta todos los
factores que la afectan. Para Díaz dichos factores incluyen: evaluadores,
modelos, categorías, fund:lmentos metodológicos y epistemológicos, paradig­
mas científicos, ideología, filosofía, usos de lenguaje, codificación, conducta
del evaluador, valores en juego, etcétera.

Sin embargo, el autor reconoce que generalmente no se cuenta con infor­
mación de este cúmulo de aspectos, ya que la metaevaluación se realiza con base
en los informes oficiales del evaluador, por lo que recurre a proponer el método
hermenéutico para desentrañar la ideología, la concepción del mundo y la epis­
temología que fundamentan los modelos y categorías orientadores del proceso
evaluativo. Aclara que dicho método" ...consiste en repetir sistemática y cíclica­
mente, a lo largo de todo el proceso, el ejercicio representado por las cuatro funcio­
nes: análisis estructural, interpretación, comentario y crítica" (Díaz, 2002: 329).

Santos Guerra refiere la necesidad de interrogarse sobre la naturaleza
de la iniciativa, la finalidad de los procesos, la utilización de sus resultados,
el acceso democrático a los informes, etcétera; conjunto de factores hacia el
que parecían apuntar las anteriores propuestas de Stufflebeam y Shinkfield
y de Schwandt y Halpern.

Para García Sánchez (2003 y 2004), trascender las características más
evidentes de las evaluaciones implica desentrañar sus causas mediante el
estudio de las decisiones de los actores y sus motivaciones, recuperando las
contribuciones pluralistas, lo que coadyuva a la comprensión de la forma en
que se distribuye el poder en estos procesos. Propone dar seguimiento a las
decisiones de mayor relevancia en el proceso de evaluación:

-selección del equipo evaluador y contrato de evaluación;
-enfoque metodológico;
-selección de actores participantes;
-objeto y objetivos de la evaluación;
-criterios de valor;
-técnicas de recolección y análisis de datos;
-contenidos y estilo del informe de evaluación;
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-difusión y/o publicación del informe; y
-utilización del proceso y los resultados de la evaluación.

En este trabajo consideramos que este aditamento se conforma por fac­
tores de carácter organizacional, que es posible reconstruir echando mano de
la técnica de entrevista aplicada a informantes-clave, como complemento del
análisis de informes.

Tratando de esquematizar la revisión de conceptos e instrumentos reali­
zada, identificamos:

-metaevaluaciones dirigidas exclusivamente al análisis del informe final;
otras orientadas a la revisión de los procesos técnico-metodológicos
implicados en la investigación; o, aquellas que se enfocan a los anterio­
res en el marco de un contexto político y una determinada estructura y
funcionamiento organizacional;

-metaevaluaciones con enfoque racional, cuantitativo y de perspectiva
positivista basado en el análisis estadístico de datos; con enfoque feno­
menológico, holista, poco estructurado y cualitativo, fundamentado en
la hermenéutica y el estudio de los aspectos políticos, organizativos o
éticos; o, con enfoque mixto; y

-metaevaluaciones que utilizan diversas listas de indicadores o aspectos
a revisar, propuestas por distintos expositores del tema.

Por otra parte, Bustelo (2001 y 2002) plantea que existen autores yorga­
nizaciones que confunden el concepto de metaevaluación con otros como
la síntesis evaluativa y el metaanálisis. Se trata del caso de la Evaluation
Research Society que la considera uno de los seis tipos de evaluación que
reconoce y la define como una forma de volver a analizar los resultados de
una o varias evaluaciones para determinar lo que se ha aprendido en torno a
esa política o programa. Vedung (1997) incluye en el concepto de metaeva­
luación la síntesis de resultados de diferentes estudios de evaluación y Ballart
(1992) expresa: "... consiste en el análisis del resultado de varias evaluaciones,
y por otro lado, en la revisión de la más amplia investigación desarrollada en
un cierto periodo".

Para la autora los tres conceptos que se mezclan son diferentes:

-la síntesis evaluativa resume los resultados de múltiples evaluaciones
efectuadas a políticas o programas similares, y sólo se interesa en la
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metodología como la base que permitió llegar a los resultados (no ana­
liza los procesos);

-el metaanálisis consiste en un procedimiento estadístico para comparar
los hallazgos de diferentes estudios que confluyen en un mismo objeto,
identificar tendencias y realizar generalizaciones, que ha sido aplicado
a las evaluaciones (Glass, 1976); y

-la metaevaluación no se enfoca a los resultados de las evaluaciones sino
a los procesos implicados en la realización de una o varias de ellas y,
cuando incluye a los primeros, no es para sintetizarlos sino para revisar
si cuentan con evidencia suficiente, si la metodología ha sido adecuada, si
las interpretaciones, juicios y recomendaciones fueron lógicamente
diseñados, etcétera. Cumple dos funciones básicas: la de descripción,
análisis y valoración de los procesos de evaluación, y la de seguimiento,
fomento y control de la calidad de las evaluaciones, mismos que tam­
bién permiten asegurar la credibilidad de la evaluación en contextos
muy politizados.

Bustelo agrega que la literatura muestra una tendencia a metaevaluar
una única evaluación,34 ya que son raros los procesos de evaluación que se
analizan y comparan simultáneamente debido a que el trabajo se guía más
por la lógica y tiempos de la acción pública que por los de la construcción
del conocimiento.

En conclusión, dentro del presente libro se comparte, pero se amplía
la definición presentada al inicio ya que se considera que la comprensión y
el perfeccionamiento de la evaluación debe llevarnos a enjuiciar el valor y el
mérito no sólo de los trabajos de los evaluadores profesionales, sino el de todo
el sistema en que se organiza y desarrolla el anterior, incluyendo el papel
jugado por otros actores o instancias que inciden en la calidad del proceso
desarrollado y del informe final logrado.

Esto implica no reducir la metaevaluación al estudio de los métodos
y procesos aplicados por el evaluador, sino recuperar fundamentalmente
las propuestas que desde la teoría de la organización y el enfoque pluralis­
ta sugieren tomar en cuenta el contexto inmediato en que la evaluación se
desarrolla, considerada ésta como un proceso social complejo. Por otra par­
te, significa que ninguna disciplina ni enfoque puede pretender ser el único
adecuado para realizar una metaevaluación, por lo que su análisis debe ser de
tipo multidisciplinario y mixto.

l4 Sin embargo. no es lo que encontramos en nuestra investigaci6n.
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Criterios de metaevaluación

Aún son muy escasas las propuestas de criterios específicos para la metae­
valuación.

House (1980, citado en Díaz, 2002) propuso criterios muy generales,
poco operativos, que recuperan en forma amplia los procesos relacionados
con la evaluación, tales como veracidad, autonomía, credibilidad, participa­
ción, equidad, poder, objetividad, etcétera, los cuales considera que deben
coadyuvar al logro de una mayor justicia social.

Patton (1997) señala que el debate entre cuantitativistas y cualitativistas
sirvió para mostrar que no hay criterios universalmente válidos en todos los
casos; sin embargo, también plantea que existen algunos de carácter general
que pueden utilizarse como referencia: conveniencia, utilidad, factibilidad,
credibilidad y relevancia.

Scriven (citado en García: www.ucm.es) elabora, a partir de diferentes
listas, una síntesis de aspectos específicos denominada Meta-Evaluation
Checklist, que incluye las características deseables a verificar en una metaeva­
luación: estudio comprehensivo y comprensible, creíble, ético, factible, sufi­
ciente, oportuno, seguro, válido, sensible desde el punto de vista político, que
explicite los estándares de valor utilizados y su justificación, y costo-eficaz.

En cambio, Stufflebeam (1974, citado en Centeno, 2002) recupera los
principales criterios metodológicos y epistemológicos, en relación exclusiva
con los procesos de investigación: validez interna, validez externa, confia­
bilidad, objetividad, relevancia, importancia, alcance, credibilidad, tiempo,
difusión, y relación costo-efecto.

Schwandt y Halpern (1988) también identifican criterios específicos de
calidad de una metaevaluación, sin tomar en cuenta su contexto: el rigor de la
metodología utilizada y su capacidad de convencimiento basada en la bondad
de los resultados hallados en la evaluación.

La primera se refiere a los procedimientos utilizados para conocer el
objeto de estudio (evaluación): coherencia epistemológica, metodológica y
tecnológica, adecuación a su contexto, relevancia para la política o programa
evaluado, definición de criterios preestablecidos de evaluación, técnicas de
recopilación, análisis de datos, participación de actores relevantes y relación
costo-beneficio de la evaluación.

La segunda trata de conseguir la coherencia lógica y el señalamiento
independiente y la vinculación de los cuatro niveles definidos por Patton
(1997), en que cada nivel se basa en el anterior: datos, interpretaciones, valo­
raciones y recomendaciones.
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Schwandt y Halpern definen los siguientes criterios para valorar los
datos: relevancia, confiabilidad, suficiencia, representatividad y temporali­
dad. Las interpretaciones y explicaciones obtenidas a partir de los datos que
cumplen los criterios anteriores serán adecuadas si su análisis es correcto y
suficiente. Las valoraciones deben hacerse en función de los criterios prees­
tablecidos en acuerdo con los diferentes agentes de la evaluación. Las reco­
mendaciones deben basarse en los niveles previos y considerar el contexto
en que se desarrolló la acción evaluada; ser realistas, claras y se recomienda
que se acompañen de una estimación de sus costos para facilitar su posible
implementación.

Finalmente, las normas más utilizadas como referencia para la metae­
valuación son las del Joint Committee, que aparecen ordenadas en cuatro
grupos: utilidad, factibilidad, corrección/legitimidad, y precisión (véase
anexo 1). Las mismas son reconocidas por su especificidad, claridad, orden y
estructuración, pero cada metaevaluación puede definir sus propios criterios
(Bustelo, 2001).

García (en Diccionario Crítico de Ciencias Sociales: www.ucm.es) mencio­
na que lo importante es valorar la capacidad explicativa de la investigación
evaluativa, por lo que los criterios se deben determinar en función de los
objetivos de la investigación y de la perspectiva del analista.

En conclusión, existe una amplia gama de criterios a seleccionar en cada
caso, mismos que incluyen:

-los de carácter general, relativos a los procesos de investigación: objeti­
vidad, validez, confiabilidad, representatividad, suficiencia, veracidad,
relevancia, relación costo-beneficio, etcétera;

-los específicos de la metaevaluación: autonomía, credibilidad, utilidad,
factibilidad, oportunidad, participación, legitimidad, etcétera.

Tipos de metaevaluación

A las metaevaluaciones pueden aplicarse todas las clasificaciones de evalua­
ciones, ya revisadas.

Los enfoques cuantitativistas enfatizan el análisis de los aspectos metodo­
lógicos y, en casos extremos, identifican como modelo de calidad del trabajo
el empleo de diseños experimentales (Campbell y Stanley, 1966).

Las corrientes cualitativistas enfatizan los aspectos éticos y políticos de la
investigación, a veces incluso con descuido de las cuestiones metodológicas
(House, 1980, citado en Díaz, 2002 ; Scriven, 1991).
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Las metaevaluaciones de diseño deben analizar el contexto evaluativo, la clari­
dad de sus objetivos, la inclusión de las variables relevantes, la justificación del
esfuerzo, su costo, el tiempo disponible, su contribución potencial a la mejoría
del programa, la participación de los actores involucrados, la disponibilidad de
la información necesaria, la previsión de técnicas adecuadas de recolección y
análisis de datos, de presentación y difusión de informes, etcétera.

Las metaevaluaciones de proceso analizan la puesta en práctica de la eva­
luación antes diseñada: ajuste al calendario, disponibilidad oportuna y uso
eficiente de recursos, calidad del equipo evaluador, aplicación de los métodos
y técnicas previstas, problemas encontrados, etcétera.

Algunos autores consideran como resultados de la metaevaluación tanto
sus productos como sus impactos. En la primera, se revisa la calidad de los
productos típicos de una evaluación, que incluyen datos, interpretaciones,
valoraciones y recomendaciones, así como la forma en que son recuperados
en los informes. También se analiza si estos se entregaron a tiempo y se
difundieron.

La segunda se refiere a los efectos que provoca la evaluación, su utiliza­
ción efectiva: modificaciones al programa, contribuciones a la política en que
se enmarca, procesos de aprendizaje, etcétera (Bustelo, 2001). Weiss (I998)
define cuatro posibles impactos o usos de la evaluación: instrumental (para
su uso en la toma de decisiones), conceptual (para cambiar la comprensión
de lo que el plan o programa hace), persuasivo (cuando mobiliza apoyos para
efectuar los cambios requeridos por el programa), y de influencia en redes de
políticas, programas, evaluadores, etcétera, ajenos al programa evaluado.

Experiencias de metaevaluación

Bustelo (2001 Y 2004) plantea que, a pesar del desarrollo alcanzado por la
evaluación en Europa, aún hay muy poca investigación que sistematice y
analice estas experiencias (metaevaluación). En los países en que la cultu­
ra y la práctica de la evaluación están más desarrolladas se ha insistido, en
los últimos años, en la necesidad de realizar una investigación que aproveche los
estudios ya realizados. Algunos antecedentes pueden encontrarse en Reino
Unido, Canadá o Bélgica.

En el presente libro se mencionan los trabajos a los que se tuvo acceso:
varios realizados en Francia y España, además del canadiense ya menciona­
do, y la única localizada en AL. Casi todos refieren sus técnicas de recolec­
ción de la información, pero ninguno explicita el tratamiento posterior que
dio a la misma para arribar a sus conclusiones.
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Constituye un primer trabajo de metaevaluación el realizado por Lacasse
(1993) en Canadá, referido dentro del segundo apartado de este capítulo.
Para su estudio, inició un diagnóstico de la situación, basado en la revisión
de 37 informes de evaluación del periodo 1988-1990, complementado con
entrevistas confidenciales aplicadas a funcionarios, consultores y clientes
de las evaluaciones, con base en una muestra intencional en que seleccionó
sólo los trabajos de mayor calidad y dirigidos por personas de reconocida
competencia.

Lascoumes (1998) relata una metaevaluación francesa que dio origen a
la realización del coloquio "Evaluation pluralista des politiques publiques:
enjeux, pratiques et produits". Su objetivo era enfocarse al conjunto de tra­
bajos colectivos que permitían la materialización de la evaluación: diversidad
de prácticas, herramientas, modelos teóricos y metodologías. Especialmente
se trató de saber si los evaluadores habían podido conciliar y cómo los obje­
tivos de racionalización y coherencia de la política con los de su legitimación
y aceptación, ya que el modelo francés de 1990 conservaba elementos de una
evaluación técnica o gerencial, al mismo tiempo que introducía el enfoque
pluralista; negaba prioridad al saber de los expertos y abría el proceso a los
"profanos implicados".

Como objeto de observación se seleccionaron seis evaluaciones con dife­
rentes encuadres para averiguar si éstos provocaban consecuencias en los pro­
cesos y productos de la evaluación: cuatro evaluaciones presentaban el modelo
Cime-ccE,J5 la quinta, aunque también era interministerial, se realizó en un
encuadre estrictamente administrativo;J6 y la sexta no fue interministerial ni
nacional, se trataba de la evaluación de una política pública local, realizada
en un encuadre similar al CIME-CCE, aunque con algunas diferencias signifi­
cativas. Ji Las cuatro primeras pudieron llegar a conclusiones prudentemente
generalizables; las dos restantes hicieron un aporte distinto, sin pretensiones
de representatividad de ningún tipo.

Analizaron todos los documentos posibles, producidos por las instancias
de evaluación, así como aplicaron entrevistas a sus miembros y a algunos
actores externos (solicitantes y encargados de la evaluación).

Dedujeron que la construcción metodológica de cada instancia dependía
de cuatro factores:

l< La informática en el Estado, La inserción de los adolescentes en dificultades, La rehabihtación del hábitat
social, y El desarrollo de infraestructura en las zonas húmedas.

"La estraregia de formación de trabajadores sociales, realizado por el Ministerio de Asuntos Sociales.
"Política pública regional de turismo rural en la región de Bretaña.
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1. el contexto político en que se seleccionaba al responsable de la evalua­
ción y al objeto y problemática que ésta cubriría;

2. el tipo de relación que se establecía entre los diferentes grupos e inte­
reses al interior de la instancia de evaluación;

3. el respaldo científico brindado por el CCE o instancia equivalente, que
debería apoyar en forma continua el proceso metodológico pero sólo
participa al inicio y al final del mismo; y

4. las instancias, que constituyen intelectuales colectivos que se diferen­
cian por su dinámicas internas y sus producciones.

Concluyeron que la evaluación no es un factor de rediseño de las políticas
públicas; su impacto es más sensible y profundo como forma de esclarecer
problemas y lograr un aprendizaje que podría transformarse en un proceso
de cambio al interior de la administración. Otra de sus conclusiones fue que
el modelo pluralista francés enfrentaba tres tipos de problemas:

1. la dificultad para superar la diferencias entre la lógica del solicitante,
que busca controlar el proceso, con la de un pluralismo real;

2. la tendencia a ocultar los objetivos de la política a evaluar, que no
siempre pueden ser descubiertos por la instancia de evaluación; y

3. las consecuencias efectivas de la evaluación, más indirectas que direc­
tas, y raramente sostenidas por quienes iniciaron el proceso.

Bustelo (2001), en su trabajo aplicado a la metaevaluación de políticas
de igualdad de género en España, analiza 11 planes y programas en el tema.
Utiliza técnicas de recopilación y análisis documental; entrevistas abiertas
semiestructuradas aplicadas a los responsables de los organismos involu­
crados; y entrevistas estructuradas, personales y telefónicas, realizadas a los
responsables técnicos de la evaluación en los mismos organismos. Señala que
existe un claro déficit de valoraciones globales en las evaluaciones aplicadas y
que ninguno de los informes revisados en forma detallada contiene un apar­
tado de recomendaciones, lo que influye en la falta de utilidad y de impacto
de dichos trabajos.

Lajoudie y 1oulemonde (2002) analizaron 11 evaluaciones realizadas en
la zona de Limousin, Francia, entre 1994 y 1998, en relación con sus procesos
y la calidad de sus informes, y seleccionaron cuatro de ellas para profundizar
en la utilidad de las mismas. Los temas revisados incluyeron: calidad de la
solicitud de evaluación, conducción de la evaluación, calidad del informe y
explotación de sus resultados. Para la revisión de los métodos de evaluación
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empleados utilizaron la aplicación de entrevistas directas, por teléfono y por
correo electrónico. También revisaron los principales cambios acontecidos
en el periodo. Entre sus conclusiones resalta la poca utilización de los resul­
tados de las evaluaciones.

Larrú (2003) realizó un metaevaluación del sistema de evaluaciones de
EuropeAid para valorar la calidad y la utilidad de los informes de evaluación
externa contratados por su Unidad de Evaluaciones de la Unión Europea.
Concluye que existe una gran variedad de tipos evaluación aplicados (inter­
medias, ex post, sumativas, formativas, etcétera), que las recomendaciones son
pertinentes aunque a veces demasiado generales, algunos informes demasia­
do extensos (más de 100 páginas), se presentan riesgos de minimizar costos a
expensas de la calidad, y dudas sobre la influencia real de las recomendacio­
nes efectuadas y su impacto en la asignación de recursos.

Plantea además algunos dilemas entre los que incluye que las evaluacio­
nes se dirigen a quienes las financian y elaboran unilateralmente los términos
de referencia, por lo que las mismas ayudan muy poco a los beneficiarios de
los programas y nunca enjuician la actuación de los donantes. También iden­
tifica futuras líneas de investigación que requerirían la aplicación de encues­
tas a funcionarios para complementar los datos incluidos en los documentos
que analiza (costo de las evaluaciones, términos de referencia, etcétera).

También en España existe un trabajo de metaevaluación, de enfoque
cualitativo, efectuado por Ester Garda (2003 y 2004). Fue aplicado a tres de
las evaluaciones más destacadas de programas y proyectos de reforma edu­
cativa, realizadas en el periodo 1982-1992. Se basó en el enfoque de actores
y trató de encontrar las causas que explican las decisiones adoptadas por los
mIsmos.

Sus principales conclusiones incluyen:

1. los intereses que los actores no mencionan llegan a ser los que guían
realmente los objetivos de las evaluaciones;

2. la mayoría de las decisiones fueron tomadas por un número reducido
de actores;

3. las decisiones sobre el enfoque metodológico son las de mayor rele­
vancia porque influyen en el resto de las decisiones críticas de la eva­
luación;

4. las evaluaciones analizadas no cuestionaron los programas y sus pre­
mIsas;

5. tuvieron un escaso impacto en el perfeccionamiento y reorientación de
los programas;
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6. no se detectó correlación alguna entre el grado de pluralismo de las
evaluaciones y la utilidad de sus resultados, etcétera.

En conclusión, cinco de las seis metaevaluaciones revisadas concluyeron
que los resultados de las evaluaciones son muy poco utilizados y el sexto
(Larrú) manifiesta dudas al respecto. En el mismo sentido se expresan Díaz
y Rosales (2003) con base en las evaluaciones que revisan en el contexto
costarricense.

Como ha podido verse hasta el momento, es en el continente europeo
donde se han identificado más casos de metaevaluación. En AL sólo se
identificó un trabajo de tesis, desarrollado por Centeno (2002) en la Univer­
sidad de Costa Rica, que trata de realizar una metaevaluación del Programa
Antidrogas y Salud Sexual y Reproductiva para Adolescentes, aplicado en
Jamaica, en 1999-2002.

A pesar de que, según Bustelo (2001), existe una tendencia a metaevaluar
una sola evaluación, los casos presentados hasta el momento se referían todos
a múltiples evaluaciones; en cambio, el trabajo de Centeno, sólo metaevalúa
un programa. Si bien el mismo plantea que analizará en forma integral todo
el proceso (no queda claro si de evaluación o de gestión del programa) y que
le interesan tanto los aspectos cuantitativos como los cualitativos, su trabajo
se refiere únicamente en los aspectos técnicos, que son analizados en forma
cuantitativa: las estrategias de análisis estadístico utilizadas durante la evalua­
ción para la obtención de datos, su tratamiento e interpretación.

Realiza su trabajo debido a una discrepancia inicial con la forma en
que se obtuvieron los resultados de la evaluación, rebasando el concepto
de metaevaluación que hemos manejado, ya que no se limita a analizar
críticamente los procesos desarrollados, sino que propone y aplica nuevos
métodos de tratamiento a los datos. En realidad, realiza una metaevaluación
de los aspectos metodológicos y agrega una segunda evaluación del progra­
ma (ajena ya al concepto de metaevaluación), a partir de los mismos datos,
aplicando nuevos métodos, lo que le permite obtener resultados también
diferentes.

Entre las conclusiones de su metaevaluación resalta la ausencia de una
valoración inicial de las necesidades de los beneficiarios; una teoría del pro­
grama que relacione los insumas y actividades con el resultado esperado;
pruebas de validez y confiabilidad del cuestionario aplicado; y utilización de
un método de tratamiento ajustado a los datos recogidos.

Uno de los aspectos que las metaevaluaciones permiten identificar son
los impactos logrados por las evaluaciones. Lascoumes (1998) los clasifica en



146 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

impactos positivos, o sea los que generan una dinámica de cambio, e impactos
negativos (que no generan cambios o incluso provocan resistencias).

Entre las consecuencias positivas identifica: consecuencias técnicas o
pragmáticas (nuevos conocimientos, integración de los dispersos, dinámicas
de capacitación); acciones de reencuadre de la acción pública (clarificación de
competencia entre actores, mayor coherencia en la toma de decisiones, adap­
tación de recursos); consecuencias heurísticas sobre los actores individuales o
institucionales implicados, relacionadas con su implicación en el dispositivo
de evaluación, por lo tanto, limitada a un pequeño círculo, poco difundible,
temporal; y, consecuencias políticas (reformulación del problema, reingreso
a la agenda, cambios estratégicos).

Por su parte, las consecuencias negativas pueden incluir: falta de apropia­
ción de los resultados de la evaluación por las instancias políticas y/o admi­
nistrativas; rechazo de los resultados por su solicitante debido a cambios en
el contexto político (más rara), mala interpretación de la solicitud, o conclu­
siones imposibles de digerir para la élite gobernante; desnaturalización de los
datos y las recomendaciones de la evaluación; e, imposibilidad de un actor
político que forma parte del proceso de evaluación de introducir cambios en
función de los resultados obtenidos debido a la falta de recursos materiales
o simbólicos.

Propuesta de metaevaluación a aplicar en México

En la segunda parte de este libro se propone realizar una metaevaluación
de los programas de desarrollo social a cargo de la Sedesol que cubra los
objetivos revisados (describir, analizar y valorar los procesos de evaluación y
la calidad de sus resultados) y desarrolle los determinantes de carácter orga­
nizativo. Para ello analizará los informes finales de evaluación, los procesos
de investigación desarrollados y los elementos del contexto que pudieron
afectarlos. A partir de estos procederá, con un enfoque multidisciplinario,
cuanticualitativo y cualitativo para:

a) ofrecer una visión global de cómo se organiza y funciona la evaluación
en el sector, en términos formales e informales;

b) metaevaluar cada uno de los programas evaluados;
e) realizar una síntesis de las anteriores como metaevaluación transversal

del conjunto; y
d) analizar la evolución vivida por la evaluación de algunos programas

sociales seleccionados.
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En términos de las clasificaciones básicas revisadas, dicha aplicación se
define como una metaevaluación:

a) sectorial, porque analiza las evaluaciones realizadas en el sector coor­
dinado por la Sedesol;

b) formativa, ya que realiza su análisis con fines de perfeccionamiento
futuro de esta práctica;

e) ex post, debido a que su valoración se realiza después de su aplicación,
d) externa, por no tener vínculo directo con los operadores de los progra­

mas y haber realizado sólo una de las 31 evaluaciones consideradas, de
poco peso en el conjunto; y

e) integral, o sea, de diseño, proceso, resultados e impactos.

Esta metaevaluación utilizará el análisis documental (leyes, decretos,
planes, programas, acuerdos, reglas de operación, términos de referen­
cia, informes de evaluación, etcétera), pero también aplicará entrevistas
abiertas y semiestructuradas a sus actores más relevantes (funcionarios,
evaluadores, congresistas, organizaciones no gubernamentales, etcétera).
En cambio, no hará uso de técnicas propias de la hermenéutica como el
análisis de textos.

Las evaluaciones serán analizadas mediante un conjunto de indicadores o
lista de comprobación que integran elementos de las distintas propuestas de
criterios revisadas y los adaptan a nuestro contexto nacional:

• Decisiones y procesos del contexto inmediato a la evaluación de pro­
gramas:
-planeación de procesos de evaluación,
-origen de la decisión de evaluar,
-instancias intervinientes y su papel formal,
-funcionamiento real del sistema:

relaciones entre las instancias,
licitaciones y términos de referencia,
mercado de la evaluación,
cumplimiento de obligaciones legales,
equipos evaluadores y sus móviles,
principales problemas administrativos,

-recursos para evaluar,
-difusión de los resultados de las evaluaciones, y
-utilización de resultados en la toma de decisiones.
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• Metodología y procesos internos a la evaluación de programas:
-fuentes de información y análisis de datos,
-pertinencia y diseño del programa,
-recursos utilizados por el mismo,
-análisis de procesos,
-medición de cobertura,
-resultados alcanzados,
-impactos provocados,
-participación y satisfacción social,
-utilización de resultados y de recomendaciones previas,
-valoración global del programa y recomendaciones,
-escenarios prospectivos,
-informes finales, y
-costo de la evaluación.

Estos temas serán valorados con base en los criterios generales de inves­
tigación (objetividad, validez, confiabilidad, representatividad, consistencia,
etcétera) y con algunos específicos de la metaevaluación como pertinencia,
autonomía, credibilidad, utilidad, participación y calidad.

A su vez, para la medición de la calidad se tomarán en cuenta cuatro
elementos que se consideran relevantes para el contexto nacional: 1. haber
sido realizada por un equipo interdisciplinario, pertinente al tema del pro­
grama evaluado; 2. contar con un diseño, recolección y tratamiento de datos
rigurosos; 3. cumplir con los requerimientos especificados en el Acuerdo y
los Términos de Referencia; y 4. concluir con la explicitación de un juicio
valorativo fundamentado sobre el programa.

Comentarios finales

El capítulo sintetiza las dificultades culturales, sociopolíticas, adminis­
trativas y metodológicas que enfrenta el desarrollo de procesos genera­
lizados de evaluación y los aportes que al respecto pueden realizar los
trabajos de metaevaluación, dirigidos a enjuiciar el valor y el mérito de
los trabajos de evaluación, tanto en términos metodológicos como orga­
nizacionales.

Se presentan los limitados avances teóricos, metodológicos y empíricos
producidos por distintos países en materia de metaevaluación, y se mencio­
na la localización de un solo trabajo de este tipo en AL, resaltando la poca
utilización de sus resultados en todos los ámbitos.
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Finalmente, se formula una propuesta de metaevaluación multiJiscipli­
naria, sectoriaL ex post, sumativa, externa y de diseño, procesos, resultados
e impactos, que se desarrollará en la segunda parte del presente libro. La
misma nos guiará en la segunda parte de este libro para la realización del
balance de los avances logrados en México en materia de evaluación de pro­
gramas de desarrollo social, permitiéndonos analizar los problemas aún no
resueltos y proponer soluciones.



Segu nda parte

LA EVALUACIÓN DE pOLíTICAS

Y PROGRAMAS MEXICANOS

DE DESARROLLO SOCIAL



Capítulo 7

Políticas y programas de desarrollo social

Introducción

EN EL PRESENTE capítulo se analizan las particularidades de las políticas
sociales y su evolución, y se realiza una breve síntesis de los principales
programas sociales dirigidos al combate de la pobreza, enfatizando las carac­
terísticas de los que han estado vigentes en el sexenio actual.

Política social y pobreza

Las políticas sociales constituyen un tipo particular de políticas públicas,
cuyo objetivo final es el logro del bienestar social mediante estrategias de
redistribución de la riqueza y del ingreso para impulsar un mejoramiento
continuo de las condiciones de vida de la población. Impulsadas en Europa
en el marco del Estado de bienestar al finalizar la Segunda Guerra Mundial,
y en menor medida por los latinoamericanos, tendieron a ampliar los dere­
chos sociales y procurar condiciones aceptables de vida para el conjunto de
la sociedad.

La política social ha sido una función asumida por el Estado mexicano,
con énfasis variables, junto a sus funciones clásicas de justicia, seguridad y
orden público.

En los años cuarenta, el proceso de industrialización mexicano se carac­
terizó por provocar altas tasas de crecimiento económico acompañadas de
una mala distribución del ingreso entre el campo y la ciudad y por grupos
sociales, lo que generó exclusiones que se irían profundizando con el paso del
tiempo. Sin embargo, aun los más pobres vieron aumentar su nivel de ingreso
debido a la existencia de un fuerte y constante crecimiento económico en el
periodo.

Como ya se mencionó en la revisión de antecedentes, México desarrolló
múltiples programas sociales a cargo de diversas organizaciones: SSA, Secre­
taría de Educación Pública (SEP), Sedesol, Instituto Mexicano del Seguro
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Social (IMSS), Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabaja­
dores del Estado (ISSSTE), Instituto Nacional del Fondo para la Vivienda de
los Trabajadores (lnfonavit), Fondo Nacional de las Habitaciones Populares
(Fonhapo), Instituto Nacional Indigenista (INI), Conasupo, Liconsa, Dicon­
sa, Instituto Nacional de Desarrollo Social (Indesol), Comisión Nacional de
Zonas Áridas (Conaza), Fondo Nacional de las Artesanías (Fonart), entre
otras.

Sin embargo, en los años setenta-ochenta, el modelo de Estado de bien­
estar entró en crisis debido a la insuficiencia de ingresos para solventar los
gastos sociales, fue cuestionado y se propusieron nuevas combinaciones de
lo público y lo privado en la provisión de servicios sociales (Gordon, 2000).
Los gobiernos de AL optaron por el paradigma emergente, inspirado en el
NPM, e introdujeron las llamadas reformas de "primera generación" o de
ajuste estructural: desmantelamiento del intervencionismo estatal, aplicación
de políticas de descentralización y de privatización de empresas públicas,
reducción del tamaño del Estado y empleo del mecanismo de mercado como
nueva centralidad. El Estado debía limitarse a garantizar las condiciones
para que las empresas privadas ofrecieran los bienes y servicios públicos
que habían constituido un componente fundamental de sus funciones en el
modelo anterior, priorizando el objetivo de eficiencia, el establecimiento de
prioridades claras, la reducción de costos administrativos, el incremento de la
productividad de la inversión, etcétera (Gordon, 1999).

Al finalizar los ochenta, el anterior énfasis en políticas universales había
sido sustituido por programas focalizados a la atención de la pobreza extre­
ma, cuya medición en México (si bien difiere en función del método emplea­
do) mostraba magnitudes alarmantes (véase cuadro 1).

En dicho marco, la nueva política social puede asumir objetivos de corto
plazo, vinculados a la transferencia de recursos para paliar la situación actual
de los pobres en relación con la satisfacción de sus necesidades elementales
más inmediatas; o puede también plantearse objetivos de largo plazo, a través
de la inversión en capital humano y social (educación, salud, alimentación,
construcción de redes, fomento de los emprendimientos sociales, etcétera),
en cuyo caso se habla de políticas de desarrollo social.

La aplicación de las reformas en la orientación del gasto y la inversión
social llevó a que, en 2001, el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática (INEGI) reportara que la pobreza alcanzó a 57 millones de per­
sonas y la pobreza extrema a más de 10 millones (10.72 por ciento), mismas
que podrían aumentar a 75 y 54 millones respectivamente, según los cálculos
realizados por Boltvinik y Hernández (1999). En 2002, esto se combina con
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CUADRO 1

EVOLUCIÓN DE LA POBREZA EN MÉXICO
SEGÚN DIFERENTES AUTORES

(En porcentajes)

Año

1963
1968
1977
1984
1994
1996
2001
2002

Hernández
1991

77
72
58

59

Boltvinik
1998

69
78

Boltvinik y Hernández
1999

75

INEGI

2001

59

Banco Mundial
2004a

52
.-----------------------------

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de los autores citados.

uno de los índices de Gini más altos de América Latina: 0.531 (Naciones
Unidas, 2002).

El Banco Mundial (2004b) informa un retroceso importante en el com­
bate a la pobreza, provocado por la crisis de 1994-1995, que incidió para
que se incrementara la pobreza general y extrema, llegando la última a
20.3 por ciento en 2002, a pesar del descenso de esta magnitud logrado en
1996-2002, con el que apenas se ha rebasado el nivel prevaleciente antes de
la crisis mencionada. Michel Walton, Asesor Regional para la Reducción de la
Pobreza y el Desarrollo Humano en el citado banco, señala como algunos de
los factores que contribuyeron a la disminución registrada al " ...crecimiento
de las remesas internacionales para los pobres extremos en las zonas rurales
y el aumento de la transferencias gubernamentales dirigidas a los pobres
extremos a través de Oportunidades" (Banco Mundial, 2004b: 1).

Ante estos resultados, resulta necesario reorientar las políticas y progra­
mas sociales, rescatando los que han producidos efectos positivos y desechan­
do los que no lo han logrado, y valorando nuevas formas de gestión pública
y social. Diversos autores (Kliksberg, 1997, 2000a y 2003, Nirenberg, 2003,
Cunill, 1997, Bresser Pereira el al., 2004, etcétera) destacan la importancia de
generar procesos de participación social para mejorar la efectividad y ética
de estos programas sociales; sin embargo, ésta presenta limitados avances.

Pero, ¿cuáles han sido los impactos de las distintas políticas y progra­
mas aplicados?, ¿cuáles son los problemas que les han impedido lograr sus
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objetivos?, ¿qué cambios en su diseño e implementación permitirían mejorar
su efectividad?, ¿qué otras alternativas podrían resultar más exitosas? Las
respuestas a estas y otras preguntas similares requieren de la evaluación
y aprendizaje a partir de la experiencia de los programas implementados,
procesos que aún presentan limitados avances en México, como se verá más
adelante.

Antes de pasar al análisis de dichas evaluaciones será necesario revisar
brevemente los principales programas sociales que se aplicaron en el pasado
y los que han estado vigentes durante el presente gobierno.

Programas aplicados en sexenios previos

Desde el inicio de los setenta, el gobierno de Echeverría abandonó el modelo
denominado de "desarrollo estabilizador" y lo sustituyó por el de "desarro­
llo compartido", en que, como su nombre lo indica, se perseguía una mejor
distribución de los frutos del desarrollo, a través de un incremento en la
inversión pública dirigida a salud, educación, vivienda y, especialmente, al
campo.

En este último se puso en marcha el Programa de Inversiones Públicas
para el Desarrollo Rural (Pider), que puede ser considerado un antecedente
de los programas de combate a la pobreza. Su objetivo consistía en concen­
trar la atención en las zonas más deprimidas, tratando de dinamizar el campo
y disminuir la desigualdad.

López Portillo fue el primer presidente que aplicó programas sociales
específicos. Continuó aplicando el Pider y, en 1977, propuso la creación de la
Coordinación del Plan General de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados
(Coplamar), con la responsabilidad de: l. realizar estudios para la atención de
las necesidades esenciales de la población en las zonas deprimidas y grupos
marginados, en el entendido de que su satisfacción constituía el verdadero
sentido del desarrollo económico; y 2. efectuar propuestas para coordinar y
mejorar el funcionamiento de las dependencias y entidades encargadas del
desarrollo de los programas aprobados.

En este contexto se desarrollaron programas para la atención de cuatro
millones de habitantes, como:

-Conasupo-Coplamar, dirigida a la población en general en materia de
abasto de alimentos;

-Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas (SAHüP)­
Coplamar, para la provisión de agua potable y caminos rurales;
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- IMss-Coplamar, en la disposición de servicios médicos rurales;
- sEP-Coplamar, en la oferta de casas-escuela para niños de zonas mar-

ginadas alejadas;
- Secretaría de Trabajo y Previsión Social y Secretaría de Agricultura y

Recursos Hidráulicos, sTPs-sARH-Coplamar, vinculadas a la capacita­
ción y el empleo para el fomento de los recursos naturales.

Coplamar enfrentó múltiples problemas, como la falta de recursos pro­
pios durante sus primeros tres años, mismos que podrían haber sido subsa­
nados a tiempo de haber contado con evaluaciones sistemáticas. Al finalizar
el sexenio, y a pesar de que se obtuvieron algunos resultados positivos, sólo
siguieron aplicándose algunos programas sectoriales.

En el mismo sexenio también se creó el Sistema Alimentario Mexicano
(SAM), para enfrentar la crisis que vivía el país en esa materia y con el objetivo
de promover la autosuficiencia en alimentos básicos a través de créditos y
subsidios a semillas y fertilizantes.

Durante el sexenio de De la Madrid se iniciaron los procesos descentra­
lizadores y se puso en marcha el Programa de Nutrición y Salud, de corta
duración (1987-1988), con el objetivo de mejorar el estado de las familias
marginadas en las áreas señaladas.

El programa también enfrentó problemas de falta de coordinación entre
las diversas instancias participantes a nivel federal, estatal y municipal: Secre­
taría de Salud (SSA), IMSs-Coplamar, INI, Instituto Nacional de la Nutrición,
Conasupo, Diconsa, etcétera. Además contó con insuficiente tiempo para
lograr algún impacto en materia de nutrición.

Desde los setenta había venido aumentando la crisis fiscal del Estado,
lo que llevó al salinismo a adoptar más intensamente el enfoque que deno­
minaría de liberalismo social, mismo que había empezado ya a aplicarse
tenuemente durante el sexenio previo. Entre las medida adoptadas sobresale
la privatización de empresas estatales, que permitió contar con recursos para
rediseñar la política social.

Es así que, en diciembre de 1988, se crea Programa Nacional de Solidari­
dad (Pronasol), con los objetivos de: 1. mejorar las condiciones de vida de los
grupos campesinos, indígenas y colonos populares; 2. crear condiciones para
el mejoramiento productivo de los niveles de vida de la población y promover el
desarrollo regional; y 3. promover y fortalecer la participación y la gestión
de las organizaciones sociales y de las autoridades locales. Se trata del primer
programa focalizado exclusivamente hacia los más pobres, que impulsa la
organización de las comunidades para la superación de sus problemas.
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El mismo cubrió cuatro ámbitos específicos:

-solidaridad para el bienestar social, enfocado a los problemas de ali­
mentación;

-solidaridad para la producción, para incrementar los ingresos de los
pobres;

-solidaridad para el desarrollo regional, dirigida al desarrollo de infraes­
tructura; y

-solidaridad en los programas sociales, en apoyo a la salud y la educación.

De esta manera, el programa pretendió aplicar recursos para aliviar
situaciones graves de pobreza (sus efectos), pero al mismo tiempo atacar las
causas de la misma a través del componente productivo y la disposición de
infraestructura.

Se trató de un programa que incrementó fuertemente el gasto en desarrollo
social: del 16.3 Y 11.3 por ciento del gasto total federal ejercido en los sexenios
previos al 24.8 por ciento. Su funcionamiento fue muy criticado por sesgos
partidistas (generación de relaciones clientelares, asignación discrecional de
recursos con fines electorales, etcétera), por sus altos costos y sus resultados
poco contundentes. Sin embargo, también existen trabajos relevantes, como
el de Székely (1993), en que se reivindica el esfuerzo financiero del gobierno, el
componente participativo comunitario y se presentan ejemplos de experiencias
exitosas.

Zedilla le dio continuidad a la política social de Salinas, a través del Progra­
ma de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), enfatizando la importan­
cia de la educación, ya que, en 1995, se reconocía la existencia de seis millones
de personas analfabetas mayores de 15 años. El programa inició actividades en
agosto de 1997 y se dirigió a los pobres extremos (con ingresos menores a un
salario mínimo mensual de 1,003 pesos), que habitaran zonas urbanas de alta
marginación. Combinó incentivos y también sanciones por incumplimiento de
obligaciones, y ofreció tres tipos de apoyos: becas para los niños entre tercero
de primaria y tercero de secundaria, apoyos monetarios para el consumo fami­
liar y consultas gratuitas de salud. Contó con menos recursos que su antecesor
y fue incapaz de ofrecer todos los empleos bien remunerados que reconoció
se necesitaban para la superación de la pobreza, por lo que debió proceder a la
aplicación del programa especial de Empleo Temporal.

Progresa trató de superar las críticas que se habían dirigido a su antecesor
estableciendo criterios explícitos de selección de beneficiarios con base en estu­
dios sociodemográficos y un sistema de puntajes en variables relativas a ingreso,
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educación, vivienda, etcétera. En cambio, no explicitó modalidades de coordina­
ción con las instituciones educativas y de sal~d para ofrecer servicios de mejor
calidad, y menos aún en materia de vivienda, agua potable o capacidades para el
trabajo (Gordon, 1999).

En síntesis, los ejes fundamentales que guiaron la política social del perio­
do fueron: 1. focalización; 2. descentralización (aunque con financiamiento y
criterios centralizados); y 3. pequeña participación de las autoridades locales
y los destinatarios para apuntalar su legitimidad. Los programas para la supe­
ración de la pobreza del periodo complementaron la inversión en el desarro­
llo de capacidades básicas de Progresa con: l. inversión en infraestructura
básica en el entorno (agua potable, electricidad, etcétera) y en condiciones
que favorecieran la producción de nuevas oportunidades de ingreso (apoyo a
proyectos productivos); y 2. programas de empleo dirigidos a su generación
ya la capacitación para el trabajo (Gordon, 1999).

A pesar de la aplicación de los programas revisados, la distribución del
ingreso entre grupos sociales y regiones geográficas siguió polarizándose e
intensificándose la pobreza urbana, por lo que a continuación se revisa en
forma más amplia la política social del actual gobierno de Fax.

Plan Nacional de Desarrollo 2001 -2006

El Plan Nacional de Desarrollo (PND) constituye el documento rector funda­
mental que guía la acción gubernamental durante el sexenio. Por esa razón se
aludirá al mismo con objeto de identificar los principales problemas, objeti­
vos y estrategias planteados en relación al mejoramiento del bienestar social
de los ciudadanos, la importancia atribuida a la evaluación de las políticas y
programas sociales y el papel que se le otorga a la participación social.

Sus objetivos incluyen: consolidar el avance democrático, reducir la
inseguridad y cancelar la impunidad, abatir la pobreza y lograr una mayor
igualdad social, reformar la educación para asegurar oportunidades de educa­
ción integral y de calidad para todos los mexicanos, alcanzar un crecimiento
económico con estabilidad, incluyente y justo, asegurar la transparencia y
rendición de cuentas del gobierno y descentralizar las facultades y recursos
de la Federación. Considera como palancas del cambio a lograr: la educación,
el empleo, la democratización de la economía, el federalismo y el desarrollo
regional (PND, 2001: 12).

Mejorar el bienestar social de los mexicanos se considera el fin último perse­
guido por el PND. Lograrlo implica superar amplios, profundos y añejos proble­
mas, de los que refiere la siguiente información, correspondiente al año 2000:
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-pobreza: 55 por ciento de la población recibía un ingreso inferior a dos
salarios mínimos mensuales;'H

-desigualdad económica: e! 20 por ciento de la población de mayores ingre­
sos concentraba e! 58 por ciento de los mismos, mientras que el 20 por
ciento más pobre recibía el 3.7 por ciento de! ingreso total de! país;

-vivienda: 47.5 por ciento vivían en condiciones de hacinamiento, e! 13.3
por ciento tenía pisos de tierra;

--educación: 27.8 por ciento de la población mayor de 15 años de edad no
había terminado la primaria, e! promedio de escolaridad de la población
era de 7.56 grados, y sólo el 20 por ciento de los jóvenes tenía acceso al
nivel superior;

-servicios: el 15.4 por ciento no contaba con agua entubada y el 21.5 por
ciento carecía de drenaje.

Esta situación se agravaba en el caso de grupos vulnerables como los cer­
ca de 10 millones de indígenas que habitan el país, cuya tasa de analfabetismo
equivalía en 1995 a 3.6 veces el promedio nacional (l0.6 por ciento), un 20
por ciento menos que el promedio nacional finalizaba la educación primaria,
y su mortalidad infantil era de 48.3 por 1,000 niños nacidos, frente a los
29.0 de la media general del país. Algo similar sucedía con los 2.2 millones
de personas que sufren algún tipo de discapacidad física o mental, y demás
grupos vulnerables.

A todo lo anterior se agregaba la insatisfacción de las familias mexicanas
con la calidad de los bienes y servicios ofrecidos por los programas guber­
namentales de salud y educación, la inequidad en su acceso, la calidad de la
infraestructura, etcétera.

Para enfrentar los problemas anteriores, el gobierno foxista creó la
Comisión para el Desarrollo Social y Humano, cuyo objetivo central
incluyó: " ... coordinar las inversiones en justicia social, eliminar los
desequilibrios sociales extremos y procurar una vida digna para todos,
promoviendo la iniciativa individual y colectiva de los mexicanos, en
especial para aquellos que, por tiempo inmemorial, aguardan la justicia y
cotidianamente sufren la miseria, e! abandono, la ignorancia y la violen­
cia" (PN D, 2001: viii).

La revolución educativa es la estrategia prioritaria de! gobierno, comple­
mentada por un sistema integral de salud; uno de sus postulados fundamen­
tales es la equidad, que se aparece confundido con la igualdad de oportuni-

"El sahrio mínimo diario correspondía en el año 2000 a 37.90,35.10 Y 32.70 pesos en las zonas geográficas
A (incluve al Distrito Federal). B y e, respectivamente.
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dades. Las acciones en materia de política socíal giran alrededor de seis ejes,
en los que se establecen los aspectos a evaluar:

1. Evitar la existencia de grupos de población "...cuyas condiciones de
vida, oportunidades de superación personal y de participación social,
se encuentren por debajo de ciertos umbrales" (PND, 2001 50). Los
aspectos a medir, en cantidad y calidad, serían: educación, salud,
vivienda, infraestructura y reducción de la pobreza.

2. Ofrecer equidad en los programas e igualdad de oportunidades para
permitir la superación del nivel de vida de las personas y grupos más
vulnerables y numerosos (indígenas, niños, ancianos, discapacitados,
mujeres, jóvenes), sin abandonar los programas de cobertura general.
La evaluacíón de este eje se realizaría con base en información sobre
las oportunidades en el acceso a la salud, a la educación, al trabajo y en
otros aspectos del ámbito social y humano que tengan distintos grupos
de la población, incluyendo las diferencias por género.

3. Fomentar la actitud independiente y emprendedora de los ciudada­
nos, su capacidad e iniciativa, promoviendo proyectos que mejoren la
preparación, la escolaridad y los conocimientos de la población, con­
duzcan al desarrollo de sus habilidades y destrezas, etcétera. En este
eje se evaluaría la cobertura, calidad y repercusión de los programas,
mediante información estadística relativa a escolaridad, competencias
laborales y sociales, y capacidades emprendedora y de innovación.

4. Propiciar, conservar y alentar la cohesión social, aumentar la solidari­
dad de los mexicanos entre sí y con el bien común, etcétera, mediante
políticas y proyectos incluyentes. En particular, fomentar la participa­
ción de las organizaciones sociales y civiles en el diseño, instrumenta­
ción y evaluación de las políticas y programas públicos. La evaluación
se basaría en información sobre procesos de participación comunitaria,
funcionamiento de organizaciones civiles y sociales, y existencia de
valores solidarios.

5. Construir una cultura del desarrollo en armonía con la naturaleza,
que fomente el conocimiento sobre el deterioro del medio ambiente
y su impacto en el bienestar. Su evaluación se realizará a partir de
información sobre la moderación del daño a la atmósfera, el consumo
de energía, la pérdida de sistemas forestales, la tasa de conservación de
acuíferos, etcétera.

6. Recuperar la confianza en la capacidad del gobierno y las institucio­
nes, mediante, entre otras acciones, el diseño de respuestas eficaces a
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situaciones no previstas de orden natural y social. Para su evaluación
se previó la utilización de indicadores como la rendición de cuentas,
la calidad del trato a los usuarios de los servicios públicos y el alcance
de la protección financiera frente a eventos catastróficos (PND, 2001:
48-53).

En realidad el documento se refiere a los "indicadores" a utilizar en la
evaluación de cada uno de estos ejes, pero se limita a señalar variables muy
generales y abstractas sobre las que se recabará información, ya que serán las
organizaciones mismas las encargadas de diseñar sus indicadores específicos.

Uno de los cinco objetivos de las comisiones creadas por el gobierno se
relacionaba con la evaluación de las políticas y programas sociales:

Establecer procesos de evaluación de las acciones de gobierno que ajus­
ten su labor a las necesidades de la sociedad" (p. 66).... "La transparencia
en el uso de los recursos y la ponderación objetiva de las consecuencias de
las políticas públicas constituyen prácticas que deberán generalizarse en
México. En materia social, además de alcanzar metas cuantitativas cada
vez más ambiciosas, es necesario lograr incrementos de calidad y efi­
ciencia que redunden en mayor satisfacción de la población y en mayor
productividad de los recursos presupuestales destinados a su atención
(p. 94).

Ante todo, se prevé que las políticas y los programas sociales sean evalua­
dos por la propia administración pública federal, quien integrará sus avances,
logros y retrasos en un informe de evaluación del PND a preparar anualmente
(p. 9), de igual forma que habrían participado en el proceso de planeación.

El gobierno declaró su vocación de dialogar en materia de trabajo,
desarrollo social, grupos vulnerables y competitividad, tanto con el Con­
greso de la Unión y el Poder Judicial, como con las autoridades de otros
ámbitos de gobierno. Sus evaluaciones deberían servir como contrapeso
del Poder Ejecutivo y se complementarían con la participación de la ciu­
dadanía en estos procesos, misma que será considerada con mayor detalle
en el siguiente apartado.

El Sistema Nacional de Planeación Participativa (SNPP) se compone de
tres procesos: planeación estratégica, seguimiento y control, y mejoramiento
organizacional. Si bien aquí ya no hay una clara referencia a la. evaluación,
la misma se vincula al segundo proceso señalado, que prevé el desarrollo de
un subsistema de análisis, seguimiento y control, cuyo elemento central es
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el Sistema Nacional de Indicadores, que cada secretaría y organismo des­
centralizado diseñaría para verificar que se cumpliera con las demandas de
la sociedad y los objetivos y metas del PND, aplicando medidas cuando se
perciban desviaciones.

Para ello se propuso construir una cultura de la información sobre
los resultados de la administración pública, sus oportunidades y retos
que acompañada de la claridad en las metas y objetivos de los programas,
permitiera su seguimiento y evaluación. La misma debería complementar­
se con procesos de capacitación y superación continua de los servidores
públicos.

En particular, el PND destaca la importancia atribuida a la participación
ciudadana en la conciliación de intereses individuales y sociales, de opiniones
de especialistas y otros ciudadanos, de la experiencia y el sentido innovador.
Entre otras el SNPP:

... impulsará un proceso de definición, concertación, seguimiento y
evaluación de las políticas y acciones del Poder Ejecutivo Federal y las
actividades de todas las dependencias y entidades de la administración
pública federal, además de integrar la opinión de la población, mediante
mecanismos de participación ciudadana para la elaboración y evaluación
de planes y programas (PND, 2001: 9) ... El PND establece como condi­
ción fundamental un diálogo abierto y permanente con los ciudadanos,
con las agrupaciones políticas y sociales, con los otros poderes y ámbitos
de gobierno, y con la sociedad en general (Ibídem: 13).

Este proceso de participación se consideró iniciado durante los meses
posteriores a las elecciones del 2 de julio de 2000, en que ciudadanos y grupos
de la sociedad se habrían acercado al Presidente electo para expresar sus opi­
niones y propuestas, y diferentes coordinaciones habrían realizado múltiples
reuniones de consulta diagnóstica y propositiva.

Se pretendió continuar con el mismo a partir de diciembre de 2000,
en que el licenciado Fox asumió la Presidencia, mediante la aplicación de
encuestas y reuniones de opinión ciudadana para recoger su contribución a
la elaboración del PND. La utilización de estos dos procesos permitió una par­
ticipación total de 174,865 personas (menos del 2 por ciento de la población
del país) que presentaron 379,525 propuestas (PND, 2001: 15).

El PND reconoce también importantes cambios en la participación social:
mientras hasta la finalización de la década de los sesenta, las organizaciones
de la sociedad civil eran sólo de carácter sindical o sectorial, a partir de esa
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fecha se ha multiplicado el número de organizaciones de la sociedad civil
interesadas en los asuntos públicos.

Hasta aquí la descripción que realiza el PND respecto de las primeras
etapas del gobierno foxista, que dan una imagen de alta participación ciu­
dadana, muy discutible. El mismo documento se compromete a pasar de
la "amplia participación ciudadana en la elaboración del PND a una amplia
participación en los procesos de evaluación de resultados..." (PND, 2001: 45).
Resta por analizar lo que pasó posteriormente en relación con los mecanis­
mos previstos para dicha evaluación participativa de las políticas, programas
y acciones gubernamentales.

Programa Nacional de Desarrollo Social 2001-2006

El Programa Nacional de Desarrollo Social (PNDS) establece los objetivos, ejes
rectores, estrategias y líneas de acción a desarrollar en materia de desarrollo
social. Se enfoca a la superación de la pobreza externa como tarea inmediata e
impostergable, ya que reconoce que el crecimiento económico no se ha tradu­
cido en bienestar para toda la población. Sin embargo, al definir la magnitud
de la pobreza, plantea que es prácticamente imposible que el Estado pueda
atenderla solo, por lo que requiere de la participación de otros sectores sociales
(PNDS: 21).

Pretende dotar a la población de nuevas capacidades mediante un enfo­
que integral, compensatorio, focal izado y multidimensional, rechazando el
asistencialismo en favor de la subsidiariedad y la participación de los bene­
ficiarios en la toma de decisiones. Plantea que la política social no debe estar
subordinada a la económica y debe adquirir la característica de política de
Estado, con una perspectiva de largo plazo.

Por otro lado, señala el avance de los procesos de globalización y com­
petitividad, para la cual el país necesita resolver los rezagos educativos y las
condiciones de pobreza, por lo que la estrategia de Progresa se considera
adecuada y se mantiene como Programa de Desarrollo Humano Oportu­
nidades. En cambio se hace una crítica de la política social previa por estar
desvinculada de la política económica.

Para lograr los objetivos y metas propuestas, la Secretaría de Desarrollo
Social (Sedesol) se compromete a realizar una evaluación integral de los pro­
gramas sociales que permita conocer el desempeño de los mismos, recomen­
dar alternativas para mejorar y promover la rendición de cuentas,incluyendo
seis tipos de evaluación: 1. de diagnóstico; 2. de seguimiento; 3. de gestión,
4. participativa; 5. de resultados; y 6. de impactos.
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También se retoma la propuesta del PND de creación de un sistema de
indicadores de seguimiento de los programas y se plantea aplicar un esque­
ma de mejora continua de los mismos, que permita dar respuesta inmediata
a los cambios que se presenten en la demanda social y a las limitaciones de
la oferta institucional (PNDS: 160).

Estrategias Contigo y Microrregiones

La estrategia Contigo constituye la base de la política social del sexenio y pre­
tende transformarse en política de Estado. Se propone impulsar y lograr el
desarrollo humano integral de los ciudadanos y responder a los graves rezagos
que enfrentan amplios sectores de la población. Declara promover la integra­
ción y articulación de las acciones para potenciar el uso de los .recursos y maxi­
mizar su impacto (SHCP, 2003). Se fundamenta en un conjunto de postulados:
buen gobierno, búsqueda de impactos, manejo transparente, etcétera.

Sus objetivos son cuatro:

-reducir la pobreza extrema;
-apoyar el desarrollo de las capacidades de las personas en condición de

pobreza;
-generar igualdad de oportunidades para los grupos más pobres y vulne­

rables; y
-fortalecer el tejido social, fomentando la participación y el desarrollo

comunitario.

En términos generales la estrategia busca:

-Articular los programas federales entre sí y con los que desarrollan
los gobiernos estatales, municipales, las organizaciones civiles y las
comunidades;

-crear nuevos programas en áreas que, hasta ahora, habían sido considera­
das de baja prioridad, pero que son necesarias a fin de tratar de manera
integral la superación de la pobreza;

-transformar acciones que requieren un renovado impulso con objeto de
aumentar su impacto bajo el nuevo esquema; y

-reforzar los programas existentes con potencial para aportar sus beneficios,
con apego a sus principios, en las cuatro vertientes siguientes:
• desarrollo de capacidades,
• generación de oportunidades,
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• desarrollo del patrimonio, y
• protección social.

Las anteriores se vinculan con las tres definiciones de pobreza manejadas
por la actual política social:

-Pobreza alimentaria: se considera que las personas y los hogares viven en
esta condición cuando, aun si asignan todo el ingreso que perciben para
cubrir sus necesidades de alimentación, éste es insuficiente para garanti­
zar el consumo mínimo establecido en una canasta alimentaria normativa.
Estas familias, por tanto, no cuentan siquiera con los recursos mínimos
para la adquisición de los alimentos necesarios para su subsistencia, tam­
poco para desarrollar sus capacidades o cubrir cualquier necesidad adicio­
nal como vestido o vivienda.

-Pobreza de capacidades: se refiere a las capacidades humanas mínimas
que permiten llevar una vida saludable y productiva y se considera que
las personas y los hogares viven en condiciones de pobreza de capacida­
des cuando sus ingresos son insuficientes para cubrir conjuntamente sus
necesidades básicas de alimentación, salud y educación.

-Pobreza de patrimonio: la que enfrentan las personas y los hogares
cuando sus ingresos no son suficientes para satisfacer, en conjunto,
sus necesidades de alimentación, salud, educación, vivienda, vestido
y transporte. 39

Este diseño que reconoce múltiples dimensiones de la pobreza y de la
acción pública consecuente y toma en cuenta el ciclo de vida de los indivi­
duos al interior de sus hogares, le ha valido el calificativo de excelente por
parte del Banco Mundial (l994a).

Para cumplir con la estrategia prioritaria del PND de lograr el desarro­
llo social y económico de los sectores más marginados, la Sedesol definió
la estrategia Microrregiones, y comenzó por mapear a nivel municipal
y local la ubicación de la marginación en México. Se identificaron 263
regiones prioritarias, integradas por 99,891 localidades (62,238 de ellas
con menos de 50 habitantes), pertenecientes a 1,334 municipios con alta
y muy alta marginación y énfasis en población hablante de lenguas indí­
genas, en las 31 entidades federativas, con una población estimada en

" Se trata de las necesidades fisiológicas y de seguridad del ser humano, que según la pirámide de necesi­
dades elaborada por Abraham Maslow (1954), Motivation andpersonali~y,Nueva York, Harper & Row Publishers
lne., incluye también las de afiliación o aceptación social, de autoestima y de autorrealización.
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19'225,833 habitantes (26 por ciento hablante de lenguas indígenas, en
condiciones de pobreza). Se aclara que sólo cinco estados del país carecían
de municipios en condiciones de marginación y habitados por población
indígena: Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Coahuila
y Colima. Para ellos se definió un techo diferente de marginación y se
incluyeron 13 de sus municipios, con lo cual la estrategia cubre todos los
estados del país.

La estrategia Microrregiones implica la unión de esfuerzos de los tres
órdenes de gobierno y la sociedad civil para abatir los rezagos en los terri­
torios que presentan marginación crónica, con la participación activa de las
comunidades en su propio desarrollo. A nivel federal cuenta con la partici­
pación de 14 secretarías, encargadas de la operación de programas concretos,
lo que requiere de un importante esfuerzo de coordinación y una gran capa­
cidad de argumentación y convencimiento para romper con la sectorialidad
largamente arraigada.

Además, Microrregiones se presenta como una respuesta a la búsqueda de
una metodología alternativa para balancear el trabajo que se hacía al inicio
de la presente administración, de corte economicista y basado en políticas
subsidiarias y personalizadas (tipo Pronasol, dirigido a grandes núcleos de
población para la obtención de mayor rédito electoral).

En este marco, la participación ciudadana se considera responsable de
validar lo que se va haciendo, ya que las iniciativas deben responder a las pro­
blemáticas y objetivos locales; en el largo plazo se espera que los ciudadanos
sean capaces de apropiarse de la estrategia.

El enfoque territorial busca generar impactos en la infraestructura y
servicios de Microrregiones, en consecuencia, requiere de una evaluación
especialmente diseñada a tal efecto.

Los estados fueron los encargados de proponer formas de aglutinar los
municipios en las microrregiones. Se identificaron lugares estratégicos en
cada microrregión, seleccionados con base en criterios de volumen y estabi­
lidad de la población, conexión con su entorno, disponibilidad de servicios
educativos, de salud, infraestructura básica, vocación productiva, etcétera,
con la intención de ubicar centros estratégicos comunitarios (CEC) para que
la localidad se transforme en un "polo de desarrollo" para su entorno y vaya
alcanzando las llamadas 11 "banderas blancas".

Comenzó a operar en 2002, cubriendo 2,966 localidades, en 539
municipios de muy alta marginación, con más de un 40 por ciento de la
población hablante de lenguas indígenas, ubicados en 18 estados y 155
microrregiones.
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CUADRO 2

PRESUPUESTO EJERCIDO EN DESARROLLO SOCIAL
POR VERTIENTE, 2001-2002

Vertiente

Desarrollo de capacidades
Desarrollo del patrimonio

Generación de oportunidades
Protección social
Totales

Presupuesto 2001
(millones de pesos)

29,620.3

22,213.8

10,683.7

186.8

62,704.6

Presupuesto 2002
(millones de pesos)

35,743.2

28,046.1

13,900.1

388.3

78,077.7

Fuente: SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública 2002.

En los anteriores se aplicaron 68 programas sociales,40 El gasto ejercido
por los programas ha sido, según el PEF, 2003, el más alto de la historia del
país, tanto como proporción del gasto programable como en términos reales,41
Los montos correspondientes a 2001 y 2002 se presentan en el cuadro 2,

A continuación se desglosa la presentación en las tres vertientes en que
participó Sedesol en 2001-2002, ya que la última es desarrollada exclusiva­
mente por la SSA y el IMSS, y se mencionan algunas modificaciones introdu­
cidas en 2003,

Desarrollo de capacidades

Esta vertiente incluye al programa Oportunidades y otros programas alimen­
tarios, de educación y de salud, Sedesol participa en el primero y, en 2002,
se ocupó de los programas de Subsidio a la Tortilla, Abasto Social de Leche
y Abasto Rural, dentro de los alimentarios.

Los presupuestos ejercidos por Sedesol se presentan en el cuadro 3. La
disminución del gasto de Liconsa se explica por la depuración continua que
sufrió el padrón de beneficiarios de Tortilla a lo largo del año.

El programa de Desarrollo Humano Oportunidades constituye la conti­
nuación del Progresa del sexenio anterior, con algunas acciones nuevas y otra
fortalecidas, que busca ofrecer mayores opciones para que las familias más

"'El Banco Mundial (junio de 2004), menciona 104 programas que ofrecen subsidios públicos.
"Según el Banco Mundial (2004), entre 2000 y 2002, el gasto en desarrollo social se incrementó en prome­

dio 5.3 por ciento al año y el dirigido especialmente a reducción de la pobreza en H.2 por ciento, frente a sólo
un 6.3 por ciento que correspondió al gasto total. Dicho 14.2 por ciento representa el J.3 por ciento del PIB, en
comparación con el 0.7 por ciento que se dedicaba en J990.
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CUADRO 3

PRESUPUESTO EJERCIDO POR PROGRAMAS DE LA VERTIENTE
DESARROLLO DE CAPACIDADES, 2001-2002

Programas

Oportunidades (sólo componente de Sedesol)
Tortilla y Abasto Social de Leche (Liconsa)
Abasto Rural (Diconsa)
Totales

Presupuesto 2001
(millones de pesos)

5,105.7

1,389.7

510.7

7,006.1

Presupuesto 2002
(millones de pesos)

6,864.5

774.5

568.0
8,207.0

Fuente: Elaboración propia a partir de: SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública 2002. Sedesol informó por
vía del ¡FA! que el gasto de Oportunidades había sido de 5,965.60 pesos, y el de Abasto Rural de 6,699.50 pesos,
significativamente diferentes de los aquí presentados por la SHCP.

pobres mejoren sus niveles de bienestar, mediante acciones intersectoriales
coordinadas de salud, educación y desarrollo social.

El programa cuenta con una coordinación nacional dependiente de la
Secretaría de Desarrollo Social y funciona como órgano desconcentrado.
El titular de la coordinación es nombrado por el Presidente de la República.
Cuenta con un consejo formado por los titulares de las secretarías involucra­
das en su operación (Sedesol, SSAy SEP) y la SHCP. Este consejo está apoyado
por un comité técnico integrado por los subsecretarios de las mismas y de
la Secretaría de la Función Pública, así como por representantes dellMss
y la Coordinación Nacional. Cuenta con cuatro componentes:

l. el componente alimenticio, que entrega subsidios económicos y papi­
llas para niños menores de cinco años y mujeres embarazadas y en
periodo de lactancia;

2. el educativo, que otorga becas a niños y jóvenes inscritos en
el ciclo escolar a nivel primaria, secundaria y educación media
superior;

3. el de salud, que ofrece consultas médicas a la familias en control; y
4. el patrimonial, que conforma un fondo de ahorro para cuando el beca­

rio concluya sus estudios medios superiores.

En 2002 funcionó en 70,520 localidades de 2,354 municipios y de las
263 regiones prioritarias de atención inmediata, incorporó a su padrón de
beneficiarios más de un millón de nuevas familias alcanzando una cober­
tura de 4.2 millones, y recibió el 47.6 por ciento del total de recursos de
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la vertiente, si se considera la participación de Sedesol, SSA y SEP en la
misma.

El programa Abasto Social de Leche funciona desde 1949 y pasó a ser
operado por Liconsa desde su creación en 1972. Hasta enero de 1995 formó
parte del sector gubernamental de comercio y, en esa fecha, se integró al
sector social, a cargo de la Sedesol. Entre 1990 y 1995 Liconsa aplicó una
estrategia de desincorporación que redujo su número de plantas de 18 a
nueve (buena parte de las plantas pasteurizadoras, las tres plantas indus­
trializadoras y los centros de acopio), restringiendo su actividad productiva
exclusivamente a leche reconstituida. Su abasto ha estado históricamente
concentrado en el Distrito Federal y el Estado de México, ampliándose des­
de 1996 a otros estados del centro y occidente del país (Del Valle y Roldós,
2003).

Actualmente, Liconsa ofrece leche a precios subsidiados a las familias en
condiciones de pobreza extrema, que no cuenten con apoyo del programa
Oportunidades, con niños menores de 12 años, que habitan en zonas urbanas,
semiurbanas y rurales marginadas; así como a adultos mayores de 60 años,
enfermos y/o discapacitados mayores de 12 años y a mujeres en periodo de
gestación, en condiciones severa de marginación. También hace entrega de su
producto, mediante convenios, a instituciones como el INI Y al programa de
Atención a Jornaleros Agrícolas, entre otros.

Su cobertura en 2002 fue de 4.8 millones de beneficiarios en promedio
diario; 27.8 por ciento de ella, ubicada en localidades rurales.

El programa de Subsidio a la Tortilla fue creado en ] 986 Y estuvo
a cargo del Fideicomiso para la Liquidación al Subsidio de la Tortilla
(Fidelist) hasta noviembre del 2000, en que pasó a ser responsabilidad
de Liconsa.

En 2002, ofreció dotaciones de un kilogramo diario y gratuito de
tortillas a las familias en condiciones de pobreza extrema que habitan en
colonias marginadas y no son beneficiarias de otros programas federales,
ubicadas en localidades de más de 15,000 habitantes.

Durante 2002; el padrón registró una disminución del 39.7 por ciento,
alcanzando una cobertura de 633,172 familias, proceso que finalizaría con el
cierre del programa el 31 de diciembre de 2003.

Por último, Diconsa distribuyó alimentos dentro del programa Abasto
Rural, a través de 22,516 tiendas (1.5 por ciento menos que el año anterior),
ubicadas en 1,334 municipios. De las anteriores, 12,802 se encuentran en las
microrregiones de atención inmediata.

La cobertura informada para 2001 y 2002 fue de 29,152 familias.
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Desarrollo del patrimonio

Su objetivo es que las familias tengan certeza en la propiedad jurídica de sus
activos y dispongan de una vivienda digna con una infraestructura suficiente
de agua potable, drenaje, alcantarillado y caminos, entre otros.

En 2002, Sedesol participó, entre otras secretarías, encargándose direc­
tamente del desarrollo de los programas del Ramo 20 (su ubicación en esta
vertiente no siempre resulta clara) cuyos presupuestos se presentan en el
cuadro 4.

El programa de Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva dio
seguimiento a las actividades largamente desarrolladas en el marco del Fondo
Nacional para las Habitaciones Populares (Fonhapo). Se destinó a la dota­
ción de vivienda y a la ampliación y mejoramiento de la infraestructura social
básica de las zonas y microrregiones de alta y muy alta marginación. En 2002,
abarcó 24 entidades federativas en materia de adquisición de vivienda y 22
en cuanto a su mejoramiento.

Su población objetivo está constituida por las familias de la población
urbana con ingresos de hasta tres veces el salario mínimo mensual, que no
han sido atendidos por los organismos nacionales de vivienda y no tienen
acceso al crédito de la banca comercial.

Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas es un programa
que se inició en 2002, en 20 entidades federativas, con el objetivo de provo­
car el impulso social y económico de los pueblos y comunidades indígenas,
mediante la generación de proyectos de infraestructura de carácter regional

CUADRO 4

PRESUPUESTO EJERCIDO EN PROGRAMAS DE LA VERTIENTE
DESARROLLO DEL PATRIMONIO, 2001-2002

Programas

Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva
Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas
Estatales por Demanda
Microrregiones
Zonas de Alta Marginación e Indígenas
Totales

Presupuesto 2001
(millones de pesos)

437.9

0.0

0.0

0.0

67.5

505.4

Presupuesto 2002
(millones de pesos)

897.9

824.7

368.2

220.0

101.6

2,412.4

Fuente: SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública 2002. Sedesol informó por vía dellFAl que el gasto del primer
programa reportado había sido de 882.47 pesos, mínimamente diferente del aquí presentado por la SHCP.
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y otros de alcance productivo, que respondan a sus demandas e impacten
significativamente en el mejoramiento de sus condiciones de vida, con pleno
respeto a los recursos naturales de su entorno, a su cultura y derechos.

El programa Estatales por Demanda también dio inicio en 2002, para sus­
tentar la ejecución de proyectos estatales que hayan demostrado su viabilidad
técnica y social, en concordancia con la estrategia de superación de la pobreza
instrumentada por las 30 entidades federativas en que se aplicó, de acuerdo
con las prioridades establecidas en los planes estatales de desarrollo.

Microrregiones constituye un programa específico (denominado Desarro­
llo Local a partir de 2003), que forma parte de la estrategia del mismo nombre,
tiene presencia en todos los estados del país y promueve el desarrollo integral
y sustentable de los espacios territoriales que registran los índices más altos
de marginación del país, adicionando aquellos municipios en los que la
población indígena sea predominante, a través de la ejecución de proyectos
estratégicos emanados directamente de un proceso de planeación participa­
tiva, que fomente de manera corresponsable el desarrollo económico, social
y humano de su población.

Zonas de Alta Marginación e Indígenas comenzó a funcionar en los estados
de Chiapas, Oaxaca y Guerrero. Su objetivo era contribuir a la generación de
procesos complementarios de desarrollo regional integral en las comuni­
dades en pobreza, que muestren expresiones agudas de exclusión social y
resquebrajamiento del tejido social mediante la realización de proyectos
estratégicos sustentables, con la participación de los gobiernos estatales y
municipales y la sociedad.

Iniciativa Ciudadana 3xl fue creado en 2002. Si bien no aparece en el
cuadro general en que se detalla el presupuesto ejercido, se agrega en su desglose
refiriendo una inversión federal de 99.6 millones de pesos para 2002, aplicada
en 21 entidades federativas.

El programa busca respaldar las iniciativas ciudadanas para concretar
proyectos que conlleven a mejorar la calidad de vida de los habitantes
mediante la concurrencia de recursos de los tres órdenes de gobierno
y de los propios ciudadanos organizados, radicados en el país o en el
extranjero.

Generación de oportunidades

Esta vertiente se propone impulsar el desarrollo de proyectos productivos
que coadyuven a generar oportunidades de empleo e ingreso a la pobla­
ción que habita en regiones de muy alta y alta marginación.
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En 2002, Sedesol participó en la misma, haciéndose cargo directamente
de los programas de Ramo 20 de Oportunidades Productivas y Atención a
Jornaleros Agrícolas y, uniendo sus esfuerzos conjuntamente con la Secre­
taría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
(Sagarpa), la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semar­
nat) y la Secretaría de Comunicaciones y Transporte (SCT), en el programa
de Empleo Temporal.

Los presupuestos ejercidos por Sedesol en estos programas se muestran
en el cuadro 5.

Oportunidades Productivas (llamado Opciones Productivas a partir de
2003) es de reciente creación, se desarrolla en todos los estados del país y
persigue la finalidad de fortalecer el patrimonio productivo bajo un esquema
que garantiza la capitalización, mediante el impuso a la producción susten­
table y la diversificación de actividades adecuadas a las condiciones de zonas
de temporal con baja productividad y/o alta siniestralidadY

Atención a Jornaleros Agrícolas se ha aplicado en 17 entidades federati­
vas para mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la población jorna­
lera agrícola, proporcionando una atención integral a través de procesos de
coordinación institucional con los tres órdenes de gobierno y de concertación
social con productores, organismos sociales y los mismos beneficiarios.

Empleo Temporal ofrece cobertura en todos los estados del país con
el propósito de generar oportunidades de empleo e ingresos en el medio
rural a efectos de abatir el rezago económico y social, al utilizar la mano
de obra no calificada en las zonas de mayor marginación, con acciones

CUADRO 5

PRESUPUESTO EJERCIDO POR LOS PROGRAMAS DE LA
VERTIENTE GENERACIÓN DE OPORTUNIDADES, 2001-2002

Programas

Oportunidades productivas
Atención jornaleros agrícolas
Empleo temporal
Totales

Presupuesto 2001
(millones de pesos)

527.4

135.8

ND
ND

Presupuesto 2002
(millones de pesos)

910.1

173.0

1,522.1

2,605.2

Fuente: Elaboración propia a partir de SHCP, Cuenta de la Hacienda Pública 2002.

42 Este programa fue calificado por el director general de evaluación como teniendo exclusivamente obje­
tivos políticos (Hernández, 2005).
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dirigidas al desarrollo del capital humano y de la infraestructura social
y productiva, así como para la conservación y aprovechamiento de los
recursos naturales.43

En 2002, se desarrolló en su modalidad tradicional, con 1,378.4 millones
de pesos de gasto ejercido y en la modalidad de emergencia, con los restantes
143.7 millones. La SHCP informa que se crearon 418,792 empleos temporales
en zonas rurales marginadas dentro de la primera modalidad y 75,506 en
obras de reparación de daños causados por desastres naturales, en ocho esta­
dos, dentro de la segunda.

Otros programas

Además de los programas mencionados en la estrategia Contigo, en 2002,
Sedesol desarrolló otros programas, sectorizados o directamente aplicados
en el marco del denominado Ramo 20.

-Los programas sectorizados fueron operados por institutos, comisiones
o fideicomisos:

-Se dirigieron especialmente a población indígena y estuvieron a cargo
del INI siete programas: Promoción de Culturas Indígenas; Desarrollo
Económico Productivo de los Pueblos Indígenas; Planeación, Bienestar
Social, Reparación y Equipamiento de Albergues; Operación de Alber­
gues; y Promoción y Procuración de Justicia.

-Dependieron de Conaza, que atiende prioritariamente a las comunida­
des rurales de las zonas áridas y semiáridas del país que viven en pobre­
za extrema (especialmente en 17 entidades), dos programas y un plan:
Programa de Vinculación y Transferencia Tecnológica, Plan Acuario, y
Programa Para el Desarrollo de los Habitantes del Semidesierto.

-El Fonart fue responsable del programa de Compras, Créditos, Concur­
sos y Asistencia Técnica, cuyo objetivo general es apoyar a los artesanos
de México.

-El Instituto Nacional de Personas Adultas Mayores (Inapam) contri­
buyó con el programa Expertos en Acción, dirigido a toda persona
jubilada y/o pensionada con la capacidad de participar en las acciones
dirigidas a grupos de población que subsisten en condiciones de alta
vulnerabilidad.

"Al igual que en el caso de Oportunidades Productivas (posteriormente Opciones Productivas), el direc­
tor general de evaluación menciona que se trata de uno de los programas que aún tiene sólo objetivos políticos
(Hernández. 2005).
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-Finalmente, Indesol desarrolló cuatro programas: Coinversión Social,
Investigación Para Desarrollo Local, Capacitación Para el Fortaleci­
miento de la Sociedad Civil y Fortalecimiento Institucional Para la
Gestión Social Municipal.

Dentro del Ramo 20, la Sedesol, a través de la Dirección General de Polí­
ticas Sociales, gestionó otros cuatro programas: Identidad Jurídica, Jóvenes
por México, Mujeres Jefas de Familia, y Superación de la Pobreza Urbana.

Finalmente, en 2003, Sedesol planteó una reorganización de sus progra­
mas que fue recogida por el PEF de ese año, consistente en la integración de
sus acciones en sólo cinco programas y cinco programas con modalidades
de operación,44 además de las acciones y programas de sus entidades sec­
torizadas; lo que permite reducir la dispersión de esfuerzos y aumentar la
concentración de los recursos para el logro de mayores impactos.

De esta forma, los programas que operan mediante modalidades son:
Desarrollo Local (Microrregiones en 2002); Opciones Productivas; Desarro­
llo de los Pueblos y Comunidades Indígenas; Ahorro, Subsidio y Crédito
para la Vivienda Progresiva Tu Casa; y Habitat.

Los que por su impacto social continúan funcionando por separado son:
Incentivos Estatales, Empleo Temporal, Atención a Jornaleros Agrícolas,
Jóvenes por México e Iniciativa Ciudadana 3xl.

También hubieron modificaciones en programas sectorizados, como en
el caso de Indesol que subsumió todos sus programas en el de Coinversión
Social.

Comentarios finales

Este capítulo aportó información sobre los antecedentes y los principales
planes y programas sociales vigentes en el sexenio, lo que servirá de marco
para una mejor comprensión de sus evaluaciones. En la descripción realizada
destaca una enorme dispersión de recursos en múltiples y pequeños progra­
mas, así como algunas duplicidades bastante evidentes.4i

La estrategia Microrregiones cuenta con un diagnóstico basal que le
permitirá en el futuro contar con indicadores cuantitativos de seguimien­
to a su gestión. Por el momento sólo se han desarrollado evaluaciones

44 En 2002 fueron 13 los programas directamente a cargo de la Sedesol dentro del Ramo 20.
45 Por ejemplo, en el caso de los programas Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas de Ramo

20 y Desarrollo Económico Productivo de los Pueblos Indígenas del INI en 2002, lo que fue modificado poste­
riomlente.
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individuales de los programas revisados, mismas que se analizarán en los
siguientes capítulos.

Su revisión deberá permitirnos, entre otras, aportar conclusiones sobre
la viabilidad de medir sus contribuciones individuales a la disminución de la
pobreza y la desigualdad o la conveniencia de evaluar su impacto a nivel de
las grandes estrategias o políticas.



Capítulo 8

Primeros esfuerzos de evaluación
de programas

Introducción

PRESENTADAS LAS políticas y programas de desarrollo social aplicados en el
país, corresponde exponer las particularidades que asume la evaluación apli­
cada a este tipo particular de la acción pública y revisar los primeros intentos
por evaluar algunas de ellas.

Si bien se tiene conocimiento de algunos trabajos efectuados en el marco
de los programas a cargo de Liconsa, Diconsa o Instituto Nacional de Soli­
daridad (Insol) en el periodo 1995-2000, no existen documentos públicos que
permitan analizar esas experiencias. En cambio se cuenta con diversos tra­
bajos de evaluación aplicados a Pronasol, y más aún a Progresa, que resultan
vitales para entender el tipo de evaluación que se está realizando actualmente
en Oportunidades, y en general, en los programas de desarrollo social.

Particularidades de la evaluación de políticas sociales

A pesar de la importancia de los mecanismos de descentralización, externali­
zación y focalización implementados en AL Cohen (2001) manifiesta que no
existe claridad sobre los beneficios de su aplicación.46 Su hipótesis es que
esto se debe al traslado acrítico de estrategias de intervención que han sido
exitosas en países europeos industrializados que intentan avanzar en formas
de organización y gestión "posburocráticas", cuando AL aún está permeada
por todos lo vicios "preburocráticos" y no existen condiciones que permitan
recrear y regular los escenarios de mercado para el buen funcionamiento
de la externalización. El Banco Mundial (2004a) también reconoce la falta de
información sobre el impacto causado por los programas sociales en los países
en desarrollo.

4Ii Con base en un trabajo realizado en la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), en J998, plan­
tea que los beneficios reales en términos de impacto y eficiencia derivados de la introducción de las dos primeras
estrategias citadas en cinco programas sociales de la región latinoamericana, serían marginales o incluso nulos,
cuando no se implementan correctamente.

177
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Cohen (2001) resalta la importancia de proceder a su evaluación consi­
derando:

l. la magnitud del gasto social;
2. el porcentaje del gasto social efectivamente redistributivo;
3. la eficiencia en la aplicación del gasto anterior; y
4. su impacto en la solución del problema.

Las razones de esta secuencia son obvias: no puede haber resultados
relevantes en programas que carecen de recursos suficientes; no basta con
gastar, pues muchos recursos pueden insumirse en los procesos sin llegar a la
población objetivo;47 y, suponiendo que lleguen, por lo general se desconoce
su efectividad para resolver o aliviar el problema que ocasionó el programa,
el grado en que justifican su costo y quiénes son sus verdaderos beneficiarios
y perjudicados.

Considerando que los programas sociales se caracterizan por: requerir del
mediano y el largo plazo para alcanzar sus objetivos redistributivos, por ser
afectados por múltiples variables contextuales, una gran variedad de actores
participantes con intereses en conflicto y una fuerte atribución de importancia
a la participación social, a la transparencia y la responsabilidad de la gestión,
al menos en el discurso (Cardozo, 2000b); su especificidad debe ser tenida en
cuenta en su evaluación.

N adie parece negar que la efectividad de un programa social depende
también del grado en que éste recupera las necesidades sociales reales y res­
ponde a dichas circunstancias, lo que implica disponer de un diagnóstico que
priorice los problemas a atender (Rossi y Freeman, 1993), que se apliquen
mecanismos de control y evaluación desde el inicio, y que la información
generada sea puesta a disposición del público para aumentar la transparencia
y garantizar su participación (Franco, 2003). En el informe sobre la lucha con­
tra la pobreza en México, el Banco Mundial (2004b) identifica como uno de
los tres retos pendientes: fortalecer el monitoreo y la evaluación de impacto
de los programas sociales.

,- Se refiere un trabajo que demostraría en el caso chileno que sólo el 13 por ciento del gasto social total
llega al 30 por ciento más pobre de la población; situación que se considera se repite en otros contextos nacionales
de América Latina. Otro trabajo realizado en seis países latinoamericanos reporta que el 90 por ciento del gasto
público social corresponde a gasto corriente.

En el caso del Progresa mexicano, que se revisará posteriormente, su evaluación calculó que los gastos
administrativos o programáticos ascendían a 8.2 por ciento, los relacionados a la focalización del programa a 30
por ciento y los vinculados a su condicionalidad, 26 por ciento; los que fueron considerados porcentajes pequeños
en comparación con programas mexicanos previos y otros dirigidos a grupos particulares en países extranjeros.
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En el caso de la evaluación de la participación social, estrategia mayo­
ritariamente considerada relevante en el marco de los programas sociales,
Bichmann et al., (1989) señalan que ésta puede ser estudiada tomando en
cuenta diferentes áreas donde la misma puede incidir: orientación, liderazgo,
organización, recursos y gestión. Cada uno de estos capítulos se califican y
sus resultados se grafican con base en las respuestas obtenidas a un conjunto
de preguntas aplicadas a los diferentes actores sociales.

En el presente trabajo se considera imprescindible la complementación
de los agregados económicos planteados con indicadores cualitativos de per­
tinencia, coherencia, satisfacción, calidad, participación social, etcétera.

Además, es importante resaltar que la evaluación de políticas públicas
es mucho más compleja que la de programas públicos, especialmente en el
área social, ya que "sus metas son variadas, sus actores numerosos, los ins­
trumentos diversificados, los resultados a menudo decepcionantes" (Kessler
et al., 1998, traducción libre). Según Perret (1993), algunos países se refieren
a la evaluación en ambos campos (sin hacer diferencias entre ellos en Reino
Unido y haciéndolas en EUA); otros sólo mencionan al campo de programas
públicos (Canadá, Australia, Alemania); otros más, sólo a las políticas como
conjunto de programas (Países Bajos), o bien, a la evaluación de políticas
cuando en realidad se hace evaluación de programas (Francia). La situación
mexicana se acerca bastante a esta última.

Evaluaciones de Pronasol

Pronasol inició actividades en 1988, siendo el primer programa mexicano
dirigido a combatir la pobreza en forma focalizada, privilegiando a las comu­
nidades organizadas.

Entre los años 1990 y 1994, el programa fue objeto de múltiples intentos
de evaluación parcial, ya sea a nivel estatal y/o enfocados a aspectos específi­
cos del mismo. Pero, pocos fueron los casos en que se intentó su evaluación
integral a nivel nacional. A continuación se exponen tres antecedentes rele­
vantes en este último sentido:

a) Como ya se mencionó en el capítulo 2, Székely (1993) expresó la
ausencia de elementos en la literatura que le permitieran responder a las
preguntas formuladas por la OIT para proceder a su evaluación, salvo en lo
relativo a los recursos ejercidos por el programa, su relación con el PIB y el
gasto público. Las preguntas no respondidas se referían a: la identificación
de efectos compensatorios y redistributivos, el nivel de focalización hacia los
pobres, los efectos productivos en materia de creación de empleo y empresas,
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en la construcción de infraestructura y dotación de servicios, y a la evalua­
ción de la organización y operación institucionales. Concretamente, expresó
que" ...existen datos respecto a cantidades invertidas y/o volúmenes de obra,
pero no evaluaciones propiamente dichas, en términos de costo beneficio, ni
frente a metas numéricamente preestipuladas de reducción en los déficits que
marcan los índices de pobreza... " (Székely, 1993: 32). Por esa razón, insistió
en que su trabajo se basaba en su apreciación sensorial de la situación, enri­
quecida con el relato de algunas experiencias.

Székely procedió entonces a través del análisis y relación entre los tres
componentes del programa: asistencial, participativo y competitivo.

En el primero resaltó el esfuerzo financiero del programa y lo comparó
con los recursos que serían necesarios para superar las carencias de los sec­
tores más pobres, tomando a la política de reactivación económica general
como un dato.

En relación al componente participativo argumentó la fundamentación
de la focalización hacia los pobres organizados, en lugar de hacerlo hacia los
más pobres, con base en un criterio de tipo costo-beneficio. Además insistió
en la ventaja de abandonar los canales burocráticos y corporativizados de
circulación del gasto social.

En el tercero recurrió a la narración de experiencias de programas pro­
ductivos en el estado de Oaxaca: Apoyo a Cafeticultores, Fondos Regionales
de Solidaridad para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, Fondo para el
Desarrollo Pesquero del Litoral Oaxaqueño y Fondo Nacional de Empresas
de Solidaridad.

En todos los casos retomó los datos numéricos disponibles en tanto
aproximaciones para apoyar sus reflexiones cualitativas. También puso espe­
cial énfasis en analizar las críticas que se le hacían al programa.

Concluyó en la urgencia de ampliar el programa mediante un esfuerzo
económico y político sin precedentes, acompañado de una modificación de
las funciones ejercidas por las instituciones y las bases sociales organizadas.

El intento de evaluar el Pronasol en su conjunto dejó clara la insuficiente
información disponible para la realización de un trabajo riguroso que preten­
diera basarse en el seguimiento de metas y medición de impacto.

b) Un segundo intento fue realizado por Jaso y Merino (1994), quienes
procedieron a realizar una síntesis evaluativa y crítica de los trabajos parciales
realizados, cuyas conclusiones resultaban a menudo complementarias y en
otros casos definitivamente contradictorias.

Consideraron al programa como una política pública con propósitos
definidos, que ameritaba una evaluación lo más objetiva posible, al mar-
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gen de los intereses políticos del gobierno y los partidos. Esto implicaba
dificultades importantes debido a: el limitado avance de la evaluación de
políticas públicas, la complejidad y novedad de la organización del pro­
grama, la importancia atribuida a la organización social, la diversidad de
métodos empleados en las evaluaciones parciales analizadas, las diferentes
fechas en que fueron realizadas, etcétera. Resolvieron entonces ofrecer
una visión, de énfasis cualitativo, que recogiera todas las opiniones con
su respectivos fundamentos y evidencias, tratando de rescatar sus ideas
centrales.

Dichas ideas indujeron la estructura final de su trabajo: dos grandes
capítulos sobre la operación, el programa y la organización social y otros dos
complementarios sobre su impacto económico y político.

El primero revisa los objetivos del programa, su organización, mecanis­
mos de implementación y resultados verificables, señalando aciertos y defi­
ciencias. Concluye que las evaluaciones coinciden en destacar la complejidad
ejecutiva del Pronasol y su operación centralista. Agregan que los recursos
no siempre fueron destinados con precisión a los grupos más pobres, ni a los
proyectos que podrían ayudarlos más.

El capítulo sobre organización social, considerada la diferencia espe­
cífica de Pronasol, analiza la integración y funcionamiento de los comités
de solidaridad que aportaron dinero y mano de obra al programa, el perfil
socioeconómico de los participantes, su nivel de satisfacción y expectativas de
continuidad. Se concluye que la misma impulsó una relación diferente entre
el gobierno y la sociedad, potenciando formas tradicionales de cooperación
comunitaria, entre las que sobresalen los resultados de participación obteni­
dos por los comités de Escuela Digna.

En materia de impactos económicos el trabajo discute la confiabilidad
de los datos INEGI-ONU-CEPAL que referían una disminución de la pobreza
externa de 14.9 a 13.6 millones de personas entre 1989 y 1992. Concluye
que el programa fue eficaz en el mejoramiento de la calidad de vida de los
grupos más pobres cuando ésta se mide en términos de acceso a satisfactores
colectivos, pero ha sido insuficiente para garantizar los ingresos familiares
necesarios para la satisfacción de sus necesidades esenciales.

La crítica más frecuente al programa es que habría sido utilizado para
favorecer electoralmente al PRI, pero los aspectos políticos del mismo fueron
los más debatidos y con menor información empírica disponible. Sin embar­
go, el trabajo afirma que los datos existentes sobre distribución del gasto no
muestran evidencias de que Solidaridad haya reorientado la misma regional­
mente en función de las elecciones locales.
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Se concluye resaltando los aciertos del programa pero también su insufi­
ciencia para revertir las inercias de funcionamiento y las causas estructurales
de la pobreza.

e) En tercer lugar, con la intención de contribuir al desarrollo de una
metodología específica para la evaluación del impacto socioeconómico del
programa, el Colegio de México realizó un trabajo coordinado por Reyna y
Rocha (s/f), en el que también participó Székely como uno de los investiga­
dores del equipo. El mismo constituye un antecedente obligado de lo que
serían las posteriores evaluaciones de programas sociales.

Dicho trabajo define ante todo un marco de referencia para la evaluación,
comenzando por identificar las hipótesis subyacentes en el programa: la pobla­
ción objetivo llegará a alcanzar mayores ingresos al mejorar su estado de salud,
adquirir mayores conocimientos, contar con mayor infraestructura de servicios
y aumentar o mejorar su capacidad de participación en la toma de decisiones.
Sin embargo, esta formulación implica aún otra hipótesis que el documento no
explicita: que la obtención de mayores ingresos redundará en mejores condi­
ciones de vida para la población (objetivo final, señalado en primer lugar, por el
programa).

El documento sugiere tres aspectos interdependientes a ser considerados
en la evaluación: la adecuación del programa a las necesidades y demandas
de la población, la organización interna del programa y la relación con su
población objetivo, y el impacto en la generación de un ingreso adicional
para la última.

Estos aspectos y la congruencia entre el objetivo final y las estrategias del
programa, indicada en el punto inicial, fornun parte de los temas de diseño,
funcionamiento y medición de impactos que esta tesis considera imprescin­
dibles, pero poco considerados en los términos de referencia e informes de
evaluación de 2002, que resaltan más los recursos aplicados, las metas alcan­
zadas, la cobertura, los resultados logrados, y el apego de la operación a la
normatividad.

Reyna y Rocha reconocen la heterogeneidad de estrategias del pro­
grama, los distintos tiempos de avance de los proyectos y las dificultades
para identificar tanto los impactos esperados como los imprevistos, los
inmediatos como los mediatos, por lo que sólo proponen una metodología
de "aproximación" a los impactos del Pronasol por estados, basada en dos
dimensiones de análisis: los objetivos propios de cada estrategia y las carac­
terísticas organizativas y de participación de la población.

En los programas sociales subsiguientes se abandonará este énfasis de
Pronasol en la organización de la población; sin embargo, el discurso de las
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políticas seguirá insistiendo en la participación de la misma, aunque descui­
dando los canales para su implementación y evaluación.

La propuesta de metodología de evaluación analizada sugiere la consi­
deración de diversos conjuntos de indicadores: de medición operativa de los
niveles de pobreza extrema, comunes a todos los componentes, y específicos
para cada uno según sus campos de acción (salud, educación, infraestructura,
etcétera).

Actualmente, casi todos los programas se limitan a la medición especí­
fica de sus objetivos y metas inmediatos. La medición de la evolución de
la pobreza se hace por otros medios (encuestas del INEGI y estudios que
utilizan su información) y resulta prácticamente imposible saber si todos
los programas aplicados han contribuido a la misma y en qué proporción,
por lo que suele correlacionarse sólo con el mayor de los programas (Opor­
tunidades).4H

El documento del Colmex plantea el conjunto de preguntas a responder,
ofrece una propuesta de indicadores y señala las relaciones entre los mismos,
sugiere la forma de evaluar la participación de cada actor relevante del pro­
grama, la manera de determinar la muestra estadística para la aplicación de
encuestas, y la forma de presentar los resultados.

" El capítulo relativo a la medición del cambio en los niveles de pobreza es
. prácticamente indiscutible desde el punto de vista teórico: se trata de calcular

'.10 índice antes y después de las acciones de Progresa y medir la relación cos­
to-beneficio como el cociente entre el costo total de las acciones y el cambio
logrado en el nivel de bienestar. Sin embargo, las seis páginas de extensión
del capítulo no abordan la complejidad que implica la identificación y el
cálculo del índice de pobreza y tampoco plantean el riesgo de adjudicar al
programa efectos provocados por otras variables y los métodos disponibles
para su reducción (experimentación con grupo de control).

Otro breve capítulo de gran interés lo constituye el estudio de la relación
entre los indicadores de impacto y la participación. Actualmente se cuenta
con pocos casos de participación significativa de los beneficiarios pero, para
no promover o rechazar la misma sin evidencia empírica, debería diseñarse
un experimento controlado para determinar si la misma tiene o no efectos
positivos y en qué condiciones.

La presentación de resultados se limita, en dos cuartillas, a indicar que se
dará respuesta a las preguntas planteadas.

"El documento del B~l (2004h), en camhio, plantea que no se sabe en qué porcentaje la pobreza ha dis­
minuido por los programas guhernamentales aplicados y por las remesas recihidas por los mexicanos desde el
exceriof.
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Como puede verse, el documento no profundiza en las grandes dificul­
tades que en la operativización de la metodología de evaluación se plantean,
pero constituye un primer esbozo de cómo intentarla que se acompaña de
valiosos anexos (indicadores, cuestionarios, ejemplos de medición de pobreza
y de cambios en el nivel de bienestar, etcétera) y señala aspectos problemáti­
cos que aún hoy no han sido plenamente resueltos.

Evaluaciones de Progresa 1998-2000

El Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa) constituye el
antecedente inmediato del actual Programa de Desarrollo Humano Opor­
tunidades. Estuvo bajo la responsabilidad de la Sedesol, y contó desde 1997
con una Coordinación Nacional (ConProgresa) integrada por los titulares de
la secretaría anterior, quien lo presidía, y de la SSA, SEP y SHCP.

Dicho programa incluyó tanto transferencias de efectivo a las madres de
familia para mejorar los niveles de consumo de los pobres en el corto plazo,
como inversiones en capital humano para lograr su desarrollo social, mismas
que dieron inicio en mayo de 1998. Mientras Pronasol, su antecesor, había
puesto el énfasis en la organización de las comunidades, Progresa se diseñó
para dirigirse a individuos y, después de su discusión, se resolvió reorientarlo
hacia las familias. De esta forma el programa procedió con una doble foca- /
lización: a las localidades más marginadas y, dentro de ellas, a los hogare'J
más pobres. Este diseño implicó que los hogares muy pobres ubicadosen',
localidades no marginadas quedaran fuera de las metas del programa.

Fue el primer programa mexicano (y tal vez el único) cuya evaluación
de impacto fue prevista desde su diseño,49 partiendo de un diagnóstico de la '"
situación antes de su inicio, medida a través de la aplicación de encuestas a
hogares en octubre-noviembre de 1997 y marzo de 1998; y aplicando tres
evaluaciones posteriores en octubre-noviembre de 1998, junio y noviembre-
diciembre de 1999. La misma revisó los impactos en materia de educación,
nutrición, salud y pobreza rural, así como la operación general del programa.
Posteriormente se le hicieron ajustes y se continuó con sus evaluaciones, las
que en 2003 habían generado 11 volúmenes de documentos.

Si bien en la evaluación inicial participaron organizaciones mexicanas
como la UlA, el lNSP y la Escuela Nacional de Antropología e Historia
(ENAH), la responsabilidad del proceso estuvo a cargo del International Food
Policy Research Institute (lFPRl) de Washington, D.c., mediante contratación

~'En esto habría influido en parte la presión del Banco Mundial.
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directa y bajo la dirección del doctor Emmanuel Skoufias, quien actualmente
forma parte del BID. 5

(1 O sea que el gobierno no le confió la responsabilidad
de esta primera evaluación a los propios connacionales, sino que recurrió al
empleo de expertos de un instituto internacional de investigación.

El gobierno del licenciado Ernesto Zedillo pagó por esta evaluación 4.35
millones de pesos en 1998, 11.31 en 1999 y 12.30 en 2000. Este monto no
cubría el trabajo de campo, del que se encargaba el mismo programa.

La evaluación del Progresa utilizó un diseño experimental con la fina­
lidad de garantizar un alto rigor en la identificación de relaciones causales
entre el programa y los impactos identificados, con mediciones "antes-des­
pués", talleres en los siete estados piloto y discusión en grupos focalizados
(médicos, enfermeras, promotoras, profesores, etcétera), además del empleo
de técnicas tradicionales como encuestas y entrevistas.

La evaluación realizada destaca, a nivel del diseño del programa, una
focalización más clara de lo que sucedía habitualmente en programas simi­
lares de América Latina, una importante sinergia debida a la consideración
de tres sectores-clave (salud, educación y alimentación), la utilización de
transferencias condicionadas a la participación de las familias beneficiadas
en escuelas y centros de salud, y el apoyo complementario a los últimos.

Para Skoufias (2003), los elementos-clave que garantizan una evaluación
exitosa y rigurosa son: que la evaluación sea un componente programado
desde el diseño del programa, que tenga objetivos claros, que se cuente con
el1POYO del ámbito institucional responsable del mismo, que el diseño de la
evaluación ofrezca mediciones creíbles, que cuente con un adecuado marco
lógico, presupuesto suficiente y, de preferencia, un diagnóstico previo a la
implantación del programa.

El diseño de la evaluación de Progresa hubiera requerido idealmente una
selección aleatoria de beneficiarios y no beneficiarios (grupo de contro]), a
nivel individual, pero debido a que la rigurosidad es costosa, se optó por una
selección aleatoria a nivel de localidades, que no garantiza de igual manera la
ausencia de sesgos en la medición de impactos. 5) Las localidades selecciona­
das fueron 506, compuestas por 302 de un total de 4,546 en que el programa
fue aplicado en su fase II y 186 de 1,850 en que esto no se hizo (grupo de

"'Consultar al respecto Skoufias (2001 y 20(3), en www.ifpri.org. También los ocho tomos publicados en
el año 2000 con las evaluaciones realizadas en 1998-2000.

; I Consultar en www.ifpri.org. Behrman y Todd (febrero de 1999), en su reporte a Progresa" Randomness
in the experimental samples ofProgresa", en el que manifiestan que no hay diferencias significativas en las carac­
terísticas generales de edad, educación, ingreso o acceso a la salud entre el grupo de tratamiento y el de control;
sin embargo, a nivel individual y familiar. encuentran diferencias en algunas variables que. aunque en promedio
son muy pequeñas. el gran tamaño de la muestra, hace que resulten significativas a niveles convencionales (10
por ciento en su análisis).
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control), distribuidas en los siete estados piloto en que se inició la aplicación
del programa: Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Puebla, Querétaro, San Luis
Potosí y Veracruz. Incluyó a 24,077 hogares y más de 100,000 personas, o
sea, aproximadamente el uno por ciento de los hogares apoyados.

Skoufias señala que este importante tamaño muestral, podría ser incluso
insuficiente para medir el impacto en algunas áreas; lo que de inmediato
refuerza las dudas que dejan las evaluaciones de otros programas sociales en
que la muestra dista mucho de alcanzar este tamaño, independientemente de
los problemas enfrentados para garantizar una selección aleatoria.

El diseño experimental tiene la ventaja de permitir observar la diferencia
entre las mediciones "antes-después" del programa (C-A en la gráfica 1),
comparada con la evolución sufrida por grupos de similares características
iniciales (punto de partida aproximadamente coincidente en la gráfica) a los
que el programa no se aplicó pero que, por otro tipo de razones ajenas al
programa mismo, podrían también haber evolucionado, favorable o desfavo­
rablemente (B-A), lo que a su vez permite identificar el verdadero impacto
provocado por las acciones evaluadas (C-B en la gráfica).

Entre los resultados globales obtenidos de esta forma para Progresa,
resaltan:

GRÁFICA 1
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lo Muy buena focalización geográfica en zonas rurales.
2. Bastante precisión en el método de selección de hogares.
3. Fuerte impacto en el ingreso real de las familias.
4. Ausencia de impactos negativos como disminución del tiempo dedica­

do por los padres de familia al trabajo.
S. Errores administrativos menores como demora en la distribución de

las transferencias, errores en listas de beneficiarios, etcétera.
6. Efectos indirectos positivos en las localidades con familias apoyadas

debido a la derrama promedio de 30,000 pesos mensuales adicionales.

A pesar de la rigurosidad del diseño evaluativo, el lenguaje empleado
en la presentación de resultados transmite la conciencia de los evaluadores
sobre el grado de riesgo implícito en algunos de ellos: ".. .los resultados de
la investigación sugieren... ", "Los datos sugieren que Progresa.... " o "Parece
que Progresa..." (IFPRI, 2002: 3, S Y7, respectivamente). Skoufias insiste en su
insuficiencia para determinar algunos impactos que serían deseables, como:

t. ¿Cuál es el monto mínimo a transferir como beca para lograr un impacto
real en la permanencia de los niños en la escuela y su acceso regular a
los centros de salud?

2. Además de la permanencia en la escuela, ¿realmente se incrementó la
calidad de la educación y el aprendizaje logrado por los estudiantes?
La evaluación no encontró indicios de esto último, que constituiría la
misión del programa educativo.

3. ¿El programa puede constituirse en una red de seguridad social en
momentos de crisis?

4. ¿Cuánto tiempo puede continuar un programa como éste, que requiere
de un monto importante de recursos económicos, si no demuestra cla­
ramente su eficacia?

Estas fueron algunas de las dudas que quedaron planteadas en las evalua­
ciones efectuadas por el IFPRI.

Durante el año 2000 Progresa atendió a 2.478 millones de hogares. Se
continuó con la aplicación de las encuestas semestrales a hogares, en dos
nuevas rondas (en mayo y noviembre) para completar los tres años de segui­
miento, mismo que había dado inicio en marzo de t998. La novedad fue que,
en estas fechas, el grupo de control había sido incorporado al programa, con
lo que el diseño experimental original sufrió un cambio: ya no había la con­
tundente posibilidad de comparar resultados entre beneficiarios y no benefi-
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ciarios, sino sólo entre dos grupos de beneficiarios, incorporados al programa
con menos de dos años de diferencia (mayo de 1998 y enero de 2000). Las
razones del cambio, que metodológicamente dificultaron su evaluación, fueron
de carácter ético: imposibilidad de continuar negando al grupo de control
su participación en los beneficios generados por el programa, siendo que los
recursos eran suficientes para su inclusión.

Auditorías de desempeño de Progresa 1999-2000

En forma paralela al proceso descrito, a partir de 1999, la ASF comenzó a rea­
lizar las denominadas "auditorías de desempeño" a los programas federales.
Entre los programas evaluados incluyó al Progresa: su componente educativo
en 199952 y su componente de salud en 2000. Los mismos fueron analizados
como parte de la responsabilidad que corresponde a la SEP y SSA, no a la
Sedesol (www.asf.gob.mx). Dentro de esta última los programas seleccio­
nados fueron Jornaleros Agrícolas y Apoyo a las Empresas en Solidaridad
(Fonaes).

Los informes de dichas auditorías comienzan por fundamentar las
razones que llevaron a la selección del programa, se apoyan en información
documental del mismo y realizan un trabajo de campo específico para el
cual solicitan el apoyo de otras instituciones (UNAM). También retoman los
informes de los estudios realizados por el IFPRI, el BM y la CEPAL.

SU trabajo utiliza un conjunto de indicadores para el análisis de cada
programa, en el que figura:

-congruencia del objeto social del programa con las prioridades naciona-
les y sectoriales de mediano plazo (el sexenio en curso);

--eficacia en el cumplimiento de las metas programadas;
-cobertura respecto del universo objeto del programa;
-eficiencia en la operación y aplicación del presupuesto; e
-impacto del programa.

La auditoría de desempeño aplicada a ProgresaS] en el año 2000 reali­
za observaciones y promueve acciones específicas, entre las que resalta la
insistencia en que el programa no había establecido indicadores de impacto

"No fue posible acceder a dicho documento debido a que sólo están disponibles en Internet los informes
de la Cuenta Pública del año 2000 en adelante.

n Sorprende que en diversas partes del documento se hable de Oportunidades (aún no creado en el año
2000) en lugar de referirse a Progresa. Consultar, por ejemplo, las acciones promovidas 00-20GOO-7-373-07-001,
00-20GOO-7-373-07-002 y 00-12100-7-373-07-008.
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que permitieran evaluar el cumplimiento de su objetivo (mejorar el nivel de
bienestar y calidad de vida de la población beneficiaria) en su programación
anual y de mediano plazo. Entre las recomendaciones de menor magnitud se
encuentran: implementar un sistema de quejas y denuncias, realizar campa­
ñas de difusión del componente de salud, controlar que el personal médico
y paramédico no exija ninguna aportación por la entrega del suplemento
alimenticio, etcétera.

Evaluación y auditoría de desempeño
de Progresa 2001

En 2001 se pusieron en marcha dos nuevas acciones: la ampliación de la
cobertura del programa hacia las zonas urbanas, y la entrega de becas educa­
tivas a estudiantes de nivel medio superior.

De esta forma se incorporaron al programa, originalmente diseñado
sólo para el medio rural, 600 localidades urbanas y 1.76 millones de nuevas
familias, o sea que el número de familias atendidas aumentó en un 72 por
ciento. Para el ciclo escolar 2001-2002, según datos de Sedesol, se logró la ins­
cripción de 3.3 millones de becarios en los niveles de primaria, secundaria y
educación media superior, cifra superior en 34 por ciento al número de niños
y jóvenes atendidos en el ciclo escolar 2000-2001. En particular se entregaron
becas educativas para continuar estudios de nivel medio superior a 267,733
jóvenes que vivían en condiciones de pobreza extrema.

Por otra parte, para corregir errores de exclusión en el proceso de selec­
ción de familias se estableció un mecanismo de densificación de la cobertura
en las localidades rurales ya atendidas. Con el fin de atender a los benefi­
ciarios del programa en las ciudades se instalaron 196 módulos que operan
bajo un esquema automatizado de atención, basado en el uso de tecnologías
informáticas y de transmisión electrónica de datos. Cada módulo fue habi­
litado con equipo de cómputo y una plataforma de cartografía digitalizada,
lo que permitió reducir el tiempo desde el levantamiento de la información
socioeconómica de las familias hasta su incorporación.

El programa le solicitó a una institución nacional que propusiera los
instrumentos de línea basal urbana en pequeñas localidades. Dicha línea fue
diseñada entre mayo y septiembre con grupo de tratamiento y de control y se
inició el trabajo de campo. A finales de 2001, al realizarse las modificaciones
ya mencionadas al programa, se abandonó el seguimiento delos paneles y se
decidió la ampliación del programa a ciudades de mayor tamaño, sin respetar
el grupo de control diseñado.
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Estrictamente, la evaluación de la gestión fiscal 2001, a diferencia de las
anteriores que duraron dos años y medio, fue realizada en un mes. La misma
incluyó: una evaluación del funcionamiento del programa a nivel estatal,
basada en el análisis de los indicadores de seguimiento, gestión y evaluación
de 1998 al 2001; y, un análisis de los impactos del programa basados en las
rondas recientes de la Encuesta de Evaluación en Localidades (Encel), no uti­
lizadas en las evaluaciones previas. O sea que no incluyó levantamiento espe­
cífico de información en campo. Su costo fue de 16.13 millones de pesos.

La evaluación identifica problemas relevantes en el mencionado sistema
de indicadores (respecto de la continuidad de los incluidos, de su desglose,
y de su formato de presentación, algunas redundancias y una clasificación
no es siempre clara, algunos indicadores cuya relevancia para la evaluación
del programa es limitada, y otros más relevantes que están ausentes) y difi­
cultades para hacer una evaluación a nivel estatal con datos agregados, por lo
que señala que sus resultados son indicativos y ameritan estudios en mayor
profundidad. Entre ellos resaltan:

-Una distribución de las transferencias monetarias por estado congruen­
te con sus niveles de pobreza monetaria y las necesidades relevantes de
salud, lo cual no resulta igualmente claro en materia educativa.

-Avances notables en el cumplimiento de las condiciones de correspon­
sabilidad que impone el programa a sus beneficiarios en materia de
educación y salud.

-Avances claros en relación con las tasas de deserción escolar y de des­
nutrición infantil.

-Persistencia de altas tasas de repetición de los beneficiarios y de una
brecha importante entre éstos y los promedios estatales en materia
educativa (www.progresa.gob.mx).

Por su parte, las nuevas rondas de Encel dieron lugar a dos estudios de
medición de impacto: un análisis del comportamiento del grupo de control,
al ser incorporado al programa; y una evaluación de algunos resultados
de mediano plazo (sólo tres años) en los jóvenes beneficiarios del mismo.
Los últimos incluyeron el cálculo de la probabilidad de que los estudiantes
becados por Progresa en el nivel básico continuaran con su educación media
superior (aún no se otorgaban becas para ese nivel), o, si se incorporaban
al mercado de trabajo, obtuvieran mejores empleos y remuneraciones,
así como su relación con la migración, y la propensión de los niños a
enfermar.
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De los resultados obtenidos en los anteriores, se destaca:

-Progresa benefició al 40 por ciento de las familias en las zonas rurales.
-El grupo de control se comportó en forma muy similar al de tratamien-

to, al momento de su inclusión al Progresa, en aquellas variables en
que se puede identificar un efecto inmediato, como inscripción escolar,
visitas a centros de salud y gasto de los hogares.

-Se confirmaron también efectos en los años de escolaridad de los niños
y niñas apoyados por el programa: 0.15 ya. 38 años más, respectivamen­
te, que los niños que no recibieron becas.

-Los datos "sugieren" un pequeño efecto en la inscripción de los ex beca­
rios a la educación media superior, que se esperaba se incrementara con
el tiempo, lo que se reforzaría por un nuevo elemento: el otorgamiento
de becas de Progresa a este nivel a partir de 200l.

-La información disponible "no sugiere" que los jóvenes de las localida­
des donde opera Progresa tengan mayor probabilidad de migrar fuera
de sus comunidades, incluso cuando han dejado de ser elegibles para la
obtención de becas de estudio.

-Resulta muy prematuro evaluar los efectos del programa en las
oportunidades de empleo e ingresos de los ex becarios, ya que la
mayoría aún continúa en la escuela, siendo los que la abandona­
ron quienes no lograron mejorar su desempeño a pesar de la beca
(www.progresa.gob.mx) .

Como ya se comentó, metodológicamente hablando, el diseño evaluativo
se debilitó con la inclusión del grupo de control al programa, por lo que se
recomendó la utilización de una estrategia no experimental de estimaciónH

para la medición de impactos del programa en el largo plazo.
Ese mismo año se presentaron resultados de una evaluación cualitativa

realizada en zonas semiurbanas. Con estos dos trabajos, se cubrió la evalua­
ción anual de 2001, si bien los resultados se basaban en información recogida
mediante las Encel de mayo y noviembre del 2000. 55

Al igual que el año anterior, la ASF llevó a cabo la auditoría de desempeño
de programas a cargo de la Sedesol (Ahorro y Subsidios Para la Vivienda,

"Sugiere la estrategia de matching, emparejamiento o apareamiento, a revisar en J.J., Heckman, R. Lalonde
y J. Smith (1999), "The economics and econometrics of the active labor markct program", en Handbook of labor
economics, vol. 3A, ed. o. The Netherlands, Nort Holland, Ashenfelter yO. Card Amsterdam, .

'5 En realidad las evaluaciones de Progresa-Oportunidades nunca corresponden estrictamente al año
calendario, como sucede con los otros programas. Incluso la evaluación 1998-2000, utilizó las bases de datos
disponibles hasta finales de 1999.
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Crédito a la Palabra, Coinversión Social y Empleo Temporal) e incluyó nueva­
mente al Progresa en su componente alimenticio (dentro del sector salud).

En esta ocasión su informe reconoce que el programa cuenta con los
indicadores y evaluaciones necesarias para medir el cumplimiento de sus
objetivos y metas, así como sus procesos operativos. Recomienda dar cabal
cumplimiento a las normas que rigen la rendición de cuentas, reforzar meca­
nismos de control y supervisión en las unidades médicas relativas al cum­
plimiento de las acciones que deben realizar las familias beneficiarias como
parte de su corresponsabilidad, etcétera.

Cabe destacar también que Progresa fue uno de los pocos programas
sociales que fue evaluado por ONG. En 1999, y como parte del seguimiento
a los acuerdos de Beijing, la campaña "El Banco Mundial en la Mira de las
Mujeres" analizó un conjunto de programas de AL que, en el caso de Méxi­
co, incluyó al Programa de Ampliación de Cobertura en Salud (PAC) y al
Progresa (Frade, 2000). La evaluación relativa a este último se diseñó con
base en una muestra de 309 beneficiarias y 123 no beneficiarias, todas perte­
necientes a organizaciones sociales y distribuidas en los estados de Chiapas,
Campeche, Guanajuato, Jalisco, Oaxaca, Puebla, Yucatán y Quintana Roo, a
las que se aplicó una encuesta durante el segundo semestre de 1999. Además
se realizaron 83 entrevistas a maestros, promotoras del programa, personal
de centros de salud, funcionarios federales, estatales y municipales, así como
organizaciones sociales.

Entre sus resultados reconoce la asignación de recursos gubernamen­
tales, los costos de operación bajos del programa (aunque basándose en el
trabajo gratuito de las mujeres) y el diseño de un componente de género. Sin
embargo, su juicio es muy negativo en cuanto a la ausencia de participación
corresponsable de las beneficiarias en la toma de decisiones, seguimiento
y evaluación del programa, desigualdad y falta de criterios para la asigna­
ción de apoyos, exclusión de las zonas rurales de mayor pobreza por falta
de infraestructura educativa y de salud, cobro de cuotas importantes por
servicios supuestamente gratuitos, no consideración del nivel de desempleo
en el país y de las escasas oportunidades existentes en el medio rural, trato
indigno de las beneficiarias como indigentes, generación de divisiones entre
la población, constitución de un mecanismo de control social, falta de ade­
cuada conceptualización de la perspectiva de género, ignorancia de proble­
mas relevantes en ese campo, etcétera. Resalta la forma en que se refieren
al programa algunas entrevistadas del estado de Puebla, "dinero .del diablo",
porque" .. .los recursos no les alcanzan cuando llegan, «no rinden», pero,
además, no se los ganaron" (Dora Ramos y compañeras, en Frade, 2000:
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86). Como consecuencia de los múltiples problemas identificados, el informe
concluye que Progresa no permite superar la pobreza ni mejora la posición
de las mujeres.

Finalmente, y con una opinión totalmente contrapuesta a la previa, el
propio BM (2004a) considera que México ha sido pionero por la aplicación
de evaluaciones de impacto de Progresa, las que permitieron al gobierno
mexicano contar con evidencias de su éxito y fomentaron la creación de pro­
gramas similares en otros países de AL (Honduras y Nicaragua con diseños
experimentales y Colombia y Brasil con cuasiexperimentos)

Comentarios finales

Los documentos revisados permiten aquilatar la insuficiente información y
disponibilidad de conocimientos especializados de evaluación de programas
sociales a inicios de los noventa y el importante avance logrado hasta el año
2000, gracias a las evaluaciones realizadas a Progresa por el IFPRI Y las audi­
torías efectuadas por la ASF.

Con base en estos antecedentes, la Cámara de Diputados estableció un
parteaguas en la situación al decidir la ampliación del proceso de evaluación
externa a la gestión de 2001 de todos los programas que reciben recursos
fiscales y se hayan sujetos a reglas de operación. Los capítulos restantes
analizan los procesos seguidos y los resultados alcanzados, comenzando en
el siguiente por la descripción del marco jurídico aplicable a la realización de
evaluaciones.



Capítulo 9

Marco jurídico de la evaluación
de programas

Introducción

PARA FACILITAR la comprensión de las evaluaciones que serán analizadas en
los siguientes capítulos, en el presente se revisa la normatividad que rige la
organización y planeación formales de la actual evaluación de programas
sociales, las instancias participantes y la descripción selectiva de sus fun­
ciones vinculadas a evaluación.

Específicamente, se describe el marco jurídico vigente para las evaluacio­
nes externas aplicadas a partir del año 2001.

Control y evaluación al interior
de la administración pública federal

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece las compe­
tencias de las diversas secretarías de Estado vinculadas a la evaluación, sus
presupuestos y la utilización de sus resultados (véase anexo 2).

De acuerdo con su artículo 31, corresponde a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público (SHCP), preparar el proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación (PEF), a través de la Subsecretaría de Egresos, que incluye,
en la Dirección General de Programación y Presupuesto "B" (véase organi­
grama 1), el de las instancias operadoras de programas sociales, dentro del
cual se encuentra, a su vez, el destinado a la realización de sus evaluaciones
externas. Al mismo tiempo supervisa la aplicación del gasto público federal
en la Unidad de Política y Control Presupuestario.

Al ser entrevistada, su directora general adjunta de Desarrollo Social,
Economía y Trabajo manifestó que ella revisa personalmente los informes de
las evaluaciones externas, no teniendo otra ingerencia en el proceso. Agregó
que desde el año 2000, la SHCP determina el techo financiero de cada secreta-
ría, Sedesol incluida, se lo comunica y las secretarías lo distribuyen_con total
autonomía. Luego sólo les corresponde realizar el control presupues~~_
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En su artículo 37, la citada ley establece que a la Secretaría de la Fun­
ción Pública (SFP) le corresponde la vigilancia y el control del cumplimiento
de normas y compromisos administrativos, así como la posible realización de
auditorías y evaluaciones a las dependencias y entidades de la administra­
ción pública federal, para garantizar la calidad de los programas y propiciar
la transparencia y la rendición de cuentas a la ciudadanía, lo que ejecuta a
través de la Subsecretaría de Control y Auditoría de la Gestión Pública y las
unidades de control y evaluación de la gestión pública y de auditoría Guber­
namental (véase organigrama 2).

En materia de evaluación le corresponde también vigilar el cum­
plimiento del Acuerdo firmado por la SHCP y la entonces Secodam (en
adelante, el Acuerdo), publicado en el Diario Oficial de la Federación 00
de abril de 2002, segunda sección: 4-7), con la intención de que las eva­
luaciones sean de calidad para mejorar el desempeño de los programas
federales, se generen insumos adicionales a las dependencias para mejorar el
diseño y resultados de sus programas, se aporten insumos sobre las deficiencias
y bondades de las evaluaciones externas a los coordinadores de sector,
se ofrezcan elementos para la preparación del proyecto de presupuesto
al representante del Ejecutivo, se brinde apoyo técnico a la Cámara de
Diputados sobre el avance y valoración de los programas federales, y
que se pueda posicionar a la Dirección General de Operación Regional
y Contraloría Social de la SFP como un ente capaz de emitir un dictamen
confiable sobre la evaluación externa de los programas federales y que
emita recomendaciones de política pública en función del análisis de sus
resultados (Alamilla, s/f).

El director de Desarrollo Organizacional y Profesionalización, al ser
entrevistado, coincidió en que sus principales funciones al respecto son veri­
ficar el cumplimiento de los requisitos del acuerdo y la confiabilidad de sus
resultados, y agregó una tercera: concentrar los principales resultados y con­
clusiones de los informes que tengan sustento e investigar puntos recurrentes
que puedan agregar valor al trabajo de SFP. Informó también que la Unidad
de Control y Evaluación de la Gestión Pública realiza el análisis de los
indicadores de los Programas, mientras la Dirección General de Operación
Regional y Contraloría Social los analiza con la intención de incrementar la
eficiencia del proceso de evaluación externa a los programas.

El actual Sistema Nacional de Control y Evaluación de la Gestión Públi­
ca a cargo de la SFP tiene como objetivos promover y coadyuvar al uso eficaz
y eficiente de los recursos públicos, el desarrollo administrativo, la _calidad
de los servicios públicos, y el combate a la impunidad y la corrupción~--·-~'--_~.

--~
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El sistema está constituido por el conjunto de instrumentos jurídicos,
instancias, esquemas y mecanismos para el control y la evaluación de la ges­
tión pública y la colaboración en materia de desarrollo administrativo. En
él participan el gobierno federal, los gobiernos de los estados y del Distrito
:Federal.

En el marco del anterior funciona la Comisión Permanente de Contra­
lores Estados-Federación, que facilita la vinculación entre los ámbitos seña­
lados con objeto de intercambiar experiencias y realizar acciones en mutuo
apoyo.

Méndez (2000) propone que se dote de mayor fuerza, capacidad y auto­
nomía al sistema de seguimiento, control y evaluación, dotando a la SFP de
un estatuto autónomo, similar al del Banco de México.

En dos numerales de su artículo 32, la Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública Federal determina las competencias de Secretaría de Desarrollo
Social (Sedesol) en materia de evaluación:

1- Formular, conducir y evaluar la política general de desarrollo social
para el combate efectivo a la pobreza; en particular, la de asentamien­
tos humanos, desarrollo urbano y vivienda; y

V- evaluar la aplicación de las transferencias de fondos en favor de esta­
dos y municipios, y de los sectores social y privado que se deriven de
las acciones e inversiones convenidas, en los términos de las fracciones
anteriores.

Planeación y organización
de la evaluación en Sedesol

La evaluación es organizada en la Sedesol fundamentalmente a través de la
Subsecretaría de Prospectiva, Planeación y Evaluación, aunque también se
desarrollan algunas actividades en la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y
Ordenación del Territorio (véase organigrama 3).

En 2003, la primera subsecretaría mencionada se componía de la
Dirección General de Evaluación, la Coordinación General de Patrones
de Beneficiarios de los Programas Sociales, la Coordinación General de
Prospectiva y Análisis y la Dirección General de Relaciones Interna­
cionales. Las coordinaciones si bien estaban ubicadas al mismo nivel
jerárquico, tenían mayor peso político y acordaban directamente con la
secretaria, pero se pensaba que pronto pasarían a ser también direcciones
generales. Los aspectos financieros y presupuestales eran atendidos por la
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Dirección General de Eficiencia de Programas de Desarrollo Social, que
también se pensaba modificar.

La Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio
contaba con la Coordinación General de Microrregiones y la Dirección
General Adjunta de Análisis Territorial. Ambas son responsables de la
estrategia Microrregiones, que ha realizado un diagnóstico basal en mate­
ria de infraestructura municipal (con base en información cualitativa y
entrevistas de percepción, cuyos datos se cruzaron con los disponibles en
fuentes secundarias) y planea evaluar próximamente el impacto global de
la misma.

La meta de la Dirección General de Evaluación es crear, con apoyo del
BM,i6 un sistema integrado de monitoreo y evaluación (M&E), con base en un
modelo de administración basada en resultados (ABR). Éste prevé contribuir
a la creación de un sistema de evaluación multianual y multitemático, así
como al fortalecimiento de la capacidad nacional en monitoreo y evaluación.
Dicha dirección también es responsable de dirigir la participación de la Sedesol
en el diseño del Sistema Nacional de Indicadores y de normar, coordinar,
supervisar y difundir los resultados de las evaluaciones realizadas a los progra­
mas sociales por instituciones académicas y especializadas. Entre sus objetivos
se encuentran:

. -establecer los lineamientos y criterios para la evaluación de los progra­
mas sociales;

-diseñar el conjunto de indicadores de evaluación de impacto,
-diseñar y establecer mecanismos públicos de evaluación periódica de

los programas sociales;
-normar, coordinar y supervisar las evaluaciones externas de los progni­

mas sociales;
-realizar el seguimiento de la ejecución y la evaluación de impacto

socioeconómico de los programas sociales;
-evaluar el impacto socioeconómico de los programas sociales; y
-establecer y operar un sistema de información y evaluación de los pro-

gramas sociales.

Su responsable ha manifestado su diagnóstico de la situación en
los siguientes términos "No sabemos a ciencia cierta el impacto real de
estas acciones (de apoyo a la población desfavorecida) sobre la población

;'En marzo de 2004 recibió un donativo del BM por 425,000 dólares en el marco del Convenio de Coope­
ración Técnica para su diseño (comunicado 048, en www.sedesol.gob.mx).
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(beneficiada) ...ni mucho menos tenemos un ordenamiento por eficiencia en
e! uso de los recursos. No hay todavía una práctica de evaluación generali­
zada" (Hernández, 2003).

El sistema de evaluación se justifica por su contribución a: a) el rediseño
y la implementación de programas; b) el uso eficiente de los fondos públicos;
e) e! debate de políticas sociales mediante la agregación de elementos técni­
cos y objetivos; y á) la transparencia y la rendición de cuentas (Hernández,
2005).

El sistema presentado como propuesta tiene por objetivos:

-evaluar e! diseño y los procesos de los programas;
-evaluar su impacto;
-evaluar la política social como un todo;
-fomentar en México la formación de capital humano en temas de eva-

luación; e
-institucionalizar e! sistema de evaluación.

Tratándose de proyectos productivos, se buscaría que la evaluación ayu­
de a la asignación eficiente de los recursos; y en e! área de política social, que
la medición de eficiencia e impacto retroalimente la pertinencia y e! diseño
de los programas.

El sistema se caracteriza por: a) poner énfasis en la medición de reslúa­
dos; b) utilizar indicadores cuantitativos pero sin desechar las evaluaciones
cualitativas; e) medir impacto en el largo plazo y monitorear diariamente la
operación; á) ser realizada por buenos evaluadores externos; y e) ofrecer eva­
luaciones objetivas y útiles, con la cooperación y participación de los agentes
de! programa (Hernández, 2005).

Papel del Congreso

La Cámara de Diputados cuenta con atribuciones en materia de evaluación
definidas por las siguientes normas jurídicas:

-la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
-la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados U nidos Mexica-

nos;
-la Ley de Planeación;
-la Ley de Fiscalización Superior de la :Federación;
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-el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados U nidos Mexicanos; y

-los acuerdos parlamentarios en la materia.

La primera establece, en sus artículos 69, 79 Y 93, la facultad del Congre­
so para expedir la ley de regulación de la ASF y normar la gestión, control y
evaluación de los poderes de la Unión y los entes públicos, fiscalizar el cum­
plimiento de los objetivos de los programas federales a través de los informes
que se rindan en los términos dispuestos por la ley, fiscalizar los recursos fede­
rales ejercidos por las entidades federativas y municipios, citar a comparecer
a funcionarios (incluidos los secretarios de Estado), integrar comisiones para
investigar el funcionamiento de los organismos descentralizados y empresas de
participación estatal mayoritaria, etcétera.

La segunda norma citada, en los artículos 7, 39 numeral 3 y 45 numeral
1, faculta a la Cámara de Diputados a constituir comisiones ordinarias de
información y control evaluatorio y de revisión de aspectos presupuestales en
el marco de la cuenta pública, vinculadas al cumplimiento de los programas
gubernamentales, entre otras. Sus artículos 86 y 90 fracción IX establecen la
competencia del Senado para analizar y dictaminar las iniciativas de ley y de
decreto relacionadas con los aspectos inherentes al desarrollo social.

La Ley de Planeación (art. 5) establece la obligación del Presidente de
la República de enviar el Plan al Congreso de la Unión para su examen y
opinión; este último, en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales
y legales, formulará las observaciones que estime pertinentes durante la eje­
cución, revisión y adecuaciones al mismo.

Por su parte, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación norma las
responsabilidades a cargo de la ASF.

El Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso establece su
organización y funcionamiento en materia de: instalación de las cámaras;
presidencia, vicepresidencia, secretarios y prosecretarios; sesiones, iniciativas
de leyes, comisiones, discusiones, revisiones de proyectos de ley, votaciones,
fórmula de expedición de leyes, Comisión Permanente, etcétera.

Por su parte, el Acuerdo Parlamentario relativo a la Organización y
Reuniones de las Comisiones y Comités de la Cámara de Diputados (art.
12, inciso b), define entre las funciones a cargo de comisiones, las relativas a
evaluar periódicamente el PND Y los programas respectivos, así como reali­
zar audiencias, consultas, visitas, entrevistas, convocatorias a particulares y
comparecencias de servidores públicos, autoridades de organismos descen­
tralizados y empresas de participación mayoritaria, etcétera.
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Las normas anteriores facultan a la citada Cámara a evaluar, cuantitati­
va y cualitativamente, la actuación del Ejecutivo, mediante mecanismos de
evaluación, control y fiscalización, que se desarrollan en paralelo a su respon­
sabilidad exclusiva para aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación
(PEF); sin embargo, no definen sus atribuciones en materia de rectificación de
estrategias o políticas del plan y de los programas sectoriales.

Como hemos visto, el Poder Legislativo tiene, entre otras funciones y
dentro de un marco democrático, la de servir de contrapeso del Poder Ejecu­
tivo, cuestionando y generando información alternativa a la que éste aporta
en forma unilateral, ya que los informes anuales presentados por el Ejecutivo
a la Cámara, ofrecen una imagen positiva de los avances realizados, al resaltar
cuantitativamente las acciones implementadas en el marco de la planeación,
sin referir su impacto real en la solución de los problemas. Se trata de infor­
mación parcial, por lo que no permite una plena evaluación de sus planes y
programas.

Prácticamente, no fue posible ejercer esta función durante el siglo pasado
debido a la composición de partido único del Congreso, mismo al que tam­
bién pertenecía el Presidente de la República, y a su consecuente dinámica de
sumisión a la voluntad de este último. A partir de 1997, Ymás aún de 2000,
esta situación comenzó a cambiar, al lograr cierto nivel de independencia de
opinión y decisión, fruto de una composición más plural.

En este contexto, una de las tareas, constitucionalmente asignada y no
desempeñada durante décadas, la constituye la evaluación del estado que
guarda la administración pública federal y los resultados alcanzados por las
políticas públicas. Para cumplirla como actividad permanente de control del
cumplimiento de los compromisos, resultados e impactos, se requiere reac­
tivar dos facultades básicas: los mecanismos formales de evaluación, control
y fiscalización del ejercicio del presupuesto (revisión del gasto público, cum­
plimiento de metas anuales, etcétera) y de la ejecución de planes, programas
y proyectos (logro de objetivos de los programas, eficiencia en el uso de los
recursos, etcétera) por parte de la Cámara de Diputados y efectuar las tareas
de control evaluatorio en las comisiones de la Cámara anterior.

Adicionalmente, es necesario innovar en los mecanismos de rendición de
cuentas a la ciudadanía, ya que la glosa ha sido más un elemento de refutación
partidista que de evaluación real de resultados, y tiene un impacto muy bajo
en la opinión pública.

La normatividad actual permite al Congreso analizar los impactos de los
programas del Ejecutivo del año fiscal anterior antes de realizar las asignacio­
nes de presupuesto para el siguiente, facilita .el análisis de la cuenta pública
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y la determinación de auditorías a realizar. Resta investigar cuál es el trabajo
de análisis de los informes de evaluaciones externas, y la realización directa de
otras que efectivamente desarrolla, su nivel de utilización para reorientar las
políticas y programas públicos, su práctica en materia de rendición de cuen­
tas, y, en general, si todo esto está sirviendo para reactivar un debate político,
abierto y participativo.

Las acciones de evaluación periódica del PND y de los programas
sectoriales las desempeñan las comisiones ordinarias de la Cámara de
Diputados, que utilizan instrumentos como la mencionada glosa, los
informes de trabajo y las comparecencias de funcionarios; las de control
financiero las realiza un órgano autónomo adscripto a la Cámara; y las
de fiscalización de la cuenta pública quedan a cargo del órgano técnico de la
Cámara, la ASF.

Esta Cámara contó con 40 comisiones ordinarias en la LVIII Legislatura,
de las cuales las siguientes se vinculan a nuestro objeto de estudio: Presupues­
to y Cuenta Pública, Desarrollo Social, y Participación Ciudadana, además de
la ya mencionada ASF (www.diputados.gob.mx). También existe una Comi­
sión de Desarrollo Social en el Senado.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública (cPcP) tiene entre sus
objetivos, analizar la evolución del gasto público federal y de los temas de
coyuntura que pueden tener impacto en el ejercicio presupuestal; así como
estudiar el efecto en la población de los principales programas de gasto y de
las alternativas para garantizar el cumplimiento de sus objetivos.

Para lograr lo anterior debe fortalecer sus relaciones de trabajo con las
diversas comisiones de la Cámara y la ASF, así como recibir los informes
trimestrales sobre la ejecución del presupuesto y las evaluaciones externas
realizadas.

Mediante una entrevista a uno de sus miembros fue posible conocer las
limitadas actividades que realizaron en tomo de la evaluación de programas
sociales, en su gestión fiscal 2002, debido a la falta de personal: entrega de
copias de los informes de las evaluaciones externas a otras comisiones, soli­
citud de su análisis a diversos despachos, información de los resultados a los
demás miembros de la Comisión y preparación de un resumen para entregar
al presidente de la Cámara.

La Comisión de Desarrollo Social de la Cámara de Diputados se integró
en septiembre de 2000 por 30 diputados, pertenecientes a distintos partidos.
Contó con un presidente y cuatro secretarios. Tuvo a su cargo tareas de
dictamen legislativo, de información, y de control evaluatorio, en materia
de desarrollo social. Tiene también facultades para opinar sobre la propuesta
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de reglas de operación que la Sedesol elabora, antes de que éstas sean envia­
das para su autorización por la SHCP.

SUS integrantes se organizaron en diversas subcomisiones, entre las que
se encuentra la encargada de la evaluación y seguimiento de programas.
Dicha subcomisión tiene como objetivos establecer los mecanismos que per­
mitan a la Comisión evaluar y dar seguimiento a la operación de los progra­
mas de la Sedesol, así como a la aplicación de recursos a dichos programas,
aprobados en el decreto de PEF.

SU programa tentativo de trabajo, durante la LVIII Legislatura, incluyó
básicamente seis actividades: 5?

-Dar su opinión a la Sedesol sobre los indicadores de evaluación y de
gestión de los programas dirigidos al combate a la pobreza, participar
en su diseño y solicitar a la Sedesolle autorice a dar su punto de vista
sobre las reglas de operación.

-Opinar sobre el PND en materia de su competencia y formular obser­
vaciones a su ejecución.

-Realizar el control programático de los recursos del Ramo 20, mediante:
-Opinar y participar en la glosa del Informe Presidencial en materia de

desarrollo social.
-Emitir opinión sobre la cuenta pública en materia de gestión financiera,

respeto de los criterios presupuestales y cumplimiento de objetivos de
los programas.

-Opinar sobre el proyecto de PEF ante la CPCP, en lo relativo al Ramo 20.

La Comisión de Participación Ciudadana fue creada el día 4 e instalada
el 31 de octubre de 2000. Su principal objetivo es promover una cultura de
participación ciudadana en el proceso de diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas, especialmente en las materias de estado
de derecho y bienestar social. Dicha cultura se basa en principios y valores
de legalidad, corresponsabilidad, inclusión, sustentabilidad, democracia, soli­
daridad, tolerancia, diversidad y convivencia pacífica.

Para lograr lo anterior, la comisión se propuso crear un marco jurídico
que regule y promueva esta nueva cultura, proponer e impulsar iniciativas
de ley, decretos o dictámenes que coadyuven a su extensión y profundi­
zación, propiciar el diálogo y la comunicación entre el Poder Legislativo

j- No fue posible entrevistar a ninguno de los diputados que formaban parte de la misma en 2IJ03, cuando
fueron entregados los inl,mnes de evaluación externa a la gestión fiscal 2002, pero no parece que hayan cumplido
ningún papel importante en su revisión. según lo manifestó el ex miembro de la <:pCP.
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y la sociedad y realizar estudios e investigaciones sobre diferentes ins­
trumentos de participación ciudadana (referéndum, plebiscito, iniciativa
popular, revocación de mandato, etcétera). Se incluiría la sistematización
de la legislación existente en la materia en los ámbitos federal, estatal y
municipal; la contribución al fortalecimiento de los eventos y foros de
consulta regionales y nacionales, especialmente con expertos, académicos,
líderes sociales y grupos de base; así como el logro de un acceso fácil a la
información sobre políticas y programas gubernamentales de la sociedad
civil organizada.

Como puede verse, su esfuerzo constituye una forma loable de
empezar a introducir el tema pero, no aparece ningún mecanismo que
informe a la población de las evaluaciones realizadas ni mucho menos
que organice su participación en la gestión y evaluación de los programas
gubernamentales.

Como ya se comentó, la Auditoría Superior de la Federación es el órga­
no técnico responsable de revisar y fiscalizar la cuenta pública, respaldado
por la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, aprobada en el año
2000. Tiene entre sus facultades la de evaluar la gestión; verificar la correc­
ta comprobación de las erogaciones efectuadas por las entidades y empresas
que reciben presupuesto público, independientemente de cualquier otra
forma de controlo fiscalización interna de los poderes de la Unión y de los
entes públicos federales; emitir las recomendaciones que considere pro­
cedentes para fomentar la obtención de resultados y la satisfacción de las
necesidades de la población; e informar con oportunidad a la ciudadanía
de la fiabilidad de la rendición de cuentas, la consecución de los objetivos de
los programas de gobierno, así como las irregularidades y faltas de trans­
parencia o probidad en la gestión pública.

Su estructura orgánica se compone de:

-un auditor superior de la Federación, designado por un periodo de ocho
años por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de
la Cámara de Diputados; y

-tres auditores especiales de cumplimiento financiero, de desempeño
y de planeación e información, encargados de planear las actividades
relacionadas con la revisión de la cuenta pública; ejecutarlas; designar
inspectores, visitadores o auditores; instruir los procedimientos; y
promover ante las actividades competentes el fincamiento de respon­
sabilidades.
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Los auditores especiales de desempeño comenzaron en 1999 a hacer evalua­
ciones de programas gubernamentales y sociales en particular: Progresa en
su componente educativo el primer año; Jornaleros Agrícolas. Apoyo a las
Empresas en Solidaridad y Progresa en su componente de salud en 2000;
Ahorro y Subsidios Para la Vivienda, Crédito a la Palabra, Coinversión
Social, Empleo lemporal y Progresa en su componente alimenticio en 2001;
Y Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Microrregiones en 2002.

Las anteriores transcienden la mera revisión del uso de los recursos y se
enfocan a la medición del desempeño en el cumplimiento de los objetivos de
las instituciones y de los funcionarios y empleados públicos, con el objetivo
de promover la transparencia y rendición de cuentas, identificándose ple­
namente con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información. A
partir de 2001 pueden consultarse en su página web.

La Comisión Ordinaria de Desarrollo Social del Senado fue instalada
el 11 de octubre del año 2000, con la participación de 15 senadores de tres
grupos parlamentarios. Se propuso atender las propuestas y las iniciativas en
materia de política social, así como impulsar una reforma constitucional que
garantizara el pleno ejercicio de los derechos sociales y promoviera una ley
marco de desarrollo social, misma que se concretaría, al finalizar el año 2003,
con la Ley General de Desarrollo Social (LGDS), que institucionaliza el tema
como política de Estado.

De esa forma se trató de fortalecer la interlocución e incidencia del
Poder Legislativo en el diseño y evaluación de las políticas públicas de
desarrollo social y contribuir a la construcción de consensos entre los acto­
res políticos, sociales y económicos, como forma de alcanzar una política
de desarrollo integral más acorde con las necesidades del país; así como
cuidar los compromisos y acuerdos signados por el gobierno mexicano con
la cooperación internacional en la materia.

Regulación de la contratación de evaluaciones externas

Disposiciones generales

Aludimos en este apartado a las disposiciones constitucionales, leyes, decre­
tos y acuerdos que regulan la realización de las evaluaciones externas.

El decreto de PEF del año 2000 señalaba, en su artículo 73, que las depen­
dencias responsables de coordinar programas sujetos a reglas de operación
que no contaran con un mecanismo de evaluación externa debían integrar un
Consejo Técnico de Evaluación y Seguimiento que incluyera instituciones
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académicas. En consecuencia, hasta ese año la evaluación externa se conside­
raba deseable más no obligatoria.58

A partir del ejercicio fiscal 2001, el Congreso comenzó a exigir la realización
de evaluaciones externas a los programas que reciben recursos fiscales y están
sujetos a reglas de operación, cuya lista se incluye en el PEF. Las mismas se funda­
mentaron en los artículos: 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 26 fracción II, 40, 41, 42 Y43 de la Ley de Adquisiciones, Arrenda­
mientos y Servicios del Sector Público; y 70 del PEF. Para el caso del ejercicio
fiscal 2002, ésta aparece en el artículo 63, fracción V; inciso b del PEF.

Las reglas de operación son diseñadas por la secretaría responsable de los
programas y autorizadas por la SHCP, para garantizar la aplicación eficiente,
eficaz, equitativa y transparente de los recursos públicos (artículos del PEF:

74 en el año 2000,71 en el 2001 y 64 en el 2002).
La Constitución, por su parte, establece la obligación del gobierno fede­

ral de administrar con eficiencia, eficacia y honradez los recursos económicos
de que disponga para la satisfacción de objetivos. Para lograrlo exige la rea­
lización de licitaciones públicas, mediante convocatoria también pública, en
los casos de prestación de servicios como son las evaluaciones externas, para
asegurar las mejores condiciones de precio, calidad, financiamiento, oportu­
nidad y demás circunstancias pertinentes.

En ese sentido, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público señala en su artículo 26 que las dependencias y entidades,
bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos
y servicios a organizaciones ajenas a la administración pública mediante
los procedimientos de contratación: licitación pública, invitación a cuando
menos tres personas, o adjudicación directa.

Agrega que, en los procedimientos de contratación, deberán establecerse
los mismos requisitos y condiciones para todos los participantes, especial­
mente por lo que se refiere a tiempo y lugar de entrega, forma y tiempo de
pago, penas convencionales, anticipos y garantías; debiendo las dependencias
y entidades proporcionar a todos los interesados igual acceso a la informa­
ción relacionada con dichos procedimientos, a fin de evitar favorecer a algún
participante.

Su artículo 40, a su vez, establece que, en los supuestos que prevé el
artículo 41 de dicha ley, las dependencias y entidades, bajo su responsabili­
dad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública

"Sin embargo, el BM (2üü4a) señala que fue a partir de ese año que el PEF exigió la realización de evalua­
ciones externas.
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y celebrar contratos a través de los procedimientos de invitación a cuando
menos tres personas o de adjudicación directa.

La selección del procedimiento que realicen las dependencias y entidades
deberá fundarse y motivarse, según las circunstancias que concurran en cada
caso, en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez
que aseguren las mejores condiciones para el Estado. La acreditación de los
criterios mencionados y la justificación de las razones para el ejercicio de la
opción, deberá constar por escrito y ser firmado por el titular del área usuaria
o requirente de los bienes o servicios.

En cualquier supuesto se invitará a personas que cuenten con capacidad de
respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás
que sean necesarios, y cuyas actividades comerciales o profesionales estén rela­
cionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse.

En estos casos, el titular del área responsable de la contratación, a más
tardar el último día hábil de cada mes, enviará al órgano interno de control en
la dependencia o entidad de que se trate, un informe relativo a los contratos
formalizados durante el mes calendario inmediato anterior, acompañando
copia del escrito aludido en este artículo y de un dictamen en el que se hará
constar el análisis de la o las propuestas y las razones para la adjudicación
del contrato.

El artículo antes citado establece 18 situaciones en las que es posible evi­
tar la licitación pública, de las cuales nos interesan los numerales tres, siete y
10, que pueden resultar aplicables en nuestro caso:

-existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adiciona­
les importantes, debidamente justificados;

-se realicen dos licitaciones públicas que hayan sido declaradas
desiertas; y

-se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones
cuya difusión pudiera afectar al interés público o comprometer infor­
mación de naturaleza confidencial para el gobierno federal.

El artículo 42 agrega a los casos anteriores una nueva situación: cuando
el importe de cada operación no exceda los montos máximos que al efecto
se establecerán en el PEF, no pudiendo exceder del 20 por ciento del pre­
supuesto total de adquisiciones de la dependencia o entidad, salvo casos
excepcionales. Dichos montos fueron fijados en el artículo 62 del PEF 2000,
58 del PEF 2001 Y 51 del PEF 2002. Para el último año, suponiendo que el
volumen anual de adquisición presupuestado fuera mayor de 1,000 millones
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de pesos, las dependencias y entidades podían contratar hasta 300,000 pesos
por adjudicación directa y 2'300,000 pesos por invitación a cuando menos
tres personas.

El artículo 43 señala que el procedimiento de invitación a cuando menos
tres personas se sujetará a lo siguiente:

1. El acto de presentación y apertura de proposiciones se llevará a cabo
en dos etapas, para lo cual la apertura de los sobres podrá hacerse sin
la presencia de los correspondientes licitantes, pero invariablemente
se invitará a un representante del órgano interno de control en la
dependencia o entidad;

11. Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente, se deberá contar
con un mínimo de tres propuestas susceptibles de analizarse técnica­
mente;

111. En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la cantidad y descrip­
ción de los bienes o servicios requeridos, plazo y lugar de entrega, así
como condiciones de pago;

IV: Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para
cada operación atendiendo al tipo de bienes o servicios requeridos,
así como a la complejidad para elaborar la propuesta;

v: El carácter nacional o internacional en los términos del artículo 28 de
esta ley, y

VI. A las demás disposiciones de esta ley que resulten aplicables.

Si bien los términos de referencia revisados se basan en los artículos
mencionados, esta ley prevé su no obligatoriedad (artículo 10.) en los casos en
que la contratación se realiza entre entidades y/o dependencias de la propia
administración pública.

La Ley de Adquisiciones cuenta con un reglamento que especifíca más
detalladamente estos procedimientos y entró en vigor el 19 de septiembre
de 200l.

El PEF establece también que la evaluación externa se ha de entregar a
más tardar el 15 de octubre a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara para que "los resultados sean considerados en el proceso de
análisis y aprobación del Presupuesto de Egresos de la :Federación para el
siguiente Ejercicio Fiscal" (Diario Oficial de la Federación, 10. de enero de
2002: 71).59

;9 Este plazo será modificado al entrar en vigor la LGDS: abril a marzo de cada año, en lugar de enero a
diciembre.
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Señala además que las evaluaciones deberán hacerse con cargo a los pre­
supuestos de los programas correspondientes, por instituciones académicas
y de investigación u organismos especializados, de carácter nacional o inter­
nacional,6U que cuenten con reconocimiento y experiencia en las respectivas
materias de los programas.

Los requisitos mínimos que deberán cumplir las organizaciones intere­
sadas en realizar la evaluación de los programas gubernamentales sujetos a
reglas de operación, a que se refiere el artículo 64 del decreto antes mencio­
nado, se especifican en el artículo tercero del Acuerdo, firmado por la SHCP y
la entonces Secodam (en adelante el Acuerdo), publicado en el Diario Oficial
de la Federación (30 de abril de 2002, segunda sección: 4-7); mismo que conti­
nuó vigente en 2003, según se establece en el artículo 80. transitorio del PEF

correspondiente:

1. Acreditar su constitución legal en los términos de la legislación apli­
cable, y en su caso, acreditar además, tener reconocimiento oficial
expedido por autoridad competente;

B. Acreditar experiencia en la evaluación de programas gubernamenta­
les, en México o en el extranjero, en los términos del inciso b, nume­
ral 2 de la fracción siguiente, y

lB. Presentar una propuesta de trabajo ejecutiva, que contenga, entre
otros, los siguientes aspectos:
a) La metodología de evaluación específica a implementar, la estruc­

tura temática del informe a elaborar con una breve descripción
de su contenido, y la enunciación de los trabajos de gabinete, de
campo y, en su caso, las encuestas que se realizarán;

b) La currícula del personal que realizará la evaluación del programa
gubernamental de que se trate, que incluya:
l. La manifestación por escrito de que se tiene conocimiento de

las características y operación del programa objeto de evalua­
ción, o bien, de programas similares;

2. La acreditación de experiencia en la evaluación de programas
similares, incluyendo, en su caso, los reconocimientos a nivel
nacional y/o internacional sobre este tipo de trabajos;

., El PF.F 2004 presenta esta parte modificada en relación al carácter de las instituciones y. organismos cita­
dos, que sólo podrán ser nacionales; en cambio la Dirección General de Metodología promueve la colaboración
entre evaluadores nacionales e internacionales (Hernández, 2(05). La LGDS prohibe también la participación de
empresas consultoras.
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3. Los responsables de evaluar los resultados del programa deberán
contar con título profesional o grado académico equivalente;

e) La descripción técnica de la infraestructura de recursos informá­
ticos del evaluador externo que utilizará en la evaluación de los
resultados del programa;

ti) Los evaluadores externos precisarán, en su caso, cuáles serán las
áreas responsables de evaluar los resultados del programa;

e) La definición de la plantilla de personal que se utilizará para eva­
luar los resultados del programa, la cual deberá guardar congruen­
cia con la magnitud y características particulares del programa.

En relación al contenido que los informes elaborados por los evaluadores
externos deben incluir, los mismos se especifican en el artículo 40. del Acuer­
do, que establece sus requisitos mínimos. Se trata de los siguientes:

1. El porcentaje de cumplimiento de los objetivos generales y particu­
lares de cada programa, destacando principalmente:
a) El grado de satisfacción de la población objetivo del programa

evaluado;
b) La cobertura alcanzada por el programa en el ejercicio fiscal 2002,

y su variación con respecto a la obtenida en el año anterior, por
tipo de apoyo otorgado:
-A nivel nacional;
-Por entidad federativa;
-Por núcleo de población o tipo de empresa;

11. El cumplimiento de las reglas de operación que regulan el programa
de que se trate. Asimismo, en caso de que se hayan realizado modi­
ficaciones a dichas reglas en los términos del artículo 63, Fracción
IV; del Decreto de Presupuesto, la manifestación respecto de las cir­
cunstancias extraordinarias o los problemas operacionales que dieron
motivo a las modificaciones;

111. En términos de impacto, los beneficios económicos y sociales que
resultan de la aplicación de los recursos asignados a cada programa;

IV El costo-beneficio de los recursos asignados al programa, en función de
costos y gastos unitarios en que se incurre para operar el programa;

V El resultado de la verificación en campo del cumplimiento de las
metas físicas y financieras del programa;

VI. La presentación del escenario prospectivo y la opinión sobre la perma­
nencia o conclusión del programa, y
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VII. Conclusiones y recomendaciones, que destaquen particularmente
los aspectos enunciados en este artículo, así como las deficiencias
que, en su caso, pueda tener el programa o sus reglas de operación
y las posibles medidas para subsanarlas.

Debido a las diferentes interpretaciones que del Acuerdo anterior hacen
los evaluadores, en julio de 2003, la SFP elaboró una guía para la realización
de evaluaciones externas que pretende interpretar y aclarar algunos de sus
aspectos, presentando avances en algunos puntos y sin lograrlo plenamente
en otros. Se trata de un documento en que se revisa el alcance de la evalua­
ción, su nivel de representatividad y el contenido del informe:

• Aporta una definición operativa de cobertura, que el Acuerdo no acla­
raba, en tanto "la proporción que existe entre población objetivo que
recibe el programa entre la población objetivo total" (p. 6).

• Precisa el concepto de focalización como "la concentración de los
recursos de éste (el programa) de acuerdo a las características de la
población objetivo del programa" (p. 6).

• Exige un análisis detallado del proceso de muestreo, descuidado en el
Acuerdo (p. 4).

• Reconoce que por la naturaleza de algunos programas el impacto de los
beneficios económicos y/o sociales no se puede medir a corto plazo.

• Destaca la referencia a que "La información deberá ser representativa
por programa, entendiéndose por programa... " (p. 4), pero sin aclarar
el concepto relevante, el de representatividad, y su factibilidad con
base en los recursos disponibles.

• No alude a los casos de evaluación más complejos, referidos a la medi­
ción de servicios intangibles como los vinculados a la cultura, sino que
se ejemplifica con los más sencillos.

• No parece percibir la imposibilidad de que el evaluador verifique el
número total de obras y beneficiarios.

• Parece desconocer que la mayoría de los programas carecen de un
padrón de beneficiarios.

• Confunde el método de costo-eficacia con costo-eficiencia y explica
el análisis costo-beneficio en su versión a priori, muy diferente de la
medición de resultados e impacto.

En mayo de 2004, la SFP elaboró una propuesta de nuevo acuerdo con la
SHCP que pretende sustituir el de abril de 2002. Presenta importantes avances
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como incluir la evaluación del diseño del programa o espaciar las medicio­
nes de impacto. Incluye también algunos aspectos no compartidos en este
trabajo como la eliminación de la verificación en campo del logro de metas,
y no refiere otros considerados importantes como los recursos financieros y
de información que deberían estar disponibles para que el evaluador pueda
desarrollar su trabajo, así como muestra cierta imprecisión en la terminología
empleada.

Bases y términos de referencia

Las bases estipulan la forma en que se desarrollará el proceso de presen­
tación de propuestas técnicas y económicas, selección y contratación de
evaluadores, condiciones de pago, sanciones, etcétera.

En ellas se establecen los criterios que se aplicarán para seleccionar las
propuestas, entre los que destacan: sólo se evalúan las propuestas que cum­
plen con todos los requisitos solicitados, se seleccionan las que garanticen la
realización del trabajo y, dentro de ellas, la que proponga el precio más bajo.
En caso de empate se determina por sorteo.

Las bases informan también sobre las reuniones de aclaración de las mis­
mas, apertura de ofertas técnicas, lectura del dictamen sobre las propuestas
anteriores, apertura de las ofertas económicas y fallo final, en que los licitan­
tes pueden estar presentes.

Los términos de referencia proponen una definición de la evaluación, que
sirve de guía al trabajo a realizar. Algunas organizaciones ofrecen definicio­
nes más detalladas; por ejemplo, para el INI, la evaluación es un mecanismo
de aprendizaje institucional que reúne evidencias tangibles, documentales
y de campo, de los logros del programa y sus proyectos, a fin de contar con
información oportuna, veraz y confiable para: a) el análisis y aprobación del
presupuesto 2003; b) la detección de desviaciones e impactos, para establecer
mejoras e innovaciones; yc) la determinación de los criterios para su conti­
nuidad, cancelación o rediseño y, en su caso, las estrategias necesarias para
su consolidaciónY

En el caso de Diconsa, se espera la aplicación de metodologías y procedi­
mientos que analicen su eficiencia, eficacia, costos, beneficios económicos y
sociales, calidad, distribución equitativa y transparente de los recursos asig-

ól Véase términos de referencia de cualquiera de los programas del 1:-11 (2002), en particular, Programa de
Planeación, pp. 11 Y 16. Para 201)4 esta definición se precisa en los términos de refere~ciade iniciativa ciudadana
3x1 (p. 19) como una evaluación global en términos de Baker (2000), incluyendo la supervisión, evaluación de los
procesos, evaluación de costos-beneficios y evaluación de impacto.
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nadas, grado de satisfacción de los beneficiarios, apego a las reglas de opera­
ción, e impacto social con el propósito de mejorar sus acciones y garantizar
la confiabilidad del cumplimiento de los objetivos del programa,62

Finalmente, los citados términos establecen los métodos que deberán
emplearse en el trabajo. Nuevamente para el INI, éstos serán cuantitativos
y cualitativos, siendo los resultados estadísticos los más relevantes, e incor­
porando técnicas antropológicas y sociales como observación directa, entre­
vistas y cuestionarios, con base en el diseño de una muestra representativa
aportada por Sedesol, además del análisis documental realizado en gabinete.
Esta información se maneja mediante el diseño de indicadores.6J

En cuanto al procedimiento, la entidad contratante es la encargada de
recibir los informes y entregarlos a la SHCP, la Secodam-sFP y la Sedesol.
Esta última lo entrega, en su carácter de coordinadora del sector, a la Cámara
de Diputados.

Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental

A pesar de toda la importancia que el PND Y el PNDS otorgan a la partici­
pación social y ciudadana, revisada en el séptimo capítulo. el papel de la
población no organizada en la evaluación de políticas y programas sociales
no ha pasado de ser "objeto" de encuestas a "sujetos" activos dentro de los
procesos participativos y de aprendizaje, postulados tanto por los organis­
mos internacionales como por los gobiernos nacionales.

Frente a esta situación, las democracias modernas han buscado mecanis­
mos alternativos de participación ciudadana directa. Pero, para que la ciudada­
nía pueda evaluar los programas del gobierno requiere tener acceso a la infor­
mación a través de procesos de rendición de cuentas, Ésta se define como ".. .la
obligación que tienen quienes ejercen el poder público de responsabilizarse
de su labor, de someterse a evaluaciones de desempeño y de dar a conocer los
resultados de esa evaluación" (López: 2002: 5) y tiene por objeto evitar abusos
de los poderes en beneficio personal de quienes los ejercen.

Dicha rendición de cuentas se ha empezado a organizar a partir de
junio de 2002, en que fue aprobada la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental. Esta ley establece que
"...toda información gubernamental a que se refiere esta Leyes pública y

62 Consultar términos de referencia para el Estudio de Evaluación Externa del Programa de Abasto Rural,
2002, p. 11 Y Procedimiento de Invitación, p. 2.

"Posteriormente la Sedesol informó que se referían a "indicadores" como sinónimo de temas a incluir.
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los particulares tendrán acceso a la misma en los términos que ésta señala"
(www.secodam.gob.mx/leyes: artículo 21) y prevé un plazo de un año para
que todas las entidades obligadas (tanto organismos de la administración
central como los de carácter autónomo) pongan su información al alcance
del público.

A esta medida la ley la llama "obligaciones de transparencia" y la infor­
mación a brindar queda especificada de la siguiente manera: "Con excepción
de la información reservada o confidencial prevista en esta Ley, los sujetos
obligados deberán poner a disposición del público y actualizar, entre otra, la
siguiente información:

-su estructura orgánica,
-las facultades de cada unidad administrativa,
-el directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departa-

mento o sus equivalentes,
-la remuneración mensual por puesto, incluso el sistema de compensa­

ción, según lo establezcan las disposiciones correspondientes,
-las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad

con sus programas operativos,
-los servicios que ofrecen" (www.secodam.gob.mx/leyes: artículo 7).

Además de los servicios, los organismos incluidos en la ley deben infor­
mar los trámites que llevan a cabo, el presupuesto y su operación, los órganos
de control, sus datos para ponerse en contacto, su fundamento jurídico, los
informes que están obligados a presentar, etcétera.

Sin embargo, entre las obligaciones señaladas por la Ley de Trans­
parencia no se incluye información sobre los resultados de evaluaciones
realizadas, por lo que dicha información debe ser solicitada al Instituto
Federal de Acceso a la Información (IFAI).64 Esto a pesar de que el propio
BM (2üü4b) expresa la importancia de la difusión de los resultados de la
evaluación para facilitar la comunicación entre los beneficiarios, la sociedad
civil y el gobierno.

El IFAl está obligado a responder a toda solicitud de información a través
de su unidad de enlace. Asimismo, desarrolla diversas acciones de informa­
ción acerca de sus objetivos, su naturaleza y sus acciones, a través de sus
programas de comunicación social (que son masivos) y de sus programas de
vinculación con la sociedad (con organizaciones civiles) o de manera perso-

64 Esto cambiará con la entrada en vigencia de la LGDS que exige la publicación de los resultados de las
evaluaciones externas realizadas.
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nalizada, al ciudadano que así lo requiere, y verifica que todo lo previsto por
la Ley de Transparencia se cumpla con claridad y veracidad.

Puesto que el artículo 70. de la ley dice que son públicas "la información
sobre el presupuesto asignado, así como los informes de su ejecución....y los
informes que generen los sujetos obligados", un funcionario entrevistado en
el IFAI concluía que, si los informes de evaluación externa analizan el desem­
peño y la calidad de las funciones de la institución, y sus costos son financia­
dos con recursos públicos, entonces pueden ser conocidos por el público.6;

Ley General de Desarrollo Social

La LGDS, aprobada a finales de 2003, establece la obligación legal de realizar
estas evaluaciones, por lo que ya no va a ser necesario que el PEF lo reitere
cada año. Además, prevé en sus artículos 72 y 81 la creación del Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CNE) como
organismo público descentralizado, encargado de revisar periódicamente el
cumplimiento de objetivos de programas y acciones, por sí mismo o a tra­
vés de uno o varios organismos, independientes del ejecutor del programa.
Dichos organismos de evaluación pueden ser instituciones de educación
superior, de investigación científica u organizaciones no lucrativas (art. 73),
Y será responsabilidad del Consejo hacer su selección mediante procesos
de licitación.

El CNE se integra por el titular de la Sedesol o la persona que éste desig­
ne, seis investigadores académicos y un secretario ejecutivo designado por
el Ejecutivo federal. Los investigadores, que duran cuatro años en el cargo
pudiendo reelegirse la mitad de ellos, deben ser o haber sido miembros del
Sistema Nacional de Investigadores, con amplia experiencia en la materia,
ser colaboradores de instituciones de educación superior y de investigación,
inscritas en el Padrón de Excelencia del Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología. Son designados por la Comisión Nacional de Desarrollo Social,
también creada por esta ley (arts. 82 y 83).

La citada ley agrega que se buscará medir cobertura, calidad e impacto y
se emplearán indicadores de resultados, gestión y servicios. Los primeros de
estos reflejarán el cumplimiento de objetivos sociales; los restantes, los proce­
dimientos y calidad de los servicios (arts. 74 a 76). Los indicadores deberán ser
aprobados por el CNE, después de solicitar su opinión y recomendaciones a la
SHCP y la Cámara de Diputados (art. 77). La evaluación será anual y cubrirá

65 Éste se verificó 1uego en la práctica.



MARCO JURíDICO DE LA EVALUACiÓN DE PROGRAMAS j 219

el periodo del lo. de mayo al 30 de abril, o multianual (art. 7S). Los resultados
de las evaluaciones serán publicados en el Diario Oficial de la Federación y se
entregarán a las comisiones de desarrollo social de las cámaras de Diputados
y Senadores del Congreso de la Unión y a la Sedesol (art. 79). Con base en
dichos resultados, el CNE podrá emitir sugerencias y recomendaciones al Eje­
cutivo federal y hacerlas del conocimiento público (art. SO).

A partir de su entrada en vigencia, las comisiones de desarrollo social de
la Cámara de Diputados y del Senado también recibirán copias de los infor­
mes de evaluación externa.

Esta ley enfatiza la importancia de la participación social y ciudadana a
través de instrumentos como la contraloría social.

Comentarios finales

El capítulo permite contar con el marco normativo en que se organizan y
planean los trabajos de evaluación de los programas de desarrollo social,
mediante la descripción de las funciones que corresponden a las diversas
instancias participantes de la administración pública federal y el Congreso,
así como la forma en que se regula la contratación de las instituciones aca­
démicas y de investigación que actúan como evaluadoras. También revisó
la legislación vigente para facilitar la participación social y comunitaria, que
aparece como una de las estrategias privilegiadas en el PND Y el PNDS.

En relación a la normatividad actual de los procesos de evaluación
resaltan los recientes avances en materia de expedición de leyes como: Ley
Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental, Ley General
de Desarrollo Social y también la Ley Federal de Fomento a las Actividades
Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil.

En cambio surgen como aspectos poco claros o negativos: el retraso
incurrido en la expedición del reglamento de la LGDS y la creación del CNE,

la falta de precisión en los términos del Acuerdo que se reflejan en los térmi­
nos de referencia; la obligación establecida por el PEF en el sentido de que la
evaluación debe realizarse con cargo al programa evaluado, lo que pone en
riesgo la independencia del evaluador; y la falta de una reglamentación clara
que establezca cuándo se puede otorgar un contrato por adjudicación directa
a una entidad o dependencia de la administración pública en lugar de abrir
una licitación pública y que defina límites a los precios que pueden pagarse
en esa situación.

La primera impresión que deja la revisión realizada es la existencia de un
amplio número de organizaciones con responsabilidades formales en materia
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de evaluación; no obstante, resta analizar el grado en que éstas se cumplen en
la práctica y revisar si también están vigentes otros mecanismos de carácter
informal, lo que se revisará en el siguiente capítulo, dedicado al análisis del
contexto real en que se desarrolla la evaluación de programas sociales. El
mismo es el primero de tres capítulos dedicados a encarar la metaevaluación
de programas de desarrollo social desde diferentes ángulos.



Capítulo 10

Organización y gestión del sistema
de evaluaciones externas

Introducción

ESTE ES EL primero de tres capítulos dedicados a la metaevaluación de los
programas sociales en México, en los que se analiza el origen, las condiciones,
los procesos, los resultados y los impactos de las evaluaciones aplicadas a
programas sociales, así como la calidad del trabajo realizado y sus respectivos
costos.

Siguiendo a Duran (2002) y Chanut (2002), presentados en el segundo
capítulo, se considera relevante en una metaevaluación la revisión de los
elementos del contexto que pueden dificultar o facilitar el desarrollo de las
evaluaciones y contribuir u obstaculizar la buena calidad de sus resultados.

Se hace referencia tanto al contexto global en el que se inserta el sistema
de evaluación, como el contexto inmediato de los procesos que su trabajo
implica, compuesto por todas las instancias que planean, organizan y gestio­
nan las evaluaciones externas. Esto se realiza con base en el diseño de indi­
cadores temáticos de análisis o listas de verificación, presentados en nuestra
propuesta del sexto capítulo.

El capítulo se apoya en información secundaria y en la aplicación de
entrevistas semiestructuradas a los diversos actores-clave vinculados al pro­
ceso: autoridades de Sedesol,. funcionarios de las instancias operadoras de
los programas, funcionarios de otras secretarías, de institutos vinculados a
la evaluación y rendición de cuentas, evaluadores externos, integrantes de
organizaciones de la sociedad civil y miembros del Senado y la Cámara
de Diputados.

Contexto político y cultural

En los últimos años, el PRI dejó de ser un partido de Estado. La oposición
fue poco a poco ganando gubernaturas estatales, presidencias municipales y
presencia en los congresos; sin embargo, por primera vez, después de siete
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décadas, el Partido Acción Nacional (PAN) ganó las elecciones a la Presiden­
cia de la República en julio de 2000. En particular, el gobierno del Distrito
Federal ha continuado en manos del PRD desde 1994 y su relación con el
gobierno federal se ha vuelto mucho más ríspida en el periodo en curso.

Desde las elecciones del año 2000, el Poder Legislativo quedó integrado
por miembros de los distintos partidos, sin que el PAN obtuviera la mayoría
absoluta, lo que hacía prever importantes debates y negociaciones para la
aprobación de iniciativas y un contrapeso relevante a las acciones del Eje­
cutivo.

En paralelo a esta democracia representativa, el gobierno entrante
propuso procesos intensivos de participación ciudadana directa, por vía
de la consulta diagnóstica y propositiva (revisados en el capítulo 3), y las
ose incrementaron sus exigencias para incidir en los procesos de políticas
públicas, al mismo tiempo que los medios masivos de comunicación ganaban
espacio y poder.

Los problemas para lograr la participación directa han incluido la volun­
tad política para generar los canales, el acceso a la información y la desigual­
dad de capacidades de los actores sociales para realizar sus análisis.

Es en este contexto político que el Ejecutivo saliente en el año 2000
habría propuesto la aplicación de evaluaciones a los programas guberna­
mentales, estrategia compartida por el BM y el BID. La situación cumplía
con las condiciones, analizadas en el sexto capítulo, en que se inician pro­
cesos de evaluación: un fuerte grado de incertidumbre o un elevado poten­
cial de conflicto (Nioche, 1982), la complejización de la acción pública y
las dificultades del aparato estatal para justificare y legitimarse (Duran
y Monnier, 1992).

Complementariamente, en el año 2001 se puso en marcha el Programa
Nacional para la Transparencia y el Combate a la Corrupción, que entre sus
líneas estratégicas incluye: mecanismos de rendición de cuentas, de supervi­
sión y control, y de participación ciudadana.

Con la intención de responder a la necesidad de transparencia que
requiere una ciudadanía activa, en 2002 se aprobó la Ley Federal de Trans­
parencia y Acceso a la Información a la Información Pública Gubernamental,
misma que no ha impactado considerablemente la difusión de resultados de
las evaluaciones realizadas.

La cultura política desarrollada durante tantos años de partido hegemó­
nico en el poder no había generado incentivos para impulsar estrategias de
evaluación de sus políticas y programas, por lo que sólo había desarrollado



ORGANIZACiÓN Y GESTiÓN DEL SISTEMA DE EVALUACIONES EXTERNAS 223

algunos mecanismos de control punitivo, que se habían encargado de provo­
car temor y rechazo por parte de los funcionarios inspeccionados.

Ese conjunto de hábitos, conocimientos, creencias, ideas, valores, normas,
etcétera que integran la cultura de la evaluación de un país enfrentaba los tres
tipos de problemas señalados por Nioche (1982) para el contexto francés (revi­
sados en el capítulo 6): sociopolíticos, administrativos y metodológicos.

Los primeros debido al débil rol del Poder Legislativo como evaluador
de la acción gubernamental, el fuerte control de los medios de comunicación
masivos por el Ejecutivo, el cuasimonopolio de la información económica y
social por la administración pública, y el temor provocado por la duda y la
posibilidad de cuestionamiento entre los altos funcionarios, acostumbrados
a comportamientos informales.

Los obstáculos administrativos provocados por la debilidad de la gestión
por programas; el diseño de planes, programas y presupuestos con objetivos
muy vagos y ausencia de metas cuantificadas que faciliten su evaluación; la
falta de recursos destinados a esta actividad, cuya aportación al bienestar
social era muy discutida; y el rechazo de algunos funcionarios a una evalua­
ción que consideran inútil.

Los problemas metodológicos surgidos como consecuencia de que todas
las técnicas empleadas en evaluación enfrentan cuestionamientos que dismi­
nuyen su credibilidad, como fuera analizado en el tercer capítulo.

En este contexto político y cultural dio inicio, en 2001, la obligación
impuesta por la Cámara de Diputados de realizar evaluaciones externas a los
programas gubernamentales sujetos a reglas de operación.

Tipos de evaluación planeados

Para alcanzar sus objetivos el sistema de evaluación cuenta con siete com­
ponentes:

a) Evaluación externa de corto plazo: es la que se está realizando actual­
mente, a cargo de instituciones académicas y especializadas, para
responder a la obligación impuesta por la Cámara de Diputados, e
incluye los aspectos de focalización, gestión, apego a las reglas de ope­
ración e impacto.

b) Evaluación externa de largo plazo: se propuso su evaluación mul­
tianual (2003-2005/2006), también desarrollada por instituciones
académicas y especializadas, para medir el impacto real de los pro­
gramas en la población.
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e) Evaluación interna de diseño e impacto: a desarrollar por la Sedesol
en los programas de Microrregiones, Jornaleros Agrícolas y Tu casa
(denominado Ahorro y Subsidios para la Vivienda durante 2002), para
complementar la evaluación externa.

d) Evaluación interna de existencia de obras y sustentabilidad: verifi­
cación por muestreo, por instancia no especificada, de pertinencia,
acciones, obras, avance de compromisos, sustentabilidad de las
obras después de uno o dos años de construidas y calidad del gasto
social.

e) Evaluación de la política social: mediante la cooperación técnica del BID

Yel apoyo de alguna universidad de excelencia como Harvard, se plan­
teó que se trataría de analizar las duplicidades, complementariedades y
sinergias de diversos programas, la relación entre las acciones de Sedesol
y los impactos observados, así como la evaluación conjunta de aquellos
programas en que esto sea factible. Se sugirió al respecto una evaluación
de diversas localidades con distintas combinaciones de programas con
más de tres años de impacto.

j) Evaluación cualitativa: se mencionó que se llevaría a cabo durante
el año 2002, aunque tampoco se especificó la instancia responsable,
mediante encuestas a la población en general y a los beneficiarios en
particular para conocer las percepciones que se tienen de la política
social y los programas (Oportunidades, Tu Casa, Abasto Social de
Leche y Abasto Rural) de la institución; también se incluiría la per­
cepción de la propia Sedesol.66

g) Fomento a la formación de capital humano en temas de evaluación: se
propuso capacitación interna a la dirección y externa (universidades),
para mejorar la cantidad y calidad de expertos nacionales en evalua­
ción de programas sociales, a través de cursos, seminarios, talleres,
ponencias, becas del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
(Conacyt), etcétera.

Adicionalmente, se planteó que se trabajaría en el sentido de institu­
cionalizar el Sistema de Evaluación, para lo cual será necesario realizar su
metaevaluación, por parte de una institución externa con asistencia técnica
constante (BM, BID), en el periodo de junio de 2003 hasta el 2005 y obtener
la certificación ISO 9000, de manera de garantizar su sustentabilidad.

'" La doctora Graciela Tervel, de la Universidad Iberoamericana, presentó resultados de un trabajo de este
tipo, "Encuesta nacional sobre niveles de vida de los hogares" en el seminario de desarrollo social, realizado en
Sedesol el 19 de noviembre de 2004.
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Por su parte, la Dirección General Adjunta de Análisis Territorial, como
ya se mencionó, busca generar impactos en la infraestructura y servicios de
las microrregiones, no trabaja a nivel de los individuos, sino de su confluencia
en un territorio. En consecuencia el impacto de su estrategia no es la mera
suma de los impactos de los programas aplicados y requiere ser evaluada
como tal, lo que aún no ha podido concretarse.

Incluso algunos programas desarrollan otras evaluaciones, también exter­
nas o internas. Es el caso del proyecto FIDA-Península de la Comisión Nacio­
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (INI en 2002), de los programas
operados por Liconsa o del programa Oportunidades, por ejemplo.

"Finalmente, existen las auditorías de desempeño realizadas desde 1999
por la ASF, con un promedio de 24 trabajos por año, ocho de los cuales
corresponden al sector social (Sedesol, SEP y SSA). En el periodo 1999-2001
evaluaron Progresa en su parte educativa, de salud y alimentaria. Ese último
año también auditaron Crédito a la Palabra, Atención a Jornaleros Agrícolas
y los programas del Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad (Fonaes),
que en ese momento dependían de Sedesol. En 2002 hicieron lo propio con
Fondos Regionales Indígenas (programas a cargo del INI), Microrregiones y
Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas. Las mismas se incluyen
en el informe de resultados de la cuenta pública.

En síntesis, la evaluación externa constituye un subconjunto muy
importante de las evaluaciones planeadas por Sedesol y el Congreso, pero
como puede verse, no la única. Se insiste en que el trabajo que se presenta
a continuación sólo analiza las evaluaciones externas realizadas para cum­
plir la obligación establecida por la cámara de diputados, que son las más
numerosas.

En términos de las clasificaciones básicas revisadas en el capítulo 2,
dichas evaluaciones se clasifican como:

a) Parcialmente formativas, ya que realizan su análisis con fines de mejo­
ramiento de los programas pero, en la práctica, son poco utilizadas.

b) Ex post, debido a que su valoración se realiza después de acabada dicha
gestión.

e) Externas, porque los evaluadores carecen de vinculación directa con
los operadores de los programas, funcionarios y congresistas.

á) De diseño, proceso, resultados e impactos: si bien no todas las evalua­
ciones cubren todos estos aspectos (de hecho la evaluación del diseño
ni siquiera se solicita en el Acuerdo y los Términos de Referencia), el
conjunto de evaluaciones sí lo hace.
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Habría que agregar que se trata además de evaluaciones anuales, realiza­
das partir del año 2001, salvo en el de Oportunidades (antes Progresa) que
las venía realizando desde 1998.

Decisión de realizar evaluaciones externas

Como ya se ha mencionado, la decisión de evaluar los programas guberna­
mentales sujetos a reglas de operación fue tomada al aprobarse el PEF que
se aplicaría en el año 2001. Sin embargo, el proyecto de presupuesto entre­
gado en el año 2000 por la SHCP a la Cámara de Diputados, en vísperas del
cambio en la composición partidista de los poderes Ejecutivo y Legislativo,
incluyó la decisión de generalizar los procesos de evaluación de programas
federales.

Considerando las presiones de tiempo con que se suele aprobar el PU,

la concentración de la atención de los legisladores en la asignación de los
recursos presupuestales y el hecho de que el punto no aparece discutido en
los diarios de debate de la Cámara, habría que suponer que fue el Ejecutivo
saliente quien tomó a conciencia la decisión de evaluar, mientras fue el Legis­
lativo quien formalmente la aprobó, sin estudiar a fondo sus consecuencias.

Lo anterior concuerda con la opinión de autoridades de Sedesol, para
quienes se trató de una iniciativa de los operadores de los propios programas
y de la SHCP, en que la última sentía la necesidad de controlar a los distintos
ámbitos de gobierno de diferentes adscripciones partidistas, misma que fue
compartida y apoyada por la Cámara de Diputados. Sedesolla considera un
esfuerzo por hacer coincidir estas gestiones con los conocimientos técnicos
disponibles en el mundo académico; pero reconoce que se hizo con demasia­
do apresuramiento, se estructuró poco, y faltó mayor estudio y planeación.

Entre los legisladores y asesores del Congreso entrevistados las opinio­
nes son variables: desde quien reconoce no saber específicamente por qué se
tomó la decisión de evaluar, quien considera que la iniciativa correspondió a
la CPCP de la LVII Legislatura para mejorar la asignación del gasto con base
en los informes, quien opina que se trató de tener una mayor fiscalización
de los recursos públicos federales para evitar que se utilizaran con fines elec­
torales, y quien considera que su objetivo era contar con un diagnóstico de
desempeño que diera continuidad al sistema de indicadores de evaluación
iniciado durante el gobierno del licenciado Zedillo o con la ampliación de
funciones de la ASF p:ira la realización directa de evaluaciones.

Algunos académicos de relevancia consideran que es una razón técnica, la
crisis fiscal, la que ha venido preocupando desde los ochenta a la SHCP y que,
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en su afán por controlar el gasto gubernamental, ha querido realizar evalua­
ciones que le permitan recortar el gasto social improductivo, justificando a
los ojos de la sociedad la reducción de programas y servicios públicos.

La variedad de razones expuesta induce a pensar que tanto funcionarios de
las secretarías de Estado como legisladores, e incluso entre los últimos depen­
diendo de los partidos de adscripción, tuvieron motivos diferentes para apro­
bar esta medida, que sigue suscitando ciertos temores entre los responsables de
los programas evaluados. Se trataría de una conjunción de voluntades en torno
a una decisión pública, como medio, que sirve al logro de fines diferentes de
los distintos grupos de actores, posibilidad perfectamente explicable bajo el
modelo de políticas públicas de Lindblom (1959).

Por otra parte, no han quedado claros los criterios utilizados para suje­
tar o no un programa a reglas de operación y, en consecuencia exigir su
evaluación. Esto también aparece incluido en el proyecto de presupuesto
enviado por el Ejecutivo al Congreso, y los legisladores entrevistados no creen
que en este momento la Cámara de Diputados pudiera intentar su modifica­
ción. Dicho proyecto se analiza en el marco de las comisiones y es aprobado
por el pleno de Cámara; pero, en la medida en que ésta no lo analice a fondo
constituye un medio para evitar la evaluación de un programa no muy visi­
ble que haya recibido cuestionamientos previos importantes. El mecanismo
ha dejado fuera desde el inicio a diversos programas a cargo de institutos
o fideicomisos y tampoco evalúa los programas a cargo de instituciones
privadas que reciben recursos públicos.

En todo caso, actualmente los legisladores coinciden en que la evaluación
no está sirviendo para lograr una mayor transparencia del ejercicio de recur­
sos públicos y para mejorar la asignación del gasto, el cual sigue aprobándose
bajo presión política y de tiempo, sin que los diputados revisen los informes
y resúmenes ejecutivos de las evaluaciones realizadas, actividad que incluso
ha rebasado la capacidad de la CPCP.

Organización y gestión del sistema

Formalmente, el sistema de evaluaciones externas se organiza y gestiona con
base en la normatividad revisada en el capítulo anterior. Sin embargo, más
allá de dicha organización y funcionamiento formal, nos interesa, retoman­
do las ideas de Herbert Simon (1972) Y diversos autores franceses que res­
catan la informalidad en los estudios de regulación social (véase capítulo 1),
analizar, la manera en que se relacionan las diversas instancias intervinientes
en el proceso, la forma en que se aplican efectivamente los procedimientos
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formales, las posibles negociaciones implícitas, los intereses que mueven a los
actores participantes y sus consecuencias.

Organización y gestión formal

En el diagrama 2 se relacionan las principales instancias que, de acuerdo
con el marco jurídico, participan en el proceso de evaluación de programas
sociales:

-La Cámara de Diputados, a propuesta del Ejecutivo, da origen al pro­
ceso de evaluación a partir del año 200l.

-Lo anterior afecta a todas las secretarías que desarrollan programas con
recursos fiscales sujetos a reglas de operación, en particular, a la Sede­
sol, objeto de nuestro estudio.

-En 2002, la Sedesol contó con 31 programas, 13 de ellos operados en
forma directa por su Dirección General de Políticas Sociales y otros 18
sectorizados en empresas y organismos desconcentrados.

-Cada uno de los anteriores cuenta con una oficina encargada de efectuar
las licitaciones, contratos, control de la entrega de informes conveni­
dos, relacionarse con las instituciones y los equipos de investigadores
que realizan las evaluaciones, enviar los informes finales a la Sedesol y
autorizar el pago al evaluador.

-Por último, la Sedesol realiza comentarios a los evaluadores y entrega
los informes a la Cámara de Diputados, SHCP y SFP.

El sistema integrado por todas estas instancias constituye el contexto
inmediato del trabajo que desarrollan los evaluadores externos.

Funcionamiento real del sistema

En la práctica, el Congreso no realiza la función prevista en la decisión for­
mal, y la SHCP y la SFP cumplen un papel muy restringido, por lo cual el
proceso queda a cargo de la Sedesol, quien es la principal destinataria real
de sus resultados.

Además de conocer el grado de participación de cada instancia, se considera
importante identificar la cantidad de interacciones que se realizan entre las
múltiples instancias que se relacionan para llevar a cabo los procesos de evalua­
ción y la calidad de las mismas en opinión de los actores participantes en el
proceso. Así surgen como las instancias con mayores vínculos: la Sedesol
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(Dirección General de Evaluación), los funcionarios administrativos y de
áreas sustantivas de las instancias operadoras de programas, y los evaluado­
res externos.

Entre sus relaciones aparece como mejor calificada la que mantienen
las áreas sustantivas de los programas con los demás actores; el resto recibe
calificaciones medias, resaltando que las mayores dificultades surgen entre
los evaluadores externos y los funcionarios de Sedesol y los administrativos
del programa (véase gráfica 2). Al describir la última relación un evaluador
manifestó textualmente: "La Sedesol actúa como si los evaluadores fueran
culpables hasta que no demuestren su inocencia", aclarando que como equi­
po evaluador su relación era buena, pero desde el punto administrativo el
área contratante (Sedesol) presentaba muchas deficiencias y retrasos que
postergaban la liberación del pago final.

En casos en que la relación con Sedesol fue calificada como "regular",
esto se debió fundamentalmente a la poca frecuencia en la interacción con
algún evaluador, o bien a desacuerdos con las instancias operadoras en tor­
no a las estrategias de evaluación; pero se reconoció que la situación estaba
mejorando.

Se trata de resultados que confirman lo que podía anticiparse ya que las
áreas sustantivas, responsables de la gestión de los programas evaluados, son
las que más cuidado ponen en sus relaciones con el resto; mientras que' los
evaluadores e instancias administrativas son los que mayores conflictos de
intereses pueden enfrentar en torno a recursos, tiempos, requisitos adminis­
trativos, etcétera.

Los términos de referencia, que establecen las características del producto
esperado de la evaluación, así como los requisitos de participación, responden
a las reglas de operación del programa y al Acuerdo. Su redacción es casi
idéntica en todos los casos, presentándose muy poca consideración de los
aspectos específicos de cada programa, y dejando algunas ambigüedades o
induciendo confusiones, al mismo tiempo que se muestra muy ambiciosa en
casos que no lo justifican. La respuesta de los evaluadores a esta situación ha
sido ofrecer lo que se pide, a pesar de que no podrán satisfacerlo, e intentar
llenar el punto con un discurso bastante vacío de contenido. Es un juego en
que se piden imposibles, se responde como si se hubieran cubierto y quie­
nes hacen la revisión no exigen congruencia. En este sentido, un evaluador
externo afirmó que se trata de " ...un mercado de compradores que no saben
lo que piden y de proveedores que no saben lo que pueden".

Los procedimientos de convocatoria y selección de evaluadores se han llevado
a cabo con relativa normalidad. De acuerdo con la Ley de Adquisiciones se
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debe realizar un concurso público para contratar a organizaciones privadas,
salvo los casos de excepción revisados en el capítulo anterior. En la práctica
de la evaluación se ha venido aplicando el procedimiento de invitación a
cuando menos tres organizaciones, salvo que ]a evaluación sea efectuada por
una organización del sector gubernamental y se considere que no existe otra
con infraestructura, personal y capacidad suficiente para realizarla, en cuyo
caso se procede a la adjudicación directa,67 con base en el artículo lo. de la
Ley de Adquisiciones que, como se mencionó en el capítulo anterior, exime
de la aplicación de la misma cuando los contratantes son dependencias o
entidades de la administración pública.

La adjudicación directa se ha aplicado en el caso de las evaluaciones
realizadas a Progresa/Oportunidades desde el año 1997 al 2003. También se
habría intentado aplicarla nuevamente para la adjudicación directa de las eva­
luaciones multianuales programadas, provocando un profundo descontento
en evaluadores externos que desean participar en su concurso. Ellos piensan
que estos procedimientos simplificados se usan para evita~se más trabajo
administrativo y que se corre el riesgo de que además existan negociaciones
implícitas del tipo "tú me pagas bien, yo te evalúo bien".

(,7 Scgún información recugida en entre\'istas a funcionarios de Sedesol y evaluador externo de Oportuni.
dades,
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En el caso del procedimiento por invitación se forma una comisión, inte­
grada por miembros de las áreas jurídica y de evaluación de la Sedesol y de la
instancia responsable del programa, que analiza las propuestas recibidas que
cubren todos los aspectos solicitados y elige la más económica, de acuerdo
con el criterio especificado en la Ley de Adquisiciones. Esto provoca serios
problemas ya que la comisión no puede tomar en cuenta criterios vinculados
a la calidad estimada del trabajo, junto con los costos presupuestados, ni
garantizar la continuidad del trabajo de un buen evaluador. Como lo mani­
fiesta una de las funcionarias entrevistadas, no sólo es un problema de calidad
sino también de pertinencia, ya que se reciben propuestas de equipos forma­
dos en áreas no relacionadas con el programa a evaluar. En algunos casos esto
también se presta a errores técnicos.

También se han presentado situaciones en que se reciben propuestas de
organizaciones no invitadas, en cuyo caso la comisión ad boc discute si se le
permite o no participar.

Como el mercado de la evaluación está aún en proceso de conformación,
también se presentan casos en que no hay instituciones interesadas en reali­
zar la evaluación. En estas situaciones, después de dos convocatorias públicas
o por invitación, se puede efectuar una adjudicación directa de la evaluación a
alguna organización que se considere podrá cumplir las expectativas. Aún en
estas condiciones, la contratación ha resultado difícil y, a veces, imposible.

Las grandes universidades y los investigadores de reconocido prestigio
se resisten a participar por considerar que los recursos adjudicados son muy
limitados y que se requiere realizar un excesivo papeleo burocrático. Por
otro lado, existen muchos pequeños centros en crecimiento, interesados en
obtener proyectos que les permitan continuar en el mercado y dispuestos a
sacrificar parte de sus posibles ganancias con tal de obtener el contrato. Esto
ha provocado que, en 2002 y 2003, los recursos disponibles para remunerar
las evaluaciones realizadas sean bastante superiores (hasta 40 por ciento) a los
efectivamente asignados.

En síntesis, la oferta de evaluadores es considerada limitada en cantidad
y en conocimientos, en parte como consecuencia del desinterés de Conacyt
por promoverlos y de la ausencia de programas de formación universitaria y
diplomados en la materia. Por ello se ha propuesto certificar a quien tiene los
conocimientos necesarios en evaluación para que las mismas aporten valor
agregado al programa y sustenten adecuadamente sus juicios valorativos.

Como resultado de los procesos revisados, es posible afirmar que las asig­
naciones realizadas cu bren, en términos generales, con los requerimientos
establecidos en el Acuerdo y Términos de Referencia. Sin embargo, preocu-
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pa que las excepciones a esta regla se produzcan en casos en que los presupues­
tos destinados a la evaluación resultan ser los más cuantiosos (por ejemplo
Oportunidades). Lo anterior, unido a que el pago de la evaluación siempre es
realizado por la misma instancia que opera el programa, deja dudas sobre la
independencia de criterio del evaluador.

En términos económicos, la situación descrita caracteriza al mercado de la
evaluación como un monopsonio (un solo comprador y múltiples oferentes)
para cada programa, en que el servicio en cada caso debe ser diferenciado,
lo que implica importantes costos de entrada al mercado para los oferentes
potenciales. Así, no es posible evaluar de igual manera a Oportunidades,
Abasto Social de Leche o Bienestar Social dadas sus profundas diferencias en
cuanto a recursos, población atendida, objetivos, tipos de apoyo, etcétera.

Obviamente, quien tiene un poder muy importante en este tipo de
mercado es el comprador único (gobierno), lo que en el caso en estudio se
traduce en su libertad para determinar unilateralmente el precio máximo que
está dispuesto a pagar por cada evaluación, mismo que los oferentes saben
que existe, pero no conocen oficialmente su monto (aunque regularmente
el mismo se "filtra"). Esto acompañado de sus atribuciones exclusivas para
seleccionar al evaluador con información casi "perfecta", valorar su trabajo,
autorizar su pago, etcétera, genera condiciones de profunda desigualdad
entre las dos partes de ese mercado.

De esta forma, los oferentes se mueven entre dos límites para hacer sus
propuestas económicas: el límite superior ya mencionado y un límite inferior
determinado por su estimación de costos para realizar el trabajo (incluyen­
do retribuciones mínimas aceptables para el equipo de trabajo). Además la
franja intermedia resultante se caracteriza por una alta incertidumbre: por
un lado, el límite superior no es de conocimiento público y, aún si se llega
a conocer, el oferente tiene que considerar la po:,ibilidad de que otros com­
petidores participen en el juego, en cuyo caso el contrato deberá otorgarse a
quien, cumpliendo con los requerimientos de los Términos de Referencia,
ofrezcan el menor precio. De esta forma, el oferente tiene que decidir entre
múltiples combinaciones posibles de ganancia y riesgo, agravadas por el
hecho de que si se equivoca no venderá sus servicios y tendrá que esperar un
año para corregir su precio.

En consecuencia, un oferente puede verse enfrentado a cuatro situaciones
distintas, en que una sola resulta ser una estrategia ganadora (véase gráfica 3):

-Hacer una propuesta económica muy elevada que lo deje fuera del jue­
go (caso de los oferentes núms. 1 y 6 en la gráfica).



234 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

X

X
X

X

X
X

I 1X

1 2 3 4 5 6 7 8

Costos mínimos
por evaluador

GRÁFICA 3

MERCADO DE UNA EVALUACIÓN (MONOPSONIO)

X
Precio máximo

fijado por
el gobierno

¡'uente: Elaboración propia.

-Realizar una propuesta económica aceptable pero enfrentarse a un com­
petidor que ofrece menor precio y, en consecuencia, perder el concurso
(casos núms. 2, 3,4 Y 5 en la gráfica).

-Realizar la propuesta económica aceptable y de menor precio y, en
consecuencia, ganar el concurso (caso núm. 7 entre quienes cubren sus
costos mínimos en la gráfica).

-Hacer una propuesta económica tan baja (por mala estimación de cos­
tos) que, en caso de ganar el concurso, no le permitiría cubrir sus costos
mínimos.

En la práctica, lo anterior lleva a que algunas instituciones sacrifiquen
el pago de honorarios de manera de tener mayores posibilidades de ganar el
concurso. Los resultados han sido importantes recursos ahorrados por las
instancias contratantes, pero demasiado escasos para lograr evaluaciones de
alta calidad en la mayoría de los casos.

Puesto que esta última es un elemento que incide poco en el otorgamien­
to del contrato ya que sólo se verifica el cumplimiento de los requisitos míni­
mos, en la medida en que el número de oferentes aumente (actualmente son
pocos todavía), el poder del comprador único crecerá, al mismo tiempo que
los oferentes potenciales verán incrementarse los costos que implica intentar
ingresar al mercado, ya que contarán con menos posibilidades de ganar los
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concursos y, para aumentar las mismas, tendrán que reducir aún más sus
aspiraciones en términos de retribución a su trabajo, lo que en el mediano
plazo puede volver al mercado muy poco atractivo.

Otro mecanismo que permite ganar competitividad es la acumulación de
contratos realizando economías de escala. Como puede verse en la gráfica, el
límite inferior de la franja, correspondiente a los costos totales de producción
de cada evaluador, es una línea quebrada que depende tanto de las menciona­
das aspiraciones en términos de retribución como de la eficiencia interna del
equipo de trabajo. Esta última puede incrementarse cuando los costos totales
se aumentan, disminuyendo los costos medios, o sea distribuyéndolos entre
un número aún mayor de acciones.I>H

Finalmente, habría que agregar los casos en que el demandante único
decide que hay sólo un oferente capaz de brindar el servicio de evaluación,
que además forma parte de la administración pública, por lo que le adjudica
el contrato en forma directa, obviando el concurso público abierto o por
invitación, en cuyo caso también el monopsonio se diluye, con grandes
ventajas para el proveedor identificado y ninguna posibilidad de ingresar al
mercado para el resto de los aspirantes.

En cuanto a la coordinación de las actividades de evaluación externa,
en 20(H, la Sedesol se encargó directamente de realizarla y seleccionó a las
instancias académicas. Sin embargo, por haber sido el primer año en que se
hacía este tipo de evaluaciones, algunos funcionarios entrevistados manifes­
taron que obtuvieron evaluaciones de mala calidad en términos de su diseño
y aportaciones reales hacia los programas.

Debido a la experiencia de esta evaluación, la Cámara de Diputados
solicitó se emitieran reglas claras para elevar su calidad, lo que originó la
publicación del Acuerdo sobre los requisitos mínimos que deberían conte­
ner las evaluaciones que se realizaran por instancias académicas. También se
decidió solicitar al Conacyt información de las instituciones que, por su nivel
académico, cuerpo de investigadores, instalaciones y experiencia, fueran sus­
ceptibles de ser contratadas para realizar evaluaciones.

En ese año la cobertura de las evaluaciones no fue total: por lo menos
en los programas a cargo de Liconsa y algunos del INI (Promoción de
Culturas Indígenas, por ejemplo) la evaluación cubrió sólo algunos meses
del año.

c" Esto puedc cjemplificarse cn el caso de cuatro cvaluociones del 1="11 que fueron realizadas por un mismo
equipo: puesto que los pohlaciones objetivo de estos programas eran iguales o muy similares, los evaluadores
pudieron reducir costos al recoger inf()rmación de gabinete, sistematizarla y analizarla, que resultó útil para más
de un informe, así como aplicar más de una encuesta en una misma localidad (al eliminar gastos de transporte
hacia otra localidad).
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CUADRO 6

PROGRAMAS SOCIALES EVALUADOS EN 2002

Programas

a. Sectorizados
1. Desarrollo Humano Oportunidades
2. Abasto Social de Leche
3. Programa Tortilla
4. Abasto Rural
5. Promoción de Culturas Indígenas
6. Desarrollo Económico Productivo

de los Pueblos Indígenas
7. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación y Equipamiento de Albergues

lO. Operación de Albergues
11. Promoción y Procuración de Justicia
12. Programa de Vinculación y Transferencia

Tecnológica, Plan Acuario y Programa
para el Desarrollo de los Habitantes
de! Semidesierto

13. Compras, Créditos, Concursos y
Asistencia Técnica

14. Expertos en Acción
15. Coinversión Social
16. Investigación para el Desarrollo Local
17. Capacitación para e! Fortalecimiento

de la Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para

la Gestión Social Municipal
b. Ramo 20 (Desarrollo Social)
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda

Progresiva
20. Identidad Jurídica
21. Zonas de Alta Marginación

e Indígenas
22. Microrregiones
23. Atención a Jornaleros Agrícolas
24. Desarrollo de Pueblos y Comunidades

Indígenas
25. Empleo Temporal
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3x 1
28. Jóvenes por México
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas
31. Superación de la Pobreza Urbana

Dependencia responsable

Coordinación Nacional de Oportunidades
Liconsa
Liconsa
Diconsa
INI

INI

INI

INI

INI

INI

[NI

Conaza

Fonart

Inapam
Indesol
Indesol
Indesol

Indesol

Sedesol

Sedesol
Sedesol

Sedesol
Sedesol
Sedesol

Sedesol
Sedesol
Sedesol
Sedesol
Sedesol
Sedesol
Sedesol

Fuente; Elaboración propia a partir de los informes fina[es de evaluación, 2003. entregados por Sedesol.
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En 2002 se evaluaron los 31 programas reportados (véase cuadro 6);
el trabajo fue realizado por 21 instituciones evaluadoras. Como puede obser­
varse, el caso de Oportunidades es excepcional, ya que confluyen para
su realización diversas instituciones que manejan temas específicos y un
importante conocimiento acumulado; por eso constituye la situación que
la Dirección General de Evaluación quisiera alcanzar como meta en todos
los programas.

Sólo dos instituciones participaron en la evaluación de cuatro progra­
mas.69 En el primer caso se trata de programas dirigidos a población indígena,
que coincide con el objeto de estudio del centro evaluador, lo que facilitó el
trabajo.

En cambio en el segundo, se evaluaron diversos programas del Ramo
20, dirigidos a poblaciones distintas, con objetivos diferentes, etcétera, lo
que aumenta el riesgo de no lograr buenas calidades en todas las evalua­
CIones.

La distribución de los evaluadores aparece concentrada en el centro del
país con pocas excepciones. También es muy reducido el número de casos en
que participan organizaciones de carácter privado.

El móvil que induce a la participación institucional revisada es funda­
mentalmente la obtención de experiencia y reconocimiento a su trabajo; sólo
en casos excepcionales de montos muy elevados, éste mismo se transforma en
un incentivo per se para la institución. 70

Algo similar sucede con los coordinadores de equipos evaluadores,
si bien en algunos casos reciben ingresos adicionales sustantivos. Sin
embargo, hay que destacar la existencia de un grupo de asistentes de
investigación y encuestadores para los cuales la evaluación llega a cons­
tituir una oportunidad única de obtener ingresos, en este contexto de
insuficiencia y precarización creciente del empleo en el país. Se constató
en varios casos que los últimos pueden llegar a impulsar a los coordina­
dores a participar.

Finalmente, hay que resaltar que los problemas de gestión administrativa
aparecen como relevantes entre los cuatro funcionarios de instancias operati­
vas entrevistados: cumplimiento de la normatividad, aprobación de trámites
por parte de la contraloría interna, manejo presupuestal y administrativo de
las instancias académicas, retrasos en las fechas de entrega, falta de experien­
cia en la redacción de términos de referencia, etcétera.

69 En opinión de una funcionaria entrevistada, la concentración institucional aumenta cuando se analiza el
número de evaluaciones realizado por cada organización para el conjunto de las secretarías de Estado.

71' Estos varían entre el 10 Yel 30 por ciento del monto contratado.
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CUADRO 7

PRESUPUESTOS DE LOS PROGRAMAS
Y DE SUS EVALUACIONES, 2002

Presupuesto ~lercido Costo de la Porcentaje
por el programa evaluación * Costo/presupuesto

Programas (miles de pesos) (miles de pes()J) (porcentaje)
-_._----_.

1. Desarrollo Humano Oportunidades 5'965,616.70 28'881.89 0,48
2. Abasto Social de Leche 0.00 l'150.00 N.e.
3. Programa 'l(¡rtilla 774,534.20 498.00 0.06
4. Abasto Rural 6'699,588.90** 2'080.00 0.03

Promoción de Culturas Indígenas 57,568.30** 244.95 0.50
6. Desarrollo Económico Productivo 367,899.10 665.00 0.19

de los Pueblos Indígenas
7. Planeación 37,167.90 919.44 0.20

por los programas
Nos. 7 a IO

8. Bienestar Social 17,042.50**
9. Reparación y Equipamiento de Albergues 119,453.80

10. Operación de Albergues 292,049.70
11. Promoción y Procuración de Justicia 35,962.00 550.00 1.53
12. Programa de Vinculación y Transferencia 101,983.20 899.00 0.88

Tecnológica, Plan Acuario y Programa
para el Desarrollo de los Habitantes
de! Semidesierto

13. Compras, Créditos, Concursos 26,981.80 l' 132.81 4.20
YAsistencia Técnica

14. Expertos en Acción 50,219.60 1'000.00 1.99
15. Coinversión Social 116,170.00 150.00** 0.13
16. Investigación para e! Desarrollo Local 15,497.60 221.00 1.52
17. Capacitación para e! Fortalecimicnto

de la Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la 24,665.90 700.00** 2.84

Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda 882,474.80 l' 100.00 0.12

Progresiva
20. Identidad Jurídica 12,813.10 655.30 5.11
21. Zonas de Alta Marginación 101,578.70 568.40 0.56

e Indígenas
22. Microrregiones 220,000.50 970.01 0,44
23. Atención a Jornaleros Agrícolas 172,978.90 848.58 0,49
24. Desarrollo de Pueblos y Comunidades 824,682.80 780.33 0.09

Indígenas
25. Empleo Temporal 1'522,146.20 2,001.10 ser 0.32

2,926.38 Sagarpa***
26. Estatales por Demanda 368,185.10 300.00 0.08
27. Iniciativa ciudadana 3x 1 99,586.90 576.26 0.58
28. Jóvenes por México 140,052.70 800.00 0.57
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Programas

Presupuesto ejercido
por el programa
(miles de pesos)

Costo de la
evaluación*

(miles de pesos)

Porcentaje
Costo/presupuesto

(porcentaje)

29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas
31. Superación de la Pobreza Urbana
Totales
Costo promedio total
Costo promedio excluyendo Oportunidades
Costo promedio s/Oportunidades,

Empleo Temporal y Abasto Rural

137,718.80
910,079.20
199,305.80

20'294,004.70

300.00
725.00
800.00

52,546.00
1,695.00

788.80
594.9

0.22
0.08
0.40
0.26

• Las instituciones evaluadoras retienen entre un 10 y un 30 por ciento por concepto de gastos de admi­
nistración.

•• La int()rmaci6n recibida de la fuente anterior presenta en algunos casos diferencias sustantivas respecto
de la presentada en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal 2002. ejcmplo: presupuesto ejercido por Abasto
Rural 568,000.00: Promoción de Culturas Indígenas 48,701.00: Bienestar Social 4,747.70 (en miles de pesos).
Lo mismo sucede con el costo de las evaluaciones: coinversi6n Social 600.00: Capacitación y l-ortolecimiento
Institucional 700.00.-

••• Incluye el presupuesto del Centro de Informaci6n del PFT.

Fuente: Elaboración propia a partir de información aportada por el IFA/.

Recursos para la realización
de evaluaciones externas

En este apartado se consideran los recursos de toda índole: financieros,
humanos, de información, etcétera.

Recursos financieros

A continuación se analiza el monto de recursos financieros empleados en
cada evaluación y también el presupuesto ejercido por el programa, para
revisar si guardan relación y/o permiten ver el esfuerzo diferencial que realiza
cada programa para ser evaluado (véanse cuadro 7 y gráfica 4). Los recursos
disponibles para la evaluación los determina la dependencia sectorizada, o
Sedesol en el caso de Ramo 20, y requieren de la autorización de la SHCP.

Como ya se mencionó, a veces hay diferencias importantes entre los
recursos disponibles para la evaluación y los realmente asignados (hasta 40
por ciento menos), debido a que, de las propuestas recibidas que cumplen
con los aspectos requeridos, se debe elegir la de menor costo, y ésta ha esta­
do por debajo de los recursos autorizados. También se puede dar el caso de
que alguna institución evaluadora haya estado investigando el tema y reciba
recursos adicionales de otra fuente (Conacyt, Indesol, etcétera).
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El caso de Oportunidades (evaluación 1 en la gráfica citada) resulta
absolutamente extraordinario en sus montos (5,965.6 millones de pesos de
presupuesto ejercido y 28.8 millones de pesos de costo de sus evaluaciones)
y Abasto Rural (evaluación 3) los supera a todos en presupuesto (6,699.6
millones de pesos, según la información recibida de IFAI).

Los siguientes presupuestos más elevados corresponden a cuatro pro­
gramas pertenecientes al Ramo 20: Empleo Temporal, Oportunidades
Productivas, Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva y Desarro­
llo de los Pueblos y Comunidades Indígenas, con un promedio de 1,037
millones de pesos.

En cuanto al costo directo pagado por las evaluaciones, los más altos
(después de Oportunidades) corresponden a dos programas de Ramo 20 y
cuatro sectorizados: empleo.

Temporal, Abasto Rural y Abasto Social de Leche, programas de Fonart,
Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva, y Expertos en Acción, con
un promedio de 1.9 millones de pesos por evaluación.

En la relación entre costo de la evaluación y el presupuesto del
programa evaluado (véanse cuadro 7 y gráfica 5) sobresalen por su
elevado nivel Identidad Jurídica (5.11 por ciento) y los programas de

GR,\FIC\ 4

PRESUPUESTO DE LOS PROGRAMAS Y COSTO DE LAS EVALUACIONES
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GRAFICA 5
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Fonart (4.19 por ciento); mientras en el extremo opuesto se localizan
16 evaluaciones entre las que destacan: Abasto Rural (0.03 por ciento),
Tortilla (0.05 por ciento) y Estatales por Demanda y Oportunidades
Productivas (0.08 por ciento).71

Lo anterior muestra que no existe ninguna relación constante entre las
dos variables analizadas, lo que ya se podía deducir de la ausencia de simili­
tud en el trazado de sus curvas en la gráfica previa.

Estadísticamente, podemos descartar la existencia de algún tipo de corre­
lación, incluso eliminando los tres programas cuyos datos se muestran más
alejados del resto (Oportunidades, Abasto Rural y Empleo Temporal), ya
que obtenemos un coeficiente de correlación72 de 0,21 (lejano al valor de 1
o -1 que nos indica correlaciones directas o inversas altas) y una R2 de Pear­
son de 0.089 (que muestra que sólo una proporción muy pequeña de la varianza
de la variable "costos de las evaluaciones" puede ser atribuida a la varianza de
la variable "presupuesto de los programas"),

También eliminando los tres programas extremos, esto se puede obser­
var al realizar una gráfica de datos, que muestra una gran dispersión de los
mismos, en lugar de un agrupamiento en torno a una curva demostrativa de

"Mientras el promedio de esta relación alcanza el 0.26 por dento en Sedesol, en el 1l~1 varía entre el 2 y
J por ciento.

7! El coeficiente de correlación se calcula como p(x,y) = Cov (x,y)
. 8x.8y
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la existencia de algún nivel de correlación. En este caso la regresión mos­
traría más bien una recta casi horizontal (véase gráfica 6), donde el costo
de la evaluación no depende del presupuesto e indica el promedio general de
594,900.00 de pesos.

En general, los evaluadores y funcionarios de los programas entrevista­
dos consideran que los recursos financieros son insuficientes para el trabajo
de campo que realizan, sobre todo en comunidades muy alejadas unas de
otras, con excepción de Oportunidades, en que la mayoría considera excesi­
vos los recursos disponibles. Algunos mencionan incrementos necesarios del
30 y 40 por ciento, pero consideran que esto debería variar bastante según
los programas.

En cuanto a los legisladores)' miembros de la ASF, por lo general des­
conocen los montos pagados para la realización de evaluaciones externas.
Algunos se muestran sorprendidos al conocer sus montos y afirman que la
idea de la CPCP era que éstas no rebasaran ellO por ciento de los gastos admi­
nistrativos del programa. Hay acuerdo entre ellos en el sentido de que no se
establecieron criterios para definir el precio a pagar en cada evaluación.

Finalmente, también habría que considerar los costos indirectos de las
evaluaciones, relativos al tiempo y esfuerzos invertidos por personal de la
Sedesol y de las instancias ejecutoras de los programas para la realización
de las evaluaciones. Dadas las dificultades para medir estos costos, debido
a las múltiples actividades que desarrollan las 14 personas dedicadas a esta
actividad en la Dirección General de Evaluación de Sedesol )' la persona que
se responsabiliza del trabajo en las instancias ejecutoras, así como sus colabo-
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radares, el punto no será cubierto por la presente investigación, pero se puede
estimar en aproximadamente 200,000.00 pesos en promedio por programa.

Recursos humanos

En cuanto a la calificación y experiencia de los recursos humanos del sistema
de evaluación, se comenzará por quienes se vinculan a ella a nivel central
(Sedesol) y los funcionarios de las instancias operadoras que se encargan de
la contratación de evaluadores, para continuar con las características de los
equipos conformados por los últimos y finalizar con los destinados por otras
secretarías relacionadas con la evaluación y el Congreso.

Entre los primeros, destaca el trabajo realizado en la Subsecretaría de
Prospectiva, Planeación y Evaluación que, a partir de abril de 2002, fue ocu­
pada por Miguel Székely Pardo, autor de diversos trabajos de evaluación y ex
miembro del área social del BID. En opinión de Boltvinik (2002), se trata de
un economista experto en análisis empíricos sobre pobreza, distribución del
ingreso y sus relaciones con las condiciones generales de la economía, admira­
dor del diseño y funcionamiento de Progresa.

La Dirección General de Evaluación, perteneciente a la Subsecretaría ante­
rior, cuenta con unas 14 personas. En opinión del funcionario entrevistado, las
mismas resultan insuficientes para profundizar en el análisis de cada programa.
Manifiesta que se está privilegiando la evaluación de impacto económico, por lo
que casi todos los miembros de la dirección de evaluación cuentan con forma­
ción en esa disciplina, con posgrados en instituciones extranjeras de excelencia,
en áreas de econometría, evaluación de programas sociales, políticas públicas,
etcétera. En particular, en 2002, todos los directores eran economistas, salvo el
caso deun administrador público. Su formación explica el énfasis econométrico
que parece imponerse como criterio de calidad. La mayoría de esos especialistas
cuenta con experiencias relevantes de trabajo previo, aunque no necesariamente
en evaluación. Lo anterior resulta consistente con la afirmación de un evalua­
dor externo que manifiesta que a dicha dirección le ha faltado experiencia para
organizar todo el sistema, aunque reconoce que ha avanzado mucho.

En la Dirección General Adjunta de Análisis Territorial, encargada de la
estrategia transversal Nlicrorregiones, se cuenta con unas ocho personas que
apoyan su trabajo. La evaluación que se pretende realizar en esta dirección
general presenta un enfoque sustantivamcnte distinto al anterior (enfoque
territorial, impacto agregado de la inversión en infraestructura y ausencia de
sesgo economicista) que, en parte, se relaciona con la formación diferente
de quien la dirige: sociología y comunicaciones.
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Concretamente, las cuatro personas entrevistadas a nivel central
de la Sedesol (excluyendo a su director general) tenían los siguientes
estudios:

Licenciatura
*Economía
*Administración Pública
*Sociología y Comunicación
*Psicología

Institución
nacional
nacional
extranjera
nacional

Posgrados
Economía
Políticas Públicas
Desarrollo Regional
Políticas Públicas

Institución
nacional
extranjera
extranjera
nacional

Ninguno de ellos cuenta con estudios formales especializados en evalua­
ción, sino que su formación proviene parcialmente de sus estudios de posgra­
do, cursos, estancias y experiencias de trabajo, en algunos casos vinculadas
a organismos internacionales. Su antigüedad en el cargo varía entre uno y
cuatro años y en la Sedesol entre uno y 12. En un contexto en que, como ya
se mencionó, predominan ampliamente los economistas, esta diversidad nos
permitió contar con distintos puntos de vista.

Entre los responsables de la vinculación con los evaluadores en cada pro­
grama, contamos con la información y opiniones de cuatro de ellos:

Licenciatura
*Economía
*Sociología
*Ciencias de la Comunicación

*Actuaría

Institución
ND
extranjera
ND

nacional

Posgrados
No
Economía
Ciencias de la
Comunicación
Estadística

Institución
ND
nacional
ND

extranjera

El primero cuenta con una experiencia previa en la evaluación de un
proyecto; la segunda tiene amplia experiencia práctica en consultoría; la
tercera tomó el curso sobre modelos econométricos impartido en Sedesol
durante 2003; Y la cuarta cuenta con especialidad en análisis de la infor­
mación. No tienen estudios especializados en evaluación, sino como parte
de sus posgrados o cursos intensivos. Sus antigüedades en el cargo varían
entre uno y tres años, mientras en la institución han permanecido entre
dos y cinco años.

A pesar de estas variadas formaciones y experiencias, en opinión de
algunos evaluadores externos, no todos los responsables de la vinculación
con evaluadores están suficientemente capacitados para calificar las propues­
tas técnicas y guiar la asignación de los contratos, que si bien se revisan en
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la comisión ad hac, esto se hace generalmente sobre la base de un resumen
comparativo de ventajas y desventajas de las propuestas, preparado por los
propios funcionarios del programa.

Similar opinión tiene la ASF que recomienda mejorar su capacitación para:
producir buenos términos de referencia, simplificar las reglas de operación
para facilitar a los evaluadores el acceso a los datos del programa, y mejorar
la estructura de incentivos para contratar y supervisar las evaluaciones.

Una vez más el caso de Oportunidades sería la excepción: cuenta con un
equipo interdisciplinario, compuesto por actuarios y matemáticos, especialistas
en política social, economistas y sociólogos, que dominan el idioma inglés.

Para la Dirección General de Evaluación de la Sedesol los equipos de
evaluadores externos deberían contar con experiencia en medición y evalua­
ción, tanto con conocimientos de métodos cuantitativos como cualitativos
e incluir entre sus miembros especialistas en muestreo, análisis estadístico
y trabajo de campo. También estima importante que estos tengan conoci­
miento previo de los programas, ya que el tiempo dispon"ible para la evalua­
ción es muy limitado y familiarizarse con los programas insume una buena
parte de él.

Entre los funcionarios de los programas evaluados encontramos algunos
altamente satisfechos con la conformación interdisciplinaria y los resultados
del equipo evaluador y otros que aún enfrentan dificultades como: ausencia
de disciplinas necesarias en el equipo, perfiles dispersos en las diversas ins­
tancias participantes en la evaluación, falta de experiencia, ética, profesiona­
lismo y compromiso para llevar a cabo buenas evaluaciones.

Con base en la información que ofrecen los informes de evaluación y la
recogida mediante entrevistas, la composición de los equipos en 2002 resulta
muy variada. Si bien la información disponible es insuficiente para realizar
juicios categóricos; sin embargo, la relativa a 18 programas muestra:

-Amplia formación interdisciplinaria en ocho casos: Oportunidades,
Abasto Social de Leche, Tortilla, Promoción de Culturas Indígenas,
Planeación, Bienestar Social, Reparación y Equipamiento de Albergues
y Operación de Albergues.

-Inadecuada formación disciplinaria para el programa evaluado en dos
casos: Jóvenes por México y programas de Fonart.

-Muy buen nivel de formación del equipo en Abasto Social de Leche,
Tortilla y Oportunidades, seguidos de las evaluaciones de programas a
cargo del ¡NI y Fonart.

-Algún tipo de experiencia reconocida en trece casos.
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Si la información estuviera completa se tendría que concluir que sólo sie­
te programas (Oportunidades, Abasto Social de Leche, Tortilla, Planeación,
Bienestar Social, Reparación y Equipamiento de Albergues y Operación de
Albergues) cuentan con equipos sólidos. Considerando que no resulta tan
obvio que un trabajo de evaluación logre mejor calidad por estar hecho por
profesionales con nivel de doctorado ni que esto deba regir para todos los
tamaños de programas, se podría agregar un pequeño programa más (Pro­
moción de las Culturas Indígenas).

Finalmente, en las entrevistas realizadas a los miembros de equipos se
identificaron los siguientes perfiles:

Licenciatura
*Economía

*Sociología
*Nutrición
*Administración
Pública y Ciencias
Políticas

*Trabajo Social
*Antropología

Institución
nacional

nacional
ND

nacional

nacional
nacional

Posgrados
Maestría Administración
Pública
Doctorado Ciencias
Económicas
Doctorado Sociología
Maestría Economía Salud
Maestría Planeación
y Desarrollo
Estudios Doctorado
Desarrollo Económico
Maestría Antropología
Doctorado Antropología

Institución
nacional

nacional

nacional
nacional
extranjera

extranjera

nacional
nacional

Se observa que tampoco los evaluadores cuentan con una formación
específica en evaluación; sin embargo, dos de ellos incluyeron cursos sobre
el tema dentro de sus programas de maestría y doctorado. Destaca por su
formación el evaluador que realizó estudios en el extranjero.

Los anteriores han trabajado en la institución que representan entre tres
y quince años (con un promedio de 11 años) y en su puesto actual entre
dos y quince años (con una media de 6.6 años); lo que muestra que la amplia
mayoría cuenta con gran experiencia.

En el área de evaluación, dicha experiencia se resume en la gráfica 7, que
evidencia una débil experiencia previa al año 2001 (sólo dos evaluaciones),
año en que inicia el proceso de evaluaciones generalizadas y en que dos de
los cinco evaluadores entrevistados realiza el trabajo en cuatro programas.
En 2002, el número de evaluaciones nacionales realizadas aumentó a nueve
y participaron cuatro de los cinco evaluadores; en 2003, la situación se man-
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tiene aproximadamente igual. 71 Esta tendencia se muestra consistente con la
evolución en el número total de evaluaciones realizadas por año y muestra
una experiencia promedio de 4.4 evaluaciones por institución en los tres últi­
mos años, O sea 1.5 por evaluador y por año.

En opinión del director de metodología de la evaluación de Sedesol, la
conformación de equipos sólidos en cuanto a su formación y experiencia
coincide con las evaluaciones de mejor calidad: Oportunidades, Abasto
Social de Leche, Tortilla y Abasto Rural.

Por otra parte, los recursos humanos destinados a la re'visión de los informes en
la SliCP y SFP son poco numerosos (unos cinco o seis) y sólo dedican parte de
su tiempo a esta actividad.

Es importante resaltar que los miembros de la Subsecretaría de
Prospectiva, Planeación y Evaluación manifestaron el interés de ésta en
fortalecer la formación de recursos humanos en materia de evaluación
con un perfil de economistas con doctorados en estadística, econometría,
políticas públicas, etcétera, y mediante capacitación con enfoque econo­
métrico. 74

La Dirección General de Evaluación también organiza seminarios perió­
dicos. El director de metodología de la evaluación consideró que estos han

"CIFS"S evaluó un solo programa debido a la recstl'ueturaci6n del INI en Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indíg'cnas,

" Es el caso del curso de actualización dirigido principalmente a evaluadores iostitueionalmente invimdos,
desarrollado en 2003 por la propi" Sedesol, con participaei6n de profesores de I'L,\, en que se reconoce que hubo
evaluadores interesados, rern no fueron numerosos.
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ayudado a mostrar nuevas técnicas y formas de análisis, distintas a las que
aplica el evaluador, para motivarlo a investigar más sobre el tema, y que tam­
bién ha sido de beneficio interno a la Sedesol, ya que asiste personal de otras
direcciones. Reconoció que su impacto no ha sido evaluado; la observación
personal realizada en algunos eventos muestra que la afluencia del público es
muy limitada (unas 20 personas por sesión).

Finalmente, a nivel del Poder Legislativo, se afirma que la Cámara de
Diputados y sus comisiones no disponen de personal suficiente ni capacitado
para revisar las evaluaciones, salvo en el caso de la ASF, por lo que se propone
profesionalizar a sus servidores públicos y poner en práctica un servicio civil
de carrera. Mientras que un asesor de un partido de oposición (PRD) mani­
festó que la ASF sólo audita aproximadamente el 5 por ciento de los recursos
ejercidos, y lo hace con muy poca opórtunidad; la propia ASF señaló que
fiscaliza el 2 por ciento de las acciones realizadas por el Ejecutivo, lo que con­
sidera un buen nivel de ese indicador, ya que EUA verifica el 5 por ciento,
Canadá el6 por ciento, Reino Unido el 6.5 por ciento y Finlandia, que carece
de corrupción, ellO por ciento.

Un último comentario lo merece un rasgo importante de toda persona
vinculada a este proceso, sobre el que no se hace consideración alguna:
el moral. Como planteamos en el capítulo 2, la credibilidad de una eva­
luación para la opinión pública depende probablemente más de rasgos de
honestidad y honradez probada de los evaluadores que de las características
técnicas de su trabajo. Guardadas todas las proporciones (ya que en este
caso se emiten recomendaciones y no sentencias), su trabajo presenta carac­
terísticas similares a las de un miembro del Poder Judicial o un organismo
como el Instituto Federal Electoral, en la medida en que le toca juzgar una
gestión, motivo por el que cuidar sus condiciones éticas resulta relevante.
En el momento actual existen dos mecanismos legales que no garantizan
plenamente la independencia de criterio de los evaluadores externos: uno,
que el costo de las evaluaciones sea autorizado y pagado por el propio pro­
grama evaluado; y otro, que exista la posibilidad de adjudicar presupuestos
cuantiosos por la vía de la asignación directa.

Este tema de la ética del evaluador tendrá que ser especialmente cuida­
do, conjuntamente con la calidad, al momento de que se integre el nuevo
eNE, organismo creado en sustitución del instituto autónomo que se había
propuesto durante el debate de la LGDS. Varios legisladores entrevistados
fueron partidarios de la creación de una instancia que dependa del Con­
greso o de la ASF para sustituir a este Consejo en la coordinación de las
evaluaciones
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Otros recursos

Otro recurso escaso muy importante para la realización de este trabajo lo
constituye el tiempo disponible y la calendarización de las actividades e infor­
mes. En 2002 se dispuso de aproximadamente siete meses para la realización
de las evaluaciones, tiempo que se considera insuficiente por los evaluadores
y muy restringido en comparación con el que suelen dedicar los países que
presentan un mayor grado de desarrollo de estas experiencias, revisados en
el capítulo 4. Adicionalmente, suelen presentarse retrasos sobre la marcha,
como la provocada por las dificultades generadas ese año en el diseño de la
muestra. En 2003, algunos evaluadores informaron que el tiempo se redujo a
cuatro meses debido a que se suscitaron nuevos problemas.

También se exige en algunos programas la entrega de un informe de
resultados parciales en el mes de diciembre, que luego se tiene que modificar
totalmente al completarse el trabajo de campo y redactarse el informe final
del siguiente mes de marzo, duplicando esfuerzos.

Como ya se mencionó, en opinión de uno de los responsables de la contra­
tación de evaluadores externos, las dificultades aumentarán en el futuro, debi­
do a las modificaciones en el calendario que al respecto prevé la nueva LGDS.

Finalmente, no se perciben problemas en cuanto a equipo técnico y paque­
tería disponible por los evaluadores; en cambio, otro recurso muy escaso lo
constituye la información estadística y documental disponible en la operación
de los programas, que se revisará en el capítulo siguiente.

Comentarios finales

El presente capítulo ha aportado la revisión de las condiciones contextuales,
favorables o desfavorables, en que el proceso de evaluación de programas
sociales se lleva a cabo, tratando de comprender las razones que indujeron a
su implantación, cómo se planea complementarlo, la forma en que realmente
funciona, y con qué recursos cuenta.

En términos generales, encontramos un panorama de alta coincidencia
política en la decisión de echar a andar el proceso, acompañada por algunas
resistencias culturales, en que los recursos institucionales (presupuestales y
de información) presentan en la mayoría de los casos limitaciones importan­
tes para el desarrollo de trabajos de calidad y un mercado de evaluaciones aún
en formación, contando con una oferta, también restringida, de capacidades
especializadas en el tema. Se observa también un funcionamiento del sistema
relativamente apegado a su concepción formal.
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Sin embargo, es necesario subrayar la identificación de múltiples proble­
mas que afectan los trabajos de los evaluadores en materia de:

-Factibilidad de la evaluación: afectada por una cultura de la evaluación
pobremente desarrollada, un Poder Legislativo poco presente como
contrapeso de las acciones del Ejecutivo y una ausencia de criterios
para definir los programas sujetos a reglas de operación, y por lo tanto,
los obligados a realizar evaluaciones externas.

-Costos de la evaluación: sin criterios para definir los techos financieros
disponibles por cada programa; indirectamente incrementados por la
existencia de una oficina encargada de la relación con los evaluadores
en todos ellos.

-Calidad de la evaluación: diseño de programas con objetivos poco cla­
ros y medibles, ausencia de Términos de Referencia ad hoc a cada pro­
grama, recursos financieros no relacionados con la importancia del
programa, recursos humanos con insuficiente calificación en el tema,
acumulación de contratos por algunos equipos de evaluadores, riesgo
de pérdida de independencia en el criterio de valoración empleado,
alto costo de entrada de evaluadores al mercado, evaluaciones adju­
dicadas sin licitación pública previa, y dificultades administrativas en
la relación de los evaluadores y Sedesol.

U na vez presentada la información del contexto en que el proceso en
estudio se desarrolla, en el siguiente capítulo se procederá a realizar la metae­
valuación transversal de las 31 evaluaciones aplicadas a dichos programas
durante el año 2002, y un breve análisis longitudinal de algunas de ellas.



Capítulo 11

Métodos, calidad y costos
de las evaluaciones externas

Introducción

A DIFERENCIA DE LO planteado por Duran (2002) para el contexto francés en
el sentido de que el análisis del contexto es más relevante que el del método
de evaluación, la presente tesis considera aún muy importante la inclusión de
este aspecto para el nivel de desarrollo de nuestro país en la materia. Se trata
de investigar si las actividades desarrolladas en el proceso de investigación
son congruentes entre sí, con la metodología adoptada y con los objetivos
perseguidos por la evaluación, y suficientes para fundamentar la valoración
de la gestión del programa.

Por lo tanto, el presente constituye uno de los capítulos centrales de este
trabajo. En él se procede a evaluar transversalmente las evaluaciones reali­
zadas a los programas de Sedesol en el ejercicio fiscal 2002, privilegiando la
descripción y el análisis metodológico general, con la finalidad de conocer el
nivel de cumplimiento del conjunto de indicadores temáticos diseñados para
la revisión de sus métodos, procesos y resultados, por encima del estudio
detallado y en profundidad de cada evaluación aplicada. Lo anterior se com­
plementa brevemente con el estudio longitudinal de la evolución de algunas
evaluaciones seleccionadas.

Para el llenado de los indicadores elegidos se empleó información docu­
mental, fundamentalmente los informes de evaluación de cada programa,
que se complementó con entrevistas semiestructuradas a los diversos actores
clave vinculados al proceso.

Los indicadores aplicados relacionan el grado en que cada ítem fue con­
siderado y la calidad de su análisis en el total de evaluaciones realizadas (31).
Los mismos podrían presentarse en forma de porcentajes pero, dado que
el tamaño del universo es bastante reducido, se consideró mejor hacer sólo
referencia al número de casos.

251
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Métodos y procesos de las evaluaciones externas

Fuentes de información y análisis de datos

Como se revisó en el capítulo 9, el artículo cuarto del Acuerdo no establece
lineamientos sobre este aspecto, limitándose a señalar los resultados espera­
dos de la evaluación, entre los que se incluye la verificación en campo del
cumplimiento de metas físicas y financieras del programa, la que implícita­
mente indica que habrá de recogerse información directa, de tipo primario.

Los términos de referencia señalan, en forma muy general, los métodos
de recolección y tratamiento de datos, que en todos los casos revisados inclu­
yen trabajo de gabinete, con base en la información secundaria disponible, y
trabajo empírico, mismo que debería permitir el análisis costo-beneficio
y costo-eficacia, que casi no se intentan en la práctica.

Se trata entonces de analizar si los métodos señalados tienen la amplitud
y profundidad suficientes para brindar los datos necesarios a una evaluación
de calidad.

Casi la totalidad de las 31 evaluaciones revisadas incluyeron, entre sus
fuentes de información, documentos y bases de datos estadísticos, y aplicaron
encuestas y entrevistas, con pleno cumplimiento de los lineamientos norma­
tivos revisados.

Respecto de la información secundaria entregada por las autoridades de
los programas, en 13 casos los evaluadores manifiestan diversos problemas:
insuficiencia, poca confiabilidad, mala calidad y falta de oportunidad.

En el caso de las entrevistas, éstas se dirigen a informantes-clave (funcio­
narios y, en menor medida, miembros de las comunidades de los beneficia­
rios), mediante una selección especialmente dirigida a quienes disponen de
información privilegiada.

Por el contrario, en el caso de las encuestas con pretensiones de represen­
tatividad (como sucede en la mayoría de la evaluaciones), éstas requieren de la
correcta determinación del tamaño muestral y la composición del mismo, de
manera que todos los individuos del universo tengan igual probabilidad de ser
seleccionados mediante la aplicación sistemática de algún método de mues­
treo (aleatorio simple, aleatorio estratificado, por conglomerados, etcétera).

En el año en estudio, Sedesol proporcionó a los evaluadores el tamaño
muestral. Con este mecanismo Sedesol buscaba que la muestra se determi­
nara de la manera más objetiva y transparente posible, que no la hicieran los
operadores ni los evaluadores. Sin embargo, se suscitaron problemas debido
a que la empresa contratada no conocía suficientemente los programas.
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Este procedimiento, más allá de su costo, que la Sedesol estimó no
importante, provocó retrasos significativos en las actividades de planeación
y realización del trabajo de campo; pero, sobre todo, dejó una gran insatisfac­
ción en los evaluadores, que no estuvieron de acuerdo con su determinación
y solicitaron cambios o propusieron muestras alternativas. 75

Cabe señalar que, si bien en determinadas condiciones no se toma en
cuenta el tamaño del universo para la determinación del correspondiente a
la muestra, el listado del mismo facilita la composición aleatoria de ésta; sin
embargo, dicha información no se encuentra disponible en la mayoría de los
casos. 76

Esta situación dificulta el análisis de representatividad de la muestra, que
se agrava debido a la ausencia casi total de exposición del método empleado
en su determinación.

Como puede observarse en el cuadro 8, sólo siete de los 31 programas
analizados disponen de la cuantificación de su población objetivo, misma que,
en varios casos, coincide aproximadamente con la estimación realizada por
Sedesol de 19'225,833 habitantes en las 263 regiones prioritarias definidas,
lo que muestra que no ha sido calculada específicamente para el programa
en cuestión, El tamaño muestral se presenta en forma completa en 21 casos
(aunque sólo en un par de casos con información del método que permitió
su determinación). Finalmente, sólo en dos es posible conocer el porcenta­
je de beneficiarios que fue encuestado y así contar con una idea aproximada
de su nivel de representatividad (véase gráfica 8). Éste resulta sumamente
bajo (0.002 y 0.006 por ciento), o sea, entre dos y seis encuestados por cada
100,000 personas. 77

Si se toman en cuenta las reflexiones de Weiss (1999) al respecto, se
observa el poco respeto que se tiene al lector cuando no se informa sobre
las fuentes de información básicas en que se apoya el informe presentado o
simplemente se afirma que la muestra es representativa, sin fundamentarlo.

71 Un ejemplo lo constituyó el programa de Promoción de la Culturas Indígenas, que incluye entre sus
beneficiarios aproximadamente a 12'000,000 de indígenas y una población, no indígena sin estimar. en que la
"muestra representativa" aportada por Sedesol fue de 400 beneficiarios de uno solo de los siete subprogramas
incluidos.

u'Nuevamente esto puede ejemplificarse en los programas dellNI, en que. si bien la población indígena
en estado de pobreza está cuantificada en forma aproximada como acabamos de mencionar, hay programas que
se dirigen sólo a una parte no estimada de esta población (ejemplo: jóvenes en edad de estudiar), y más aún,
programas que incluyen a población no indígena, interesada en la información sobre dicho grupo social (ejem­
plo: programa de investigación, bibliotecas, mapotecas, hemerotecas, etcétera). Esta situación se repite en otros
programas como Investigación para el Desarrollo Local o Capacitación para el Fortalecimiento de la Sociedad
Civil, ambos de Indesol.

77 Las encuestas de Progresa incluían una persona de cada lOO familias.
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CUADRO 8

TAMAÑOS DE LOS UNIVERSOS Y SUS MUESTRAS

6'600,000 foco
23. Atención a Jornaleros Agrícolas ND

15. Coinversión Social NI)

16. Investigación para el Desarrollo Local NlJ

11. Promoción y Procuración de Justicia ND

12. Vinculación y Transferencia de Tecnología ND

Plan Acuario y Programa Desarrollo
Habitantes Semidesierto (PI)HS)

13. Compras, Créditos, Concursos y ND

Asistencia Técnica
14. Expertos en Acción ND

1i. Capacitación Fortalecimiento NI)

Sociedad Civil
18. l'ortalecimiento Institucional. Gestión ND

Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios Vivienda ND

Progresiva
20. Identidad Jurídica 20'000,000
21. Zonas de Alta Marginación ND

e Indígenas
22. Microrregiones 20'000,000 y

Tamaño de la Porcentaje muestra/
muestra aplicada población o~jetivo

S/muestra No corresp.
NI) NI)

500 beneficiarios ND

250 testigos
960 beneficiarios

960 testigos 0.005
409 NlJ

ND NI)

495 ND

36i NI)

Pers. 94 albergue 8.i nivel albergue
185 empleados NI)

489 beneficiarios
66 autoridades
comunitarias

264 ND

450 Plan Acuario ND

500 PDHS

350** NlJ

6i2 beneficiarios NI)

304 testigos.***
i5 ose NI)

Responsables NI)

36 proyectos
ND ND

No se solicitó No corresponde

315 viviendas**** NI)

S/muestra No corresponde
3i4 ND

3i6 0.002

0.006
601 ND

20'000,000*
NI)

ND

ND
NI)

29'152,000

ND
NI)

1,081 albergue
1,081 albergue

Tamaño de la
población objetivo

1. Desarrollo Humano Oportunidades
2. Abasto Social de Leche
3. Tortilla

4. Abasto Rural

Programas

5. Promoción de las Culturas Indígenas
6. Desarrollo Económico Productivo

Pueblos Indígenas
i. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación y Equipamiento Albergues

10. Operación de Albergues
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Programas
Tamaño de la

población objetivo

Tamaño de la

muestra aplicada
Porcentaje muestral
población objetivo

24. Desarrollo Pueblos NI.> S/dato beneficiarios "ID

y Comunidades Indígenas 34 testigos

25. Empleo Temporal ND NI) NI)

26. Estatales por Oemanda NI) 117 miembros NO

Comités

27. Iniciativa Ciudadana 3x I ND 80 responsables proyectos NI)

28. Jóvenes por ,vléxico ND 405 ND

29. ,\lujeres Jefas de Familia NI) 342 ND

30. Oportunidades Productivas 6'275,677 328 beneficiarios ND

99 testigos

JI. Superación Pobreza U rhana NI) 697 NI)

Fuente: Elaboración propia a partir de infomles finales de cvaluación. 2003, saJvo especificación en contrario.
Notas: • Como el dato no es mencionado en la evaluación, se toma el que brinda la SHCP, que corresponde

a la estimación de habitantes en pobreza extrema, ubicados en las 263 microrregiones prioritarias.
"EI tamaño diseñado fue de 1,021 bencfi(-iarius, pero sólo se localizaron 350.
*"* El tamaño original era de 1,020 beneticiarios y 264 testigos.
****EI tamalÍo originalmente determinado fue de 338 viviendas.

G l{,í r1C:A 8

TA.¡\JIAÑO MUESTRAL

0.002-0.006
6%

Por otra parte, únicamente en nueve casos'se menciona una encuesta a no
beneficiarios que funciona como grupo de control (diseño cuasiexperimen­
tal), para lograr mayor precisión en la medición de impactos.
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Otro asunto vinculado a la confiabilidad de los resultados de las encues­
tas aplicadas es la claridad y pertinencia del cuestionario diseñado para ese
objetivo, mismo que se presenta en muy pocos casos,7H además de la forma en
que el mismo se aplica, que no es posible verificar en el presente trabajo.79

Concluyendo sobre este aspecto, puede afirmarse que el fundamento
metodológico de lo que se reporta en los informes, con base en la aplicación
de encuestas, resulta de una debilidad muy grande. Si los datos provienen de
poblaciones sin significancia estadística, las categorías de análisis-que los utili­
zan carecen de sentido.

En forma complementaria, se aplican otros instrumentos de recolección
de información, entre los que se privilegia la entrevista, que resulta aplicada
en 20 casos. La misma se realiza por vía telefónica en dos casos, se califica
de semiestructurada y en profundidad en seis casos, y de grupal en uno. Se
percibe una tendencia a calificar de "en profundidad" a entrevistas que dejan
muchas dudas al respecto; también se destacan las debilidades de la aplica­
ción de una encuesta telefónica, en que no es posible confirmar la identidad
del locutor ni observar formas de lenguaje no verbal, entre otras.

Cabe anotar también que, en algunas evaluaciones, existe confusión en el
uso del término "entrevista", que aparece como sinónimo de "encuesta".

Finalmente, se mencionan otros métodos de recolección de información:
observación no participante en cuatro casos, dos estudios de casos, empleo de
cédulas, monitoreo de precios, censos y encuestas nacionales, grupos focales
y observación participante, en un caso cada uno.

Sorprende que en uno de los trabajos, el evaluador, quien debe gozar de
toda independencia en el diseño de sus instrumentos, manifieste que sometió
a aprobación de la instancia operadora del programa su guión de entrevista.

En cuanto al tratamiento de la información (véase cuadro 9), prácticamente
todos las evaluaciones combinan el análisis cuantitativo y el cualitativo, por
lo que sólo pueden plantearse diferencias de énfasis. Pocos utilizan técnicas
especializadas, sobresaliendo los estudios cuasiexperimentales con grupo
tratamiento y grupo testigo, y los intentos de analizar el costo/beneficio
(e/B) y el costo/eficacia (e/E), ya sea en términos exclusivamente económico­
financieros o incluyendo el componente social. La mayoría de las evalua­
ciones confunde estos estudios con el cálculo de costos unitarios. En menor
grado se emplean métodos de estadística inferencial y econometría, análisis
financieros (cálculo de periodos de recuperación de la inversión, TIR, VAN,

7H En algunos casos se menciona que se presenta en un anexo que no se encuentra integrado al informe.
" Algunos funcionarios entrevistados reconocieron que el trabajo de campo realizado tuvo fallas impor­

tantes (ejemplo: lndesol).



CUADRO 9

TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN

CIBo Estadística Análisis Énfasis
Programas Cuasiexperimentación ClE In/y Econ. financiero cualitativo Indicadores

l. Desarrollo Humano Oportunidades X X X
2. Abasto Social de Leche X X X X
3. Tortilla X X X X
4. Abasto Rural X X
5. Promoción de las Culturas Indígenas X
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas X
7. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación y Equipamiento Albergues

10. Operación de Albergues
11. Promoción y Procuración de Justicia X
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario X X

YPrograma Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica
14. Expertos en Acción X X X
15. Coinversión Social
16. Investigación para el Desarrollo Local
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva
20. Identidad Jurídica X
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas
22. Microrregiones
23. Atención a Jornaleros Agrícolas
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas
25. Empleo Temporal X X
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3x 1 X X
28. Jóvenes por México X
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas X X
31. Superación Pobreza Urbana X X
Total de casos 9 7 4

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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etcétera), técnicas con un marcado énfasis cualitativo, o se diseñan indicadores
de evaluación.

En el caso de Oportunidades, es importante mencionar que, al aumentar
la población cubierta en 2000-2002, el diseño evaluativo que se venía apli­
cando se debilitó (parte de su grupo de control pasó a formar parte del grupo
de tratamiento), por lo que en 2002, se sustituyó la elección aleatoria de los
grupos (que desde 1997 venía usándose en Progresa) por la utilización de
la técnica de emparejamiento. Aún no existe ningún documento oficial que
analice las consecuencias de esta modificación.

Otro problema de este programa es su insuficiente medición de impac­
to, realizada en 2002 a nivel de escuelas y clínicas de salud, por lo que en el
siguiente año se planeó la aplicación de encuestas individuales.

A nivel de la Dirección General de Evaluación de Sedesol prevalece
la idea de que, en la medida de lo posible, es deseable la aplicación del
método experimental a la evaluación de todos los programas a cargo de
Sedesol, ya que se le considera riguroso y científico. Sin embargo, se
reconoce que es muy complejo deslindar resultados entre los programas
y los demás factores intervinientes, por lo que se está trabajando en la
integración de un padrón único y se cuenta con un proyecto en desarrollo
para evaluar el conjunto de políticas sociales. También que, en materia
social, no todo se puede hacer con técnicas econométricas y que el análisis
cualitativo ofrece buenos sustentos cuando hay insuficiencia de informa­
ción cuantitativa.

En general, se puede concluir que existe un tratamiento aceptable de la
información; sólo se presentan tres casos en que el trabajo es fuertemente
descriptivo, limitándose a presentar cuadros y gráficas que ordenan los datos,
en lugar de ser más analítico. Son también muy pocos los que intentan aplicar
algunos métodos más específicos, los que en varios casos no resultan claros
o definitivamente presentan problemas en la selección de la información
utilizada en el cálculo.

En resumen, existe un énfasis en la aplicación de entrevistas y encuestas
de representatividad pocas veces fundamentada, que se complementa con un
tratamiento medianamente aceptable de los datos recogidos.

Pertinencia y diseño del programa

Ni el acuerdo ni los términos de referencia solicitaron el análisis de ninguno
de los elementos de este apartado en 2002, lo que equivale a suponer que los
programas estaban bien diseñados, por lo que sólo se justifica evaluar sus
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resultados e impactos. HII Ya hace mucho tiempo que Dror (1977) señaló el
peligro de aplicar bien políticas y programas mal diseñados, razón por la que
se considera parte imprescindible de una evaluación, el considerar si las nece­
sidades y demandas sociales justifican la existencia del programa actual, y de
ser así, si hay coherencia entre sus objetivos y dichas necesidades, así como si
es viable alcanzar los objetivos propuestos mediante la estrategias diseñadas.

Legisladores entrevistados estuvieron de acuerdo en la necesidad de su
inclusión como temas a evaluar, ya que, en la medida en que esto no es solici­
tado a los evaluadores, sus trabajos muestran pocas referencias al respecto.

Como puede observarse en el cuadro 10, sobre la existencia comprobada de
necesidades que justifiquen la existencia del programa sólo hay 14 casos que anali­
zan el tamaño de la población afectada y la magnitud de los problemas que la aque­
jan. En algunos informes (seis) sólo se describen las características de la población
beneficiada o la congruencia del programa con el PND Y el PNDS (nueve).

Correspondería luego analizar si el programa incluye un buen diseño de
objetivos, pero por lo general, los informes se limitan a enunciarlos. A veces,
su definición resulta tan general e indiscutible como "contribuir al logro de
mejores condiciones de vida para los beneficiarios" o "aumentar las oportu­
nidades de empleo e ingreso", por lo que, probablemente, los evaluadores no
consideran relevante su análisis. En estos casos resultaría conveniente avanzar
hacia el estudio de objetivos operativos o incluso de metas cuantificables.

Luego sería necesario analizar la congruencia entre las estrategias aplica­
das y los objetivos previos. En el cuadro 11 se presentan los aspectos consi­
derados en los informes revisados.

Finalmente, sería relevante analizar si el diseño de las reglas de operación
respeta la filosofía, los objetivos y estrategias del programa.

En resumen, hay referencias concretas a esta parte del diseño del pro­
grama en sólo ocho informes, el análisis de coherencia entre objetivos y
necesidades se ve limitado por la insuficiente identificación de las últimas
y la congruencia entre las estrategias aplicadas y los objetivos previos sólo es
considerada explícitamente por la mitad de los informes.

Se concluye que se hace muy poca evaluación del diseño de los progra­
mas, salvo en el aspecto de su focalización, que si bien sólo es solicitado explí­
citamente sólo por dos programas, constituye la principal estrategia aplicada
a los programas de superación de la pobreza. HI

"'Para los años posteriores a este análisis (20(H y 2(04) se ubicaron ténninos de referencia que solicitan el análisis
del diseño. Consultar, por ejemplo, los relativos al programa Iniciativa Ciudadana .l x 1, 20m. p. 19 o el programa
Adultos ;rv1ayores en Zonas Rurales. 2004. pp. 23 a 25.

"' Esta no se aplica en algunos programas como Investigación para el Desarrollo Local y parte del contenido
de Promoción de las Cultura Indígenas.
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CUADRO 10

PERTINENCIA DEL PROGRAMA

Programas

Población
afectada .Y
magnitud
problema

Características
población

beneficiaria

Congruencia
con PND

y PNDS

1. Desarrollo Humano Oportunidades X
2. Abasto Social de Leche X
3. Tortilla X
4. Abasto Rural X
5. Promoción de las Culturas Indígenas X X
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas
7. Planeación
8. Bienestar Social X
9. Reparación y Equipamiento Albergues X

lO. Operación de Albergues X
11. Promoción y Procuración de Justicia
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan X X

Acuario y Programa Desarrollo Habitantes
Semidesierto

13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica X X
14. Expertos en Acción
15. Coinversión Social X
16. Investigación para el Desarrollo Local X
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil X
18. Fortalecimiento Institucional Gestión X

Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios Vivienda Progresiva X X
20. Identidad Jurídica X
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas X
22. Microrregiones X
23. Atención a Jornaleros Agrícolas
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas X
25. Empleo Temporal X
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3xl X X
28. Jóvenes por México X
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas X
31. Superación Pobreza Urbana X
Total de casos 14 6 9

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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CUADRO II

DISEÑO DEL PROGRAMA

Programas

l. Desarrollo Humano Oportunidades

2. Abasto Social de Leche

3. Tortilla

4. Abasto Rural

5. Promoción de las Culturas Indígenas

6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas

7. Planeación

8. Bienestar Social

9. Reparación y Equipamiento Albergues

la. Operación de Albergues

11. Promoción y Procuración de Justicia

12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario y
Programa Desarrollo Habitantes Semidesierto

13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica

14. Expertos en Acción

15. Coinversión Social

16. Investigación para el Desarrollo Local

17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil

18. Fortalecimiento Institucional Gestión Social Municipal

19. Ahorro y Subsidios Vivienda Progresiva

20. Identidad Jurídica

21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas

22. Microrregiones

23. Atención a Jornaleros Agrícolas

24. Des. Pueblos y Comunidades Indígenas

25. Empleo Temporal

26. Estatales por Demanda

27. Iniciativa Ciudadana 3xl

28. Jóvenes por México

29. Mujeres Jefas de Familia

30. Oportunidades Productivas

31. Superación Pobreza Urbana

Total de casos

Diseño de
objetivos

x
X

X

X

X
X

X

X

8

Congruencia
estrategias/

objetivos

X
X

X
X

X

X
X
X

X
X
X

X

X

X

X

15

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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En relación con este aspecto, el cuadro 12 muestra que los elementos
más considerados son los mecanismos de identificación y recertificación de
beneficiarios, aunque a menudo, más que analizar su diseño, sólo se verifica
su cumplimiento. En 13 casos se describen las características de la población
atendida para verificar sus niveles de pobreza; sin embargo, esto no resulta
suficiente porque no garantiza que los atendidos sean los más pobres o que
toda la población objetivo esté siendo atendida. Algo muy similar sucede
con los casos en que sólo se verifica la pertenencia a zonas de alta y muy alta
marginación. En una tercera parte de los informes se intenta, con mayor o
menor precisión, calcular el índice de focalización y los errores de inclusión
y exclusión.

Recursos utilizados

Los costos y gastos de operación y el cumplimiento de metas financieras son
solicitados en el acuerdo y retomados en los términos de referencia, por lo
que en todos los informes de evaluación se encuentra alguna referencia total
o parcial al tema.

Un análisis completo del punto debería recuperar la propuesta de Cohen
(2001), revisada en el primer capítulo, haciendo alusión al gasto total progra­
mado, y al ejercido, su evolución en los últimos años y su distribución por
tipo de apoyo, estados, etcétera, así como el monto promedio efectivamente
transferido por beneficiario y población objetivo y la eficiencia de su aplica­
ción. Sin embargo, no todos estos elementos se solicitan, por lo que muchos
informes incluyen información parcial al respecto.

Su revisión nos muestra información muy variada (véase cuadro 13),
siendo la más frecuente la referida al presupuesto ejercido, que de todas
formas muestra siete omisiones totales. Este indicador, si bien no se solicita
expresamente, resulta fundamental para comparar los costos con la valora­
ción de los beneficios sociales, que el acuerdo incluye como el análisis costo­
beneficio de los recursos asignados al programa.

En general se revisa la meta financiera, pero pocos informes profundizan
en la información sobre la misma, el presupuesto programado o el nivel de
subejercicio alcanzado. Sólo cinco evaluaciones estudian la evolución del
gasto ejercido, que será muy importante en su comparación con el compor­
tamiento histórico de la cobertura y otros resultados, así como para diseñar
escenarios prospectivos. Sorprende que únicamente una de las evaluaciones
que considera el tema plantee explícitamente que trabaja a precios constantes,
ya que esto demuestra un manejo elemental de la información económica.



Programas

CUADRO 12

FOCALIZACIÓN

Identificación y
recertificación de

beneficiarios

Errores de
inclusión y
exclusión

Caracterización
población

beneficiaria

Pertenencia de
beneficiarios a
microrregiones

1. Desarrollo Humano Oportunidades X X
2. Abasto Social de Leche X X
3.Tortilla X
4. Abasto Rural X X
5. Promoción de las Culturas Indígenas X X
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas X
7. Planeaeión X
8. Bienestar Social X
9. Reparación y Equipamiento Albergues X

lO. Operación de Albergues X
11. Promoción y Procuración de Justicia X
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología. Plan Acuario y Programa Desarrollo X X

Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica X X
14. Expertos en Acción X
15. Coinversión Social X
16. Investigación para el Desarrollo Local X
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil X X
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal X
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva X X
20. Identidad Jurídica X
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas X
22. Microrregiones X X
23. Atención a Jornaleros Agrícolas X
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas X X
25. Empleo Temporal X
26. Estatales por Demanda X
27. Iniciativa Ciudadana 3x l X
28. Jóvenes por México X
29. Mujeres Jefas de Familia X X
30. Oportunidades Productivas X X
31. Superación Pobreza Urbana X X X
Total de casos 15 10 13

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación. 2003.
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La mitad de las evaluaciones hacen un buen análisis de la forma en que
el presupuesto se distribuye, fundamentalmente por entidades federativas y
vertientes del programa, calculando el gasto promedio por apoyo brindado
(proyectos, becas, etcétera). Sólo una cuarta parte calcula el gasto promedio
por beneficiario del programa, lo que puede explicarse, en muchos casos, por
la dificultad para determinar el número de los últimos.

También casi en la mitad de los casos se plantea que los recursos no pro­
vienen exclusivamente del gobierno federal, sino que perciben aportaciones
de otros ámbitos de gobierno, de los propios beneficiarios y otros actores.

Un pequeño número de casos se refiere al porcentaje de gastos destina­
dos y utilizados en la operación del programa; pero, mientras algunos los
identifican con los gastos administrativos o indirectos; otros lo hacen con el
gasto sustantivo, efectivamente recibido por los beneficiarios. En realidad no
hay una clara diferenciación de los gastos fijos y variables de cada programa;
mucho menos se toman en cuenta los gastos efectuados por los beneficiarios
para acceder a los servicios o transferencias del programa.

Otro aspecto que llama la atención se relaciona con la presencia de pro­
gramas que transfieren recursos a otras instancias,~2 sin que se analice su
excepcionalidad y el riesgo de que se duplique la contabilidad de los mismos;
así como programas que asignan recursos para la evaluación de otros.~J

Finalmente, habría que considerar que, en aquellos casos en que los pro­
gramas son manejados con una mezcla de criterios sociales y comerciales,
parece necesario complementar este análisis con un estudio financiero más
profundo. El mismo se solicita y realiza en los casos de los programas de
Liconsa y Diconsa, pero resulta definitivamente insuficiente en los desarro­
llados por Fonart.

En el cumplimiento de este apartado hay que señalar la presencia de
errores conceptuales en el manejo del criterio de eficiencia, que relaciona
los resultados alcanzados con los recursos empleados para hacerlo, pues se
percibe que algunos evaluadores consideran que basta con calcular los costos
para cubrir un análisis que debe interrelacionar dos variables.

Hay que reconocer que el propio acuerdo y los términos de referencia
inducen un poco a este error, al solicitar que se analicen aisladamente el
cumplimiento de metas físicas y financieras. Si bien la primeras, aisladas
de sus costos, nos permiten una medición de eficacia, que tiene sentido

"I:-JI, por ejemplo, en el caso del programa de Desarrollo de los Puehlos y Comunidades Indígenas del
Ramo 20 de Sedesol.

"'Caso de Investigación para el Desarrollo Local, que apoyó la evaluación de procesos de capacitación de
Oportunidades.
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en la evaluación; el mero uso de recursos, sin relación con sus productos,
carece de valor, H4 lo que importa es medir la eficiencia con que se aplicaron,
y esto requiere relacionar los costos con los resultados alcanzados, lo que
no se realiza.

En menor grado que los insumos financieros, pero de importancia rele­
vante para el funcionamiento del programa, es el resto de los recursos dis­
ponibles, que tampoco es solicitado a los evaluadores y se incluye en pocos
casos. Ellos incluyen a los tradicionales recursos humanos y materiales
(instalaciones, muebles, equipos, etcétera), así como los menos tradicionales,
vinculados a la información y la capacidad gerencial. Respecto de la informa­
ción, ya se comentaron las insuficiencias reportadas al hablar de las fuentes;
también es raro encontrar alguna referencia a la capacidad para gestionar los
programas.H5

En lo que atañe a los recursos humanos, encontramos menciones a su
falta de capacitación, disponibilidad de docentes, número de trabajadores y
su evolución, viáticos, remuneraciones y otros incentivos al personal.

En atención a los recursos materiales, se analiza el abasto de medica­
mentos, la infraestructura escolar, la red informática, la disponibilidad de
alimentos, materiales de construcción, vehículos, teleaulas, etcétera. Se trata
de pocas menciones que dependen de manera importante del tipo de activi­
dad desarrollada por el programa.

Análisis de procesos

El acuerdo y los términos de referencia tampoco mencionan explícitamente
este análisis. De no considerarlo, muchos procesos desarrollados quedarían
ocultos en una "caja negra", desconociéndose aspectos como la productivi­
dad, calidad y eficiencia con que los insumos son transformados en productos
o serVICIOS.

A pesar de la ausencia de una solicitud expresa, todos los evaluadores
incluyen referencias a dichos procesos, aunque con amplitud muy diversa, y
cumplen en revisar su apego a las reglas de operación.

En su revisión detallada destacan las menciones a los procesos de difusión
y promoción del programa y sus convocatorias, recepción de recursos, requi­
sitos y formalidades del proceso de solicitud y dictamen; selección y recerti­
ficación de proyectos y beneficiarios, altas y bajas de los padrones, control y

"' Un programa que gasta el 100 por ciento de sus recursos no es, sólo por eso. mejor que otro que gastó
el 80 por ciento.

,< A excepción del programa de Operación de Albergues, por ejemplo.



CUADRO 13

RECURSOS

Evolución Costo Otros Gasto
Presup. Presup. presupuesto promedio Distrib. Gasto per financia Opero

Programas programado ~jercido ejercido por apoyo del gasto capita mientos % Otros

\. Desarrollo Humano Oportunidades X
2. Abasto Social de Leche X
3. Tortilla
4. Abasto Rural X Relaciones

otros gastos
í. Promoción de las Culturas Indígeuas X X X
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas X
7. Planeación X X X
8. Bienestar Social X X X X
9. Reparación y Equipamiento Albergues X X X

10. Operación de Albergues X X X

11. Promoción y Procuración de Justicia X X X X X
12. Vinculación'y Transferencia, de Tecnología, Plan Acuario X X X

YPrograma Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica X X X X



14. Expertos en Acción X X
15. Coinversión Social X X X
16. Investigación para el Desarrollo Local X X X X
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil X X X X
18. Fortalecimiento Institucional para la X X X X X

Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresi"a X X X X Costos futuros

beneficiarios
20. Identidad Jurídica Costos futu ros
21. Zonas de Alta ",,1arginación e Indígenas X X X X X
22. Microrregiones X X X X X X
23. Atención a Jornaleros Agrícolas X X X X X
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas X X X X X X X
25. Empleo Tcmporal
26. Estatales por Demanda X X X X X X
27. Iniciativa Ciudadana 3x 1 X X X X
28. Jó\"CI]es por México X X X X
29. Mujeres Jefas de Familia X X X X X X
30. Oportunidades Productivas X X X X X
31. Superación Pobreza Urbana X X X X
lotal de casos 10 24 5 20 16 11 14 6

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales dc c"aluación, 200.1.



CUADRO 14

PROCESOS

Difusión .Y Recepción Solicitud y Selección y Control e
Programas promoción recursos dictamen recertificación información Coordinación

1. Desarrollo Humano Oportunidades X
2. Abasto Social de Lcche X
3. Tortilla X
4. Abasto Rural
5. Promoción de las Culturas Indígenas X X
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas X
7. Planeación
8. Bienestar Social X
9. Reparación y Equipamiento Albcrgues X X

10. Operación de Albergucs X X
11. Promoción y Procuración de Justicia X X X
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario y Programa

Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica X
14. Expertos en Acción X
15. Coinversión Social X X X
16. Investigación para el Desarrollo Local X X
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva X X
20. Identidad Jurídica
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas
22. Microrregiones X
23. Atención a Jornaleros Agrícolas X
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas X X X
25. Empleo Temporal X X
26. Estatales por Demanda X X X X X
27. Iniciativa Ciudadana 3x I X X X
28. Jóvenes por México X X X X
29. Mujeres Jefas dc Familia X X X X
30. Oportunidades Productivas X X X X
31. Superación Pobreza Urbana X X X
Total de casos 7 13 10 5 8 10

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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generación de información institucional, y coordinación con otras instancias
(véase cuadro 14). Adicionalmente, se encuentran analizados otros procesos a
los que se atribuye menor importancia (ejemplo: calidad y trato adecuado en
el proceso educativo de Oportunidades), o sólo son relevantes para algunos
programas (ejemplo apertura y cierre de tiendas en Abasto Rural).

A pesar del número limitado y diverso de procesos que se analizan en
cada evaluación, puede considerarse que se realiza una revisión aceptable,
incluyendo la discusión de los principales problemas identificados. Este
análisis podría homogeneizarse, para facilitar comparaciones, mediante un
guión de aspectos a considerar, sin perder de vista las particularidades de
cada programa evaluado.

Conceptualmente, este análisis vuelve a revelar confusiones entre veraci­
dad y eficacia, eficiencia y tiempo de demora, o eficacia y gasto.

En cuanto al apego de los procesos a las reglas de operación y su trans­
parencia, existe mucha dificultad para su verificación, lo que sólo puede
hacerse en función de las percepciones de la muestra seleccionada o mediante
el estudio de expedientes. Con base en los últimos, es posible revisar aleato­
riamente los resultados de dichos procesos, pero no los procesos mismos en
que se tomaron las decisiones. En muchos casos, la información disponible es
insuficiente y, prácticamente, se requeriría haber actuado como observador
en los procesos para poder fundamentar plenamente un juicio al respecto.
Resulta más factible la verificación entre los beneficiarios encuestados de los
requisitos de elegibilidad exigidos.

Medición de cobertura

El análisis de la cobertura, su variación respecto del año anterior y su desglose
por tipo de apoyo otorgado, por entidad federativa y por núcleo de población
o tipo de empresa, son solicitados por el acuerdo.

Se trata de una expectativa bastante ambiciosa, que requiere disponer
de buenas fuentes de información institucional, ya que el evaluador sólo puede
verificar la cobertura en los lugares seleccionados para la realización de tra­
bajo de campo. Si el programa no dispone del dato, el evaluador no puede
obtenerlo porque éste requiere de un trabajo censal. Es por ello que una
funcionaria de uno de los programas evaluados manifestó que, en materia
de cobertura, metas físicas y financieras, etcétera, el evaluador reproduce las
cifras que el programa le aporta, por lo que a la instancia que lo opera no le
agrega nada, salvo algunas sugerencias relativas a su sistema de información,
personal adicional, etcétera.



CUADRO 15

COBERTURA

Programas

1. Desarrollo Humano Oportunidades

2. Abasto Social de Leche

3. Tortilla
4. Ahasto Rural

5. Promoción de las Culturas Indígenas

6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas

7. Planeación

H. Bienestar Social

9. Reparación y Equipamiento Albergues
lO. Operación dc Albergues

11. Promoción y Procuración de Jllsticia

12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan .Acuario

y Programa Desarrol1o Habitantes Semidesicrto

l3. Compras. Créditos, Concursos y Asistencia Técnica

Población
atmdida

X

x

X
X
X

X

X

Porcentaje
de población

objetivo

Distribución
por estados,
municipios o
localidades

X

X
X

X

Cálculo exclusivo
a nivel estados,
municipios o
localidades

X
X

X

Evolución
de la

cobertura

x
X

X

X

Otros

Informa el total de

población no cubierta

Distribución por

proyectos



14. Expertos en Acción X X
15. Coinversión Social X
16. Investigación para el Desarrollo Local X
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil X
18. Fortalecimiento institucional para la Gestión X

Social Municipal

19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva X
20. Identidad Jurídica
21. Zonas de Alta Marginacián e Indigenas X X
22 . .M.icrorregiones X X Indica porcentaje de cobertura

respecto de la meta
23. Atención a Jornaleros Agrícolas X
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas X X
25. Empleo lemporal X X
26. Estatales por Demanda X X
27. Iniciativa Ciudadana 3x 1 X X Analiza la pertinencia de los

beneficiarios a la población

objetivo.
28. Jávenes por México
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productiv·as X X X
.n. Superación Pobreza Urbana X
Total de casos 15 5 9 8 5 4

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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En la mitad de las evaluaciones (véase cuadro 15), se incluye la cantidad
de población atendida como cálculo de la cobertura; aun cuando lo más
importante es su porcentaje (que sólo cinco evaluaciones calculan), que rela­
ciona la población anterior con la población objetivo total, siempre y cuando
la primera forme parte de la última, ya que se presentan casos en que se
atiende a personas con características diferentes a las definidas por el pro­
grama. La falta de medición de dicho porcentaje puede deberse a que, como
ya se mencionó, es muy común que el dato relativo al tamaño de población
objetivo no esté disponible, lo que impide contar con información suficiente
para valorar el esfuerzo que aún resta por hacer. Otro motivo posible es que el
acuerdo y los términos de referencia no especifican el tipo de medición de
cobertura esperado.H6

En los 15 casos en que se revisa la población atendida, existe la posibili­
dad de que ésta coincida sólo parcialmente con la población objetivo, lo que
sólo una de las evaluaciones revisa.

Cerca de la cuarta parte de las evaluaciones analiza la distribución de la
cobertura por edad, género, nivel de marginación, etcétera y la estudia a nivel
estatal o municipal; sólo en cinco casos se analiza su evolución.

En resumen, 27 de las 31 evaluaciones hacen alguna medición de cober­
tura, el resto argumenta no contar con información suficiente, la confunde
con el logro de metas físicas, no la considera porque el programa aún no se
ha aplicado o se limita a discutir la cuantificación hecha por Sedesol.

De esta forma, puede afirmarse que el nivel de cumplimiento de los
informes en relación con lo solicitado en el acuerdo es bastante bajo, lo que
en algunos casos, es responsabilidad del evaluador, pero en muchos se debe
a la insuficiente información institucional.

Resultados alcanzados

El acuerdo y los tém1inos de referencia solicitan el resultado de la evaluación
en campo del cumplimiento de las metas físicas; sin embargo, la definición
de éstas resulta tan limitada y parcial que todos los informes incluyen otros
elementos adicionales.

En relación con dicho cumplimiento, sucede lo mismo que se revisó en el
caso de la cobertura: la información que se presenta es institucional, no hay
manera de que el evaluador haga su propio cálculo porque esto requeriría
de una revisión objetiva y completa en todo el país. Es así que ocho de las

"La misma fue aclarada posteriormente en la guía propuesta por la sFP.



CUADRO 16

RESULTADOS

Programas

1. Desarrollo Humano Oportunidades
2. Abasto Social de Leche
3. Tortilla
4. Abasto Rural
5. Promoción de las Culturas Indígenas
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas
7. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación y Equipamiento Albergues

lO. Operación de Albergues
11. Promoción y Procuración de Justicia
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario

y Programa Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica
14. Expertos en Acción
15. Coinversión Social
16. Investigación para el Desarrollo Local
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva
20. Identidad Jurídica
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas
22. Microrregiones
23. Atención a Jornaleros Agrícolas
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas
25. Empleo Temporal
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3X 1
28. Jóvenes por México
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas
31. Superación Pobreza Urbana
Total de casos

Servicios
brindados

X
X
X
X
X
X
X
X
X
X
X
X

X
X
X
X
X
X
X
X
X
X
X
X

X
X
X

X

28

Distribución Evolución
Logro de regional de de número Distribución
objetivos accIOnes de acciones porgénero

X
X
X
X X
X

X X X
X
X
X X X
X X
X

X X
X X X X

X X
X X
X
X X
X
X
X

X X X

X X
X X
X X X X
X
X

25 8 7 6

Fuente; Elaboración propia a partir de informes linales de evaluación, 2003.
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evaluaciones efectuadas fundamentan la imposibilidad de la comprobación
exhaustiva de acciones en todo el país, las verifican parcialmente en campo y
a través de las percepciones de funcionarios y beneficiarios.H7

El análisis de los informes de evaluación muestra (véase cuadro 16) en
este apartado: una descripción del número de servicios brindados, en casi
todos los casos; un análisis de la eficacia alcanzada en el logro de objetivos
(no así de su eficiencia), en una amplia mayoría de los programas evaluados;
la distribución de las acciones realizadas por regiones o estados, la evolución
del número de acciones realizadas, y el análisis de la equidad de género en
aproximadamente la cuarta parte de las evaluaciones realizadas.

En dos casos, se realiza también un análisis crítico de los indicadores pro­
puestos por Sedesol y/o su dificultad para alimentarlos con información.HR

En general, se procede a un tratamiento suficiente de los servicios brin­
dados y el cumplimiento de metas, con pocas excepciones. Son muy pocos
los que profundizan en el análisis de su evolución y distribución. Un buen
número de casos analiza críticamente tanto la información que se solicita
como los indicadores propuestos para su sistematización. Excepcionalmente
se perciben confusiones conceptuales como la presentación de resultados
bajo el título de impactos, o errores en la manera de calcular la eficacia y el
costo-efectividad.

Impactos provocados

En términos de impactos, el acuerdo y los términos de referencia solicitan
analizar los beneficios económicos y sociales que resultan de la aplicación de
los recursos asignados a cada programa; no se refieren al análisis del efecto
logrado en la solución del problema encarado por el programa, que corres­
ponde estrictamente al impacto. También requieren el costo-beneficio de los
recursos asignados al programa, en función de costos y gastos unitarios en
que se incurre para operar el programa.

La descripción de los beneficios económicos y sociales se cubre, con
diferente nivel de detalle, en casi todos los programas,H9 si bien algunas eva­
luaciones los confunden con los resultados (número de acciones, proyectos,
becas, etcétera). Pero, lo que provoca dificultades es el intento por identificar

,; Se trata de Promoción de las Culturas Indígenas, Planeación, Reparación y Equipamiento de Albergues,
Bienestar Social, programas de Conaza, Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal, Estatales
por Demanda y Mujeres Jefas de Familia.

"Estatales por Demanda e Iniciativa Ciudadana.
"'Con excepción de Investigación para el Desarrollo Local y de Identidad Jurídica, en que este último casi

no operó.
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y medir realmente los impactos, y el análisis costo-beneficio, que algunos
intentan sin realizar una aplicación correcta del método.

En su análisis, encontramos (véase cuadro 17) que más de la cuarta parte
de las evaluaciones omiten todo tratamiento de los impactos. En los casos
restantes se analizan los cambios en las condiciones socioeconómicas de los
beneficiarios (empleo, ingresos reales, educación, vivienda, alimentación,
servicios básicos, etcétera), el impacto percibido y las expectativas de los
beneficiarios a nivel de las familias, las organizaciones y las comunidades,
o se incluye una valoración global del impacto en opinión del evaluador, en
nueve programas. Sólo en seis casos se verifican los cambios atribuidos al
programa mediante la comparación del grupo de tratamiento y de otro testi­
go. Adicionalmente, se mencionan referencias específicas (ejemplo: impacto
en la migración en los casos de los programas de Zonas de Alta Marginación
e Indígenas y Microrregiones).

Por otra parte, también se presentan opiniones que cuestionan la posi­
bilidad de medir impactos por las siguientes razones: falta de información
institucional suficiente sobre los beneficios del programa y ausencia de
diagnóstico basal, intangibilidad de los impactos como dificultad para su
cuantificación, falta de definición de metas en este indicador, y necesidad de
disponer de plazos mayores para su medición.

Oportunidades es el único programa que, en 2002, ofreció una cifra de
población que superó la pobreza extrema (5 por ciento), muy criticada en
el medio académico y periodístico. La Dirección General de Evaluación
de Sedesollo considera el programa más avanzado en materia de medición de
impacto y espera que el resto evolucione en ese sentido.

Sin embargo, su diseño a nivel de escuelas (en lugar de un seguimiento de
becarios) es muy débil en materia de medición de impacto; sólo se cuantifica
la inscripción y retención escolar pero no evalúa el logro educativo.

El programa de Empleo Temporal, si bien analiza cambios en la condi­
ciones de vida de los beneficiarios, no se focaliza al estudio del empleo, sino
que le concede la misma importancia que a la educación y demás indicadores
de bienestar.

En algunos casos se reportan impactos que no corresponden, por estar
logrados con recursos ajenos al programa, o se confunden los beneficios eco­
nómicos y sociales con datos presupuestales.

Por otra parte, habría que evaluar los aprendizajes generados (desarrollo
de la cultura evaluativa, de tecnologías apropiadas, etcétera), que resultan
más difusos, o incluso impactos provocados por el solo hecho de que los
funcionarios sepan que existirá una evaluación.



CUADRO 17

IMPACTOS

Programas

l. Desarrollo Humano Oportunidades
2. Abasto Social de Leche
3. Tortilla
4. Abasto Rural
5. Promoción de las Culturas Indígenas
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas
7. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación y Equipamiento Albergues

lO. Operación de Albergues
11. Promoción y Procuración de Justicia
12. Vinculación de Transferencia de Tecnología, Plan Acuario y

Programa Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica
14. Expertos en Acción
15. Coinversión Social
16. Investigación para el Desarrollo Local
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva
20. Identidad Jurídica
2l. Zonas de Alta Marginación e Indígenas
22. Microrregiones
23. Atención a Jomaleros Agrícolas
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas
25. Empleo Temporal
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3xl
28. Jóvenes por México
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas
31. Superación Pobreza Urbana
Total de casos

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.

Cambios en Atribución de Percepciones y Valoración
condiciones de los cambios expectativas de global
beneficiarios al programa los bmeficiarios del impacto

X X
X X
X X
X X

X
X X
X X
X X

X X

X
X

X
X

X
X

X
X

X X

X X X

X X
X

X X
X
11 6 10 9
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En conclusión, se cuenta con un esfuerzo muy variado por realizar algo
más que una mera descripción de beneficios económicos y sociales, que las
dos terceras partes de las evaluaciones logran mediante mediciones de impac­
to, con distinto grado de objetividad.YO La SHCP considera que los indicadores
que se utilizan no trascienden el mero seguimiento de datos de entrada y de
salida.

Ante esta situación, considerada común a muchos países en opinión del
HM, diversos legisladores estuvieron de acuerdo en la necesidad de intentar
mediciones de impacto sólo en periodos plurianuales. La ASF, por ejemplo,
tarda entre tres y cinco años para volver a medir el impacto de un mismo
programa. Lo mismo sucede en algunos casos nacionales revisados en el capí­
tulo 4 (Francia y Canadá).

Participación y satisfacción social

La revisión de la participación social y ciudadana, estrategia privilegiada por
el PND, no es solicitada por el acuerdo; los términos de referencia sólo la
requieren expresamente en dos programas. Por el contrario, es ampliamente
solicitado el análisis del grado de satisfacción de la población objetivo.

Trece evaluaciones no mencionan el tema, mientras muchos informes hacen
referencia a la ausencia de participación o a los bajos niveles alcanzados por la
misma en la gestión de los programas. Las referencias específicas de partici­
pación en la gestión de los programas son pocas (véase cuadro 18): formación
de comités de beneficiarios, asambleas, integración de comités de contraloría
social, consideración de las opiniones de la comunidad, participación de
beneficiarios en cursos de capacitación, promoción de la participación ciuda­
dana a través del involucramiento de OSC, aportaciones en dinero, especie, o
trabajo. También se informa sobre la participación obligatoria en la confor­
mación de comités proobras en el caso del Programa para los Habitantes del
Semidesierto (PHSD) de Conaza.

Hay que resaltar que los beneficiarios son considerados para la obten­
ción de información para los informes (mediante la aplicación de encuestas,
entrevistas, grupos focales, etcétera), pero no existe ninguna referencia a que
hayan participado en los procesos mismos de evaluación. vl La Dirección

~I Al iniciar 2005, la Dirección General de Evaluación informó que sólo se han realizado nueve evaluaciones
específicas de impacto, algunas de ellas vinculadas a los programas vigentes en 2002 en los casos de: Progresa­
Oportunidades, Liconsa, Diconsa y la estrategia de Microrregiones.

"Sólo las organizaciones apoyadas por Indeso!, en algunos casos (Equipo Pueblo, por ejemplo), aplican
procesos de evaluación participativa de sus proyectos.
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Programas

l. Desarrollo Humano Oportunidades
2. Abasto Social de Leche
3. Tortilla
4. Abasto Rural
5. Promoción de las Culturas Indígenas
6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas
7. Planeación
8. Bienestar Social
9. Reparación v Equipamiento Albergues

10. Operación de Albergues
11. Promoción y Procuración de Justicia
12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario y

Programa Desarrollo Habitantes Semidesierto
13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica
14. Expertos en Acción
15. Coinversión Social
16. Investigación para el Desarrollo Local
17. Capacitación Fortalecimiento Sociedad Civil
18. Fortalecimiento Institucional para la Gestión Social Municipal
19. Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva
20. Identidad Jurídica
21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas
22. Microrregiones
23. Atención a Jornaleros Agrícolas
24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas
25. Empleo 'lemporal
26. Estatales por Demanda
27. Iniciativa Ciudadana 3X 1
28. Jóvenes por México
29. Mujeres Jefas de Familia
30. Oportunidades Productivas
31. Superación Pobreza Urbana
Total de casos

CUADRO 18

PARTICIPACIÓN

Olganizaciones
de ben~ficiarios

x
X
X
X
X
X
X

Cursos de
capacitación

X

X

Organizaciones
de la sociedad

civil

Aportaciones
en dinero
o especie

Aportaciones
de trabajo

X
X

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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General de Evaluación confirmó que sólo participan mediante la presenta­
ción de quejas o en respuesta a las encuestas aplicadas. 92

A nivel de los evaluadores, SHCP, SFP y osc hubo amplio acuerdo sobre el
bajo nivel de participación social, con sólo dos excepciones de organizaciones
que lo calificaron como medio y de la evaluación cualitativa aplicada en el
caso de Oportunidades.

Entre los miembros del Poder Legislativo, los entrevistados afirman
que no conocen ninguna evaluación realizada con participación social, o al
menos, en que ésta haya jugado un papel relevante. Algún congresista de la
oposición llegó a manifestar que "ésta no le gusta al gobierno ni sabe cómo
encauzarla", por lo que el borrador de reglamento de la LGDS reduce mucho
su peso original, limitándose a la creación de consejos consultivos de carácter
honorario.

Ante tal ausencia de participación de los beneficiarios en la toma de deci­
siones y los procedimientos de evaluación, surgió la inquietud de investigar
si alguna organización de la sociedad civil (también promovida en el discurso
de los planes y programas gubernamentales) participaba en los procesos de
evaluación gubernamental. Para ello se estableció contacto con unas 15 ose
y consultoras especializadas en ellas, de las cuales seis reportaron tener expe­
riencia evaluativa,9J por lo que se le aplicó una entrevista a las cinco que fue
posible contactar.

Lo anterior permitió conocer que ninguna de las entrevistadas había tenido
relación alguna con los procesos de evaluación externa de programas guberna­
mentales en estudio; sin embargo, en uno de los casos la organización había sido
contratada para realizar una evaluación al program:'. Organización Productiva
de Mujeres Indígenas para la Comisión Nacional de Desarrollo de los Pueblos
Indígenas (INI en 2002), yen otro, realizó una evaluación independiente al Pro­
gresa, dentro de la campaña "El Banco Mundial en la Mira de las Mujeres" (Red
Nacional de Asesoras y Promotoras Rurales).

En el resto de los casos, la experiencia evaluativa se vinculaba con eva­
luaciones hechas en consultoría para los programas de otras osc nacionales,
a nivel internacional, o referidas a la evaluación de sus propios proyectos o
programas.

Es de destacar, por contraste con las evaluaciones externas a programas
gubernamentales, el cuidado que las osc ponen en los mecanismos participa-

'" Su director manifiesta promover la participación de losstakeholders involucrados, pero hace referencia sólo
a los funcionarios de su dirección. los opemdores y evaluadores (Hernández, 20(5).

'H Se contactó a SlPAM, CIDlIAL, FL:.:'\JDAR, etcétera, y reportaron contar con experiencias en evaluación: <::\.\1;

Kinal Antsetil; CE!>!. Espiral Consultora S.c.. Red Nacional de Asesores y Promotores Rurales, y una persona
que perteneció a Cidhal y trabaja actualmente como consultora independiente.
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tivos y en la discusión y difusión de los resultados de la evaluación a través
de talleres, espacios de diálogo, publicaciones, etcétera, que forman parte del
aprendizaje organizacional. En general, los resultados son utilizados para
conocer avances y efectuar ajustes a la planeación por la misma organización
o para informar a la agencia de cooperación.

Estas experiencias, consideran las entrevistadas, se traducen en apren­
dizajes de contenido (aclarar el rumbo), de metodología (desarrollo de ins­
trumentos técnicos y formas de motivar a participar), de conocimiento del
contexto nacional, funcionamiento del gobierno, etcétera, que complementan
la mirada interna de los implicados en el programa.

Frente a este breve diagnóstico sobre la participación social en los pro­
cesos evaluativos, uno de los evaluadores externos entrevistados concluyó
que es necesario elevar y potenciar a los sujetos de la evaluación, construir
evaluación y no aplicarla de fuera y mecánicamente como algo dado.

En la práctica se trata de una elección ideológica de fondo, como mani­
festó un congresista entrevistado: una visión tecnocrática de transferencias
de efectivo, en forma individualizada, para ser utilizadas en el mercado; o una
organización social de los beneficiarios participando en los procesos deciso­
rios como, en su opinión, habría intentado hacer el Pronasol.

En cuanto a la satisfacción de los beneficiarios, ésta es recogida en la mayoría
de las evaluaciones mediante la aplicación de encuestas; sin embargo, y a pesar de
ser solicitada de manera explícita, hay 11 programas que no la revisan.

Lo anterior muestra poco apego de los evaluadores a un aspecto solicita­
do, importante y fácil de cubrir, así como un poco de mayor atención al tema de
la participación, también muy importante, pero no solicitado.

Escenarios prospectivos

El requerimiento de su presentación es señalado en el acuerdo y recogido en
diversos términos de referencia; sin embargo, son muy pocas las evaluaciones
que los intentan:

-cuatro evaluaciones incluyen el diseño de un escenario tendencial y otro
alternativo;

-tres informes organizan otros tipos de escenarios,
-cuatro presentan tendencias o previsiones mínimas, sin construir esce-

nanas, y
-tres presentan argumentaciones, no muy convincentes, de por qué no

se incluyeron.
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Como puede percibirse, éste constituye el aspecto menos cubierto de
todos los solicitados en el acuerdo y hace suponer que, o bien los evalua­
dores no tuvieron tiempo suficiente para realizarlo, ya que es el último
paso del proceso solicitado; o bien hay muy poca expertise desarrollada en
el tema.

Valoración global del programa

Como se recordará de la lectura del capítulo 2, toda evaluación supone, para
ser considera como tal, la elaboración final de un juicio valorativo, sistemá­
ticamente fundamentado, sobre la gestión del programa y sus logros. El
Acuerdo solicita al respecto: opinión sobre la permanencia o conclusión del
programa, conclusiones y recomendaciones.

Como puede verse en el cuadro 19, 12 trabajos cumplen plenamente con
este juicio valorativo explícito y lo acompañan de recomendaciones para su
continuación, uno evalúa ampliamente el programa sin presentar un juicio
sintético, y 17 casos se limitan a realizar recomendaciones que, implícita
o explícitamente, suponen la continuidad del programa. En los dos restantes
no se incluye ni juicio valorativo ni recomendaciones.

En conclusión, siendo rigurosos, sólo un poco más de la tercera parte de
los trabajos cumplen con este requisito para ser verdaderas evaluaciones y
existen tres casos insuficientes en materia de conclusiones.

Utilización de resultados y recomendaciones
de evaluaciones previas

Este aspecto no fue incluido en el acuerdo; sin embargo, fue solicitado, por
lo menos, en los términos del referencia de un programa, y permite dar con­
tinuidad a los trabajos realizados, así como detectar la utilidad práctica de las
recomendaciones efectuadas.

Se recuerda que siete de los programas revisados comenzaron a funcio­
nar en 2002,94 y otros dos parecen no haber sido evaluados previamente,
aunque esto no se menciona. En consecuencia, en estos casos, el punto carece
de sentido.

De los 22 programas restantes, su cumplimiento se verifica sólo en 12
informes. Lo anterior deja 10 programas que, a pesar de tener antecedentes

"Identidad Jurídica, Desarrollo de Pueblos y Comunidades Indígenas, Estatales por Demanda, Iniciativa
Ciudadana, Mujeres Jefas de himilia, Oportunidades Productivas y Superación de la Pobreza Urbana.
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CUADRO 19

VALORACIÓN DEL PROGRAMA Y RECOMENDACIONES

Programas
Juicio y recomendaciones Recomendaciones con

explícitas juicio implícito

l. Desarrollo Humano Oportunidades

2. Abasto Social de Leche

3. Tortilla

4. Abasto Rural X

5. Promoción de las Culturas Indígenas X

6. Desarrollo Económico Productivo Pueblos Indígenas X

7. Planeación X

8. Bienestar Social

9. Reparación y Equipamiento Albergues X

10. Operación de Albergues X

11. Promoción y Procuración de Justicia X (no sintético)

12. Vinculación y Transferencia de Tecnología, Plan Acuario X

y Programa Desarrollo Habitantes Semidesierto

13. Compras, Créditos, Concursos y Asistencia Técnica

14. Expertos en Acción

15. Coinversión Social X

16. Investigación para el Desarrollo Local

17. Capacitación hmalecimiento Sociedad Civil

18. fortalecimiento Institirucional, Gestión Social Municipal

19. Ahorro y Subsidios Vivienda Progresiva. X

20. Identidad Jurídica

21. Zonas de Alta Marginación e Indígenas

22. Microrregiones

23. Atención a Jornaleros Agrícolas

24. Desarrollo Pueblos y Comunidades Indígenas

25. Empieo Temporal

26. Estatales por Demanda

27. Iniciativa Ciudadana 3x 1 X

28. Jóvenes por México X

29. Mujeres Jefas de Familia

30. Oportunidades Productivas

31. Superación Pobreza Urbana

Total 12

Fuente: Elaboración propia a partir de informes finales de evaluación, 2003.
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de evaluación previa, no los refieren, presentando su evaluación como un
esfuerzo aislado.

Informes finales

En este apartado se refiere el contenido y claridad de los informes de eva­
luación y sus resúmenes ejecutivos. En teoría se espera que un buen informe
explicite sus objetivos, describa el contexto en que se produjo la evaluación,
la metodología aplicada y los motivos de su elección, sus resultados y crite­
rios de valoración, así como que presente un juicio sintético del desempeño
del programa y realice recomendaciones pertinentes; pero, el análisis de los
informes finales de evaluación muestra una cobertura muy limitada de estos
temas.

El funcionario entrevistado en la SFP manifestó que el principal problema
en el cumplimiento de sus funciones de revisión de los informes lo constituye
el desorden, ya que la información no se presenta organizada de acuerdo a los
temas estipulados en el acuerdo. Agregó que se mencionan conclusiones por
todos lados, se incurre en problemas metodológicos y se identifican incon­
gruencias entre resultados, conclusiones y recomendaciones.

La Dirección General de Evaluación de Sedesol también considera que
los informes deben mejorarse mucho y las recomendaciones sustentarse
adecuadamente.

Costo/calidad de los resultados
de las evaluaciones externas

Como se señaló en el capítulo 6, Schwandt y Halpern (1988, citado en Buste­
lo, 2001) sugieren que la metaevaluación tome en cuenta, además de la meto­
dología utilizada, la bondad de los resultados hallados en la evaluación. Como
la última puede resultar fuertemente impactada por los recursos financieros
disponibles para su realización, mismos que en nuestro contexto presentan
una gran variación en sus montos, se considera necesario tomar en cuenta
ambas variables en forma combinada. Se propone entonces una clasificación
del conjunto de las evaluaciones, con base en el presupuesto destinado al
trabajo y la calidad de su producto.

Esta última surge como consecuencia del comportamiento del conjunto
de indicadores revisados. Para su medición agregada, Schwandt y Halpern
recomiendan tomar en cuenta la coherencia lógica existente entre los cuatro
elementos identificados por Patton: datos, interpretaciones, valoraciones y
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recomendaciones. En nuestro caso, y con todas las limitaciones que impli­
ca utilizar sólo información seleccionada, se retomó uno de los métodos de
medición de calidad sugeridos por Abate (2000), muy cercano a la propuesta
de Patton, y adaptado a nuestro contexto: una combinación de tres de los
elementos revisados en esta metaevaluación, considerados parámetros signi­
ficativos para su medición: 1. contar con un diseño, recolección y tratamiento
de datos rigurosos; 2. cumplir con los requerimientos especificados en el
acuerdo y los términos de referencia; y 3. concluir con la explicitación de un
juicio valorativo fundamentado sobre el programa.

Como resultado de lo anterior se obtienen: 1. siete evaluaciones de alta
calidad, cuatro de las cuales coinciden con la valoración efectuada por la
Dirección General de Evaluación (Oportunidades, Abasto Social de Leche,
Tortilla y Abasto Rural); 2. siete de calidad media; y 3. las 16 restantes con
calidad baja95 (véase cuadro 20). Ninguna de las evaluaciones consideradas
cumplió plenamente con todos los parámetros considerados, razón por la que
ninguna alcanzó un nivel que pudiera calificarse como óptimo.

Los resultados anteriores fueron reforzados a través de otro de los cua­
tros métodos identificados por Abate: la percepción promedio que sobre la
calidad tienen los diferentes actores del proceso, misma que fue recogida en
las entrevistas. Una amplia mayoría las consideró "regulares"; en particular,
cuatro de los cinco evaluadores entrevistados fueron de esta opinión aunque,
al igual que los legisladores, reconocieron una gran variabilidad. El funciona­
rio entrevistado en la SFP las calificó contundentemente como "malas".

La variedad de calidades identificada coincide también con la opinión
manifestada por el director general adjunto de Gestión Institucional, quien
mencionó la existencia de un abanico de calidades en las evaluaciones realiza­
das: con problemas de información, falta de datos estandarizados, de carácter
más descriptivo que explicativo, poco útiles para el consumo interno, etcétera,
por lo que consideró necesaria la realización de trabajos de metaevaluación.

El resultado del estudio combinado del monto de recursos empleados y la
calidad de evaluaciones muestra la falta de correlación entre estas variables:
la mitad de las evaluaciones exhiben congruencia entre los recursos aplicados
y la calidad lograda, cinco presentan una calidad superior a sus costos y 10 la
situación inversa (véase cuadro 20).

El nivel más alto de presupuesto corresponde ampliamente al progra­
ma de Desarrollo Humano Oportunidades; sin embargo, a pesar de su alta
calidad, no es posible juzgar a su evaluación como óptima, debido a que no

o; Una no se turnó en cuenta por tratarse de un programa casi sin actividad, cuya evaluación es muy
acotada.
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CUADRO 20

CLASIFICACIÓN DEL NÚMERO DE EVALUACIONES
SEGÚN CALIDAD Y COSTO

Recursos bajos Recursos medios Recursos altos Recursos muy altos
(menos de (entre 400,000 y (entre 1 '000,000Y (más de

400,000 pesos) 1'000,000 de pesos) 5 '000,000 de pesos) 5 '000, 000 de pesos) Total

Calidad

baja 9 5 2 O 16
Calidad

media 4 2 O 7
Calidad

alta O 4 2 7
Calidad

muy alta O O O O O

Total LO 13 6 1 30

Fuente: Elaboración propia a partir de cuadros previos.

cumple con algunos de los requisitos establecidos en el acuerdo y no integra
los diversos trabajos realizados, ni emite un juicio valorativo de conjunto,
Esto se fundamenta también en que el diseño de grupos de tratamiento y
control a nivel de escuelas y centros de salud no resulta suficiente para medir
impactos, en que se debería trabajar a nivel de los beneficiarios. Además,
Oportunidades tendría que medir la sinergia que aporta la reunión de servicios
de salud, alimentación y educación en lugar de la realización de tres progra­
mas separados.

Abasto Rural resulta la evaluación más cara después de Oportunidades
y, de acuerdo con los parámetros establecidos, es el que más se acerca a una
calidad óptima, conjuntamente con las evaluaciones efectuadas a los progra­
mas de Conaza e Iniciativa Ciudadana 3X 1.

En el caso de Abasto Social de Leche, los recursos, siendo los más altos
después de Oportunidades y Abasto Rural, distan mucho de los anteriores;
sin embargo, se obtiene un trabajo de buena calidad, en el que se lamenta la
ausencia de un juicio valorativo final.

En el extremo opuesto, resulta preocupante que dos evaluaciones de alto
costo logren sólo un nivel bajo de calidad.

El análisis realizado permite concluir que se cuenta con un limitado
avance de la evaluación de programas de desarrollo social en México. Tam­
bién verificamos que esto es así en la percepción de prácticamente todos los
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actores entrevistados en torno al proceso,96 por lo que se les preguntó sobre
las causas que consideran provocan esta situación.

Los resultados de sus respuestas, que se resumen en el cuadro 21,
indican que las más importantes son de índole cultural, social y política,
seguidas de las económicas y administrativas. Sorprende que contando con
tantos problemas metodológicos e insuficiencias de formación en la mate­
ria, las razones de ese tipo sean las menos nombradas. Esto sugiere falta de
conciencia sobre las limitaciones que las actuales evaluaciones presentan,
mismas que han quedado demostradas en el análisis de los informes corres­
pondientes.

Juicio valorativo de la metaevaluación transversal

A las limitaciones financieras y de recursos humanos especializados, identifi­
cadas en el capítulo anterior, el actual agrega problemas en los procedimien­
tos, el manejo metodológico y la calidad de los resultados hallados.97 Entre
los primeros se señalan imprecisiones y ausencias por parte de la demanda
(acuerdo, bases y términos de referencia).

En relación con el manejo metodológico, salvo pocas excepciones, se
identifican evaluaciones con base en la aplicación de instrumentos a mues­
tras de representatividad desconocida o dudosa, se cubren parcialmente los
aspectos solicitados y otros de reconocida relevancia para arribar a conclu­
siones bien fundamentadas, y se emiten pocos juicios explícitos de valoración
del programa analizado.

Respecto del tercer problema, se destaca la baja calidad identificada en
16 de las evaluaciones analizadas y la falta de correlación con sus respectivos
costos, así como una conciencia insuficiente de los entrevistados de que los
problemas metodológicos constituyen una causa importante de la situación
anterior.

Se insiste en que el juicio expresado no se dirige exclusivamente a la
calidad del trabajo de los evaluadores, sino a la alcanzada por el informe
final presentado, misma que depende también de factores vinculados a la
organización y gestión del sistema de evaluación en su conjunto, algunos de
los cuales son de responsabilidad gubernamental.

'" Sólo estuvieron en desacuerdo dos ose en relación con sus propias evaluaciones y la ASF que considera
como evaluaciones a los ensayos, diagnósticos y esrudios de prospecriva en torno a la situación económica, social
y cultural del país.

'" Díaz y Rosales (2003: 322) concluyen en forma similar sobre la limitada calidad de las evaluaciones que
revisan en el contexto costarricense y señalan que" ... 10 más sintomático es que los evaluadores evidencian des­
conocimiento de las teorías y las técnicas propias de la disciplina ... ".
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CUADRO 21

RAZONES DEL LIMITADO AVANCE DE LA EVALUACIÓN EN MÉXICO
(Número de consideraciones)

En ese sentido, salvo un evaluador que declaró no tener ningún proble­
ma en su desarrollo, los demás entrevistados coincidieron ampliamente en
torno a las principales dificultades detectadas en el entorno de su proceso
de trabajo:

-la falta de una cultura de evaluación que provoca resistencias en las
instancias responsables de los programas;

-la rigidez de la normatividad, que prácticamente induce la metodo­
logía y resultados de la evaluación, impidiendo la creatividad y la
incorporación de nuevos elementos metodológicos al análisis;

-el presupuesto insuficiente para realizar un trabajo de campo a
fondo;
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-la falta de suficiente capital humano formado en evaluación para
redactar términos de referencia, calificar propuestas técnicas y asignar
contratos;

-la ausencia de información confiable, ordenada, completa y oportuna
acerca de la operación de los programas a evaluar;

-el tiempo asignado, que obliga a estar más pendiente de las entregas
administrativas que de la reflexión en profundidad; y

-las dificultades para conciliar el trabajo como evaluador e investigador.

Evolución de algunas evaluaciones seleccionadas

Ante la imposibilidad de analizar la evolución de las 31 evaluaciones revisadas
en el año 2002, se seleccionaron tres de características bien diferenciadas como
aproximación a la realización de un estudio longitudinal (véase cuadro 22):

-Desarrollo Humano Oportunidades: es un programa que cuenta con una
evaluación diseñada desde su inicio y el mayor número de evaluaciones rea­
lizadas (considerando también al programa antecedente), con amplia infor­
mación y una evaluación en 2002 de muy alto costo y buena calidad, mas no
excelente, de acuerdo con los indicadores seleccionados y el criterio aplicado
en el capítulo previo.

-Microrregiones: se trata de un programa creado en 2002, uno de los pocos
que cuenta con algún nivel de participación social y que fue evaluado con
recursos medios, logrando un nivel de calidad congruente con éstos.

-Promoción de Culturas Indígenas: es un programa sectorizado muy anti­
guo y desarticulado, dirigido a la población que sufre los mayores niveles de
pobreza,98 con muy poca información y uno de los más reducidos presupues­
tos para su evaluación, que mediante la aplicación de técnicas tradicionales y
el diseño de indicadores obtuvo una calidad media, según el mismo procedi­
miento aplicado en los casos previos.

Se encontró que las evaluaciones realizadas en 1998-2000 al Progresa
mostraban mayor experiencia y coordinación del equipo responsable, así
como precisión en el uso del lenguaje; mientras las efectuadas a partir de 2001
sufrieron el debilitamiento del diseño experimental debido a la integración
al padrón de beneficiarios del grupo de control, lo que se acompaña de una
inapropiada definición de sus unidades de análisis (escuelas, centros de salud
o municipios incorporados a Oportunidades).

"Según el Banco Mundial (2004a), en 2002, el 44 por ciento de los indígenas se encontraban en el quintil
más pobre de ingreso, constituyendo el 20 por ciento de los pobres extremos.
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CUADRO 22

CARACTERÍSTICAS DE LOS PROGRAMAS SELECCIONADOS
Y DE SU EVALUACIÓN

Presupuesto Recursos
ejercido (miles de Números

programa pesos)/ Énfasis en de equipos
2002 Cobertura calidad técnicas de evaluadores

(millones Auditado poblacional evaluación evaluación en 2001-

Programas Grupo de pesm) AS!" programa (2002) empleadas 2003

Oponunidades Sectorizado 5,965 Sí (en sector 4'240,000 Recursos Cuantitativas 1"
salud) familias muy altos

(28,882) /
calidad alta

Microrregiones Ramo 220.6 Sí 854,000 Recursos Cualitativas
20 beneficiarios medios

(970)1
calidad media

Promoción Sectorizado 57.6 No s/inf. Recursos Indicadores
Culturas (INI) precisa bajos (244)1 cuantitativos
Indígenas calidad media y cualitativos

Fuente: Informes, entrevistas y datos aportados por el IFA!.
"Nota: Formalmente el contrato en 2001 fue otorgado al eIDE y en los años restantes alINsP, sin embargo,

el equipo se ha compuesto siempre por las mismas instituciones.

En la comparación de sus evaluaciones 2002-2003 destaca la desincor­
poración en el equipo evaluador de personas con experiencia, la pérdida
de referencia de los datos a la gestión evaluada, el menor cumplimiento de
la normatividad que regula la contratación del trabajo, y la reducción de la
extensión y contenido del informe, manteniendo los problemas metodológi­
cos y las insuficiencias en el tratamiento del tema, ya identificados.

En el caso de Microrregiones (denominado Desarrollo Local en 2003)
la misma comparación muestra: tendencia al economicismo con pérdida
de profundización en el estudio de los problemas sociales y políticos y las
percepciones de los entrevistados, debilitamiento del tratamiento de la foca­
lización, la revisión del cumplimiento de las reglas de operación, y la identi­
ficación de impactos.

Por su parte, Promoción de Culturas Indígenas (llamado Desarrollo de
Culturas Indígenas en 2003) presenta tres subprogramas que dejan de eva­
luarse debido a su desincorporación del programa y otros dos que práctica-
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CUADRO 23

EVOLUCIÓN DE LOS COSTOS DE LAS EVALUACIONES
DE PROGRAMAS, 2002-2003

Costo de la Costo de la Porcentaje de
Evaluación 2002 Evaluación 2003 incremento de

Programas (miles de pesos) (miles de pesos) costos

1. Desarrollo Humano Oportunidades 2H,881.H9 46,265.1H 60.19

2. Abasto Social de Leche 1,150.00 1,483.85** 2H.96

3. Programa Tortilla 49H.00 518.71 4.16

4. Abasto Rural 2,080.00 2,503.96*** 20.33

5. Compras, Créditos, Concursos 1,132.81 670.00 -40.86

YAsistencia Técnica

6. Coinversión Social 150.00* 919.43 -14.14

por los programas

números 6 a 9

7. Investigación Desarrollo Local 221.00

8. Capacitación Fortalecimiento 700.00

de la Sociedad Civil por los programas

números 8 y 9

9. Fortalecimiento Institucional

Gestión Social Municipal

10. Identidad Jurídica 655.30 1,580.00 -28.68

por los programas

números 10 a 12

integrados

11. Zonas de Alta 568.40

Marginación e Indígenas

12. Microrregiones 970.01

13. Atención Jornaleros Agrícolas H48.58 1,495.00 76.17

14. Empleo temporal 2,001.10 ser I,H27.70 ser
(incluye emergencias) 2,926.3H Sagarpa 979.76 Sagarpa - 43.03

15. Iniciativa Ciudadana 576.26 967.50 67.89

16. Jóvenes por México HOO.OO 862.50 7.81

17. Oportunidades Productivas 725.00 1.5 38.24 112.17

Totales 44,H84.73 61,611.83 37.27
.~~-------------

Fuente: Elaboración propia a partir de información aportada por e/lFAI.

Notas: • Si bien la cifra que se nos entregó oficialmente es la que se consigna, tanto la responsable de la
evaluación como la funcionaria del programa, ambas entrevistadas, manifestaron que el costo fue muy diferente
(600,000 pesos), monto que se considera más contlable.

•• Se consigna la cifra aportada por el programa; la de Sedesol fue de l' 300,000 pesos.
••• La Sedes01 reportó 2'262,000 pesos.
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mente no se incluyen en el informe correspondiente, se debilita la medición
de cobertura y otros resultados, y desaparece el análisis de focalización y el
diseño de escenarios,

En consecuencia, sin pretender que los casos estudiados sean represen­
tativos de todas las evaluaciones realizadas, las tres evaluaciones analizadas
en 2003 muestran una peligrosa tendencia a la disminución de la calidad del
trabajo efectuado.99

Por otra parte, el cuadro 23 muestra la evolución de los costos de los
programas cuyos datos se disponen para ambos años (2002 y 2003). Salvo
los casos de Oportunidades Productivas, Atención a Jornaleros Agrícolas
e Iniciativa Ciudadana 3xl, que presentaron importantes incrementos de
costos probablemente debidos a que se integraron con algunos de los 14 pro­
gramas desaparecidos, ninguna de las evaluaciones de las que se dispone de
información en 2002 y 2003 incrementó sus costos en la forma en que lo hizo
Oportunidades, incluso algunas los disminuyeron. Los incrementos alcanza­
dos por Abasto Social de Leche y por Abasto Rural se justifican además por
la aplicación de técnicas adicionales de recolección de información (nuevos
grupos focales, etcétera).

A partir de 2001 Oportunidades ha utilizado la información de las ENCEL

aplicadas por INEGI, por lo que si bien se comprende la extensión y comple­
jidad del programa, sus evaluaciones no parecen justificar los costos paga­
dos por su realización (especialmente la última, cuyo contenido es mucho
más limitado que la previa). A partir del momento en que las evaluaciones
comienzan a realizarse en el país, los costos se disparan: la evaluación 2003
costó aproximadamente cuatro veces más que las realizadas por el IFPRI en
1999 y 2000, Y60 por ciento más que la de 2002, lo que no se justifica ni por
inflación ni por mayor cantidad de trabajo o mejor calidad del mismo. Esto
resulta más preocupante debido a la ausencia de procedimientos de licitación
pública para designar a las instituciones evaluadoras.

Comentarios finales

El capítulo que finaliza ha permitido la realización de un análisis estático,
transversal, de la situación global de la evaluación de programas sociales
en 2002, que identifica un importante avance en el desarrollo de la fun­
ción evaluativa misma, aunque aún con muchos problemas por resolver:
muestreos de representatividad desconocida o muy baja, tratamiento

"Por el contrario. el director general de evaluación manifiesta que los informes de los evaluadores han
mejorado (Hemánde1., 2005).
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insuficiente de la información, inclusión parcial de aspectos importantes
y pocos juicios de valoración global de la gestión del programa. En la
relación costo/calidad se identifican IS evaluaciones con niveles con­
gruentes en estas dos dimensiones, cinco con calidad más alta que sus
costos y otras 10 con la situación inversa. Los entrevistados identificaron
razones culturales, sociales y políticas como explicación de los problemas
descritos.

Los informes analizados, a luz de las normas para la evaluación de pro­
gramas del Joint Committee on Standards for Educational Evaluation (véase
anexo 1), enfrentan serios problemas de precisión en torno a la descripción
suficiente, validez, confiabilidad e imparcialidad de la información (P4, PS,
P6 YPII) Yen participación de los agentes involucrados (VI); dudas impor­
tantes en el manejo de conflictos de intereses (C7), la justificación de las
conclusiones (PIO) Yrelación costo/efectividad de las evaluaciones realizadas
(F3); y ausencia de juicios de valor o poca fundamentación de los mismos
(V4), así como de una valoración completa y justa de las fortalezas y debili­
dades del programa (CS).

Por su parte, si se procede a valorar dichos informes con base en el
Key Evaluation Checklist de Scriven (I99I), se vuelven a detectar como
problemas relevantes algunos de los ya identificados en el caso anterior: la
insuficiencia de información sobre los costos monetarios y no monetarios
incluidos en la evaluación y, principalmente, la falta de explicitación de
los criterios de mérito en que se fundamentan los pocos juicios de valora­
ción emitidos y de una síntesis de todo lo analizado que sirva de sustento
a los mismos.

En cuanto al análisis de la evolución de las evaluaciones de algunos pro­
gramas, los mismos muestran situaciones y tendencias muy desiguales en
materia de costos, que impactan el tipo de evaluación que es posible realizar.
También sugieren una tendencia a disminuir la calidad de estas evaluaciones
en el tiempo.

Cabe, entonces, preguntarse por qué, a medida que los equipos ganan
en experiencia, no se está logrando mejorar la calidad. Además de los recur­
sos financieros disponibles, habría que estudiar, por un lado, el grado de
desarrollo del capital humano alcanzado en la materia; en segundo lugar, los
mecanismos de selección entre las propuestas recibidas en las convocatorias
para ver ha,sta qué punto garantizan la calidad del proyecto ganador; y por
último, la generación de incentivos suficientes por parte del sistema de eva­
luación organizado para que dicho equipo emplee al máximo el conocimiento
adquirido.
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En torno al primero, parece indiscutible que se ha realizado un apren­
dizaje, aunque éste podría no ser tan significativo como sería de desear ya
que: l. no existen mayores recomendaciones fundamentadas por parte de la
dirección de evaluación de Sedesol, la SHCP, la SFP, la Cámara de Diputados,
o reuniones de discusión entre evaluadores y con los beneficiarios, que per­
mitan la retroalimentación de los procesos; 2. al interior de los equipos se
producen sustituciones de investigadores pertinentes al tema y con amplia
experiencia, por otros que carecen de algunos de esos dos requisitos o de
ambos; 3. los evaluadores externos desconocen los resultados a que llega la
ASF cuando ésta audita el desempeño del programa, mismos que podrían
enriquecer su trabajo; y 4. tampoco se cuenta con programas universitarios
que contribuyan a esta formación de evaluadores.

Respecto de los mecanismos de selección, existen varios aspectos que
podrían estar limitando los avances en calidad: 1. la escasa difusión de con­
vocatorias y el empleo de algunos mecanismos de adjudicación directa que
limitan una mayor competencia técnica entre los equipos disponibles; 2. la
obligación impuesta por la ley de adquisiciones de contratar al equipo que,
cumpliendo apriori con los requerimientos, ofrezca el precio más bajo, lo que
no permite tomar en consideración expectativas de calidad; y 3. la cuestio­
nada capacidad de las comisiones formadas ad hoc para seleccionar entre los
candidatos participantes en una licitación.

Finalmente, en cuanto a la falta de incentivos para utilizar en forma inten­
siva el aprendizaje logrado, las razones podrían ser también diversas:

l. un cierto esclerosamiento de los equipos de trabajo que comienzan a
aplicar en forma mecánica los mismos procedimientos a programas
diferentes;

2. una tendencia de los mismos a acumular evaluaciones, de manera
de realizar economías de escala que se traduzcan en mayor rentabi­
lidad, con el consecuente riesgo de no atenderlas todas en la forma
deseable; y

3. la percepción de que los informes son muy poco utilizados y no garan­
tizan la obtención de un nuevo contrato, por lo que esto deja de ser un
aliciente para realizar un buen trabajo.

Como consecuencia de los análisis realizados en el presente capítulo y
en el precedente, se valora positivamente que se haya iniciado un proceso
de evaluación de programas sociales y se considera explicable que subsistan
problemas en su implementación. Sin embargo, no se soslaya la cantidad
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y magnitud de los problemas identificados, especialmente los organizati­
vos y metodológicos, los que aún requieren que se tomen medidas para
contribuir a su mejoramiento a corto y mediano plazo, ya que muchas
evaluaciones no se justifican en términos de costo/neneficio. En cambio,
forman parte de un proceso de aprendizaje hacia el perfeccionamiento de
su calidad intrínseca.



Capítulo 12

Impactos y perspectivas de la evaluación
de programas de desarrollo social

Introducción

EN ESTE último capítulo se sintetizan los principales resultados a los que se
ha ido arribando en el curso de la segunda parte, de manera a poder presentar
propuestas de solución a los problemas identificados.

Para ello se caracterizan las evaluaciones revisadas a la luz del marco
teórico-metodológico presentado en la primera parte del libro, se analiza su
impacto, y se organizan los principales resultados parciales de los capítulos
anteriores según un esquema de análisis FODA (fortalezas, oportunidades,
debilidades y amenazas) aplicado al sistema de evaluación en su conjunto.
De éste se infiere una lista de problemas que se ordenan y relacionan con
base en un diagrama de árbol.

Posteriormente se proponen algunas posibles soluciones de mediano
plazo a las causas identificadas en las "raíces" del árbol, y también a otras
cuestiones que requieren y permiten una intervención con resultados de
corto plazo, identificando las instancias que tendrían que ponerlas en
marcha.

A continuación se contrasta el escenario tendencial, que se proyecta a
partir de la situación actual sin cambios, con otro alternativo, fruto de la
implementación de las sugerencias planteadas.

Caracterización de las evaluaciones
externas analizadas

La caracterización siguiente ha sido realizada con apego a los elementos ana­
lizados en la segunda parte y al marco presentado en la primera:

Conceptos

Los términos de referencia para la realización de evaluaciones externas pre­
sentan variantes en el concepto de evaluación; sin embargo, coinciden en

295



296 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

concebirla como un mecanismo para: 1. cumplir con la obligación establecida
por el PEF (y ahora por la LGDS), que les garantiza la obtención de recursos
para el siguiente año, y 2. ofrecer información para la toma de decisiones
en torno al programa evaluado. En los casos en que se alude a un proceso
de aprendizaje, éste es sólo de carácter institucional, por lo que el concepto de
evaluación puede caracterizarse como de tipo instrumental, más que preocu­
pado por un proceso de aprendizaje social.

Tipo de evaluaciones

Se trata de evaluaciones ex post, externas, no participativas, parcialmente
endoformativas y de carácter cuantitativo-cualitativo, con énfasis en el
primero. Pretenden ser sistemáticas y verdaderas aunque a veces pueden
caer en la pseudoevaluación. También intentan cubrir la evaluación del
contexto, los insumas, procesos, resultados, logro de metas, impactos y
satisfacción de la población, pero en la práctica descuidan especialmente
los dos últimos aspectos y diseño, por lo que no constituyen evaluaciones
integrales.

Actitudes

Se busca desarrollarlas con actitud objetiva, de ahí el énfasis en la experi­
mentación y el uso de métodos cuantitativos que las autoridades respon­
sables del proceso desean promover; sin embargo, se corre el riesgo de
que algunas de ellas adapten la información a los prejuicios culturales y
marcos cognitivos de los "clientes". La mayoría presenta un énfasis des­
criptivo, algunas intentan explicar los resultados hallados y raras veces lo
hacen con actitud normativa, o sea, realizando un análisis crítico basado
en su propio sistema de valores, al margen de las metas institucionales.

Enfoques

Las evaluaciones responden a un enfoque sectorial tradicional, de inspira­
ción positivista, centrado en medición y pruebas; por oposición al pluralista
que no se ha desarrollado en nuestro contexto, basado en el constructivismo
y el énfasis en el aprendizaje, la participación social, el empleo de la con­
ciliación entre actores en conflicto, y la credibilidad de los procesos. En
algunos casos se aplica una perspectiva contingente, que retoma elementos
de ambos enfoques. También existe interés en aplicar un enfoque territo­
rial por parte de la Dirección General Adjunta de Análisis Territorial de
la Sedesol.
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Desti natarios

Los principales destinatarios de los informes de evaluación son la Sedesol
y sus instancias operadoras, el Congreso y, en menor grado, la SHCP y la
SFP. Los mismos no se dirigen hacia los beneficiarios o la ciudadanía en
general.

Métodos

Como ya se mencionó, la Dirección General de Evaluación de la Sedesol
aspira a realizar evaluaciones experimentales con métodos econométricos
de fuerte contenido cuantitativo. Debido a las restricciones imperantes en
términos de recursos, a la fecha el programa que más se ha acercado a su rea­
lización es Oportunidades. También se usan, en menor grado y con algunos
problemas, los análisis de Costo/Beneficio, Costo/Eficacia, las herramientas
de la estadística descriptiva e inferencial o el análisis financiero. Entre las
técnicas cualitativas de recolección de datos, la encuesta es utilizada casi en
todos los casos y su información recibe tratamiento estadístico. También se
emplea generalmente la entrevista a informantes-clave y la observación tra­
dicional, dentro de los métodos cualitativos, y en menor medida se utilizan
dinámicas de grupo, paneles de discusión y se elaboran estudios de caso.

Criterios

En concordancia con los métodos aplicados, el criterio más empleado es el
de eficacia, seguidos de la oportunidad y la satisfacción de los beneficiarios,
pero descuidando parcialmente la efectividad, la equidad, la pertinencia, la
congruencia interna, la calidad e incluso la eficiencia.

Especificidades

Los programas sociales presentan características particulares en el contexto
de la evaluación gubernamental a las que no se está poniendo suficiente
atención en la práctica. Resalta entre ellas la necesidad de contar con plazos
medianos y largos para identificar y medir los impactos de los programas en
las condiciones de vida de la población, lo que no se respeta al exigir evalua­
ciones anuales. También hay tendencia a adjudicar al programa los cambios
percibidos en el problema, cuando estos pueden ser provocados en parte por
algún otro de los diversos programas aplicados o por las múltiples variables
contextuales que inciden en él. Finalmente, tampoco se percibe un tratamien­
to profundo de los intereses en conflicto de los variados actores vinculados
a los programas, ni a la particular importancia que en este caso adquiere la
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transparencia y la responsabilidad de los funcionarios en la gestión, así como
la participación social.

Dificultades

En opinión de los diferentes actores entrevistados, las mayores dificultades
para el desarrollo de las evaluaciones son, en orden de importancia, de carác­
ter: cultural, social, político, administrativo, económico y metodológico. Si
bien sólo las ose atribuyen a las causas metodológicas tanta importancia
como a las tres primeras mencionadas, con base en el análisis realizado se con­
cluye que son los problemas de orden metodológico y organizacionallos que
están limitando más el avance del proceso.

Impacto de las evaluaciones

Para que el trabajo de evaluación realizado logre tener impacto en el perfec­
cionamiento de los programas es necesario que sus resultados se difundan y
se tomen en cuenta en los procesos decisorios de las diferentes instancias de
los poderes Ejecutivo y Legislativo, así como se analicen y discutan entre los
ciudadanos en general.

En el caso de las evaluaciones externas los informes correspondientes, o
al menos sus resúmenes ejecutivos, han sido publicados en sus páginas web
por unos pocos programas (Oportunidades, Abasto Social de Leche, Tortilla
y Abasto Rural), mientras la disposición del resto requiere su solicitud por
los interesados a través del ¡FA!. También se cuenta con spots en televisión
y un periódico mural en el edificio de Sedesol que reproduce los principales
logros. Oportunidades utiliza folletos o posters para informar a los últimos,
y realiza seminarios de presentación de resultados, impresión de libros y eo
para académicos y funcionarios.

La experiencia de diversos países (en AL principalmente Costa Rica)
muestra que no basta realizar una medición de logros de uso interno a la
administración pública, sino que su divulgación constituye un medio pode­
roso de estimulación y control social de la gestión.

En relación con la utilización de los informes en la toma de decisiones, los
diferentes entrevistados coinciden en que son la Sedesol y los operadores de pro­
gramas quienes más utilizan los resultados de las evaluaciones (véase gráfica 9).

Sin embargo, su utilización se percibe más vinculada a la revisión del
cumplimiento del convenio de evaluación y a la realización de ajustes a las
reglas de operación y términos de referencia, que a las modificaciones sus­
tantivas de los programas.
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Finalmente, se identifica una casi nula utilización por el Congreso, par­
ticularmente por parte de la Comisión de Desarrollo Social de la Cámara
de Diputados. Su homóloga en el Senado no ha recibido hasta el presente
copia de los informes, pero deberá empezar a hacerlo con la entrada en
vigencia de la LGDS.

AlamilJa (s/f) sintetiza como sigue la situación imperante en esta materia:
poca utilización de los resultados por las dependencias y tendencia a cum­
plir sólo formalmente con las evaluaciones externas; toma de decisiones de
la Cámara de Diputados basada en techos financieros preestablecidos y sin
tomar en consideración el impacto de los programas, poca transparencia en
relación con los ajustes efectuados al proyecto de presupuesto, entrega par­
cial de los informes finales de las evaluaciones externas de 2002, y revisión
general de su calidad por parte de la sr·'p.

En resumen, hay acuerdo entre las instancias consultadas en el sentido de
que la utilización de la información generada está muy lejos de ser la óptima,
conclusión a la que también arribaron las metaevaluaciones realizadas en
otros contextos nacionales (véase capítulo 6).

Análisis FODA del sistema de evaluación

Este análisis se basa en la consideración de áspectos internos o endógenos
(fortalezas y debilidades) y externos o exógenos (oportunidades y amenazas)
de un sistema cualquiera.
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Aplicado al sistema de evaluaciones externas revisadas, obtenemos los
siguientes resultados principales:

• Fortalezas:
-Prácticamente no existe en toda AL un esfuerzo de evaluación siste­

mático y obligatorio de los programas gubernamentales como el que
se está llevando a cabo en México. Esto está generando un mercado,
inexistente hace cuatro años atrás, que ha contribuido a desarrollar
nuevas habilidades tanto del lado de la demanda (precisión en la
elaboración de acuerdos, bases, términos de referencia, control de
informes, de pagos, etcétera) como de la oferta de profesionales, que
casi no contaban ni con una formación especializada en la materia ni
con experiencia empírica.

-Con la aprobación en 2002 de Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental y la creación del IFAI se pro­
dujo un importante avance en materia de rendición de cuentas ya que,
al menos es posible solicitar y obtener los informes de las evaluaciones
realizadas de los programas que no se publican en Internet, así como
sus respectivos costos.

-También la LGDS, aprobada en 2003, constituye un importante avan­
ce para la continuidad y disposición de recursos para los programas
sociales (artículo 20), el reconocimiento de la Contraloría Social como
el mecanismo de participación de los beneficiarios (artículo 69 a 71)
y, en materia de evaluación, la creación del eNE (artículo 81 a 85) que
coordinará el sistema en su conjunto y en el que participarán investi­
gadores académicos de probada calidad.

• Debilidades:
-Mientras otros países que iniciaron procesos de evaluación, incluso

más acotados que el mexicano, prepararon el terreno mediante cursos
de capacitación, asesorías, elaboración de guías para realizar evalua­
ciones, etcétera, 1lI0 y los pusieron en marcha en forma incremental,101
México se lanzó en 2001 a la evaluación anual de todos los programas
sujetos a reglas de operación en relación con su contexto, procesos,
resultados e impactos,102 lo que ha provocado el surgimiento y per-

'00 Sería el caso de Reino U nido y Francia, y también de los cuatro países latinoamericanos revisados
(Colombia, Costa Rica, Uruguay y Chile).

"" Salvo Uruguay, en el conjunto de los países antes nombrados.
1IJ2 No se conoce ningún otro país que pretenda hacer algo similar; en particular, especialistas como Thoenig

y Nioche señalaron que ningún país de la Unión Europea lo ha intentado.
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manencia de múltiples problemas (que se analizarán en el siguiente
apartado), algunos de los cuales requerirán del mediano plazo para
su posible solución. La dificultad no radica sólo en la magnitud del
trabajo propuesto sino en su factibilidad (disponibilidad de recursos
de todo tipo que permitan cumplirlo), y fundamentalmente, si tiene
sentido realizarlo en términos de la calidad de los resultados obteni­
dos y los procesos de aprendizaje iniciados.

-La evaluación de resultados revisada incurre en problemas metodo­
lógicos importantes en su aplicación, especialmente en relación con
la representatividad de las muestras utilizadas y la emisión de jui­
cios valorativos fundamentados a la gestión del programa evaluado.
Tampoco se ha avanzado en el diseño de indicadores que sinteticen
la información de la evaluación en correspondencia con los aspectos
demandados en el Acuerdo.

-La medición de impacto es el verdadero corazón de la evaluación de
programas sociales, ya que entre la identificación de sus acciones y
resultados y su balance de efectos pueden actuar diversas variables
que provocan brechas que alejan los impactos reales de los esperados
según su lógica interna. Sin embargo, en la práctica de las evaluacio­
nes externas, no se realiza generalmente la evaluación de impactos
o los métodos experimentales empleados dejan muchas dudas. Por
otro lado, los trabajos de Sedesol miden la evolución de la pobre­
za, pero no se sabe si ésta obedece a los programas de la estrategia
Contigo o a otras razones como el envío de remesas por parte de los
trabajadores mexicanos en EVA (BM, 2ÜÜ4a).

-La evaluación externa podría estarse transformando en un procedi­
miento más, preocupado de no perjudicar a nadie, un mero ritual
como Lacasse señaló en el caso canadiense, o la institucionalización
de un conjunto de prácticas estereotipadas, perdiendo su creatividad
y adecuación a cada programa concreto.

• Amenazas:
-Existe el riesgo de que, en un afán por estar al corriente en materia

de modernización administrativa, se ponga una ambición exagerada
sobre las posibilidades reales de la evaluación en nuestro contexto y
se la encauce con un enfoque poco apropiado.

-Sin un fuerte liderazgo, compromiso y participación en los sistemas
de monitoreo y evaluación, el Banco Mundial (2Üü4a) advierte sobre
los riesgos de que no se logre su perfeccionamiento.



302 MYRIAM IRMA CARDOZO BRUM

-Si la evaluación no demuestra rápidamente su utilidad podría trun­
carse el proceso o bien dedicársele recursos presupuestales más
limitados.

-La falta de participación social en la evaluación puede interpretarse
como ausencia de espíritu democrático y restar credibilidad y legiti­
midad a sus resultados.

• Oportunidades:
-México cuenta con la gran oportunidad de mejorar el proceso inicia­

do, resolviendo sus problemas pendientes, integrando sus resultados
a la gestión y difundiéndolos ampliamente, de manera de contribuir a
la racionalización del gasto al mismo tiempo que al desarrollo demo­
crático.

En el siguiente apartado se analizarán estos problemas para ordenarlos y
jerarquizarlos, de forma de buscar soluciones en forma efectiva.

Árbol de variables y problemas identificados

A partir de la larga lista de problemas identificados durante el trabajo reali­
zado en los capítulos previos, se utiliza un diagrama de árbol para ordenar las
variables en las que se manifiestan problemas y resaltar sus interrelaciones
teóricas lOJ (véase diagrama 3).

De esta forma aparece en el centro del diagrama la variable relacionada
con el principal problema a resolver: calidad de las evaluaciones. Aunque en el
capítulo 11 se identificaron evaluaciones de buena calidad, pudo verse que
en 16 de los 31 programas evaluados no se cumplían los requisitos mínimos
seleccionados para que éstas fueran consideradas aceptables. Además, en los
tres casos en que se analizó la evolución de las evaluaciones se detectó una
tendencia hacia el deterioro de su calidad en el tiempo.

Dicha calidad aparece afectada principalmente por otras seis variables
que también presentan problemas:

Exigencias del Congreso

Nos referimos especialmente a la exigencia, incluida en el PEF, de eva­
luar todos los programas sujetos a reglas de operación, todos los años
y en todos sus aspectos, lo que constituye una solicitud muy ambiciosa

"" Cada nivel es afectado por variables del anterior (graficadas abajo) y afecta a las presentadas en el
siguiente (graficadas arriba),
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en cualquier contexto nacional y especialmente cuando estos procesos
se están iniciando y no se cuenta con los recursos imprescindibles para
implementarla.

Acuerdo SHCP-SFP

Este acuerdo establece los requisitos mínimos que deben cumplir los equipos
de evaluación y los informes que elaboren, por lo que sirve de fundamento a
la redacción de las bases y términos de referencia. El mismo solicita algunos
aspectos prácticamente imposibles de cumplir con los sistemas de informa­
ción, recursos y tiempos actualmente disponibles, como medir el impacto o
la cobertura y su evolución por núcleo de población, además de presentar
algunas imprecisiones.

Expectativas de Sedesol

Como ya se mencionó, las expectativas de Sedesol se enfocan a la reali­
zación de estudios experimentales o cuasiexperimentales con mediciones
econométricas en todos los programas. Pero, esto tiene dos problemas:
sus costos y la poca credibilidad de sus resultados. En consecuencia, se
considera necesario reflexionar sobre el grado de conveniencia de con­
tinuar promoviendo esta vía, particularmente discutida en el caso de los
programas sociales. Actualmente, aunque los estudios experimentales no
se logren por falta de recursos, aparecen como el tipo de ideal a alcanzar,
en lugar de intentar buenos trabajos por otros medios. Además no está
claro que constituyan la mejor opción a juzgar por los resultados de expe­
riencias similares desarrolladas en EVA y abandonadas definitivamente
en Francia.

Sistemas de información institucional

Estos sistemas de las instancias operadoras deben brindar información
suficiente, oportuna, consistente y confiable, que sirva de partida a la
evaluación, para su posterior complementación y verificación a través del
trabajo de campo; lo que no sucede en nuestra realidad. La mayoría de los
programas analizados no cuenta con padrones de beneficiarios que sirvan
de insumo a la determinación de la muestra a encuestar, ni tampoco con
datos agregados de todo el país y su distribución por estados y municipios
que permitan al evaluador su verificación por muestreo. Sólo así pueden
medirse variables como la cobertura y controlarse los costos de las eva­
luaciones, cuyos precios llegan a diferir de los informados por los propios
evaluadores.
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Calidad del equipo evaluador

Determinada por su formación y composición interdisciplinaria y ad hoc
para el programa a evaluar, e integrada por especialistas con experiencia en
la materia. Estas exigencias sólo resultaron cubiertas en ocho de los 18 casos
en que se contó con la información correspondiente.

Recursos financieros destinados a la evaluación

Es importante que los recursos sean congruentes con la magnitud del pro­
grama y el trabajo que implica su evaluación; sin embargo, existen algunas
evaluaciones cuyo costo no parece justificarse y muchas que no cuentan con
suficientes recursos para el trabajo que se les demanda. En 2002 se observa
que el costo más alto supera 192 veces al más bajo y que estos montos tam­
poco están correlacionados con los presupuestos de los programas evaluados,
variando la proporción Costo de la Evaluación/Presupuesto Ejercido por el
Programa entre 0.03 y 5.11 por ciento. Tampoco existe correlación entre
el costo y la calidad de la evaluación en 15 casos, 10 de ellos con exceso de
costo y otros cinco con calidad superior a éste. Además, existe una tendencia
al crecimiento no justificado de la más cara de ellas, que coincide con su
asignación por vía directa.

A su vez, algunas variables del nivel que se acaba de analizar son afec­
tadas por otras vinculadas a la calificación de diferentes grupos de recursos
humanos en materia de evaluación, la existencia de guías de apoyo para su
realización y la oferta numérica de evaluadores:

Calificación de los legisladores

Esta variable determina en buena medida las ambiciosas exigencias de la
Cámara de Diputados, plasmadas en los PEF, y contribuye a explicar la razón
de que los congresistas no tengan capacidad de análisis de los informes (salvo
la ASF, que hace sus propias auditorías técnicas de desempeño) y no estén uti­
lizando sus resultados a pesar de ser los responsables formales de la entrada
en vigencia de la obligación de evaluar. Lo anterior a pesar de que el PEF 2004
establece en su artículo 55 que las evaluaciones serán responsabilidad de la
Cámara de Diputados, respecto de lo que no se perciben cambios.

Calificación de los funcionarios de la SHCP

Dicha calificación es alta en materia de evaluación financiera pero no está
especializada en la medición de impactos de programas sociales, lo que pro­
bablemente incidió para que incluyera en el proyecto de presupuesto para
2001 Y siguientes, una propuesta demasiado ambiciosa, que la Cámara de
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Diputados ha transformado en exigencia del PEF. Lo mismo podría haber
sucedido con el Acuerdo SHCP-SFP.

Calificación de los funcionarios de la SFP

SU calificación ha estado históricamente referida a la realización de auditorías
financieras y al control de la legalidad del gasto y la inversión pública, pero
tampoco está especializada en la medición de impactos sociales, lo que difi­
culta su trabajo tanto para el control de la calidad de las evaluaciones como
para el seguimiento del Acuerdo.

Calificación de funcionarios responsables del proceso

Puesto que los funcionarios de la Dirección General de Evaluación de la
Sedesol son los responsables de marcar el rumbo de los procesos de evalua­
ción, se considera ésta una variable de trascendental importancia. Si bien
ellos cuentan con un alto grado de calificación en la materia, sorprende que
insistan en defender la representatividad de las pequeñas muestras deter­
minadas sin rigor estadístico y la contundencia de los resultados que de su
aplicación se desprenden.

Como se planteó en la primera parte de este libro, la evaluación puede
asumir dos corrientes diferentes: enfatizar la medición de impactos por
medio de métodos experimentales de fuerte contenido cuantitativo y tras­
fondo positivista o dar prioridad a la formación de capital humano por vía
del aprendizaje basado en la participación, con un diseño constructivista, que
utiliza información cuantitativa menos rigurosa y la combina con estudios
cualitativos que profundizan en la comprensión de los problemas.

El problema que se percibe es que, a pesar de que los funcionarios de
Sedesol dicen valorar el trabajo cualitativo, su énfasis es netamente cuan­
titativo y su aspiración es llegar a aplicar estudios experimentales en todos
los programas en que los recursos financieros y humanos calificados se los
permitan, en consistencia con su formación predominante de carácter eco­
nómico-matemático.

Sin embargo, la aplicación de dichos métodos en el caso de Progresa­
Oportunidades no ha permitido aún, a pesar de los cuantiosos recursos inver­
tidos en su evaluación, contestar algunas de las preguntas que se planteaba
Skoufias o que mencionan algunos de los entrevistados en este trabajo, como:
¿cuál es el impacto sinergético logrado por la oferta conjunta de servicios de
educación, salud y alimentación, frente a los programas que los ofrecen por
separado?, ¿se ha producido un incremento de la calidad de la educación y
del aprendizaje?, ¿cuál es el monto mínimo a transferir para lograr la perma-
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nencia de los niños en la escuela y el acceso regular a los centros de salud?
o las mejoras reportadas por el gobierno en materia de pobreza extrema,
¿realmente fueron provocadas por Oportunidades o la estrategia Contigo en
su conjunto?

Los propios evaluadores del programa señalan que los resultados alcan­
zados son indicativos, que ameritan estudios en mayor profundidad, análisis
más detallados, mediciones más precisas, que los datos "sugieren", las con­
clusiones "apuntan a" o simplemente que "se espera que" se traduzcan en
mejores oportunidades futuras de trabajo y condiciones de vida. Este tipo de
conclusiones, tan lejanas de la relación causa-efecto de las ciencias "duras"
a las que se tomó prestado el modelo, deberían hacer reflexionar sobre la
conveniencia de su utilización y la justificación de su costo.

Oferta de evaluadores

A mayor cantidad de evaluadores en el mercado, mayor posibilidad de
seleccionar los mejores equipos; sin embargo, existe insuficiente número
de evaluadores con formación y capacitación adecuada para hacer trabajos de
calidad.

Guías de evaluación

No se ha realizado ninguna guía de evaluación para apoyar la calidad del tra­
bajo de los evaluadores, a diferencia de las varias que circulan en países avan­
zados en la materia como Reino Unido y Francia, y también en algunos lati­
noamericanos. En menor medida, éstas también podrían ser de utilidad para
los legisladores y funcionarios relacionados con los procesos de evaluación.

Calificación de funcionarios coordinadores del proceso

N os referimos a los funcionarios que determinan los techos financieros
dedicados al pago de evaluaciones y los que componen las oficinas de las
instancias operadoras dedicadas a la relación con los equipos de evaluadores,
en materia de llamados a licitación, decisión de los ganadores del concurso en
comisiones ad boc, control de tiempo y productos, autorización de pagos,
entrega de informes, etcétera. En opinión de algunos entrevistados y en fun­
ción de su formación, muchos de ellos no tendrían la calificación necesaria
para cumplir con éxito sus actividades, lo que provocaría irregularidades en el
proceso. Además, se detecta un conflicto de intereses que se traduce en pre­
siones más o menos sutiles sobre el evaluador al ser la mismainstancia la que
opera el programa, maneja el proceso de evaluación y, fundamentalmente,
paga el servicio con sus propios recursos.
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Nuevamente este nivel es explicado por otro conjunto de variables:

Formación profesional en evaluación

Esta formación depende de la cantidad y calidad de la oferta educativa rea­
lizada por las universidades. En el caso mexicano, los coordinadores de los
equipos evaluadores cuentan con doctorados y maestrías en diversas áreas del
conocimiento (economía, administración pública, sociología, antropología,
etcétera), pero ninguno ha realizado un posgrado específico en evaluación,
mismo que tampoco se imparte en el país.

Capacitación en evaluación

El tipo de cursos y seminarios que Sedesol desarrolla se enfoca especialmente
al aprendizaje de modelos experimentales y mediciones econométricas. Esta
elección resulta totalmente opuesta a la que podría orientar la desilusión
que estos mismos métodos han generado en su país de origen. También
resulta muy diferente de las preocupaciones que se incluyen en un taller de
desarrollo profesional organizado recientemente por la European Evaluation
Society,I04 donde los debates sustantivos de la práctica se priorizan sobre
el aprendizaje de métodos y, más aún, de la estadística aplicada, a la que
ni siquiera se incluyen referencias. Además, nuestras universidades ofertan
muy pocos cursos de capacitación en evaluación.

Sociedades de evaluadores profesionales

Las asociaciones profesionales constituyen espacios en que se debaten temas
especializados, se ofrecen cursos, asesorías o consultorías. Las mismas existen
en Francia y la mayoría de los países europeos, EVA y Canadá, pero aún no
se desarrollan en nuestro contexto.

'''' Dicho programa. desarrollado en Dinamarca en octubre de 2003, incluyó:
-relevancia de la teoría en la práctica evaluativa: teoría del programa y teoría de su implementación; teorías

de los tomadores de decisión, implcmentadores, beneficiarios y otros grupos de interés; teoría y solicitudes de
evaluación; teorías de diseño evaluativo y selección de métodos;

-instrumentos de política y evaluación: tipologías de instrumentos de políticas; metas y teorías de
instrumentos de políticas; instrumentos de políticas y teorías de programa; implicaciones para los diseños
evaluativos;

~valuación y políticas basadas en evidencia: mecanismos, contexto, resultados; síntesis realista de lo que
puede scr comparado;

-el impacto de la evaluación en la sociedad y la actividad humana; reflexión y aprendizaje: el proceso de
evaluación; evaluación como educación;

-¿qué podemos aprender?: aspectos importantes en la práctica; formas de manejarlos; formas de ayudarnos
a trabajar mejor.



IMPACTOS Y PERSPECTIVAS DE LA EVALUACiÓN 309

Criterios legales para decidir la forma de contratación

En el contexto mexicano deberían definirse criterios que restringieran los
casos en que es posible contratar los servicios de instituciones públicas para
realizar evaluaciones sin licitación previa, puesto que la Ley de Adquisicio­
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público sólo es aplicable para
regular las contrataciones con el sector privado. Por otra parte, esta Ley
enfatiza los procedimientos de compra de bienes y ciertos servicios, pero no
se adecua a la contratación de trabajos de consultoría y asesoría; en particular,
exige otorgar el contrato a quien, cumpliendo los requisitos, ofrezca el precio
más barato, lo que no permite valorar diferencias de calidad en el trabajo a
realizar. Los problemas anteriores dificultan el trabajo de los funcionarios
que deben coordinar el proceso.

Criterios para determinar techos financieros para la evaluación

Estos criterios constituyen un insumo fundamental para guiar las tareas de
los funcionarios responsables de la determinación del techo financiero esta­
blecido por la instancia operadora y pueden definirse en función de la fijación
de precios mínimos y máximos, como porcentaje del presupuesto, etcétera.
Hasta el momento no se conoce ninguna normatividad que los regule. lOS

A continuación analizaremos los efectos producidos por la variable Cali­
dad de las Evaluaciones:

Difusión y utilización de resultados en la gestión

A pesar de su debilidad, se difunden ampliamente los buenos resultados
alcanzados, sin mencionar los impactos negativos, como los que destaca la
evaluación cualitativa de Oportunidades, muy coincidentes con los hallados
realizados por las ÜNG. Una difusión más justa debería poner a disposición
del público los informes completos, con su balance de resultados para ser
utilizados en la toma de decisiones.

Los resultados de las evaluaciones no se usan para tomar decisiones en
el Congreso y se utilizaban poco en 2002 en la Sedesol (para mejorar térmi­
nos de referencia, principalmente) y las instancias operadoras (para mejorar
algún aspecto de su gestión), por lo que se ha corrido el riesgo de transformar
el proceso en un rito inútil. 106

11>< El director de metodología de la Sedesol mencionó que el precio debe ser inferior al 7 por ciento de los
gastos indirectos del prngrama, pero se desconoce en qué norma estaría establecido dicho límite.

'o, Esto estaría cambiando desde 2003, en que han dejado de utilizar como indicador interno el porcentaje
de programas evaluados (lOO por ciento) y lo han sustituido por el porcentaje de recomendaciones externas
atendidas por el programa, según informó el director general de evaluación de Sedesol.
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Esta variable, como ya se mencionó, también es consecuencia de una
analizada en el segundo nivel (calificación de los legisladores) y a su vez,
impacta a la Calidad de las Evaluaciones al desmotivar a los evaluadores en
la realización de buenos trabajos ya que estos saben que tienen alta probabi­
lidad de no ser conocidos ni tomados en cuenta.

Credibilidad de los resultados

Ésta depende de la metodología empleada en la evaluación, pero también de
rasgos de honestidad y honradez probada de los evaluadores. Como ya se ha
mencionado, dicha metodología deja muchas dudas sobre la confiabilidad de
los datos y sus métodos de análisis, mientras se desconoce el comportamiento
ético de la mayoría de los evaluadores. Además, esta variable es afectada por
otra del conjunto:

Participación social en la gestión y evaluación

Ésta puede contribuir a lograr resultados más efectivos en ciertas circuns­
tancias, pero también sirve para generar legitimidad, regulación por coope­
ración, gobernanza y aprendizaje a través de sus procesos. A pesar de que los
planes y programas gubernamentales la prevén, los evaluadores coinciden
en que los mecanismos planeados (Contraloría Social, consejos Microrregio­
nales, etcétera) en algunos programas no funcionan. Parece haber muchas
dudas sobre su efectividad y, tal vez, temor al "empoderamiento" de los
beneficiarios y las ose entre quienes deben poner en marcha los mecanismos
planeados. Sin embargo, también existen muchos desarrollos teóricos y expe­
riencias exitosas que consideran que su desempeño ha sido incrementado por
la participación social, por lo que la relación de esta variable con la calidad
de las evaluaciones se deja pendiente hasta que se realice un mayor número de
investigaciones rigurosas.

Finalmente, las dos variables afectadas por la calidad de las evaluaciones
provocan a su vez impactos en el contexto de orden social, político, econó­
mico y cultural:

Impacto social

En la medida en que las evaluaciones son muy poco utilizadas para mejorar
los programas sociales, éstas no se traducen en un mayor impacto perceptible
hacia la solución del problema que les dio origen. Tampoco generan un apren­
dizaje entre los beneficiarios y las ose por falta de participación. Muchos fun­
cionarios y beneficiarios encuestados expresan su desilusión porque los datos
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y opiniones que manifiestan durante el trabajo de campo de la evaluación no
se traducen en modificaciones en el diseño y la gestión del programa.

Impacto político

Si los informes de evaluación se difunden en forma muy restringida, estos
no pueden provocar impactos importantes en términos de la legitimidad del
gobierno y sus acciones. En cambio, se realiza mucha propaganda política en
los medios que, como ya se mencionó, destaca algunos aspectos positivos de
su gestión. Pero debido a que los mismos gozan de poca credibilidad, habría
que hacer un estudio específico para conocer con precisión cuáles son sus
efectos en la ciudadanía.

Impacto económico

En 2002, el costo de las evaluaciones insumió 52'546,000 pesos que corres­
ponde a una pequeña fracción de los recursos disponibles en los presupuestos
de los programas sociales (0.26 por ciento).107 Por otra parte, podría estarse
produciendo un impacto económico en la distribución de los recursos presu­
puestales entre los distintos programas a través de la elaboración del proyecto
de presupuesto por la SHCP. Esto no sucede a nivel de la Cámara de Diputados,
puesto que ésta no utiliza la información de las evaluaciones.

Impacto cultural

Poco a poco los valores, conocimientos, tradiciones y creencias que provo­
caron décadas de rechazo al tema de la evaluación en todos sus tipos y enfo­
ques, están siendo modificados por los procesos en curso, especialmente en
el marco de los programas sociales del gobierno y de las ose. Sin embargo,
aún queda mucho por avanzar en ese camino, y sus posibilidades y ritmos
dependerán de la difusión, la credibilidad y la demostración de la utilidad de
tomar en cuenta sus resultados en la gestión de los programas.

Hasta aquí el diagrama de árbol nos ha ayudado a organizar las variables
en que se presentan problemas y establecer sus interrelaciones; a continua­
ción nos permitirá identificar dentro del sistema amplio en análisis las varia­
bles-problema que aparecen como las raíces del problema central, aquellas
que, en buena medida, aparecen determinadas en forma exógena al sistema
mismo porque dependen de decisiones asumidas por instancias o autorida­
des relativamente ajenas a las involucradas directamente en la práctica de la
evaluación.

107 En el caso de los programas de 8,\1 esta relación varía entre el 2 y 3 por cicnto .
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No se pretende que las variables afectadas por las causas iniciales sean
determinadas exclusivamente por éstas, pero sí que mejorar el comportamien­
to de las primeras provocaría una mejora sustantiva en las últimas, hasta alcan­
zar a la vinculada al objetivo central del árbol: la calidad de las evaluaciones.

Algunas medidas pueden comenzar a incidir en el corto plazo si se cuenta
con la disposición de la instancia responsable, pero otras como la capacitación
requieren como mínimo un año, y la formación universitaria alrededor de tres
entre la planeación y el egreso de una primera generación de posgraduados.

En conclusión, las variables identificadas en el árbol como causas ini­
ciales y las instancias responsables de adoptar decisiones para resolver sus
problemas son:

• Formación profesional en evaluación: universidades.
• Cursos de capacitación en evaluación: universidades, secretarías y

Congreso.
• Sociedades de evaluadores profesionales: evaluadores.
• Criterios legales para decidir la forma de contratación: Congreso.
• Criterios para determinar techos financieros para la evaluación: SHCP,

Congreso.
• Sistemas de información institucional: organizaciones operadoras de

programas, Sedesol.
• Participación social en la gestión y evaluación: organizaciones opera­

doras de programas, Sedesol, evaluadores.

En consecuencia, las responsabilidades recaen principalmente en las uni­
versidades y en las áreas de capacitación de la Sedesol y el Congreso, segui­
das de las áreas de gestión y coordinación de la evaluación en las instancias
operadoras de programas, la SHCP y los propios evaluadores.

El primero y el sexto de los problemas enunciados se refieren a dos de
los tres requisitos fundamentales manifestados por Abate (2000) para hacer
posible la puesta en práctica de los nuevos modelos de gestión: amplia base
profesional con conocimientos y capacidades desarrolladas que garanticen las
iniciativas gerenciales, y posibilidad de los sistemas de información de medir
costos, productos, calidades e impactos de las acciones realizadas.

Propuestas

A continuación se presentan propuestas para resolver los problemas básicos
localizados en el árbol de análisis previo y algunas sugerencias inmediatas
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que puedan mejorar en forma más directa la calidad de las evaluaciones. Se
plantea para las primeras:

• Formación profesional en evaluación. Esta calificación se debe realizar
para evitar improvisaciones; alude a la formación previa al desempeño
de la función y requiere urgentemente el diseño de posgrados universi­
tarios en evaluación de programas, con especialización en los de índole
social, conocimiento de los distintos enfoques y métodos disponibles
y formación fuertemente interdisciplinaria. lOH Se sugiere un esfuerzo
combinado de varias instituciones de educación superior de prestigio
reconocido.

• Cursos de capacitación en evaluación. Nos referimos a la capacitación
continua durante el trabajo, mediante el desarrollo articulado de múl­
tiples seminarios, congresos, cursos, etcétera, que mejoren la califica­
ción de los funcionarios actuales y desarrollen un curriculum similar al
esbozado en el punto anterior. Se recomienda un esfuerzo conjunto de
las universidades con el Congreso y la Sedesol, recuperando la expe­
riencia del gobierno británico en la materia. ,ü9

• Sociedades de evaluadores profesionales. Estas sociedades han contri­
buido en forma importante tanto a la calificación de funcionarios como
a dar seriedad a los procesos, encargándose incluso en algunos países
de certificar a los evaluadores. También han permitido llevar el conoci­
miento y los debates a las diferentes regiones a través de la creación de
filiales como sucede en el caso de la SFE y reunir a las diferentes nacio­
nes de un continente como en el caso de European Evaluation Society.
Se recomienda promover su conformación entre los evaluadores más
reconocidos.

• Criterios legales para decidir la forma de contratación. Se sugiere a los
legisladores promover una ley específica para la contratación de servi­
cios de consultoría y asesoría que prevea con claridad las situaciones
que ahora resultan inadecuadas y probablemente ineficientes.

10' Para Stufflebeam y Shinkfield (1987: 25) los evaluadores deben contar con cocimientos sobre ..... las
entrevistas, los informes preliminares, el análisis de contenidos, la observación, el análisis político, el análisis eco­
nómico, los informes técnicos, el estudio de caso, la evaluación sin metas, la escucha de opiniones contrapuestas,
las asociaciones de defensa, las listas de control, la elaboración de pruebas, el análisis estadístico, el diseño de la
investigación, el análisis sistemático, la teorización y la administración del proyecto".

109 Díaz y Rosales (2003) también reconocen la ausencia de programas de formación y capacitación, por lo
que recomiendan la creación de una escuela permanente, que concientice a los participantes en el tema. enseñe a
trabajar en equipos mutti e interdisciplinaritls, e imparta teoría y métodos de evaluación, pero también aporte un
mayor conocimiento, de carácter sistémico, no especializado, del campo específico de los programas evaluados.
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• Criterios para determinar techos financieros para la evaluación. Estos
podrían ser propuestos por la SHCP en el próximo proyecto de PEF

para su discusión y, en su caso, aprobación por parte de la Cámara de
Diputados.

• Sistemas de información institucional. Urge el diseño o mejoramien­
to de los actuales sistemas de información de manera de contar con
padrones de beneficiarios de todos los programas sujetos a reglas de
operación, así como con información suficiente y confiable de los pre­
supuestos ejercidos, las acciones y los servicios desarrollados por el
programa en las diferentes regiones en que el mismo se aplica.

• Participación social en la gestión y evaluación. Mucho se ha escrito
heurísticamente sobre las bondades de la participación social en la
efectividad y legitimidad de los programas y de su evaluación y
también muchos especialistas han argumentando su inutilidad. En
materia de evaluación, ella permite comprender los problemas tal
cual los viven los grupos sociales afectados y evaluar el diseño de
programas en función de ello (como complemento de la visión buro­
crática), así como facilita la introducción de nuevas estrategias por
actores motivados. Pero no sólo puede mejorar la calidad técnica de
los resultados de la evaluación (al incluir las miradas y valoraciones
de diferentes actores), sino contribuir sustantivamente a su credibi­
lidad y legitimidad.

Es obvio que hay experiencias de participación exitosas y fallidas por lo
que no es posible prescribirla en todos los casos, pero los planes y programas
gubernamentales han optado por incluirla, por lo que se propone poner en
marcha mecanismos efectivos para la integración de los organismos partici­
pativos previstos por la Ley y los programas, así como solicitar algunas eva­
luaciones piloto de tipo participativo, mediante una estrategia incremental
(pasando de una etapa a la siguiente sólo después de haber tenido éxito en
la anterior):

1. en lo inmediato, tomar en cuenta por parte de las autoridades las opi­
niones de los ciudadanos en torno a la orientación del programa, su
organización, gestión y evaluación e informarles de los resultados;

2. a corto plazo, tomar decisiones y evaluar resultados en forma conjunta
entre autoridades y ciudadanos; y

3. a mediano o largo plazo, permitir a los últimos el liderazgo y la admi­
nistración de los recursos del programa.
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La única forma de poner fin a un debate que no cuenta con informa­
ción rigurosa es someter a prueba la hipótesis mediante el desarrollo de
una investigación social que permita analizar si hayo no diferencias signi­
ficativas en la gestión y evaluación participativas y en qué condiciones se
presentan.

A mediano plazo, y una vez mejoradas las calificaciones actuales, se
podría considerar la posibilidad de que el propio Congreso y sus comisiones
se encarguen de solicitar evaluaciones externas, 110 en su calidad de contrapeso
del Poder Ejecutivo (como la GAO en EUA o la NAO en Reino Unido), aunque
existe el riesgo de que éstas se politicen.

Incluimos como propuestas dirigidas a incidir de inmediato en los traba­
jos de evaluación:

• Continuar con el proceso de integración de programas con objetivos
similares iniciado en Sedesol en 2003,111 y promover su aplicación a
nivel intersecretarial, evitando duplicidades y reduciendo la prolifera­
ción de pequeños programas que dificultan y hacen costosa su evalua­
ción por separado.

• Impulsar la celebración de un nuevo Acuerdo SHCP-SFP para clari­
ficar conceptos básicos (evaluación, sus objetivos y tipos, cobertura,
impacto, métodos, criterios, por ejemplo), ampliar requisitos (evaluar
la pertinencia y el diseño del programa, ll2 y analizar la participación
social en su gestión) y simplificar procedimientos poco realistas
(medición de impactos anuales o diseño de escenarios prospecti­
vos). Se sugiere solicitar también la distribución de resultados por
microrregiones de manera de realizar una especie de benchmarking
para determinar los casos exitosos, sus costos, las diferencias con los
no exitosos y sus causas, para tomar medidas que permitan una mejo­
ría generalizada. Además y fundamentalmente, agregar la obligación
del evaluador de incluir en su informe final un juicio explícito de
valoración fundamentada de la gestión, antes de pasar a las recomen­
daciones.

• Modificar el contenido de los decretos recientemente expedidos corres­
pondientes a la reglamentación de la LGOS y la regulación del CNE de
manera que se respete plenamente lo establecido por la mencionada

110 El PEF 20t)4 establece en su artículo 55 que las evaluacíones serán responsabilidad de la Cámara de
Diputados, sin embargo, no se perciben cambios en su organización.

111 Caso de Desarrollo Económico Productivo de los Pueblos Indígenas y Desarrollo de los Pueblos y
Comunidades Indígenas, ambos vigentes en 2002.

112 Algunos programas comenzaron a hacerlo en 2003.
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ley, en aras de la claridad y legitimidad de los procesos de gestión y
evaluación de los programas de desarrollo social. llJ

• Impulsar las modificaciones a la LGDS que sean necesarias para: 1. crear
un organismo autónomo del gobierno y del Congresol14 que se encargue
de hacer las evaluaciones o de coordinar la participación de los académi­
cos desde la licitación hasta la entrega, difusión y publicación de sus resul­
tados, evitando así los conflictos de intereses y posiciones partidistas;1H
y 2. realizar anualmente evaluaciones de insumas, procesos y resultados
de todos o una muestra de los programas l16 y limitar la evaluación de
impacto de acuerdo con alguna o algunas de la siguientes sugerencias:
-Medir sólo el impacto del conjunto de programas sociales a nivel de

la estrategia Contigo. De esta forma, habría que estudiar únicamente la
evolución de los indicadores de pobreza y descartar la posible inci­
dencia de variables contextuales, ajenas a la estrategia, sobre dichos
resultados. Se evitaría así la casi imposible tarea de deslindar los
impactos causados por cada programa, cuyos objetivos y poblaciones
suelen traslaparse, y se contaría con posibilidades más realistas de
ofrecer verdaderas mediciones de impacto.

-Desagregar los indicadores anteriores con criterios territoriales, de
manera de analizar el impacto que el conjunto de programas sociales
ha tenido en cada una de las microrregiones, para hacer un bechmar­
king entre ellas y así contribuir a la evaluación de la estrategia del
mismo nombre.

-Evaluar selectivamente los impactos de algunos programas, de mane­
ra que transcurran por lo menos tres años entre una evaluación y
la siguiente." 7 Esto permitiría que los efectos propios del programa

11' Consultar artículos publicados por Julio Boltvinik en e! periódico ÚlJornuda de fechas lO, 17 Y 24 de
febrero y 3 Y 10 de marzo de 2006, entre otros.

'''La iniciativa Burgos de LGDS preveía la creación de un órgano de ese tipo. Instituto Nacional de Evalua­
ción de la Política Social, de carácter autónomo, similar al Instituto Federal Electoral, al Banco de México y al
Instituto Nacional de Evaluación de la Política Educativa, creado en agosto de 2002.

'1' Su creación constituye un requisito fundamental para e! éxito de la gerencia pública, según palahras de
Waisshluth (2004), consultor y miembro del Consejo de Alta Dirección Púhlica de Chile. En e! contexto español
también acaba de aproharse la creación de un organismo responsable de las evaluaciones. En este caso, si hien no
es de carácter totalmente autónomo, depende de un ministerio transversal, e! Ministerio de las Administraciones
Autónomas, con lo cual se logra al menos que no esté directamente vinculado con ningún ministerio responsable
del desarrollo de programas.

'16 La mayor parte de las evaluaciones francesas, por ejemplo, solicitan cubrir sólo cinco puntos: pertinencia
de! programa, coherencia del diseño, eficacia de las acciones realizadas, eficiencia en e! empleo de recursos para
el logro de objetivos, y conclusiones y recomendaciones.

liJEn su documento sobre la pobreza en México, el Banco Mundial (2004b: 238 y 247) expresa tamhién
esta idea de que la medición de impacto se aplique a los principales programas de desarrollo social, aquellos que
tengan alta cobertura nacional y absorban recursos sustanciales, a proyectos innovadores, reproducibles y con
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tengan mayor probabilidad de ser medidos, a pesar de sus interdepen­
dencias, y concentrar los recursos anuales disponibles (financieros y
humanos) en una tercera parte de las actuales evaluaciones, de manera
de hacerlas más realistas y rigurosas, recuperando la experiencia cana­
diense de finales de los ochenta en que las mismas se aplicaban cada
cinco años.

-Simplificar la solicitud de evaluación de programas pequeños (con
presupuestos inferiores a los 100 millones de pesos) que no ameritan
el mismo rigor que el resto.

• Fortalecer las relaciones entre las instancias formalmente intervinien­
tes en el proceso, comenzando por que las Comisiones de Desarrollo
Social, Presupuesto y Cuenta Pública, y Participación Ciudadana del
Congreso compartan y discutan al interior del mismo y con los fun­
cionarios y evaluadores las auditorías de desempeño desarrolladas por
la ASF y los informes de las evaluaciones externas. Retomar también
la propuesta del BM (2004a) para conformar paneles de asesoría técnica
con la participación de expertos en políticas, congresistas, beneficiarios
y operadores de programas.

• Limitar anualmente a tres el número de evaluaciones en que pueden
participar los mismos coordinadores y los miembros de sus equipos
para garantizar la calidad de sus trabajos y ampliar la competencia en
su mercado.

• Exigir que los informes de evaluación contengan un anexo en que se
especifique y fundamente la forma en que fue determinada la o las
muestras a encuestar, así como los parámetros utilizados en su cálculo
y las limitaciones de la misma, de manera que el lector pueda valorar
la calidad de la información que se le presenta.

• Aplicar una mezcla de enfoques cuantitativos y cualitativos integrados
que permitan aprovechar al máximo las ventajas de cada uno de ellos:
mayor alcance en extensión y en profundidad.

• Preparar resúmenes ejecutivos de la evaluación con contenidos
diferentes según sus destinatarios: Sedesol, instancias operadoras
de programas, SHCP, SFP, Congreso, ciudadanía (ejemplo: los legis­
ladores necesitan información sobre los logros generales del pro­
grama para decidir sobre su continuidad y asignación de recursos,
los operadores de programas requieren información más detallada

intervenciones bien definidas. La OCDE (1995) también recomienda llevar a cabo evaluaciones selectivas a los pro­
gramas, de manera que los mismos resulten evaluados aproximadamente cada cinco años. Esto especialmente en
los países en vía de desarrollo en que el número de buenas evaluaciones que es realista esperar resulta limitado.
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sobre su eficiencia y calidad, la Sedesol requiere también informa­
ción general sobre la eficacia y el impacto logrados de manera de
poder realizar correcciones o un aprendizaje útil para futuros dise­
ños, etcétera). Lo anterior permitiría facilitar su lectura debido a su
menor extensión y concreción en los temas de interés de cada grupo
de actores.

• Apoyar a los evaluadores externos por parte de las delegaciones estata­
les de las instancias operadoras del programa en la logística del trabajo
de campo, pero dejarlos en libertad de acceder y seleccionar a los bene­
ficiarios a encuestar, para que estos contesten con mayor libertad.

• Publicar los resultados de los informes de evaluación, no sólo en el Diario
Oficial como lo prevé la LGDS aprobada en 2003, sino dar a conocer los
resúmenes ejecutivos en las páginas web correspondientes a sus progra­
mas y difundir sus conclusiones en la prensa, como se hace en Costa Rica
y Uruguay. Ello como requisito indispensable para que la ciudadanía
esté informada y pueda participar democráticamente en su debate, lo
que indirectamente promoverá una mejor calidad de los informes.

• Impulsar el desarrollo de trabajos de metaevaluación que ayuden a
aprender de las experiencias desarrolladas y corregir el rumbo del
sistema de evaluación en su conjunto.

• Comenzar a desarrollar una cultura de la evaluación que modifique
valores, cambie actitudes y se traduzca en nuevas prácticas que siste­
maticen sus resultados y promuevan su utilización para fijar metas de
impacto, de resultados, de actividades e insumas, en ese orden, y tomar
decisiones para la conducción de la gestión, de manera de integrar la
evaluación a la planeación y la operación, similar al sistema introducido
en Canadá o la ABR que promueve el BM. Se requiere de un liderazgo
que diseñe incentivos para impulsar el cambio cultural.

Escenarios prospectivos

A finales de 2005 el Poder Ejecutivo federal expidió el reglamento de la LGDS

y a inicios de 2006 se procedió a conformar el CNE. 118 Especialmente el último
constituye un evento importante que puede modificar el futuro de la evalua­
ción de programas.

I"Según el segundo transitorio de la LGDS, la expedición del reglamento contaba sólo con 90 días naturales
a partir de su entrada en vigencia, el 20 de enero de 2004; según el tercero transitorio de la misma. el eNE debía
integrarse dentro de los 180 días naturales a contar desde la misma fecha. Este último quedó conformado el 9
de febrero de 2006.
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Si el consejo mantuviera la situación que se ha venido presentando des­
de 2001, sin más cambios que los previstos por la LGDS (fechas de entrega,
aprobación de un sistema de indicadores, publicación de informes, etcétera)
tendríamos que esperar que el escenario tendencial de los próximos años estu­
viera caracterizado por:

• mantenimiento de muchas instancias vinculadas al proceso de evalua­
ción, muy poco relacionadas, o mal relacionadas, entre sí,

• inercia en la expectativas y exigencias, en algunos casos demasiado
ambiciosas, de Sedesol, SHCP y el Congreso;

• diseño de términos de referencia y procedimientos relativamente
confusos;

• esfuerzos insuficientes de formación profesional y de capacitación de
funcionarios y legisladores en el tema;

• poco incremento numérico de la oferta de evaluadores y de la calidad
de sus equipos;

• tendencia de los anteriores a concentrar varios trabajos de evaluación,
mismos que aún podrían disminuir su número si continúa el proceso
de integración de programas;

• ausencia de guías o manuales de evaluación que apoyen su trabajo;
• sistemas de información insuficientes y poco confiables;
• continuación de la evaluación anual de todos los programas en todos

sus aspectos, sin tiempo y recursos suficientes para hacerla con calidad
y tendiendo a transformarla en un procedimiento más de control admi­
nistrativo tradicional (ahora realizado por externos);

• levantamiento de información de campo con base en muestras de
dudosa o desconocida representatividad;

• ausencia de evaluación de las pertinencia de los programas y de juicios
valorativos fundamentados sobre su gestión;

• énfasis en la medición de variables económicas, en detrimento de las
sociales, culturales y políticas;

• casi nula participación social en la gestión y evaluación de programas,
• ausencia de involucramiento del Congreso en los procesos de evaluación

y aprobación de presupuestos no fundamentados en resultados;119 y
• lentos cambios en la cultura organizacional en torno a la evaluación y

las resistencias que dicho proceso desata.

'" En 2004 la Sedesol habría empezado a tomar en cuenta los resultados de las evaluaciones para la defini­
ción de los presupuestos de los programas.
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Sin pretender haber logrado un listado exhaustivo de características,
todo lo anterior redundaría en una calidad de la evaluación que no mejora,
incluso con el riesgo de empeorar en algunos casos.

Los informes continuarían difundiéndose en forma insuficiente, a pesar
de la obligación introducida por la LGDS en el sentido de publicar sus resul­
tados en el Diario Oficial, y utilizándose poco en la gestión de los programas,
y por lo tanto, no se traducirían en impactos relevantes en lo económico,
social, cultural y político.

Si todo esto sucediera, también se perdería la poca credibilidad actual
del proceso y quedaría más clara su limitada justificación, con lo cual podría
concretarse la amenaza de que el proceso se trunque, o más probablemente,
que se le reduzcan los recursos.

En ese caso, continuaríamos manteniendo un esfuerzo que se transfor­
maría en un rito sin sentido, pero seguiríamos sin conocer con rigor el impac­
to de las intervenciones sociales del gobierno.

Sin embargo, la Sedesol ha mostrado un gran interés en el avance de
los procesos de evaluación. Por ejemplo, en la evaluación a la gestión 2003,
suponemos que con la intención de exigir mayor interdisciplinariedad y cali­
dad del equipo evaluador, los términos de referencia de algunos programas
(Jóvenes por México, Iniciativa Ciudadana 3Xl) empezaron a solicitar el
cumplimiento de mayores requisitos por parte de los evaluadores, como:

• La dirección de la evaluación debía tener estudios de doctorado o
equivalente y experiencia previa en evaluaciones; y

• el equipo tenía que contar con:
-analistas (economistas y otros cientistas sociales),
-un experto en estadística,
-un administrador del trabajo de campo y del equipo, y
-procesadores de datos.

Estas medidas pueden ser discutibles ya que exigir el doctorado cierra
mucho las posibilidades de la oferta, ya de por sí restringida, debido a muchos
de los evaluadores actuales sólo cuentan con maestría. Además, si tener expe­
riencia previa se refiere a la realización de evaluaciones externas anteriores,
eso significaría que ningún evaluador nuevo puede ingresar al grupo, con
lo cual la oferta se transformaría en una especie de oligopolio cerrado que
no contribuiría a mejorar la calidad de las evaluaciones realizadas. De todas
formas demuestra el interés de Sedesol y los operadores de los programas de
buscar procesos de mejoramiento continuo.
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Lo anterior nos hace suponer que es posible plantearse escenarios alterna­
tivos más optimistas.

En caso de que el eNE cuente con recursos suficientes y actúe con una
visión de gestión estratégica, aprovechando las oportunidades y fortalezas del
sistema de evaluación y corrigiendo sus debilidades o problemas para evitar
las posibles amenazas del entorno, esperaríamos que introdujera todas o por
lo menos algunas de las propuestas que se expusieron previamente, modifi­
cando la tendencia generalizada a la realización de estudios econométricos
y provocando distintos grados de mejoramiento en la calidad de las evalua­
ciones, su difusión, utilización y credibilidad. En consecuencia, se esperaría
un aumento sustantivo de su impacto en el contexto, en forma similar a la
experiencia canadiense iniciada en el año 2000.

Para lograr revertir las tendencias del escenario tendencial, dicho consejo
debería ejercer un fuerte liderazgo que iniciara un diálogo con las áreas de
capacitación de las secretarías de Estado involucradas, las áreas que operan
programas, las que coordinan sus evaluaciones y los propios evaluadores;
pero puesto que, como ya se mencionó, no todos los problemas se pueden
resolver al interior del gobierno mismo, sería también fundamental que
incrementara sus vínculos con las universidades y el Congreso.

Conclusiones

A modo de cierre se considera necesario hacer una síntesis de las conclusio­
nes fundamentales que ha ido arrojando la metaevaluación realizada:

• No es conveniente evaluar individualmente cada programa para deter­
minar su impacto en la medición de la pobreza porque los métodos
experimentales dejan muchas dudas, como se vio en la experiencia
de los EVA y la nuestra misma, y son muy costosos. Se recomienda
aplicar métodos más sencillos, al menos en programas pequeños, y
hacer experimentación sólo a nivel de la estrategia global o de grandes
programas selectos.

• No se puede evaluar el impacto anualmente, no tiene sentido porque
es muy poco tiempo para percibir diferencias claras provocadas por el
programa y resulta muy costoso. Además los evaluadores en realidad
no lo hacen, como descuidan otros aspectos solicitados por los términos
de referencia (cobertura y su evolución, satisfacción de los usuarios,
diseño de escenarios) o no solicitados pero importantes (participación
social, utilización de resultados y recomendaciones previas).
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• Resulta fundamental el respeto a un principio deontológico básico, que
no se está respetando actualmente: la autonomía financiera e institucio­
nal del evaluador para garantizar su objetividad.

• Es imprescindible que una evaluación valore la gestión del programa.
En los trabajos revisados hay datos, que en muchos casos se describen
pero no se interpretan, hay pocas valoraciones explícitas y, sin embar­
go, todas hacen recomendaciones.

• Los diferentes actores entrevistados en esta metaevaluación reconocie­
ron que el avance de la evaluación en México aún es limitado e iden­
tificaron como las principales causas de esta situación las culturales,
sociales y políticas; en cambio, dieron un peso mucho menor a los pro­
blemas metodológicos que se relacionan en gran parte con la calidad de
las evaluaciones analizada.

• Aún no se cuenta con un avance suficiente de la profesionalización de
la evaluación, entendida como la creación de una comunidad de exper­
tos, que cuente con una revisión propia del conocimiento alcanzado,
con base en criterios de calidad aceptados y el desarrollo de foros de
discusión especializados.

• Tampoco puede decirse que se haya logrado la institucionalización
de los procesos evaluativos a nivel gubernamental, porque aún no
se han creado las organizaciones dedicadas exclusivamente al tema
y, mucho menos existe un conjunto de reglas de juego (normas,
rutinas, tradiciones, convenciones, etcétera), admitidas como una
necesidad compartida por los diversos agentes y actores vinculados
a ella.

• La inclusión de procesos de evaluación en el país no constituye una
verdadera reforma del Estado si no se incorpora una gestión por
resultados (ABR). En 2002 se estaba volviendo un mero rito, incre­
mentaba el trabajo administrativo, creaba un nuevo mercado de
trabajo para especialistas, pero no se integraba al proceso decisorio,
por lo que incrementaba los costos y no justificaba su relación Costo/
Beneficio. 12D

En resumen, se identifican dos grandes temas principales a encarar en
torno a la función de evaluación en nuestro contexto actual, que recuerdan
ampliamente la descripción realizada por Nioche (1993) para el contexto
francés: su organización y metodología.

"" En 2004 aún no se evaluaba la utilización de resultados inducida por Sedesol-5FP.
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Organización

Es necesario continuar la integración de programas evitando duplicidades,
no sólo al interior de la Sedesol sino con otras secretarías que manejan pro­
gramas similares,121 reducir el número de instancias participantes en la eva­
luación y agilizar su funcionamiento, precisar la redacción de los términos
de referencia, mejorar las relaciones interorganizacionales, eliminar prácticas
estereotipadas, mejorar los sistemas de información, aumentar la legitimidad
del proceso, organizar la participación social, desarrollar una verdadera cul­
tura de la evaluación, utilizar sus resultados, etcétera.

Metodología

Se requiere mejorar la calidad del muestreo aplicado y el análisis de la
información recogida, evaluar la pertinencia del programa y su diseño, ana­
lizar la evolución del gasto ejercido en relación con las metas alcanzadas y
su distribución geográfica, medir la cobertura como porcentaje de la pobla­
ción que necesita el servicio, medir realmente el impacto en los programas
que lo sigan exigiendo, analizar el nivel de participación social efectiva, diseñar
los escenarios prospectivos que se soliciten, analizar la utilización realizada de
las recomendaciones de evaluaciones previas y, fundamentalmente, emitir un
juicio valorativo final, fundamentado en todos los elementos revisados.

Lo anterior nos indica que los resultados alcanzados en materia de eva­
luación dependen de la eficacia interna de los procesos aplicados y de las
condiciones organizacionales imperantes en su contexto. La similitud con
el caso francés de inicio de los noventa, y las décadas de trabajos que nos
separa de él, nos permiten aprender de su proceso, centrado especialmente
en la solución de los problemas metodológicos (búsqueda de un enfoque
alternativo al experimental), lo que lo condujo a postergar muchos de sus
problemas organizacionales, que se han vuelto los más urgentes en la actua­
lidad (Thoenig, 2002).

En síntesis, se concluye que el importante desarrollo alcanzado en los
últimos años en materia de evaluación de políticas y programas públicos en
México aún presenta problemas organizacionales, de calidad técnico-meto­
dológica y de participación social.

Se considera que las razones que explican la situación anterior incluyen:
presupuestos inadecuados; información institucional insuficiente; formación
y experiencia limitada de los evaluadores, funcionarios y congresistas; falta

"" Ejemplo: apoyo a la pobreza extrema entre los campesinos por la Sagarpa, a jornaleros agrícolas migran­
tes por la Secretaría de Trabajo y Previsión Social (STPS) o a jornaleros agrícolas por Sedesol.
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de operacionalización de los mecanismos planeados de participación social;
y, restricciones a la independencia de criterio de los evaluadores, a la trans­
parencia de los procesos y la rendición de cuentas a la ciudadanía.

Finalmente, las propuestas formuladas para coadyuvar a la resolución de
los problemas identificados en el trabajo han sido planteadas con la intención
de que México aproveche la enorme oportunidad que tiene actualmente de
mejorar la calidad de los trabajos de evaluación e integrar sus resultados
a la gestión pública, como forma de incidir más efectivamente en el alivio
del más urgente problema nacional: la pobreza en que vive la mitad de sus
ciudadanos.



Consideraciones finales

A MANERA de cierre de la revisión teórica, metodológica y empírica presenta­
da en la primera parte sobre el tema de evaluación de los programas públicos,
y de la metaevaluación aplicada en el segunda parte a las evaluaciones reali­
zadas a los programas de desarrollo social en México, se considera relevante
mencionar las nuevas tendencias del debate en la materia.

Las tendencias en el debate teórico
sobre evaluación de programas

Existe consenso sobre la necesidad de transformar a la administración públi­
ca tradicional para alcanzar de mejor manera los objetivos de las políticas y
programas gubernamentales, pero no lo hay en cuanto a la dirección de dicho
cambio, en el que se enfrentan quienes priorizan la solución de problemas
técnicos y macroeconómicos apoyados en el NPM y quienes anteponen la
solución de los conflictos y demandas sociales mediante el diálogo continuo
entre gobierno y sociedad.

Esta disyuntiva se refleja en el terreno de la evaluación de programas
sociales, también con dos tendencias claras: la aplicación de métodos
experimentales y mediciones econométricas de trasfondo positivista,
realizadas por especialistas; o, la utilización de métodos cualitativos que
enfatizan la participación y el aprendizaje social, fundamentada en el
constructivismo.

Si bien la literatura revisada muestra el énfasis experimental que la eva­
luación adquirió en EVA a finales de los sesenta y principios de los setenta,
todo parece indicar que su utilización ha disminuido sensiblemente debido a
sus altos costos y discutibles resultados, lo que coincide con los comentarios
críticos que el BM dirige al método, por lo que sorprende que Sedesol siga
insistiendo tanto en este enfoque. En cambio, la revisión hemerográfica en
aquel país muestra que los estudios de carácter cualitativo están siendo más

325
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productivos y aceptados por los lectores. Otro tanto sucede con el giro toma­
do por la evaluación en Francia.

En el caso de México se recomienda evitar posiciones dogmáticas, com­
binando metodologías según las necesidades de cada programa.

En relación con el componente de participación social, mientras México
sigue cuestionándose sobre su conveniencia, en diversos países constituye
una estrategia ampliamente aceptada (países escandinavos, Suiza, Francia,
Canadá, etcétera), siendo su preocupación actual, la forma de mejorar la
calidad de la misma. Por ello se insiste en la necesidad de poner a prueba su
utilidad en nuestro contexto, aplicando una estrategia incremental. Su ausen­
cia podría considerarse un síntoma de que en realidad el gobierno no se está
preocupando por impulsar el aprendizaje democrático directo, por contar
con ciudadanos informados, críticos y propositivos, sino sólo por utilizar las
evaluaciones para racionalizar el gasto social y ganar legitimidad.

Por otra parte, si consideramos que desde finales de los sesenta Scriven
ya trabajaba en la realización de metaevaluaciones en EVA, tenemos que
reconocer un avance muy lento del tema, que en los últimos años comien­
za a parecer con más regularidad y en contextos nuevos (Canadá, Francia,
España, Costa Rica), en la medida en que también se extiende el desarrollo
de la evaluación de programas, su objeto de estudio. Además, comienzan a
diferenciarse enfoques complementarios de metaevaluación: metodológico,
hermenéutico, político, deontológico y organizativo.

Una tendencia relevante, detectada en todas las metaevaluaciones revi­
sadas, es que los resultados de las evaluaciones son muy poco usados en los
procesos decisorios, por lo que aún no es posible hablar de una gestión por
resultados (Rist) o ABR (BM). Se espera que esta situación vaya cambiando a
medida que se modifica la cultura evaluativa imperante en la administración
pública y que se mejora la calidad de las evaluaciones prácticadas.

El reciente informe del Banco Mundial
sobre la pobreza y las estrategias
del gobierno mexicano

El BM (2üü4a) acaba de presentar un informe que confirma algunos proble­
mas y soluciones expuestos en este libro. Reconoce el esfuerzo realizado por
el gobierno mexicano, y especialmente Sedesol, en materia de monitoreo y
evaluación de los programas dirigidos a la lucha contra la pobreza. 122 Pero,

'lO La reducción de la pobreza por ingresos mostraría resultados estadísticamente significativos a nivel rural
y urbano; en cambio, la pobreza estimada en términos de consumo sólo los exhibiría en el ámbito rural.
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identifica una agenda pendiente en materia social: integración más eficaz de
la política económica y la social, calidad de los servicios, acceso a seguridad
social, políticas para el incremento de ingresos y la mejora de su distribución
(especialmente en el caso de grupos indígenas), mejora en la productividad
de los autoempleados y de las empresas informales, fortalecimiento de la
rendición de cuentas, la participación social y la administración basada en
resultados (ABR), a partir de un enfoque integrado de M&E, como el que está
financiando en Argentina. m

Opina que la estrategia Contigo sigue siendo difícil de evaluar y que no
queda clara la relación entre su gran número de programas y el enfoque inte­
gral perseguido por el gobierno (variaciones en la focalización de acuerdo a la
secretaría que lo implementa, por ejemplo). Agrega que se sabe poco respecto
del gasto descentralizado en combate a la pobreza y que no queda claro el
incentivo que induciría a los estados a interesarse en su aplicación.

Considera excelente la evaluación de impactos iniciada a Progresa en
1998, en la que pone más atención que en la actual evaluación de Oportu­
nidades. Sin embargo, opina que se requiere comprender mejor los deter­
minantes de la cobertura y la calidad de los servicios públicos dirigidos a
la población pobre, así como a las condiciones institucionales que afectan a la
incorporación social y la rendición de cuentas. El diseño experimental, si
bien lo considera la técnica más novedosa de medición de impacto, opina que
es "... más limitada para el aprendizaje continuo de los procesos que están
detrás de los cambios observados y para comprender el papel del contexto
local", así como "no puede controlar la influencia del tiempo en los resultados
que no se relacionan con el programa" (BM, 2004a: lvii y 242), los que resultan
decisivos para mejorar el diseño de los programas. Piensa que son los sistemas
de monitoreo con base en el seguimiento continuo de indicadores los que
permiten mayor aprendizaje y participación social, razón por la que propone
su combinación con las evaluaciones en profundidad, tema en el que Sedesol
trabaja actualmente.

También concuerda con las conclusiones de este trabajo en el sentido
de que los programas requieren tiempo para que se evalúen sus impactos, lo
que no puede hacerse todos los años, sino en forma selectiva, razón por
la que considera que su propia evaluación debe considerarse como pre­
liminar. Menciona que la realización de tantas evaluaciones de impacto
lleva a que éstas sean rápidas, superficiales y arrojen pocos beneficios,
por lo que recomienda su complementación con un sistema de monitoreo

I2'También en Sedesol se está proponiendo que la dirección encargada actualmente de la evaluación pase
a llamarse Dirección General de Monitorco y Evaluación de Programas Sociales.
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como el que se estaría preparando en la oficina de la presidencia que per­
mite una cierta anticipación de impactos. Además, sugiere interacciones
entre evaluadores internos y externos, con énfasis en la participación de
los beneficiarios. Considera que sólo tiene sentido valorar la efectividad
de los programas sociales que sean innovadores y reproducibles, y ten­
gan una alta cobertura nacional, intervenciones bien definidas y absorban
recursos sustanciales (Banco Mundial, 2004a: 255).

El Banco opina que la LGDS enfrenta desafíos para su implementación
debido a la rigidez que implica en material presupuestal, las funciones dise­
ñadas para las comisiones creadas y el énfasis puesto en la gestión de los
municipios.

Concluye que: 1) la Sedesol debe expandir en forma gradual pero con­
tinua su sistema de monitoreo y evaluación, tomando más en cuenta las
necesidades de información de la propia secretaría, 2) el sistema requiere
claridad de metas y un alineamiento de todos los funcionarios trabajando en
ese sentido, lo que el banco no percibe actualmente, 3) es necesario redefinir
el mandato del Congreso para no exigir evaluaciones anuales de impacto,
sino un monitoreo del desempeño, y recurrir a una mezcla de evaluaciones
internas y externas.

Todo lo anterior considera que debe complementarse con un mayor
trabajo en temas de liderazgo, en el diseño de incentivos (sanciones y recom­
pensas) yen la definición de funciones y responsabilidades.

Expectativas de contribución al debate actual

El trabajo que finaliza aspira modestamente a realizar una contribución en
torno a la evaluación en nuestro contexto en los siguientes aspectos:

• coadyuvar al conocimiento de enfoques y experiencias diferentes a las
aplicadas en México para enriquecer el debate teórico y empírico;

• aportar algunas aclaraciones conceptuales y metodológicas;
• identificar y relacionar problemas en el proceso de evaluación, así

como realizar sugerencias para su solución;
• ofrecer formas de organización alternativas para la coordinación de los

procesos evaluativos;
• insistir en las particularidades de los programas sociales y sus evalua­

CIones;



CONSIDERACIONES FINALES 329

• proponer su evaluación mediante métodos cuantitativos y cualitativos
integrados, y simplificar los actuales en el caso de programas peque­
ños;

• complementar la metaevaluación basada en la revisión del informe
final y los problemas metodológicos con el análisis de su entorno orga­
nizacional; y

• ofrecer una propuesta de métodos y criterios para la realización de
metaevaluaciones en nuestro contexto.

Finalmente, si bien las metaevaluaciones se encuentran aún muy poco
difundidas y no cuentan con métodos específicos desarrollados, se espera
haber contribuido a mostrar su utilidad y se recomienda su realización
periódica para ayudar a los tomadores de decisiones a la reflexión com­
prometida pero independiente sobre la forma en que se están aplicando las
evaluaciones en curso y a la generación de un proceso de acumulación de
conocimientos y aprendizaje social.



Anexo 1

Normas para la evaluación de programas
del Joint Committee on Standards

for Educational Evaluation
Segunda edición, 1994

Normas de utilidad

Las normas de utilidad pretenden asegurar que una evaluación servirá a
las necesidades de información de los usuarios pretendidos.
VI Identificación de los agentes críticos (stakeholders). Se deben identificar las
personas implicadas o afectadas por la evaluación, de manera que sus
necesidades puedan ser cubiertas.
V2 Credibilidad del evaluador. Las personas que dirijan una evaluación
deben ser merecedoras de confianza y competentes para realizar una
evaluación, de manera que los hallazgos de la evaluación consigan la
máxima credibilidad y aceptación.
V3 Selección y alcance de la información. La información recopilada debe ser
seleccionada ampliamente para contestar preguntas pertinentes sobre el
programa y debe responder a las necesidades e intereses de clientes y
otros agentes críticos.
V4 Identificación de valores. Las perspectivas, los procedimientos y la
fundamentación que se utilicen al interpretar los resultados deben des­
cribirse con cuidado, de manera que los fundamentos de los juicios de
valor sean claros.
V5 Claridad del informe. Los informes de evaluación deben describir cla­
ramente el programa que está siendo evaluado, incluyendo su contexto,
y los propósitos, procedimientos y resultados de la evaluación, de manera
que se ofrezca información esencial y fácilmente comprensible.
V6 Oportunidad y difusión del informe. Los hallazgos intermedios signifi­
cativos y los informes de evaluación se deben difundir a los usuarios
deseados, de manera que puedan ser utilizados de manera oportuna.
V7 Impacto de la evaluación. Las evaluaciones se deben planificar, dirigir y
comunicar de forma que animen a los agentes críticos a su cumplimiento,
de manera que aumente la probabilidad de que se use la evaluación.
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Normas de factibilidad/viabilidad

Las normas de factibilidad tienen el propósito de asegurar que una eva­
luación sea realista, prudente, diplomática y frugal.
Fl Procedimientos prácticos. Los procedimientos de la evaluación deben ser
prácticos, de manera que las interrupciones sean mínimas mientras se
obtiene la información necesaria.
F2 Viabilidad política. La evaluación se debe planificar y dirigir anticipan­
do las diferentes posturas de diversos grupos de interés, de manera que
se pueda obtener su colaboración y así se puedan advertir y contrarrestar
posibles intentos de restringir las operaciones de evaluación o de sesgar
o abusar de los resultados por parte de estos grupos.
F3 Coste efectividad. La evaluación debe ser eficiente y producir una infor­
mación de valor suficiente, de manera que se justifiquen los recursos
empleados.

Normas de corrección/legitimidad

Son las normas dirigidas a asegurar que la evaluación se dirija legal y
éticamente y con la debida atención al bienestar de aquellos implicados
en la evaluación, así como a aquellos afectados por sus resultados.
Cl Orientación de servicio. Las evaluaciones se deben diseñar para asistir a
las organizaciones a tratar y cubrir efectivamente las necesidades de todo
el espectro de destinatarios.
C2 Acuerdos formales. Las obligaciones de las partes formales de la
evaluación (qué se hará, cómo, por quién y cuándo) se deben acordar
por escrito, de forma que dichas partes estén obligadas a seguir todas
las condiciones del acuerdo o, por el contrario, renegociarlo formal­
mente.
C3 Derechos de los sujetos. Las evaluaciones se deben diseñar y dirigir de
tal forma que se respeten y protejan los derechos y el bienestar de los
sujetos.
C4 Interacciones humanas. Los evaluadores deben respetar la dignidad y
el valor humano en sus interacciones con otras personas asociadas a la
evaluación, de manera que no se amenace o dañe a los participantes.
CS Valoración completa y justa. La evaluación debe ser completa y justa
en su análisis y en su registro de fortalezas y debilidades del programa
evaluado, de tal modo que las fortalezas sean reforzadas y las áreas pro­
blemáticas tratadas.
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C6 Revelación de los resultados. Las partes formales de la evaluación deben
asegurar que el conjunto completo de resultados de la evaluación junto
con sus pertinentes limitaciones son accesibles para las personas afecta­
das por la evaluación y para cualquier otra persona con derechos legales
para recibir los resultados.
C7 Conflicto de intereses. Los conflictos de intereses deben manejarse abier­
ta y honestamente de tal forma que no comprometan el proceso ni los
resultados de la evaluación.
C8 Responsabilidad[tscal. La distribución y los gastos de recursos asignados
por el evaluador deben reflejar procedimientos solventes de información
y responsabilidad, en caso contrario el evaluador debe ser prudente y
éticamente responsable de manera que los gastos se justifiquen y sean
apropiados.

Normas de precisión

Estas normas tienen el propósito de asegurar que una evaluación revele
y proporcione información técnicamente apropiada sobre las caracterís­
ticas que determinan el valor o mérito del programa evaluado.
P1 Documentación del programa. El programa evaluado debe ser descrito y
documentado de forma apropiada y clara, de tal manera que el programa
se identifique claramente.
P2 Análisis del contexto. El contexto en el cual el programa existe se debe
examinar con suficiente detalle de manera que se puedan identificar sus
posibles influencias sobre dicho programa.
P3 Descripción de propósitos y procedimientos. Los propósitos y procedimien­
tos de la evaluación deben ser seguidos y descritos con el suficiente deta­
lle de manera que se puedan identificar y valorar.
P4 Fuentes de información defendibles. Las fuentes de información que se
utilicen en una evaluación de programa se deben describir con suficiente
detalle de forma que se pueda estimar la adecuación de la información.
P5Información válida. Los procedimientos de recopilación de información
se deben elegir y desarrollar y entonces poner en práctica de manera que se
asegure que la interpretación a la que se ha llegado es válida para el uso
que se le pretende dar.
P6 Información fiable. Los procedimientos de recopilación de información
se deben elegir, desarrollar y poner en práctica de manera que se asegure
que la información obtenida es suficientemente fiable para el uso que se
le pretende dar.
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P7 Información sistemática. La información recopilada, procesada y trans­
mitida en una evaluación debe ser revisada sistemáticamente y cualquier
error encontrado debe ser corregido.
P8 Análisis de la información cuantitativa. La información cuantitativa de
una evaluación se debe analizar apropiada y sistemáticamente de manera
que las preguntas de evaluación se contesten de forma efectiva.
P9 Análisis de la información cualitativa. La información cualitativa de una
evaluación se debe analizar apropiada y sistemáticamente de manera que
las preguntas de evaluación se contesten de forma efectiva.
PIO Conclusionesjustificadas. Las conclusiones a las que se llega en una eva­
luación deben estar justificadas explícitamente de manera que los agentes
críticos de la evaluación puedan ponderarlas.
PIIInforme imparcial. Los procedimientos para informar deben asegurar
que no haya distorsión causada por sesgos y sentimientos personales de
cualquiera de las partes de la evaluación, de manera que los informes
reflejen de forma justa los resultados de la evaluación.
P12 Metaevaluación. La evaluación en sí misma se debe evaluar formativa
y sumativamente a través de éstas y otras normas pertinentes, de manera
que se guíe de forma apropiada su realización y, en cuanto se termine, los
agentes críticos puedan examinar de cerca sus fortalezas y debilidades.



Anexo 2

Principales funciones de las secretarías
de Estado vinculadas a los procesos

de evaluación

Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP)

A CONTINUACIÓN se señalan sus funciones vinculadas a la evaluación, sus
presupuestos y la utilización de sus resultados:

Inciso XIV- Proyectar y calcular los egresos del Gobierno Federal y de
la administración pública paraestatal, haciéndolos compatibles con la dispo­
nibilidad de recursos y en atención a las necesidades y políticas del desarrollo
nacional.

Inciso XV- Formular el programa del gasto público federal y el proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación y presentarlos, junto con el del
Departamento del Distrito Federal (actualmente Gobierno del Distrito Federal),
a la consideración del Presidente de la República.

Inciso XVI- Evaluar y autorizar los programas de inversión pública de
las dependencias y entidades de la administración pública federal.

Inciso XVII- Llevar a cabo las tramitaciones y registros que requiera la
vigilancia y evaluación del ejercicio del gasto público federal y de los presu­
puestos de egresos.

Inciso XXIII- Vigilar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de
las disposiciones en materia de planeación nacional, así como de programa­
ción, presupuestación, contabilidad y evaluación" (Ley Orgánica de la admi­
nistración pública federal, artículo 31).

Secretaría de la Función Pública (SFP)

A continuación se señalan sus funciones vinculadas a nuestro objeto de
estudio:

Inciso 1- Organizar y coordinar el sistema de control y evaluación guber­
namental. Inspeccionar el ejercicio del gasto público federal, y su congruen­
cia con los presupuestos de egresos.
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Inciso 11- Expedir las normas que regulen los instrumentos y procedi­
mientos de control de la administración pública federal, para lo cual podrá
requerir de las dependencias competentes, la expedición de normas comple­
mentarias para el ejercicio del control administrativo.

Inciso 111- Vigilar el cumplimiento de las normas de control y fiscali­
zación así como asesorar y apoyar a los órganos de control interno de las
dependencias y entidades de la administración pública federal.

Inciso IV- Establecer las bases generales para la realización de auditorías
en las dependencias y entidades de la administración pública federal, así
como realizar las auditorías que se requieran a las dependencias y entidades
en sustitución o apoyo de sus propios órganos de control.

Inciso V- Vigilar el cumplimiento, por parte de las dependencias y enti­
dades de la administración pública federal, de las disposiciones en materia
de planeación, presupuestación, ingresos, financiamiento, inversión, deuda,
patrimonio, fondos y valores.

Inciso VII- Realizar, por sí o a solicitud de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o de la coordinadora del sector correspondiente, auditorías
y evaluaciones a las dependencias y entidades de la administración pública
federal, con el objeto de promover la eficiencia en su gestión y propiciar el
cumplimiento de los objetivos contenidos en sus programas.

Inciso VIII- Inspeccionar y vigilar, directamente o a través de los órganos
de control, que las dependencias y entidades de la administración pública
federal cumplan con las normas y disposiciones en materia de: sistemas de
registro y contabilidad, contratación y remuneraciones de personal, con­
tratación de adquisiciones, arrendamientos, servicios, y ejecución de obra
pública, conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes
muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales de la
administración pública federal.

Inciso X- Designar a los auditores externos de las entidades, así como
normar y controlar su desempeño. Designar, para el mejor desarrollo del
sistema de control y evaluación gubernamentales, delegados de la propia
Secretaría ante las dependencias y órganos desconcentrados de la adminis­
tración pública federal centralizada, y comisarios en los órganos de gobierno
o vigilancia de las entidades de la administración pública paraestatal.

Inciso XI- Designar y remover a los titulares de los órganos internos de
control de las dependencias y entidades de la administración pública federal
y de la Procuraduría General de la República, así como a los de las áreas de
auditoría, quejas y responsabilidades de tales órganos, quienes dependerán
jerárquica y funcionalmente de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
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Administrativo (actualmente Secretaría de la Función Pública), tendrán el
carácter de autoridad y realizarán la defensa jurídica de las resoluciones que
emitan en la esfera administrativa y ante los Tribunales Federales, represen­
tando al Titular de dicha Secretaría.

Inciso XII- Colaborar con la Contaduría Mayor de Hacienda (actualmente
Auditoría Superior de la Federación) para el establecimiento de los procedimien­
tos necesarios que permitan a ambos órganos el mejor cumplimiento de sus
respectivas responsabilidades.

Inciso XIII- Informar periódicamente al Ejecutivo federal, sobre el resul­
tado de la evaluación respecto de la gestión de las dependencias y entidades
de la administración pública federal, así como de aquellas que hayan sido
objeto de fiscalización, e informar a las autoridades competentes, cuando
proceda del resultado de tales intervenciones y, en su caso, dictar las acciones
que deban desarrollarse para corregir las irregularidades detectadas.

Inciso XXV- Formular y conducir la política general de la administra­
ción pública federal para establecer acciones que propicien la transparencia
en la gestión pública, la rendición de cuentas y el acceso por parte de los
particulares a la información que aquélla genere." (Ley Orgánica de la admi­
nistración pública federal, artículo 37).



Siglas y acrónimos

AECA: Asociación Española de Contabilidad y Administración de
Empresas.

AL: América Latina.
ASF: Auditoría Superior de la Federación.
BID: Banco Interamericano de Desarrollo.
BM: Banco Mundial.

Canacintra: Cámara Nacional de la Industria de la Transformación.
CAP: Comisión de Administración Pública.
C/B: Costo/Beneficio.

CCE: Consejo Científico de Evaluación.
C/E: Costo/Eficacia.

CEPAL: Comisión Económica para América Latina.
CERTU: Centre d'Études sur les Réseaux de Transpon et I'Urbanisme.

CIDE: Centro de Investigación y Docencia Económicas.
CIESAS: Centro de Investigación y Estudios Superiores de Antropolo­

gía Social.
CIME: Comité Interministerial de Evaluación.
CMH: Contaduría Mayor de Hacienda.

CNDH: Comisión Nacional de Derechos Humanos.
CNDPI: Comisión Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas.

CNE: Consejo Nacional de Evaluación de Políticas Públicas (Francia).
CNE: Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo

Social (México).
Colmex: Colegio de México.

Conacyt: Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.
Conapo: Consejo N acional de Población.

Conasupo: Comisión Nacional de Subsistencias Populares.
Conaza: Comisión Nacional de Zonas Áridas.

Conprogresa: Coordinación Nacional de Progresa.
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Coplamar: Coordinación del Plan General de Zonas Deprimidas y Grupos
Marginados.

CPCP: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.
Diconsa: Distribuidora Conasupo.

DIF: Desarrollo Integral de la Familia.
EES: European Evaluation Society.

ELECTRA: Élection et choix traduisant la réalité.
ENAH: Escuela Nacional de Antropología e Historia.

ENIGH: Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares.
Encel: Encuesta de Evaluación en Localidades.
EUA: Estados Unidos de América.
E&M: Evaluación y Monitoreo.
FAü: Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la

Alimentación.
FCPyS: Facultad de Ciencias Políticas y Sociales.

Fidelist: Fideicomiso para la Liquidación al Subsidio de la Tortilla.
FMI: Fondo Monetario Internacional.

FNDE: Fondo Nacional para el Desarrollo de la Evaluación.
Fonaes: Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad.
Fonart: Fondo Nacional de las Artesanías.

Fonhapo: Fondo Nacional de las Habitaciones Populares.
Funsalud: Fundación Mexicana para la Salud.

GAü: General Accounting Office.
GAPP: Grupo de Análisis de Políticas Públicas.

GEA: Grupo de Economistas Asociados.
GIES: Grupo Interdisciplinario de Expertos en Investigaciones Sociales

y Políticas.
IAWG: Inter-Agency Working Group on Evaluation.

IFAI: Instituto Federal de Acceso a la Información Pública.
IFPRI: Internacional Food Policy Research Institute.
IMSS: Instituto Mexicano del Seguro Social.

INAH: Instituto Nacional de Antropología e Historia.
Inapam: Instituto Nacional de Personas Adultas Mayores.

IndesoL: Instituto Nacional de Desarrollo Social.
Indetec: Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas.

INEGI: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática.
Infonavit: Instituto Nacional del Fondo para la Vivienda de los Trabajado­

res.
INI: Instituto Nacional Indigenista.
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INSP: Instituto Nacional de Salud Pública.
ISSSTE: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajado­

res del Estado.
ITAM: Instituto Tecnológico Autónomo de México.

ITESM: Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey.
LGOS: Ley General de Desarrollo Social.

Liconsa: Leche Industrializada Conasupo.
MCE: Misión de Evaluación y Control del Gasto Público.

Mideplan: Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica.
MIT: Instituto Tecnológico de Massachusett.

NAO: National Audit Office.
NPM: New Public Mangement.

OCOE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.
OEA: Organización de los Estados Americanos.
OIT: Organización Internacional del Trabajo.

OMB: Office of Management and Budget.
OMS: Organización Mundial de la Salud.
ONG: Organización No Gubernamental.
ONU: Organización de las Naciones Unidas.
ose: Organizaciones de la Sociedad Civil.
PAe: Programa de Ampliación de Cobertura en Salud.
PAN: Partido Acción Nacional.
PEF: Presupuesto de Egresos de la Federación.

PHSD: Programa para los Habitantes del Semi Desierto.
PIDER: Programa de Inversiones Públicas para el Desarrollo Rural.

PNO: Plan Nacional de Desarrollo.
PNOS: Programa Nacional de Desarrollo Social.

PMG: Programas de Mejoramiento de Gestión.
PNUD: Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo.

PNUMA: Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente.
PPBS: Planning Programming Budgeting System.
PRO: Partido de la Revolución Democrática.
PRI: Partido Revolucionario Institucional.

Prodim: Programa de Desarrollo Institucional Municipal.
Progresa: Programa de Educación, Salud y Alimentación.
Promap: Programa para la Modernización de la Administración Pública

Federal.
Pronasol: Programa Nacional de Solidaridad.

PRSP: Poverty Reduction Strategy Papero
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RCB: Rationalisation des Choix Budgetaires.
Sagarpa: Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y

Alimentación.
Sahop: Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas.

SAM: Sistema Alimentario Mexicano.
SARH: Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos.

Secodam: Secretaría de la Contraloría y el Desarrollo Administrativo.
Secogef: Secretaría General de la Federación.

ser: Secretaría de Comunicaciones y Transpone.
Sedesol: Secretaría de Desarrollo Social.

SEGPR: Sistema de Evaluación de la Gestión Pública por Resultados.
Semarnat: Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

SEP: Secretaría de Educación Pública.
SEV: Sistema Informático de Evaluación de Gestión Pública.
SFE: Sociedad Francesa de Evaluación.
SFP: Secretaría de la Función Pública.

SHCP: Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida.

SIGFE: Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado.
Sine: Sistema Nacional de Evaluación.

Sinergia: Sistema Nacional de Evaluación de Resultados de la Gestión.
Sisep: Sistema de Evaluación y Seguimiento de Proyectos.
SNPP: Sistema Nacional de Planeación Participativa.

SPP: Secretaría de Programación y Presupuesto.
SSA: Secretaría de Salud.

STPS: Secretaría de Trabajo y Previsión Social.
TIR: Tasa interna de retorno.
UIA: Universidad Iberoamericana.
NU: Naciones Unidas.

UAM-A: Universidad Autónoma Metropolitana, plantel Azcapotzalco.
UAM-X: Universidad Autónoma Metropolitana, plantel Xochimilco.
UNAM: Universidad Nacional Autónoma de México.

UNESCO: Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Cien­
cia y la Cultura.

VAN: Valor Actual Neto.
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